
LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA
ORGANIZADA - LEY ORGANICA DEL PODER

JUDICIAL DE LA FEDERACION - LEY DE AMPARO

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de de-
creto que reforma, adiciona y deroga diversas disposicio-
nes de las Leyes Federal contra la Delincuencia Organiza-
da; Orgánica del Poder Judicial de la Federación; y de
Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia de la LXI Legislatura, le fue tur-
nada para su estudio, análisis y dictamen correspondiente,
la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal contra
la Delincuencia Organizada, del Código Federal de Proce-
dimientos Penales, de las Leyes Orgánica de la Procuradu-
ría General de la República, Orgánica del Poder Judicial de
la Federación, y de Amparo, Reglamentaria de los Artícu-
los 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

La Comisión de Justicia de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, de la LXI legislatura con funda-
mento en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39 y 45, nume-
ral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; 80; 157, numeral
1, fracción I; 158, numeral, 1, fracción IV y 167, numeral
4 del Reglamento de la Cámara de Diputados somete a la
consideración de esta honorable asamblea, el presente dic-
tamen, de conformidad con los siguientes:

Antecedentes

Primero. Con fecha de 1 de marzo de 2011 el diputado
Víctor Humberto Benítez Treviño, de la LXI Legislatura,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de Revolu-
cionario Institucional, sometió a consideración del pleno
de la honorable Cámara de Diputados la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona

diversas disposiciones de la Ley Federal contra la Delin-
cuencia Organizada, del Código Federal de Procedimientos
Penales, de las Leyes Orgánica de la Procuraduría General
de la República, Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
ción, y de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

Segundo. La Mesa Directiva, en esa misma fecha, acordó
se turnara a la Comisión de Justicia, para su estudio y co-
rrespondiente dictamen.

Contenido de la iniciativa

Señala el autor que en el México no se ha logrado la efi-
ciencia de los órganos de justicia, lo cual se manifiesta en
el incremento de los índices delictivos, la especialización
operativa de la delincuencia organizada, el temor social y
en suma, el descrédito de las instituciones públicas a quie-
nes ha sido encomendada la tarea de garantizar la seguri-
dad pública nacional.

Esa imposibilidad de acceder a la justicia, que como con-
dición permanente se aprecia en México la última década,
ha generado una transformación radical del sistema de jus-
ticia penal mexicano, que ha tenido que sufrir en los últi-
mos tiempos una serie de cambios de gran profundidad, cu-
ya magnitud, propicia la modificación de prácticamente la
totalidad de los ordenamientos jurídicos vinculados con la
prevención del delito, la investigación, la procuración e im-
partición de justicia y la ejecución de las penas en México.

Por lo que manifiesta que para enfrentar a la delincuencia,
se han planteado diferentes vías; por una parte, la especia-
lización normativa mediante la aparición de nuevas legis-
laciones, la reclasificación delictiva, el incremento de la
penalidad y la penalización de nuevas conductas antisocia-
les; las cuales han generado una complejidad a veces con-
fusa en cuanto a la pertinencia en la aplicación de los or-
denamientos e incluso frente a la competencia de las
autoridades.

De la misma forma el incremento y división de los cuerpos
policiacos ha sido una constante en esta etapa de lucha con-
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tra la criminalidad que sin embargo, no han dado los resul-
tados esperados.

Y finalmente, la consideración de la necesaria participa-
ción ciudadana en los temas que se relacionan con el com-
bate a la delincuencia son las rutas que se han marcado pa-
ra fortalecer las labores en defensa de la seguridad y la
tranquilidad de los mexicanos. Los altos niveles de impu-
nidad reconocidos por el Ejecutivo federal, colocan en una
grave crisis el tema de la seguridad pública e impartición
de justicia en nuestro país.

Ante esa inminente y urgente búsqueda de estrategias efec-
tivas que permitan hacer frente al fenómeno delincuencial
y devolver la confianza a los ciudadanos se han institucio-
nalizado, con la mejor de las intenciones, figuras que si
bien es cierto, no son ilegales soslayan de alguna forma, el
espíritu de estricta legalidad y seguridad jurídica que die-
ron origen a nuestra Constitución Federal como máximo
ordenamiento legislativo, así como algunos principios ge-
nerales del derecho, pilares del esquema garantista de la
propia Constitución.

Actualmente, explica el autor, existe una perspectiva pre-
dominante respecto de las fallas e imprecisiones del siste-
ma de justicia penal, toda vez que a pesar de haber instau-
rado un “régimen especial” para la delincuencia
organizada, denominado derecho penal de excepción o de-
recho del enemigo, no ha logrado una prevención real del
delito, e incluso, ha propiciado que los delincuentes se tor-
nen más violentos y perfeccionen cada vez más su modus
operandi.

En particular, la figura del arraigo en el sistema jurídico
mexicano, cuya misión originalmente era la de ser una me-
dida cautelar en apoyo de la investigación de hechos delic-
tuosos, se ha constituido en una herramienta sin la cual no
se puede concebir la indagatoria, e incluso, en un instru-
mento de política de desacreditación.

La aparición del arraigo, de arraigar, latín = echar raíces,
en el contexto legal mexicano desde la década de los
ochenta, no ha significado una mejora sustancial en la pro-
curación de justicia, pues la falta de evolución de la propia
figura y la nula evolución de las tareas de investigación,
han dado lugar a excesos en cuanto a su ejecución, así co-
mo al descontrol por parte del Ministerio Público, propi-
ciando innumerables violaciones a las garantías personales
y con ello la ausencia de la reparación adecuada de los da-

ños a quienes habiendo sido arraigados no fue posible acre-
ditarles la probable responsabilidad de un delito.

El arraigo, desde sus orígenes en la reforma al Código Pe-
nal Federal y al Código Federal de Procedimientos Penales
promulgada en diciembre de 1983, se consideró como una
medida cautelar, cuya finalidad era la de permitir la dispo-
nibilidad del inculpado ante el Ministerio Publico o el juz-
gador y evitar que una persona, respecto de la cual existían
mínimos elementos para suponer alguna relación en la co-
misión de un delito, le fuera limitado el derecho de salir de
su domicilio, pretendiendo de esa manera, facilitar las dili-
gencias de investigación.

Frente a las reiteradas críticas y recomendaciones de insti-
tuciones internacionales y locales respecto del uso del
arraigo como medida casi automática en la investigación
de los delitos en México, y derivado de la reforma publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio del
2008, se incorporó al texto del artículo 16 constitucional el
arraigo lo que no obstante, continúa siendo factor de innu-
merables críticas y ataques por estos organismos, por su
notoria falta de resultados en el combate a la criminalidad,
como la reciente recomendación emitida por el Comité de
Derechos Humanos de las Naciones Unidas durante el no-
nagésimo octavo periodo de sesiones, efectuado en el mes
de marzo del 2010, en Nueva York.

De acuerdo con las modificaciones al marco legal constitu-
cional y secundario tanto de 1983 como de 2008; el arrai-
go está diversificado en nuestra legislación, siendo proce-
dente tanto en el fuero común como en el fuero federal y
existe tanto en el procedimiento de investigación o indaga-
toria, como en el proceso jurisdiccional penal y lo mismo
para delitos de delincuencia organizada como para delitos
federales graves; lo que es contrario al actual texto del ar-
tículo 16 constitucional, que considera su procedencia solo
tratándose de delincuencia organizada y con fines de forta-
lecer la investigación delictiva.

Por ello la adición constitucional, que pretendió justificar
de forma parcial la implantación del arraigo en el sistema
penal mexicano, no ha sido suficiente, puesto que lo colo-
ca en franca oposición al principio de la presunción de ino-
cencia, que ha sido uno de los argumentos de mayor críti-
ca a dicha figura, toda vez que sin existir elementos para
suponer en ocasiones la consumación de un delito, se priva
a un individuo de su libertad, contrariando la declaración
universal de derechos humanos de la ONU, promulgada en



1948 y suscrita por el gobierno mexicano, que en su artí-
culo 111.1 señala que toda persona acusada de delito tiene
derecho a que se presuma su inocencia mientras no se prue-
be su culpabilidad conforme a la ley y en juicio público en
el que le hayan asegurado todas las garantías necesarias pa-
ra su defensa, ya que la libertad del hombre no debe de res-
tringirse sino en el caso absolutamente indispensable.

La realidad demuestra que las consecuencias del arraigo
bajo las condiciones y características con las que actual-
mente se opera la figura, son preocupantes, como el minar
la integridad del proceso penal de manera irreversible, pues
su aplicación implica el establecimiento de un régimen de
excepción con restricciones a las garantías básicas de debi-
do proceso, que de igual manera atenta contra los princi-
pios de igualdad y seguridad jurídica, ya que constituye
una restricción de la libertad personal cuando se ha acredi-
tado la probable responsabilidad sin la inmediata consig-
nación que ponga al probable responsable o imputado a
disposición de la autoridad judicial o sin la emisión de la
orden jurisdiccional que ordene la prisión preventiva, más
aún cuando existe flagrancia en el hecho delictivo el pro-
cesado en materia penal, no es más que un hombre sospe-
choso y presunto responsable de la comisión de un delito,
al que, por su condición de presunto le asiste el perfecto de-
recho de ser considerado como inocente, mientras la justi-
cia no demuestre lo contrario, pues la libertad no es un lu-
jo, ni únicamente un derecho, ya que en las condiciones de
la vida moderna, la libertad constituye una función social,
vital y necesaria.

En este sentido, manifiesta el autor, la reforma propuesta
contempla la delimitación y precisión del arraigo en el sen-
tido estricto y la transformación de la figura original, para
convertirla en una medida de carácter cautelar personal, a
través de la cual se tenderá a garantizar el éxito de las dili-
gencias de investigación, asegurando la comparecencia del
imputado una vez formalizada ésta, para que el Juez del co-
nocimiento, a petición del Ministerio Público, pueda impo-
ner al indiciado una o más medidas consistentes en una se-
rie de prohibiciones para el indiciado de transitar o
aproximarse a ciertos lugares o personas, o de realizar de-
terminadas actividades, o trasladarse a determinada zona
geográfica, que limitarían el actuar del indiciado, pero sin
restringir su libertad personal, además de dotar de con-
gruencia a la propia figura del arraigo con el espíritu y fi-
nalidad de otras figuras del sistema de justicia penal mexi-
cano como la consignación y la prisión preventiva oficiosa,
mediante la determinación de que el arraigo será improce-

dente tratándose de una detención en flagrancia en cuyo ca-
so para el cual, tanto el Ministerio Público Federal como la
autoridad jurisdiccional competente no podrán más que ac-
tuar conforme a las reglas procesales existentes; es decir,
consignando o decretando el auto de formal prisión si así
procediere.

De acuerdo a las múltiples solicitudes, reclamos y deman-
das de las organizaciones internacionales defensoras de los
derechos humanos relativas a la figura del arraigo, que ba-
jo las condiciones de regulación y operación actuales, vie-
ne a convertirse en una violación a la libertad de la perso-
na y de tránsito de la misma, afectando no sólo su garantía
de libertad sino también las de certeza jurídica y legalidad,
y en atención a la inminente necesidad de fortalecer la in-
vestigación delictiva como tarea exclusiva del Poder Eje-
cutivo a través del Ministerio Público; se somete a esta so-
beranía el siguiente proyecto de reforma y adición a
distintos ordenamientos federales en materia penal me-
diante lo que se desarrolla y acota de manera precisa el
arraigo como medida cautelar, impuesto con exclusividad a
personas señaladas como probables responsables, partíci-
pes o imputados; siempre que se trate de delitos de delin-
cuencia organizada.

De la misma forma, la iniciativa establece con precisión las
causas de procedencia del arraigo, los requisitos de proce-
dibilidad, acota las circunstancias de tiempo, lugar, forma
y medios de realización.

La reforma que se propone, elimina la posibilidad de que el
arraigo sea impuesto a víctimas u ofendidos del delito y
testigos, en razón de ser innecesaria y arbitraria la reten-
ción de los primeros, y en relación a los segundos, estos en-
cuentran garantías para salvaguardar su integridad, a través
del Programa Nacional de Protección a Testigos que ha si-
do motivo de una diversa propuesta legislativa por el Dipu-
tado proponente.

En el mismo sentido y en atención que a partir de 2008 y
mediante diversas disposiciones administrativas del Con-
sejo de la Judicatura Federal, se crearon y se han venido re-
gulando las actividades de los “Juzgados Federales Penales
Especializados en Cateos, Arraigos e Intervención de Co-
municaciones”; sin que su existencia y operación esté con-
siderada en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede-
ración; esta iniciativa, regulariza su existencia insertando
dichos juzgados en el texto del artículo primero de la pro-
pia ley, creando además un título específico donde se re-
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glamenta su naturaleza y competencia como autoridad ju-
risdiccional responsable del otorgamiento de la medida
cautelar del arraigo.

Con el propósito de consolidar en forma global el uso del
arraigo, como una medida cautelar efectiva de investiga-
ción, se realizan además una serie de adiciones en la Ley
de Amparo, Reglamentaria de los artículos 101 y 103 cons-
titucionales, en lo concerniente a la determinación de los
plazos para el desahogo del Juicio de garantías, donde se
pretenda obtener el amparo y la protección de la justicia fe-
deral contra la orden de arraigo o su negativa; lo cual col-
ma una necesidad surgida en un sinnúmero de procesos de
esta índole, donde el exceso en la temporalidad para la re-
solución de los asuntos, ha traído como consecuencia que
éstos se resuelvan favorablemente sin ninguna utilidad pa-
ra el quejoso, ya porque el amparo quede sin materia al ha-
ber concluido la vigencia del arraigo, o bien, cuando el ac-
to reclamado finalmente se haya consumado, concediendo
así, un halo de protección eficaz a las garantías procedi-
mentales de cualquier persona señalada como probable res-
ponsable o imputado.

Finalmente, con la intención de apartar cualquier limita-
ción que pudiera existir para el Ministerio Público en las
labores de combate a la delincuencia organizada, se gene-
raliza como parte de esta, la comisión de cualquier tipo de
delito o delitos contemplados en la legislación penal, cua-
lesquiera que sea su naturaleza, con el simple requisito de
que quienes los realicen reúnan las características propias
de este tipo de organización delictiva, no limitando tal ca-
rácter solamente a los delitos señalados como tales actual-
mente en la propia Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada.

Análisis Comparativo

Texto Vigente

Ley Federal contra la Delincuencia Organizada 

Artículo 2o. Cuando tres o más personas se organicen
de hecho para realizar, en forma permanente o reiterada,
conductas que por sí o unidas a otras, tienen como fin o
resultado cometer alguno o algunos de los delitos si-
guientes, serán sancionadas por ese solo hecho, como
miembros de la delincuencia organizada:

Artículo 12. El Juez podrá dictar el arraigo, a solicitud
del Ministerio Público de la Federación, en los casos

previstos en el artículo 2o. de esta Ley y con las moda-
lidades de lugar, tiempo, forma y medios de realización
señalados en la solicitud, siempre que sea necesario pa-
ra el éxito de la investigación, para la protección de per-
sonas, de bienes jurídicos o cuando exista riesgo funda-
do de que el inculpado se sustraiga a la acción de la
justicia, sin que esta medida pueda exceder de cuarenta
días y se realice con la vigilancia de la autoridad, la que
ejercerá el Ministerio Público de la Federación y la Po-
licía que se encuentre bajo su conducción y mando in-
mediato en la investigación.

La duración del arraigo podrá prolongarse siempre y
cuando el Ministerio Público acredite que subsisten las
causas que le dieron origen, sin que la duración total de
esta medida precautoria exceda de ochenta días.

Código Federal de Procedimientos Penales

Artículo 2o. Compete al Ministerio Público Federal lle-
var a cabo la averiguación previa y ejercer, en su caso,
la acción penal ante los tribunales.

En la averiguación previa corresponderá al Ministerio
Público:

I. a II. …

III.- Solicitar a la autoridad jurisdiccional las medidas
precautorias de arraigo, aseguramiento o embargo que
resulten indispensables para la averiguación previa, así
como las órdenes de cateo que procedan;

IV. a XI. …

Artículo 133 Bis. La autoridad judicial podrá, a peti-
ción del Ministerio Público, decretar el arraigo domici-
liario del indiciado tratándose de delitos graves, siempre
que sea necesario para el éxito de la investigación, la
protección de personas o bienes jurídicos o cuando exis-
ta riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la
acción de la justicia. Corresponderá al Ministerio Públi-
co y a sus auxiliares vigilar que el mandato de la autori-
dad judicial sea debidamente cumplido.

El arraigo domiciliario se prolongará por el tiempo es-
trictamente indispensable, no debiendo exceder de cua-
renta días.



El afectado podrá solicitar que el arraigo quede sin efec-
to, cuando considere que las causas que le dieron origen
han desaparecido. En este supuesto, la autoridad judicial
escuchará al Ministerio Público y al afectado, y resolve-
rá si debe o no mantenerse.

Artículo 205.- Cuando por la naturaleza del delito o de
la pena aplicable el imputado no deba ser internado en
prisión preventiva y existan elementos para suponer que
podrá sustraerse a la acción de la justicia, el Ministerio
Público podrá solicitar al juez, fundada y motivadamen-
te, o éste disponer de oficio, con audiencia del imputa-
do, el arraigo de éste con las características y por el
tiempo que el juzgador señale, sin que en ningún caso
pueda exceder del máximo señalado en el artículo 133-
bis o bien tratándose de la averiguación previa o bien en
el proceso por el término constitucional en que este de-
ba resolverse.

Ley Orgánica de la Procuraduría General de La Re-
pública.

Artículo 4.- …

I. ….

A) …

a) a n) Solicitar al órgano jurisdiccional las órdenes de
cateo, la imposición del arraigo, la prohibición de aban-
donar una demarcación geográfica u otras medidas cau-
telares que resulten necesarias para asegurar el éxito de
la investigación y evitar que el probable responsable se
sustraiga de la acción de la justicia, la protección de per-
sonas o bienes jurídicos y el debido cumplimiento de la
sentencia que se dicte;

ñ) a w) Las demás que determinen las normas aplica-
bles.

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación

Artículo 1o.- …

I.- a VII.-

VIII.- Los tribunales de los Estados y del Distrito Fede-
ral en los casos previstos por el artículo 107, fracción
XII, de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos y en los demás en que, por disposición de la
ley deban actuar en auxilio de la Justicia Federal.

Artículo 50. Los jueces federales penales conocerán:

I. a II. …

III.- De las autorizaciones para intervenir cualquier co-
municación privada.

Artículo 50 Bis. En materia federal, la autorización pa-
ra intervenir comunicaciones privadas será otorgada de
conformidad con la Ley Federal contra la Delincuencia
Organizada, la Ley de Seguridad Nacional, el Código
Federal de Procedimientos Penales, la Ley de la Policía
Federal o la Ley General para Prevenir y Sancionar los
Delitos en Materia de Secuestro, según corresponda.

Artículo 50 Ter. Cuando la solicitud de autorización de
intervención de comunicaciones privadas, sea formula-
da en los términos previstos en las legislaciones locales,
por el titular del Ministerio Público de alguna entidad
federativa, exclusivamente se concederá si se trata de
los delitos de homicidio, asalto en carreteras o caminos,
robo de vehículos y privación ilegal de la libertad o se-
cuestro, los primeros previstos en el Código Penal Fe-
deral y el último en la Ley General para Prevenir y San-
cionar los Delitos en Materia de Secuestro, o sus
equivalentes en las legislaciones penales locales.

La solicitud de autorización de intervención de comuni-
caciones de los delitos previstos en la Ley General para
Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secues-
tro, Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, se formulará de conformidad con ese ordenamien-
to.

La autorización se otorgará únicamente al titular del Mi-
nisterio Público de la entidad federativa, cuando se
constate la existencia de indicios suficientes que acredi-
ten la probable responsabilidad en la comisión de los de-
litos arriba señalados. El titular del Ministerio Público
será responsable de que la intervención se realice en los
términos de la autorización judicial. La solicitud de au-
torización deberá contener los preceptos legales que la
fundan, el razonamiento por el que se considera proce-
dente, el tipo de comunicaciones, los sujetos y los luga-
res que serán intervenidos, así como el periodo durante
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el cual se llevarán a cabo las intervenciones, el cual po-
drá ser prorrogado, sin que el periodo de intervención,
incluyendo sus prórrogas, pueda exceder de seis meses.
Después de dicho plazo, sólo podrán autorizarse nuevas
intervenciones cuando el titular del Ministerio Público
de la entidad federativa acredite nuevos elementos que
así lo justifiquen.

En la autorización, el juez determinará las característi-
cas de la intervención, sus modalidades y límites y, en
su caso, ordenará a instituciones públicas o privadas,
modos específicos de colaboración.

En la autorización que otorgue el juez deberá ordenar
que, cuando en la misma práctica sea necesario ampliar
a otros sujetos o lugares la intervención, se deberá pre-
sentar ante el propio juez, una nueva solicitud; también
ordenará que al concluir cada intervención se levante un
acta que contendrá un inventario pormenorizado de las
cintas de audio o video que contengan los sonidos o
imágenes captadas durante la intervención, así como
que se le entregue un informe sobre sus resultados, a
efecto de constatar el debido cumplimiento de la autori-
zación otorgada.

El juez podrá, en cualquier momento, verificar que las
intervenciones sean realizadas en los términos autoriza-
dos y, en caso de incumplimiento, decretar su revoca-
ción parcial o total.

En caso de no ejercicio de la acción penal y una vez
transcurrido el plazo legal para impugnarlo sin que ello
suceda, el juez que autorizó la intervención, ordenará
que se pongan a su disposición las cintas resultado de
las intervenciones, los originales y sus copias y ordena-
rá su destrucción en presencia del titular del Ministerio
Público de la entidad federativa.

Ley de Amparo

Artículo 23.- Son días hábiles para la promoción, subs-
tanciación y resolución de los juicios de amparo, todos
los días del año, con exclusión de los sábados y domin-
gos, el 1o. de enero, 5 de febrero, 1o. y 5 de mayo, 14 y
16 de septiembre, 12 de octubre y 20 de noviembre.

Puede promoverse en cualquier día y a cualquiera hora
del día o de la noche, si se trata de actos que importen
peligro de privación de la vida, ataques a la libertad per-

sonal, deportación, destierro o alguno de los actos pro-
hibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, así
como la incorporación forzosa al ejército o armada na-
cionales, y cualquiera hora del día o de la noche será há-
bil para tramitar el incidente de suspensión y dictar las
providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolu-
ción en que se haya concedido.

Para los efectos de esta disposición, los jefes y encarga-
dos de las oficinas de correos y telégrafos estarán obli-
gados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los in-
teresados ni para el gobierno, los mensajes en que se
demande amparo por alguno de los actos enunciados,
así como los mensajes y oficios que expidan las autori-
dades que conozcan de la suspensión, aun fuera de las
horas del despacho y aun cuando existan disposiciones
en contrario de las autoridades administrativas. La in-
fracción de lo prevenido en este párrafo se castigará con
la sanción que el Código Penal aplicable en materia fe-
deral señala para el delito de resistencia de particulares
y desobediencia.

La presentación de demandas o promociones de térmi-
no podrá hacerse el día en que éste concluya, fuera del
horario de labores de los tribunales, ante el secretario, y
en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejo-
so, los jueces podrán habilitar los días y las horas inhá-
biles, para la admisión de la demanda y la tramitación
de los incidentes de suspensión no comprendidos en el
segundo párrafo del presente artículo.

Artículo 26.- No se computarán dentro de los términos
a que se refiere el artículo 24 de esta ley, los días hábi-
les en que se hubiesen suspendido las labores del juzga-
do o tribunal en que deban hacerse las promociones.

Se exceptúan de lo previsto en el párrafo anterior, los
términos relativos al incidente de suspensión.

Artículo 31.- En casos urgentes, cuando lo requiera el
orden público o fuere necesario para la mejor eficacia de
la notificación, la autoridad que conozca del amparo o
del incidente de suspensión, podrá ordenar que la noti-
ficación se haga a las autoridades responsables por la
vía telegráfica, sin perjuicio de hacerla conforme al ar-
tículo 28, fracción I, _de esta ley. El mensaje se trans-
mitirá gratuitamente, _si se trata de cualquiera de los ac-
tos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 23 de
esta ley, y a costa del interesado en los demás casos.



Aun cuando no se trate de casos urgentes, la notifica-
ción podrá hacerse por la vía telegráfica, si el interesa-
do cubre el costo del mensaje.

Artículo 104. …

En casos urgentes y de notorios perjuicios para el que-
joso, podrá ordenarse por la vía telegráfica el cumpli-
miento de la ejecutoria, sin perjuicio de comunicarla ín-
tegramente, conforme al párrafo anterior.

En el propio oficio en que se haga la notificación a las
autoridades responsables, se les prevendrá que informen
sobre el cumplimiento que se dé al fallo de referencia.

Artículo 147.- Si el juez de Distrito no encontrare mo-
tivos de improcedencia, o se hubiesen llenado los requi-
sitos omitidos, admitirá la demanda y, en el mismo au-
to, pedirá informe con justificación a las autoridades
responsables y hará saber dicha demanda al tercer per-
judicado, si lo hubiere; señalará día y hora para la cele-
bración de la audiencia, a más tardar dentro del término
de treinta días, y dictará las demás providencias que
procedan con arreglo a esta ley.

…

… 

Artículo 149.- …

…

…

…

…

Propuesta Legislativa

Ley Federal contra la Delincuencia Organizada 

Artículo 2o. Cuando tres o más personas se organi-
cen de hecho para realizar, en forma permanente o
reiterada, conductas que por sí o unidas a otras, tie-
nen como fin o resultado cometer cualquier delito o
delitos contemplados en la legislación federal, serán
sancionadas por ese solo hecho, como miembros de
la delincuencia organizada.

De igual forma, a quienes cometan alguno o algunos
de los delitos siguientes:

Artículo 12. La autoridad jurisdiccional podrá de-
cretar el arraigo, como condición temporal de per-
manecer en lugar determinado a una persona seña-
lada como probable responsable, partícipe o
imputado y a solicitud del Ministerio Público de la Fe-
deración, en los casos previstos en el artículo 2o. de es-
ta Ley y con las modalidades de lugar, tiempo, forma y
medios de realización que estime pertinentes, siempre
que la persona sobre quien se solicite el arraigo, no
sea detenida en flagrancia, que sea necesario para el
éxito de la investigación, para la protección de personas
o bienes jurídicos o cuando exista riesgo fundado de que
el inculpado se sustraiga a la acción de la justicia, sin
que esta medida pueda exceder de cuarenta días y se re-
alice con la vigilancia de la autoridad, la que ejercerá el
Ministerio Público de la Federación y la Policía que se
encuentre bajo su conducción y mando inmediato en la
investigación.

Artículo 12 Bis. La solicitud de arraigo que haga el
Ministerio Público deberá reunir los siguientes re-
quisitos:

a. La designación y competencia de la autoridad so-
licitante de la medida; 

b. Nombre de la persona sobre quién habrá de dic-
tarse el arraigo; 

c. Elementos o indicios que vinculen directamente a
la persona sobre quien se solicita el arraigo con la or-
ganización delictiva de la que se presume ser parte o
con los delitos sobre los que se efectúe la investiga-
ción ministerial, que en su adminiculación acrediten
suficientemente la necesidad de la medida; 

d. Características del imputado respecto de su peli-
grosidad; 

e. Lugar donde habrá de ejecutarse la medida caute-
lar; y 

f. Tiempo que habrá de subsistir la medida. 

Artículo 12 Ter. La resolución a la solicitud de arrai-
go deberá ser fundada y motivada, debiendo redac-
tarse de manera precisa y congruente con las cir-
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cunstancias de hecho y de derecho que la originen,
refiriéndose de manera exhaustiva a cada uno de los
puntos expuestos en la solicitud por el Ministerio Pú-
blico, debiendo contener: 

I. El lugar y fecha en que se pronuncie; 

II. La designación del tribunal que la dicte; 

III. La designación y competencia de la autoridad so-
licitante de la medida; 

IV. Los nombres y apellidos de la persona sobre
quien se hubiere solicitado la medida, su sobrenom-
bre si lo tuviere, el lugar de su nacimiento, naciona-
lidad, edad, estado civil, en su caso el grupo étnico
indígena al que pertenece, idioma, residencia o do-
micilio, y ocupación, oficio o profesión. 

V. Un extracto breve de los hechos exclusivamente
conducentes a los puntos resolutivos; 

VI. Las consideraciones, fundamentaciones y moti-
vaciones legales de la medida; 

VII. La decisión de todas las cuestiones planteadas
por el Ministerio Público; 

VIII. El otorgamiento o negación de la medida según
proceda 

IX. El nombre, cargo y firma autógrafa de la autori-
dad competente que la emite. 

La solicitud de arraigo, podrá ser presentada por el
Ministerio Público Federal por cualquier medio es-
crito o electrónico del cual quede suficiente constan-
cia de la hora y fecha de solicitud. Para ello, se con-
siderarán hábiles cualesquiera horas del día. El
tiempo máximo en que el juzgador deberá resolver
respecto de la solicitud será de 24 horas. 

En la resolución el juez podrá dar una clasificación
jurídica distinta a los hechos que la motivan y a la in-
tervención o participación de la persona sobre quien
se solicita la medida. 

En caso de que la solicitud de arraigo no reúna algu-
no de los requisitos previstos en el artículo que ante-
cede, el juez, de oficio, prevendrá al Ministerio Pú-

blico para que dentro del plazo máximo de 12 horas
los precise o aclare. 

En caso de que el juez hubiere prevenido al Ministe-
rio Público y este hubiese cumplido la prevención, el
plazo de 24 horas con que cuenta la autoridad juris-
diccional para resolver sobre la solicitud de arraigo,
se contará a partir de que sean recibidas en el juzga-
do, las constancias mediante las cuales el Ministerio
Público haya desahogado la prevención. 

Artículo 12 Quáter. Para garantizar el éxito de la in-
vestigación ministerial, proteger a la víctima, ofendi-
do o testigos, proteger bienes jurídicos o asegurar la
comparecencia del probable responsable o imputado
a las actuaciones del procedimiento de indagatoria y
después de formalizada la solicitud por el Ministerio
Público; la autoridad jurisdiccional, podrá imponer
el arraigo a cualquier persona señalada como proba-
ble responsable, partícipe o imputado, el cual que
podrá consistir en: 

I. La obligación temporal de permanecer en un lugar
determinado, pudiendo ser éste, la casa en que habi-
tualmente resida la persona o bien la institución que
para ello tenga establecida la autoridad ministerial,
cuando cumpla con las condiciones necesarias que
aseguren la adecuada cobertura de las necesidades
de subsistencia del arraigado, y la protección a sus
derechos humanos y cuando el domicilio se encon-
trare fuera de la ciudad asiento del juzgado que ha-
ya de conocer sobre la solicitud; 

II. La sujeción a la vigilancia de una persona o insti-
tución determinada, las que informarán periódica-
mente al juez; 

III. La obligación de presentarse periódicamente an-
te el juez o ante la autoridad que él designare; 

IV. La prohibición de salir del país, de la localidad en
la cual residiere o del ámbito territorial que fijare la
autoridad jurisdiccional; 

V. La prohibición de asistir o visitar determinados
lugares o personas; 

VII. La prohibición de comunicarse con personas de-
terminadas, siempre que no se afectare el derecho de
defensa; 



VIII. La colocación de localizadores electrónicos, sin
que pueda mediar violencia o lesión a la dignidad o
integridad física de la persona arraigada, y 

IX. Internamiento en instituciones de salud, en los
casos en que el estado físico o mental de la persona
sobre quien se solicite el arraigo así lo amerite. 

El juez podrá imponer una o más de estas medidas
según resultare adecuado al caso y ordenará las ac-
tuaciones y comunicaciones necesarias para garanti-
zar su cumplimiento. 

La decisión de imponer o negar el arraigo es revoca-
ble o modificable de oficio por el juzgador en cual-
quier momento de la indagatoria, lo cual deberá ser
comunicado de manera inmediata al Ministerio Pú-
blico Federal que la hubiera solicitado, cuando así
favorezca a la administración de justicia y a la salva-
guarda de las garantías constitucionales. 

No se podrá ordenar la medida cuando ésta resulte
desproporcionada en relación con las circunstancias
de hecho y de derecho que motiven la solicitud del
Ministerio Público. 

Código Federal de Procedimientos Penales

Artículo 2o. Compete al Ministerio Público Federal lle-
var a cabo la averiguación previa y ejercer, en su caso,
la acción penal ante los tribunales.

En la averiguación previa corresponderá al Ministerio
Público:

...

III. Solicitar a la autoridad jurisdiccional las medidas
precautorias de arraigo, en términos de la Ley Federal
contra la Delincuencia Organizada, aseguramiento o
embargo que resulten indispensables para la averigua-
ción previa, así como las órdenes de cateo que proce-
dan;

Artículo 133 Bis. Se deroga.

Artículo 205. Se deroga.

Ley Orgánica de la Procuraduría General de La Re-
pública.

Artículo 4. Corresponde al Ministerio Público de la Fe-
deración:

I. Investigar y perseguir los delitos del orden federal. El
ejercicio de esta atribución comprende:

A) En la averiguación previa:

...

n) Solicitar al órgano jurisdiccional las órdenes de ca-
teo, la imposición del arraigo en términos de la Ley
Federal contra la Delincuencia Organizada, la prohi-
bición de abandonar una demarcación geográfica u otras
medidas cautelares que resulten necesarias para asegu-
rar el éxito de la investigación y evitar que el probable
responsable se sustraiga de la acción de la justicia, la
protección de personas o bienes jurídicos y el debido
cumplimiento de la sentencia que se dicte;

...

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación

Artículo 1o. El Poder Judicial de la Federación se ejer-
ce por:

I. La Suprema Corte de Justicia de la Nación;

...

VIII. Los juzgados federales penales especializados en
cateos, arraigo, e intervención de comunicaciones, y

IX. Los tribunales de los Estados y del Distrito Federal
en los casos previstos por el artículo 107, fracción XII,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y en los demás en que, por disposición de la ley
deban actuar en auxilio de la Justicia Federal.

Artículo 50. Los jueces federales penales conocerán:

I. De los delitos del orden federal.

...
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III. De las autorizaciones para intervenir cualquier co-
municación privada y de las solicitudes del Ministerio
Público Federal para conceder el arraigo en térmi-
nos de la Ley Federal contra la Delincuencia Orga-
nizada. 

Artículo 50 Bis. Se deroga.

Artículo 50 Ter. Se deroga.

Titulo Quinto

De los Juzgados Federales Penales Especializados en
Cateos, Arraigo, e Intervención de Comunicaciones 

Capitulo Único

De su Integración, Funcionamiento y Atribuciones

Artículo 55 Bis. Los Juzgados Federales Penales Es-
pecializados en Cateos, Arraigo, e Intervención de
comunicaciones, se compondrán de un Juez y conta-
rán, al menos, con cinco secretarios y con el personal
administrativo que determine el presupuesto. 

Artículo 55 Ter. Los Jueces Federales Penales espe-
cializados en Cateos, Arraigo e Intervención de co-
municaciones serán competentes para conocer y re-
solver las peticiones que, en toda la República,
solicite el Ministerio Público de la Federación en la
etapa de averiguación previa que se refieran a: 

I. Cateo; 

II. Arraigo; e 

III. Intervención de comunicación, cuya autoriza-
ción en materia federal será otorgada de conformi-
dad con la Ley Federal en materia de Delincuencia
Organizada y con la Ley de Seguridad Nacional res-
pectivamente. 

De igual forma serán competentes para conocer de
las solicitudes siguientes: 

a) De la intervención de comunicaciones que sean
formuladas por el Centro de Investigación y Seguri-
dad Nacional y por la Policía Federal, en los térmi-
nos de la ley de la materia; y 

b) De la autorización que solicite la Policía Federal
para solicitar por escrito a los concesionarios, per-
misionarios, operadoras telefónicas y todas aquellas
comercializadoras de servicios en materia de teleco-
municaciones, de sistemas de comunicación vía saté-
lite, la información con que cuenten, así como la ge-
orreferenciación de los equipos de comunicación
móvil en tiempo real, de acuerdo a la ley que la rige. 

c) De las autorizaciones para intervenir cualquier co-
municación privada. 

Artículo 55 Quáter. Cuando la solicitud de autoriza-
ción de intervención de comunicaciones privadas,
sea formulada en los términos previstos en las legis-
laciones locales, por el titular del Ministerio Público
de alguna entidad federativa, exclusivamente se con-
cederá si se trata de los delitos de homicidio, asalto
en carreteras o caminos, robo de vehículos y priva-
ción ilegal de la libertad o secuestro, los primeros
previstos en el Código Penal Federal y el último en la
Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos
en Materia de Secuestro, o sus equivalentes en las le-
gislaciones penales locales. 

La solicitud de autorización de intervención de co-
municaciones de los delitos previstos en la Ley Gene-
ral para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia
de Secuestro, Reglamentaria de la fracción XXI del
artículo 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, se formulará de conformidad con
ese ordenamiento. 

La autorización se otorgará únicamente al titular del
Ministerio Público de la entidad federativa, cuando
se constate la existencia de indicios suficientes que
acrediten la probable responsabilidad en la comisión
de los delitos arriba señalados. El titular del Minis-
terio Público será responsable de que la intervención
se realice en los términos de la autorización judicial. 

La solicitud de autorización deberá contener los pre-
ceptos legales que la fundan, el razonamiento por el
que se considera procedente, el tipo de comunicacio-
nes, los sujetos y los lugares que serán intervenidos,
así como el periodo durante el cual se llevarán a ca-
bo las intervenciones, el cual podrá ser prorrogado,
sin que el periodo de intervención, incluyendo sus
prórrogas, pueda exceder de seis meses. Después de
dicho plazo, sólo podrán autorizarse nuevas inter-



venciones cuando el titular del Ministerio Público de
la entidad federativa acredite nuevos elementos que
así lo justifiquen. 

En la autorización, el juez determinará las caracte-
rísticas de la intervención, sus modalidades y límites
y, en su caso, ordenará a instituciones públicas o pri-
vadas, modos específicos de colaboración. 

En la autorización que otorgue el juez deberá orde-
nar que, cuando en la misma práctica sea necesario
ampliar a otros sujetos o lugares la intervención, se
deberá presentar ante el propio juez, una nueva soli-
citud; también ordenará que al concluir cada inter-
vención se levante un acta que contendrá un inven-
tario pormenorizado de las cintas de audio o video
que contengan los sonidos o imágenes captadas du-
rante la intervención, así como que se le entregue un
informe sobre sus resultados, a efecto de constatar el
debido cumplimiento de la autorización otorgada. El
juez podrá, en cualquier momento, verificar que las
intervenciones sean realizadas en los términos auto-
rizados y, en caso de incumplimiento, decretar su re-
vocación parcial o total. 

En caso de no ejercicio de la acción penal y una vez
transcurrido el plazo legal para impugnarlo sin que
ello suceda, el juez que autorizó la intervención, or-
denará que se pongan a su disposición las cintas re-
sultado de las intervenciones, los originales y sus co-
pias y ordenará su destrucción en presencia del
titular del Ministerio Público de la entidad federati-
va. 

Artículo 55 Quintus. En caso de ser procedente el
arraigo solicitado por el Ministerio Público Federal,
el juez competente, dictará la resolución que autori-
ce la medida en un plazo no mayor a 24 horas y de
acuerdo con lo señalado por la Ley Federal contra la
Delincuencia Organizada, teniendo la obligación de
resolver sobre cada uno de los puntos solicitados o
hechos valer por el Ministerio Público. 

Ley de Amparo

Artículo 23. Son días hábiles para la promoción, subs-
tanciación y resolución de los juicios de amparo, todos
los días del año, con exclusión de los sábados y domin-
gos, el 1o. de enero, 5 de febrero, 1o. y 5 de mayo, 14 y
16 de septiembre, 12 de octubre y 20 de noviembre.

Tratándose de resoluciones que nieguen o concedan
el arraigo, serán considerados hábiles para la trami-
tación y resolución del amparo, todos los días del
año. 

Puede promoverse en cualquier día y a cualquiera hora
del día o de la noche, si se trata de actos que importen
peligro de privación de la vida, ataques a la libertad per-
sonal...

Artículo 26. No se computarán dentro de los términos a
que se refiere el artículo 24 de esta ley, los días hábiles
en que se hubiesen suspendido las labores del juzgado o
tribunal en que deban hacerse las promociones.

Se exceptúan de lo previsto en el párrafo anterior, los
términos relativos al incidente de suspensión, así como
los que se refieran a la tramitación y resolución del
amparo, cuando la solicitud se efectúe contra la re-
solución que niega o conceda el arraigo.

Artículo 31. En casos urgentes, cuando lo requiera el
orden público o fuere necesario para la mejor eficacia de
la notificación, la autoridad que conozca del amparo o
del incidente de suspensión, podrá ordenar que la noti-
ficación se haga a las autoridades responsables por la
vía telegráfica, sin perjuicio de hacerla conforme al ar-
tículo 28, fracción I, _de esta ley. El mensaje se trans-
mitirá gratuitamente, _si se trata de cualquiera de los ac-
tos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 23 de
esta ley, y a costa del interesado en los demás casos.
Aun cuando no se trate de casos urgentes, la notifica-
ción podrá hacerse por la vía telegráfica, si el interesa-
do cubre el costo del mensaje.

Cuando la materia de que se trate la solicitud de am-
paro sea la concesión o negación del arraigo, la noti-
ficación de cualquier diligencia o resolución a la au-
toridad señalada como responsable, deberá hacerse
a través del medio escrito, telegráfico o electrónico
que resulte más rápido; siempre y cuando, el medio
utilizado deje constancia fehaciente de la notifica-
ción.

Artículo 104. En los casos a que se refiere el artículo
107, fracciones VII, VIII y IX, de la Constitución fede-
ral, luego que cause ejecutoria la sentencia en que se
haya concedido el amparo solicitado, o que se reciba
testimonio de la ejecutoria dictada en revisión, el juez,
la autoridad que haya conocido del juicio o el Tribunal
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Colegiado de Circuito, si se interpuso revisión contra la
resolución que haya pronunciado en materia de amparo
directo, la comunicará, por oficio y sin demora alguna,
a las autoridades responsables para su cumplimiento y
la harán saber a las demás partes.

En casos urgentes y de notorios perjuicios para el que-
joso, podrá ordenarse por la vía telegráfica el cumpli-
miento de la ejecutoria, sin perjuicio de comunicarla ín-
tegramente, conforme al párrafo anterior. Cuando el
asunto principal en el amparo se refiera a la conce-
sión o negación del arraigo, el cumplimiento de la
ejecutoria será ordenado incluso por vía electrónica,
cuidando que quede constancia fehaciente de la noti-
ficación realizada.

En el propio oficio en que se haga la notificación a las
autoridades responsables, se les prevendrá que...

Artículo 147. Si el juez de Distrito no encontrare moti-
vos de improcedencia, o se hubiesen llenado los requi-
sitos omitidos, admitirá la demanda y, en el mismo au-
to, pedirá informe con justificación a las autoridades
responsables y hará saber dicha demanda al tercer per-
judicado, si lo hubiere; señalará día y hora para la cele-
bración de la audiencia, a más tardar dentro del término
de treinta días, en el caso de que la materia sobre la
que verse el amparo sea la concesión o negación del
arraigo, el plazo a que se refiere este artículo, no de-
berá exceder de 5 días, y dictará las demás providen-
cias que procedan con arreglo a esta ley.

Al solicitarse el informe con justificación a la autoridad
responsable, se le remitirá copia de la demanda, si no se
hubiese enviado al pedirle informe previo. 

...

Artículo 149. Las autoridades responsables deberán
rendir su informe con justificación dentro del término
de cinco días, pero el juez de Distrito podrá ampliarlo
hasta por otros cinco si estimara que la importancia del
caso lo amerita. En todo caso, las autoridades responsa-
bles rendirán su informe con justificación con la antici-
pación que permita su conocimiento por el quejoso, al
menos ocho días antes de la fecha para la celebración de
la audiencia constitucional, si el informe no se rinde con
dicha anticipación, el juez podrá diferir o suspender la
audiencia, según lo que proceda, a solicitud del quejoso

o del tercero perjudicado, solicitud que podrá hacerse
verbalmente al momento de la audiencia.

La prórroga a que se refiere el párrafo presente no
procederá cuando el acto reclamado se refiera a la
resolución que conceda o niegue el arraigo; a cuyo
caso, el término será de tres días improrrogables, de
acuerdo con lo señalado por el artículo 156 de esta
Ley.

Las autoridades responsables deberán rendir su informe
con justificación exponiendo las razones y fundamentos
legales… 

Transitorios

Primero. Publíquese el presente decreto en el Diario
Oficial de la Federación.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación.

Tercero. Los juzgados federales penales especializados
en cateos, arraigo e intervención de comunicaciones,
continuarán ejerciendo sus facultades así como su orga-
nización, en términos de los acuerdos generales
75/2008, 23/2009, 24/2009 y 25/2009, dictados por el
Consejo de la Judicatura Federal.

Cuarto. Los términos y notificaciones dentro de los jui-
cios de amparo interpuestos con anterioridad a la entra-
da en vigor del presente decreto, cuya materia verse so-
bre la concesión o negación del arraigo, continuarán
tramitándose bajo las reglas que al respecto señale el
texto vigente de la Ley de Amparo, en el momento en
que este haya sido solicitado.

Quinto. Las legislaturas de los estados deberán adecuar
el marco jurídico local para lograr la congruencia con el
contenido del presente decreto. 

Sexto. Se derogan las disposiciones de igual o menor je-
rarquía jurídica que se opongan a lo establecido en el
presente decreto.

Consideraciones

Primera. Después de haber analizado los argumentos ver-
tidos en la iniciativa que nos ocupa, esta Comisión consi-



dera procedente la reforma y adición a diversas disposicio-
nes de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada,
del Código Federal de Procedimientos Penales, de las Le-
yes Orgánica de la Procuraduría General de la República,
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y de Ampa-
ro, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos pero con
modificaciones a dicha iniciativa por las consideraciones
jurídicas que se señalan en el presente apartado.

Esta Comisión reflexiona y determina que son de atender-
se los cambios planteados, para reformar dichas disposi-
ciones y delimitar con precisión la figura jurídica del arrai-
go, para convertirla en una verdadera medida de carácter
cautelar, a través de la cual se tienda a garantizar el éxito
de la investigación, la protección de personas o bienes ju-
rídicos, o en caso de que exista riesgo fundado de que el in-
culpado se sustraiga a la acción de la justicia, asegurar la
comparecencia del imputado a juicio.

Segunda. Es importante y conveniente definir qué es el
arraigo, por lo que desde el punto de vista etimológico, la
palabra arraigo, significa echar raíces; y desde el punto de
vista jurídico el arraigo es una de las llamadas medidas
cautelares.

Según el famoso procesalista italiano, Piero Calamandrei
en su obra Introducción al Estudio Sistemático del Proceso
Cautelar (1936), señala que la medida cautelar es una figu-
ra jurídica que sirve para asegurar el objeto de la contro-
versia o de la investigación o proceso.

Es decir, es la figura jurídica en virtud de la cual el órgano
jurisdiccional emite para preservar el bien litigioso o para
prevenir en favor del actor la eficacia final de la sentencia.
Dicha figura igualmente se utiliza para salvaguardar la in-
tegridad de las personas que intervienen en el litigio.

Asimismo, para que los juzgadores estén en aptitud de de-
cretar dichas medidas, necesariamente deberán acreditar
dentro de su estudio los supuestos normativos, de aparien-
cia del buen derecho y peligro en la demora. 

• Apariencia de buen derecho (fumus boni iuris). El
tribunal debe verificar en una primera y provisional
aproximación que el denunciante tiene probabilidades
de obtener una sentencia de fondo favorable. Es decir
que como resultado de la investigación sumarial apare-
cen elementos suficientes para imputar fundadamente a
una persona la comisión de un delito.

• Peligro en la demora (Periculum in mora) Peligro in-
minente de daño efectivo o la posibilidad de agravar el
daño.

Dichas medidas, doctrinalmente se dividen en dos, las me-
didas cautelares personales y las reales:

• Medidas cautelares personales; propias de la preten-
sión punitiva que se hace valer en todo proceso penal
para privar o limitar la libertad del imputado durante el
transcurso del proceso y que debieran cumplir estrictos
fines procesales, esto es, asegurar la comparecencia del
imputado al juicio oral, la protección de personas y la
eventual ejecución de la pena.

• Medidas cautelares reales; propias de la pretensión
civil que se pueden insertar dentro del proceso criminal,
restringen los derechos patrimoniales del imputado du-
rante el curso del proceso penal y cuyo objetivo es ase-
gurar el pago de la eventual indemnización de perjuicios
a que puede ser condenado el imputado.

Tercera. Ya que ha quedado plenamente descrito qué es
una medida cautelar, ahora señalaremos qué es la figura del
arraigo, ésta es propia de los sistemas inquisitivos, pues se
le priva a una persona de su libertad, con el objeto primor-
dial de determinar su probable participación en un hecho
delictivo, durante la etapa de investigación, a fin de tener
mayores elementos que, posteriormente, permitan sujetarla
formalmente a un proceso penal. Es una medida cautelar,
menos agresiva que la prisión preventiva, pero igual de in-
vasiva.

Es decir, a grandes rasgos el arraigo es una figura nacida de
un sistema inquisitivo, en el que se detiene para investigar,
mientras que en un sistema acusatorio como el que se está
implementando en nuestro país, se investiga para detener.
Por ello la importancia de su inclusión en el texto constitu-
cional para no vulnerar derechos humanos.

Igualmente, no hay que soslayar que la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, al resolver la acción de inconstitu-
cionalidad 20/2003, que fuera promovida por legisladores
del estado de Chihuahua en contra del propio Congreso y
el Gobernador, declaró la inconstitucionalidad del artículo
122 Bis del entonces vigente Código de Procedimientos
Penales local, argumentando en lo esencial que el arraigo
constituye una restricción de la garantía de libertad perso-
nal, no prevista en la Constitución General de la Repúbli-
ca, lo que resulta inadmisible, en atención al principio pre-
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visto por el artículo 1o. de la misma, el cual prescribe que
las excepciones a las garantías deben contenerse en la pro-
pia Constitución, por lo que una ley secundaria no puede
prever ninguna excepción, pues atenta contra la suprema-
cía que mandata el diverso 133.

Por ello en el proceso de discusión de la reforma constitu-
cional al sistema de justicia penal publicada en el Diario
Oficial de la Federación en fecha 18 de junio de 2008, se
vertieron múltiples opiniones sobre el tema, pero final-
mente hubo gran coincidencia en cuanto a la evidente cre-
ciente organización de la delincuencia, incluso transnacio-
nal, lo que ha dificultado también, entre otras
circunstancias, la actuación eficaz de las autoridades en-
cargadas de la procuración y administración de justicia, así
como la elevación del nivel de inseguridad que impera en
el país.

Por lo que, por arraigo debemos entender, según las consi-
deraciones del Constituyente Permanente que estableció en
el proceso de dictaminación de la reforma constitucional
publicada el 18 de junio de 2008 en el Diario Oficial de la
Federación, que es una: “…figura consiste en privar de la
libertad personal a un individuo, por orden judicial, du-
rante un período determinado, a petición del ministerio
público, durante la investigación preliminar o el proceso
penal, a fin de evitar que el imputado se evada del lugar
de la investigación o se oculte de la autoridad, o afecte a
las personas involucradas en los hechos materia de la in-
dagatoria. Existe el arraigo en el domicilio físico del in-
vestigado o el que se cumple en un lugar distinto, inclu-
sive de la demarcación donde reside, el primero se ha
utilizado para delitos calificados como graves por la ley y
el segundo sólo para presuntos miembros de la delin-
cuencia organizada, siempre con autorización judicial
previa”.

Es importante saber, cuales son las motivaciones que lle-
varon al Constituyente Permanente para modificar nuestra
Carta Magna, e introducir en la misma, esta figura proce-
sal, por lo que se trascriben las consideraciones que se se-
ñalaron al respecto en el proceso de dictaminación:

Arraigo

Una propuesta novedosa, sin duda, es la de incorporar
a la Constitución una medida cautelar para evitar que
el imputado pueda evadirse de la autoridad ministerial
en un primer momento y de la judicial ulteriormente, o
bien, que pueda obstaculizar la investigación o afectar

la integridad de las personas involucradas en la con-
ducta indagada.

Es claro que la creciente organización de la delincuen-
cia, incluso transnacional, ha puesto en algún nivel de
riesgo las clásicas instituciones jurídico-procesales,
por lo que el legislador ha ampliado el espectro de me-
didas eficaces para contrarrestar su impacto en la per-
cepción de inseguridad pública, una de éstas es el
arraigo.

Esta figura consiste en privar de la libertad personal a
un individuo, por orden judicial, durante un período de-
terminado, a petición del ministerio público, durante la
investigación preliminar o el proceso penal, a fin de evi-
tar que el imputado se evada del lugar de la investiga-
ción o se oculte de la autoridad, o afecte a las personas
involucradas en los hechos materia de la indagatoria.
Existe el arraigo en el domicilio físico del investigado o
el que se cumple en un lugar distinto, inclusive de la de-
marcación donde reside, el primero se ha utilizado pa-
ra delitos calificados como graves por la ley y el se-
gundo sólo para presuntos miembros de la delincuencia
organizada, siempre con autorización judicial previa.

La medida es de suma utilidad cuando se aplica a suje-
tos que viven en la clandestinidad o no residen en el lu-
gar de la investigación, pero sobremanera cuando per-
tenecen a complejas estructuras delictivas que
fácilmente pueden burlar los controles del movimiento
migratorio o exista una duda razonable de que en li-
bertad obstaculizarán a la autoridad o afectarán a los
órganos y medios de prueba, y contra los que no puede
obtenerse aún la orden de aprehensión, por la comple-
jidad de la investigación o la necesidad de esperar la
recepción de pruebas por cooperación internacional.

No obstante, la Suprema Corte de Justicia de la Nación
emitió ejecutoria en la acción de inconstitucionalidad
20/2003 promovida por legisladores del Estado de Chi-
huahua en contra del Congreso y el gobernador de
aquél Estado, por la cual declaró la invalidez del artí-
culo 122 bis del otrora vigente Código de Procedimien-
tos Penales local, argumentando en lo esencial que
constituye una restricción de la garantía de libertad
personal, no prevista en la Constitución General de la
República, lo que resulta inadmisible, en atención al
principio previsto por el artículo 1° de la misma, el cual
prescribe que las excepciones a las garantías deben
contenerse en la propia Constitución.



En ese sentido, se propone que se incorpore en el artí-
culo 16 constitucional el arraigo exclusivamente para
casos donde se investigue el delito de delincuencia or-
ganizada, fijando los casos de procedencia, la autori-
dad que lo solicita y quién lo autoriza, la temporalidad
por la que puede ser otorgado, la opción de que el juez
determine el lugar y demás condiciones de ejecución, la
posibilidad de prórroga hasta por un término igual, y la
justificación para ello, con lo cual se satisfacen los ex-
tremos de una excepción a la garantía individual de li-
bertad personal.

De ahí que se dictamina procedente la propuesta de in-
corporar la figura del arraigo para investigaciones y
procesos seguidos por el delito de delincuencia organi-
zada, en este último caso, cuando no subsista la prisión
preventiva, en los términos y condiciones que el juez es-
tablezca, de conformidad con la ley de la materia, así
como por la temporalidad de hasta cuarenta días y con
opción a prórroga hasta por otros cuarenta días, siem-
pre que sigan vigentes las circunstancias que justifica-
ron su autorización inicial.

Como se advierte, la reciente reforma constitucional al sis-
tema de justicia penal, mediante la cual se diseñó un siste-
ma preponderantemente acusatorio, el arraigo se contem-
pló en el artículo 16, párrafo séptimo, mismo que ha sido
objeto de múltiples críticas; pues en un sistema puramente
garantista, dicha figura no tiene razón de ser. No obstante,
el objetivo del Constituyente Permanente fue migrar del
sistema preponderantemente inquisitivo –aún vigente– ha-
cia uno preponderantemente acusatorio, tomando en cuen-
ta además las características particulares de nuestro país y
la compleja situación por la que atraviesa, en cuanto a de-
lincuencia organizada se refiere. Por ello, se hizo necesario
introducir una figura atípica en este tipo de sistemas, en
aras de resultados eficaces, pero acotada en su temporali-
dad, supuestos de procedencia y con un elemento impres-
cindible: control judicial a priori. 

Así, se autoriza el arraigo –sólo para delincuencia organi-
zada– a petición del ministerio público, pero invariable-
mente decretado por un juez, con la obligación para aquel
de acreditar un supuesto material mínimo, y siempre y
cuando sea necesario para el éxito de la investigación, la
protección de personas o ante riesgo de fuga; con una du-
ración máxima de cuarenta días, que se podrán prorrogar
sólo cuando se acredite que subsisten las causas que lo ori-
ginaron, pero en ningún caso la medida podrá superar los
80 días.

Por lo que el texto constitucional quedó finalmente de la si-
guiente forma:

La autoridad judicial, a petición del Ministerio Públi-
co y tratándose de delitos de delincuencia organizada,
podrá decretar el arraigo de una persona, con las mo-
dalidades de lugar y tiempo que la ley señale, sin que
pueda exceder de cuarenta días, siempre que sea nece-
sario para el éxito de la investigación, la protección de
personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo
fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción
de la justicia. Este plazo podrá prorrogarse, siempre y
cuando el Ministerio Público acredite que subsisten
las causas que le dieron origen. En todo caso, la dura-
ción total del arraigo no podrá exceder los ochenta dí-
as.

Como sabemos, los resultados de la aplicación del arraigo
han sido, en suma, positivos, sobre todo cuando se ha apli-
cado a quienes no residen en el lugar donde se incoa la in-
vestigación, y por supuesto en casos de complejas estruc-
turas delictivas que fácilmente pueden burlar los controles
migratorios, o bien cuando existe una duda razonable de
que en libertad obstaculizarán a la autoridad o afectarán a
los órganos y medios de prueba, y contra los que no puede
obtenerse aún la orden de aprehensión, por la complejidad
de la investigación o la necesidad de esperar la recepción
de pruebas por cooperación internacional.

En este sentido, cabe acotar que ningún sistema de justicia
es totalmente puro, pues debe ser acorde con las exigencias
de las sociedades de cada país. Al respecto, es importante
precisar que múltiples país con sistema acusatorio, prevén
el arraigo como medida cautelar. Inclusive, en países con
tradición democrática, es admisible la retención, como el
caso de Chile e incomunicación como el caso de Costa Ri-
ca del inculpado hasta por 10 días. Al respecto se señala de
forma comparativa, las legislaciones de otros países que
contemplan el arraigo en el siguiente recuadro:

País: Colombia.

Artículo que prevé el arraigo: Artículo 396 del CPP:
Cuando se trate de hecho punible cuya pena mínima
prevista sea de dos años de prisión, o menos, el funcio-
nario judicial podrá sustituir la detención preventiva por
detención domiciliaria si establece que el sindicado por
sus características familiares, laborales y vínculos con la
comunidad, comparecerá al proceso, y no coloca en pe-
ligro a la comunidad. En tal caso le impondrá caución y
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ordenará que la detención preventiva se verifique en el
domicilio del sindicado. Adicionalmente podrá imponer
la obligación de realizar trabajo social durante el térmi-
no de la detención domiciliaria o los fines de semana. 

País: Costa Rica.

Artículo que prevé el arraigo: Artículo 44 constitucio-
nal: Para que la incomunicación de una persona pueda
exceder de cuarenta y ocho horas, se requiere orden ju-
dicial; sólo podrá extenderse hasta por diez días conse-
cutivos y en ningún caso impedirá que se ejerza la ins-
pección judicial.

Artículo que prevé el arraigo: Artículo 244 del CPP:
Siempre que las presunciones que motivan la prisión
preventiva puedan ser evitadas razonablemente con la
aplicación de otra medida menos gravosa para el impu-
tado, el tribunal competente, de oficio o a solicitud del
interesado, deberá imponerle en su lugar, en resolución
motivada, alguna de las alternativas siguientes:

a) El arresto domiciliario, en su propio domicilio o en
custodia de otra persona, sin vigilancia alguna o con la
que el tribunal disponga.

b) La obligación de someterse al cuidado o vigilancia de
una persona o institución determinada, que informará
regularmente al tribunal.

c) a i) … 

País: Uruguay.

Artículo que prevé el arraigo: Artículo 73 del CPP: De
acuerdo con las circunstancias del caso, el Juez podrá
imponer al procesado:

A) Prohibición de salir de su domicilio durante determi-
nados días en forma de que no perjudique, en lo posible,
el cumplimiento de sus obligaciones ordinarias. La pro-
hibición podrá extenderse hasta cuarenta días como má-
ximo. Su violación podrá ser causa suficiente para de-
cretar la prisión preventiva del imputado.

País: Chile.

Artículo que prevé el arraigo: Artículo 155 del CPP:
Para garantizar el éxito de las diligencias de investiga-
ción, proteger al ofendido o asegurar la comparecencia

del imputado a las actuaciones del procedimiento o eje-
cución de la sentencia, después de formalizada la inves-
tigación el tribunal, a petición del fiscal, del querellante
o la víctima, podrá imponer al imputado una o más de
las siguientes medidas:

a. La privación de libertad, total o parcial, en su casa o
en la que el propio imputado señalare, si aquélla se en-
contrare fuera de la ciudad asiento del tribunal; 

b. La sujeción a la vigilancia de una persona o institu-
ción determinada, las que informarán periódicamente al
juez; 

c. a g. …

El tribunal podrá imponer una o más de estas medidas
según resultare adecuado al caso y ordenará las actua-
ciones y comunicaciones necesarias para garantizar su
cumplimiento.

La procedencia, duración, impugnación y ejecución de
estas medidas cautelares se regirán por las disposiciones
aplicables a la prisión preventiva, en cuanto no se opu-
sieren a lo previsto en este párrafo.

Cuarta. Es importante señalar que en el régimen de transi-
toriedad, se estableció que en tanto entra en vigor el siste-
ma procesal acusatorio, los agentes del ministerio público
que determine la ley podrán solicitar a un juez el arraigo
domiciliario del imputado, sólo para delitos graves, hasta
por un máximo de cuarenta días y siempre y cuando sea ne-
cesario para el éxito de la investigación, la protección de
personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo funda-
do de que el inculpado se sustraiga a la acción de la justi-
cia.

Sobre el particular, el texto transitorio constitucional en su
artículo Décimo Primero, señala expresamente lo siguien-
te:

Décimo Primero. En tanto entra en vigor el sistema
procesal acusatorio, los agentes del Ministerio Público
que determine la ley podrán solicitar al juez el arraigo
domiciliario del indiciado tratándose de delitos graves
y hasta por un máximo de cuarenta días.

Esta medida será procedente siempre que sea necesa-
ria para el éxito de la investigación, la protección de
personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo



fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción
de la justicia.

Se trata de una medida cautelar ejecutable en el domicilio
del imputado, no en casas de seguridad o centros especia-
lizados destinados expresamente para ello, como sucede
con el arraigo autorizado por el artículo 16 de la Constitu-
ción para el régimen de delincuencia organizada, y su tem-
porabilidad está sujeta a la entrada en vigor del sistema
acusatorio.

Es decir, coexisten en este momento, el arraigo de la delin-
cuencia organizada y el arraigo domiciliario de los delitos
graves, como es el caso de lo dispuesto por el artículo 133
Bis del vigente Código Federal de Procedimientos Penales,
que establece el arraigo domiciliario que podrá ser decreta-
do por autoridad judicial a petición del ministerio público
en casos de delitos graves, es decir, los contenidos en el ar-
tículo 194 del mismo código, dicha disposición señala lo
siguiente:

Artículo 133 Bis. La autoridad judicial podrá, a peti-
ción del Ministerio Público, decretar el arraigo domici-
liario del indiciado tratándose de delitos graves, siem-
pre que sea necesario para el éxito de la investigación,
la protección de personas o bienes jurídicos o cuando
exista riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a
la acción de la justicia. Corresponderá al Ministerio
Público y a sus auxiliares vigilar que el mandato de la
autoridad judicial sea debidamente cumplido.

El arraigo domiciliario se prolongará por el tiempo es-
trictamente indispensable, no debiendo exceder de cua-
renta días.

El afectado podrá solicitar que el arraigo quede sin
efecto, cuando considere que las causas que le dieron
origen han desaparecido. En este supuesto, la autoridad
judicial escuchará al Ministerio Público y al afectado,
y resolverá si debe o no mantenerse.

Por lo tanto esta Comisión de Justicia estudia con cui-
dado y meticulosamente la propuesta legislativa plante-
ada, para no derogar disposiciones que en la actualidad
están vigentes y que son herramientas eficaces para las
autoridades de procuración de justicia.

En ese sentido, esta dictaminadora, estima que no son pro-
cedentes las propuestas de modificación, ya sea para refor-
mar o derogar, los artículos 2, 133 Bis y 205 del Código

Federal de Procedimientos Penales, ni el artículo 4 de la
Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República,
en términos de las consideraciones apuntadas en la presen-
te consideración.

Por lo que siguen vigentes las disposiciones que contem-
plan el arraigo domiciliario para delitos graves a que se re-
fiere el artículo Décimo Primero transitorio de la reforma
constitucional de fecha 18 de junio de 2008.

Quinta. No se omite señalar que la figura procesal del
arraigo por regla general sólo opera para los delitos que se
cometan por delincuencia organizada en términos de lo
dispuesto por el artículo 16 Constitucional, por lo que es
importante señalar para efectos del presente dictamen, que
se expresó en el proceso de dictaminación de la reforma
constitucional en cita, el porqué se estableció como facul-
tad exclusiva del Congreso de la Unión, legislar en materia
de delincuencia organizada, y además en el que se estable-
ció un régimen de transitoriedad respecto de la figura de la
delincuencia organizada establecida en leyes y códigos de
las entidades federativas, por lo que se trascriben dichas
consideraciones:

Artículos 73 y 115

La primera reforma que se propone es a la fracción XXI
del artículo 73 constitucional, a efecto de que sea facul-
tad exclusiva del Congreso de la Unión legislar en ma-
teria de delincuencia organizada, lo que significa que
sólo la Federación conocerá de delitos de esta naturale-
za. En el régimen de transitoriedad, que se analiza más
adelante, se prevé que las legislaciones en dicha materia
de las entidades federativas, continuarán en vigor hasta
en tanto el Congreso de la Unión ejerza la facultad que
ahora se le confiere.

Quedando finalmente el texto constitucional establecido en
el artículo 73 fracción XXI y Sexto Transitorio, de la si-
guiente forma:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XX. ...

XXI. Para establecer los delitos y faltas contra la Fe-
deración y fijar los castigos que por ellos deban impo-
nerse, así como legislar en materia de delincuencia or-
ganizada.
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Sexto. Las legislaciones en materia de delincuencia
organizada de las entidades federativas, continuarán
en vigor hasta en tanto el Congreso de la Unión ejerza
la facultad conferida en el artículo 73, fracción XXI,
de esta Constitución. Los procesos penales iniciados
con fundamento en dichas legislaciones, así como las
sentencias emitidas con base en las mismas, no serán
afectados por la entrada en vigor de la legislación fe-
deral. Por lo tanto, deberán concluirse y ejecutarse,
respectivamente, conforme a las disposiciones vigentes
antes de la entrada en vigor de esta última.

Sexta. Ahora bien, en cuanto a las reformas planteadas a la
Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, son proce-
dentes en virtud de que se contempla la delimitación y pre-
cisión del arraigo en el sentido estricto y la transformación
de la figura original, para convertirla en una medida de ca-
rácter cautelar personal, a través de la cual se tenderá a ga-
rantizar el éxito de las diligencias de investigación, asegu-
rar la comparecencia del imputado al juicio, para que el
Juez del conocimiento, a petición del Ministerio Público,
pueda imponer al indiciado una o más medidas consisten-
tes en una serie de prohibiciones para el indiciado de tran-
sitar o aproximarse a ciertos lugares o personas, o de reali-
zar determinadas actividades, o trasladarse a determinada
zona geográfica, que limitarían el actuar del indiciado, pe-
ro sin restringir su libertad personal, además de dotar de
congruencia a la propia figura del arraigo con el espíritu y
finalidad de otras figuras del sistema de justicia penal me-
xicano como la consignación y la prisión preventiva ofi-
ciosa, mediante la determinación de que el arraigo será im-
procedente tratándose de una detención en flagrancia en
cuyo caso para el cual, tanto el Ministerio Público Federal
como la autoridad jurisdiccional competente no podrán
más que actuar conforme a las reglas procesales existentes;
es decir, consignando o decretando el auto de formal pri-
sión si así procediere.

De acuerdo a las múltiples solicitudes, reclamos y deman-
das de las organizaciones internacionales defensoras de los
derechos humanos relativas a la figura del arraigo, que ba-
jo las condiciones de regulación y operación actuales, vie-
ne a convertirse en una violación a la libertad de la perso-
na y de tránsito de la misma, afectando no solo su garantía
de libertad sino también las de certeza jurídica y legalidad,
y en atención a la inminente necesidad de fortalecer la in-
vestigación delictiva como tarea exclusiva del Poder Eje-
cutivo a través del Ministerio Público; se somete a esta so-
beranía el siguiente proyecto de reforma y adición a

distintos ordenamientos federales en materia penal me-
diante lo que se desarrolla y acota de manera precisa el
arraigo como medida cautelar, impuesto con exclusividad a
personas señaladas como probables responsables, partíci-
pes o imputados; siempre que se trate de delitos de delin-
cuencia organizada.

De la misma forma, la iniciativa establece con precisión las
causas de procedencia del arraigo, los requisitos de proce-
dibilidad, acota las circunstancias de tiempo, lugar, forma
y medios de realización.

Igualmente es procedente, ya que se elimina la posibilidad
de que el arraigo sea impuesto a víctimas u ofendidos del
delito y testigos, en razón de ser innecesaria y arbitraria la
retención de los primeros, y en relación a los segundos.

Séptima. Por otra parte y respecto de las reformas plante-
adas a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación,
es importante destacar que, se coincide con el Diputado
proponente, en virtud de que la iniciativa pretende regula-
rizar la existencia de los Juzgados Federales Penales Espe-
cializados en Cateos, Arraigos e Intervención de Comuni-
caciones, insertando dichos juzgados en el texto de dicha
Ley orgánica, creando el articulado específico donde se re-
glamenta su naturaleza y competencia como autoridad ju-
risdiccional responsable del otorgamiento de la medida
cautelar de cateos, arraigos e intervención de comunicacio-
nes.

Lo anterior, en atención que a partir del 2008 y mediante
diversas disposiciones administrativas, específicamente los
acuerdos 75/2008 y 25/2009 del Consejo de la Judicatura
Federal, se crearon los Juzgados Federales Penales Espe-
cializados en Cateos, Arraigos e Intervención de Comuni-
caciones; sin que su existencia y operación esté considera-
da en una la ley, por lo que se corre el riesgo que se tilden
de inconstitucionales dichos juzgados, al no estar contem-
plados en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
ción, no obstante que es atribución del Consejo de la Judi-
catura Federal, en términos de lo dispuesto por los artículos
94, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 81, fracciones IV, VI y XXIV de la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación determinar el
número, límites territoriales y, en su caso, especialización
por materia de los jueces de Distrito y dictar las disposi-
ciones necesarias para regular el turno de los asuntos de su
competencia, cuando en un mismo lugar haya varios de
ellos; pero se advierte que a efectos de dar certeza a los go-



bernados y a los propios juzgados de distrito en cita su in-
clusión en la Ley que organiza el Poder Judicial de la Fe-
deración, es muy importante.

Ahora bien por lo que hace a la reforma del artículo 1° de
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se ad-
vierte que la misma no es necesaria en virtud de que los
Juzgados Federales Penales Especializados en Cateos,
Arraigos e Intervención de Comunicaciones, son jueces de
distrito, como se establece en los acuerdos del Consejo de
la Judicatura 75/2008 y 25/2009 que los jueces especiali-
zados, por tanto, los mismos ya se contemplan como órga-
nos que ejercen el Poder Judicial de la Federación.

En cuanto a la inclusión de un Título Quinto denominado
“De los juzgados federales penales especializados en cate-
os, arraigo e intervención de comunicaciones”, el mismo es
innecesario debido a que por técnica legislativo el Título
Cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
ción, contempla a todos los jueces de distrito, por tanto es-
tos juzgados especializados deben ir precisamente en dicho
título, no obstante se adicionan los artículos 55 Bis, 55 Ter,
55 Quáter y 55 Quintus, que es en donde se reglamenta la
competencia de los Juzgados Federales Penales Especiali-
zados en Cateos, Arraigo e Intervención De Comunicacio-
nes mismos, estableciendo las mismas reglas que la propia
Ley ya señalaba para el caso de las intervención de comu-
nicaciones privadas. 

Por lo antes expuesto, es importante señalar que la inclu-
sión de los artículos donde se reglamenta su naturaleza y
competencia como autoridad jurisdiccional responsable del
otorgamiento de la medida cautelar de Cateos, Arraigos e
Intervención de Comunicaciones, es necesaria para que en
ley se contemplen sus atribuciones y competencias.

Octava. Respecto a las reformas propuestas a los artículos
23 y 26 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artí-
culos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, las mismas no son procedentes, en vir-
tud que no es necesaria dicha reforma, ya que el artículo 23
de dicha legislación señala que la demanda de amparo po-
drá promoverse en cualquier día y a cualquiera hora del día
o de la noche, si se trata de actos que importen peligro de
privación de la vida, ataques a la libertad personal, depor-
tación, destierro o alguno de los actos prohibidos por el ar-
tículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorpo-
ración forzosa al ejército o armada nacionales, y cualquiera
hora del día o de la noche será hábil para tramitar el inci-

dente de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin
de que se cumpla la resolución en que se haya concedido. 

Es decir, se establece en dicha norma de forma general, que
si se trata de ataques a la libertad personal podrá ser en
cualquier día y hora la oportunidad para promover amparo,
por lo que de esa forma se abarcan todos los actos relacio-
nados con la privación de la libertad de una persona, como
en este caso resulta ser el arraigo. No hay que olvidar que
una de las características de las leyes es que las mismas de-
ben ser generales, por lo que se estima que actualmente las
normas que nos ocupa cumplen con dicha característica.

Por lo que hace a la reforma propuesta para los artículos 36
y 104 de la Ley de Amparo, las mismas son procedentes
pero con modificaciones, en atención a las consideraciones
realizadas en los párrafos anteriores, lo anterior, a efecto de
que la ley sea más general, y se abarquen todos los su-
puestos de actos que importen peligro de privación de la vi-
da, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o
alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la
Constitución Federal, así como la incorporación forzosa al
ejército o armada nacionales.

En cuanto a las reformas propuestas para los artículos 147
y 149, a criterio de esta Dictaminadora no son procedentes,
en virtud de que por un lado, la reforma planteada al artí-
culo 147 en relación a la fijación de la audiencia constitu-
cional dentro del término de 5 días una vez admitida la de-
manda, sería materialmente imposible, dado que se
correría el riesgo de que el término para la rendición de los
informes con justificación requeridos a las autoridades res-
ponsables se empalme con la propia fecha de la audiencia
constitucional, y peor aún, se pudiera dar el caso de que no
se rindan en tiempo, toda vez que no obstante que el tér-
mino para rendir dichos informes no es el de cinco días a
que se refiere el artículo 149, sino el de tres establecido en
el artículo 156 del propio ordenamiento, es muy probable
que las fechas de audiencia constitucional y el término pa-
ra rendir los informes coincidan, por lo que se considera
que se siga con la regla del artículo 156 en relación al 37
de la Ley de Amparo, que señalan lo siguiente:

Artículo 156. En los casos en que el quejoso impugne la
aplicación por parte de la autoridad o autoridades res-
ponsables de leyes declaradas inconstitucionales por la ju-
risprudencia decretada por la Suprema Corte de Justicia,
o en aquellos otros a que se refiere el artículo 37, la subs-
tanciación del juicio de amparo se sujetará a las disposi-
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ciones precedentes, excepto en lo relativo al término para
la rendición del informe con justificación, el cual se redu-
cirá a tres días improrrogables, y a la celebración de la au-
diencia, la que se señalará dentro de diez días contados
desde el siguiente al de la admisión de la demanda.

Artículo 37. La violación de las garantías de los artículos
16, en materia penal, 19 y 20 fracciones I, VIII y X, párra-
fos primero y segundo de la Constitución Federal, podrá
reclamarse ante el juez de Distrito que corresponda o an-
te el superior del tribunal que haya cometido la violación.

Como se advierte, dichos preceptos señalan en caso de vio-
lación de las garantías de los artículos 16, en materia penal,
como en el caso resulta ser el arraigo, el juicio se substan-
ciara con dichas especificaciones, es decir, el término para
la rendición del informe con justificación es de tres días
improrrogables, y la fijación o señalamiento para la cele-
bración de la audiencia constitucional dentro del término
de diez días contados desde el siguiente al de la admisión
de la demanda.

Por lo que se aplaude y reconoce la intención del autor de
la iniciativa en estudio para acortar los términos procesales
y hacer más ágil el procedimiento del juicio de amparo, no
obstante se considera que las reglas que se contemplan en
la ley vigente sirven para que dicho juicio se substancie de
manera pronta y expedita como lo ordena el artículo 17 de
la Constitución Política de México, por lo que es y será
obligación de los jueces de amparo cumplir en tiempo y
forma con las disposiciones señaladas, toda vez que, de lo
que se trata al haber creado dichas normas por este Poder
Legislativo, es que los juicios de amparo se resuelvan de
manera eficaz, eficiente y rápidamente, en virtud de que las
violaciones derivadas de actos de autoridad resultan ser
conculcatorios gravemente de derechos humanos.

Por todo lo anteriormente argumentado, se somete a consi-
deración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones de la Ley Federal Contra la Delin-
cuencia Organizada, de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación, y de la Ley de Amparo,
reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo Primero. Se reforma el artículo 12, y se adicio-
nan los artículos 12 Bis, 12 Ter y 12 Quáter a la Ley Fede-

ral contra la Delincuencia Organizada, para quedar como
siguen:

Artículo 12. La autoridad jurisdiccional podrá decretar
el arraigo, como condición temporal de permanecer en
lugar determinado a una persona señalada como impu-
tada a solicitud del Ministerio Público de la Federación, en
los casos previstos en el artículo 2o. de esta ley y con las mo-
dalidades de lugar, tiempo, forma y medios de realización
que estime pertinentes, siempre que la persona sobre
quien se solicite el arraigo, no sea detenida en flagrancia,
que sea necesario para el éxito de la investigación, para la
protección de personas o bienes jurídicos o cuando exista
riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción
de la justicia, sin que esta medida pueda exceder de cua-
renta días y se realice con la vigilancia de la autoridad, la
que ejercerá el Ministerio Público de la Federación y la Po-
licía que se encuentre bajo su conducción y mando inme-
diato en la investigación.

Artículo 12 Bis. La solicitud de arraigo que haga el Mi-
nisterio Público deberá reunir los siguientes requisitos:

a. La designación y competencia de la autoridad so-
licitante de la medida; 

b. Nombre de la persona sobre quién habrá de dic-
tarse el arraigo; 

c. Elementos o indicios que vinculen directamente a
la persona sobre quien se solicita el arraigo con la or-
ganización delictiva de la que se presume ser parte o
con los delitos sobre los que se efectúe la investiga-
ción ministerial, que en su adminiculación acrediten
suficientemente la necesidad de la medida; 

d. Lugar donde habrá de ejecutarse la medida cau-
telar; y 

e. Tiempo que habrá de subsistir la medida. 

Artículo 12 Ter. La resolución a la solicitud de arraigo
deberá ser fundada y motivada, debiendo redactarse de
manera precisa y congruente con las circunstancias de
hecho y de derecho que la originen, refiriéndose de ma-
nera exhaustiva a cada uno de los puntos expuestos en la
solicitud por el Ministerio Público, debiendo contener: 

I. El lugar y fecha en que se pronuncie; 



II. La designación del tribunal que la dicte; 

III. La designación y competencia de la autoridad so-
licitante de la medida; 

IV. Los nombres y apellidos de la persona sobre
quien se hubiere solicitado la medida, su sobrenom-
bre si lo tuviere, el lugar de su nacimiento, naciona-
lidad, edad, estado civil, en su caso el grupo étnico
indígena al que pertenece, idioma, residencia o do-
micilio, y ocupación, oficio o profesión. 

V. Un extracto breve de los hechos exclusivamente
conducentes a los puntos resolutivos; 

VI. Las consideraciones, fundamentaciones y moti-
vaciones legales de la medida; 

VII. La decisión de todas las cuestiones planteadas
por el Ministerio Público; 

VIII. El otorgamiento o negación de la medida según
proceda 

IX. El nombre, cargo y firma autógrafa de la autori-
dad competente que la emite. 

La solicitud de arraigo, podrá ser presentada por el Mi-
nisterio Público Federal por cualquier medio escrito o
electrónico del cual quede suficiente constancia de la
hora y fecha de solicitud. Para ello, se considerarán há-
biles cualesquiera horas del día. El tiempo máximo en
que el juzgador deberá resolver respecto de la solicitud
será de 24 horas. 

En la resolución el juez podrá dar una clasificación ju-
rídica distinta a los hechos que la motivan y a la inter-
vención o participación de la persona sobre quien se so-
licita la medida. 

En caso de que la solicitud de arraigo no reúna alguno
de los requisitos previstos en el artículo que antecede, el
juez, de oficio, prevendrá al Ministerio Público para
que dentro del plazo máximo de 12 horas los precise o
aclare. 

En caso de que el juez hubiere prevenido al Ministerio
Público y éste hubiese cumplido la prevención, el plazo
de 24 horas con que cuenta la autoridad jurisdiccional
para resolver sobre la solicitud de arraigo, se contará a

partir de que sean recibidas en el juzgado, las constan-
cias mediante las cuales el Ministerio Público haya des-
ahogado la prevención. 

Artículo 12 Quáter. Para garantizar el éxito de la inves-
tigación ministerial, proteger a la víctima, ofendido o
testigos, proteger bienes jurídicos o asegurar la compa-
recencia del probable responsable o imputado a las ac-
tuaciones del procedimiento de indagatoria y después
de formalizada la solicitud por el Ministerio Público; la
autoridad jurisdiccional, podrá imponer el arraigo a
cualquier persona, el cual que podrá consistir en: 

I. La obligación temporal de permanecer en un lugar
determinado, pudiendo ser éste, la institución o lu-
gar que para ello tenga establecida la autoridad mi-
nisterial, cuando cumpla con las condiciones necesa-
rias que aseguren la adecuada cobertura de las
necesidades de subsistencia del arraigado, y la pro-
tección a sus derechos humanos y cuando el domici-
lio se encontrare fuera de la ciudad asiento del juz-
gado que haya de conocer sobre la solicitud;

II. Internamiento en instituciones de salud, en los ca-
sos en que el estado físico o mental de la persona so-
bre quien se solicite el arraigo así lo amerite. 

El juez podrá imponer estas medidas según resultare
adecuado al caso y ordenará las actuaciones y comuni-
caciones necesarias para garantizar su cumplimiento. 

La decisión de imponer o negar el arraigo es revocable
o modificable de oficio por el juzgador en cualquier mo-
mento de la indagatoria, lo cual deberá ser comunicado
de manera inmediata al Ministerio Público Federal que
la hubiera solicitado, cuando así favorezca a la admi-
nistración de justicia y a la salvaguarda de las garantí-
as constitucionales. 

No se podrá ordenar la medida cuando ésta resulte des-
proporcionada en relación con las circunstancias de he-
cho y de derecho que motiven la solicitud del Ministerio
Público. 

Artículo Segundo. Se deroga la fracción III del artículo 50
y los artículos 50 Bis y 50 Ter; se adicionan los artículos 55
Bis, 55 Ter, 55 Quáter y 55 Quintus, recorriendo la nume-
ración de los títulos subsecuentes, para quedar como sigue:
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Artículo 50. …

I. a II. … 

III. Se deroga. 

Artículo 50 Bis. Se deroga.

Artículo 50 Ter. Se deroga.

Artículo 55 Bis. Los Juzgados Federales Penales Espe-
cializados en Cateos, Arraigo, e Intervención de comu-
nicaciones, se compondrán de un Juez y contarán, al
menos, con cinco secretarios y con el personal adminis-
trativo que determine el presupuesto.

Artículo 55 Ter. Los Jueces Federales Penales especiali-
zados en Cateos, Arraigo e Intervención de comunica-
ciones serán competentes para conocer y resolver las
peticiones que, en toda la República, solicite el Ministe-
rio Público de la Federación en la etapa de averiguación
previa que se refieran a:

I. Cateo; 

II. Arraigo; e 

III. Intervención de comunicación, cuya autoriza-
ción en materia federal será otorgada de conformi-
dad con la Ley Federal en materia de Delincuencia
Organizada y con la Ley de Seguridad Nacional res-
pectivamente. 

De igual forma serán competentes para conocer de
las solicitudes siguientes: 

a) De la intervención de comunicaciones que sean
formuladas por el Centro de Investigación y Se-
guridad Nacional y por la Policía Federal, en los
términos de la ley de la materia; y 

b) De la autorización que solicite la Policía Fede-
ral para solicitar por escrito a los concesionarios,
permisionarios, operadoras telefónicas y todas
aquellas comercializadoras de servicios en mate-
ria de telecomunicaciones, de sistemas de comu-
nicación vía satélite, la información con que
cuenten, así como la georreferenciación de los
equipos de comunicación móvil en tiempo real, de
acuerdo a la ley que la rige. 

c) De las autorizaciones para intervenir cualquier
comunicación privada. 

Artículo 55 Quáter. Cuando la solicitud de auto-
rización de intervención de comunicaciones pri-
vadas, sea formulada en los términos previstos en
las legislaciones locales, por el titular del Ministe-
rio Público de alguna entidad federativa, exclusi-
vamente se concederá si se trata de los delitos de
homicidio, asalto en carreteras o caminos, robo
de vehículos y privación ilegal de la libertad o se-
cuestro, los primeros previstos en el Código Penal
Federal y el último en la Ley General para Pre-
venir y Sancionar los Delitos en Materia de Se-
cuestro, o sus equivalentes en las legislaciones pe-
nales locales. 

La solicitud de autorización de intervención de comu-
nicaciones de los delitos previstos en la Ley General pa-
ra Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Se-
cuestro, Reglamentaria de la fracción XXI del artículo
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, se formulará de conformidad con ese orde-
namiento.

La autorización se otorgará únicamente al titular del
Ministerio Público de la entidad federativa, cuando se
constate la existencia de indicios suficientes que acredi-
ten la probable responsabilidad en la comisión de los
delitos arriba señalados. El titular del Ministerio Públi-
co será responsable de que la intervención se realice en
los términos de la autorización judicial. 

La solicitud de autorización deberá contener los pre-
ceptos legales que la fundan, el razonamiento por el que
se considera procedente, el tipo de comunicaciones, los
sujetos y los lugares que serán intervenidos, así como el
periodo durante el cual se llevarán a cabo las interven-
ciones, el cual podrá ser prorrogado, sin que el periodo
de intervención, incluyendo sus prórrogas, pueda exce-
der de seis meses. Después de dicho plazo, sólo podrán
autorizarse nuevas intervenciones cuando el titular del
Ministerio Público de la entidad federativa acredite
nuevos elementos que así lo justifiquen. 

En la autorización, el juez determinará las característi-
cas de la intervención, sus modalidades y límites y, en su
caso, ordenará a instituciones públicas o privadas, mo-
dos específicos de colaboración.



En la autorización que otorgue el juez deberá ordenar
que, cuando en la misma práctica sea necesario ampliar
a otros sujetos o lugares la intervención, se deberá pre-
sentar ante el propio juez, una nueva solicitud; también
ordenará que al concluir cada intervención se levante
un acta que contendrá un inventario pormenorizado de
las cintas de audio o video que contengan los sonidos o
imágenes captadas durante la intervención, así como
que se le entregue un informe sobre sus resultados, a
efecto de constatar el debido cumplimiento de la auto-
rización otorgada. El juez podrá, en cualquier momen-
to, verificar que las intervenciones sean realizadas en
los términos autorizados y, en caso de incumplimiento,
decretar su revocación parcial o total.

En caso de no ejercicio de la acción penal y una vez
transcurrido el plazo legal para impugnarlo sin que ello
suceda, el juez que autorizó la intervención, ordenará
que se pongan a su disposición las cintas resultado de
las intervenciones, los originales y sus copias y ordena-
rá su destrucción en presencia del titular del Ministerio
Público de la entidad federativa.

Artículo 55 Quintus. En caso de ser procedente el arrai-
go solicitado por el Ministerio Público Federal, el juez
competente, dictará la resolución que autorice la medi-
da en un plazo no mayor a 24 horas y de acuerdo con lo
señalado por la Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada o el Código Federal de Procedimientos Pena-
les, según sea el caso, teniendo la obligación de resolver
sobre cada uno de los puntos solicitados o hechos valer
por el Ministerio Público.

Artículo Tercero. Se adiciona un párrafo al artículo 31 y
se reforma el párrafo segundo del artículo 104 de la Ley de
Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como siguen: 

Artículo 31. …

Cuando la materia de que se trate la solicitud de ampa-
ro sea contra actos que importen peligro de privación
de la vida, ataques a la libertad personal, deportación,
destierro, cualquiera de los actos prohibidos por el ar-
tículo 22 de la Constitución, o la incorporación forzosa
al servicio del ejército o armada nacionales, la notifica-
ción de cualquier diligencia o resolución a la autoridad

señalada como responsable, deberá hacerse a través del
medio escrito, telegráfico o electrónico que resulte más
rápido; siempre y cuando, el medio utilizado deje cons-
tancia fehaciente de la notificación.

Artículo 104. …

En casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso,
podrá ordenarse por la vía telegráfica el cumplimiento de
la ejecutoria, sin perjuicio de comunicarla íntegramente,
conforme al párrafo anterior. Cuando el amparo haya si-
do solicitado en contra de actos que importen peligro de
privación de la vida, ataques a la libertad personal, de-
portación, destierro, cualquiera de los actos prohibidos
por el artículo 22 de la Constitución, o la incorporación
forzosa al servicio del ejército o armada nacionales, el
cumplimiento de la ejecutoria será ordenado incluso
por vía electrónica, cuidando que quede constancia fe-
haciente de la notificación realizada.

…

Transitorios

Primero. Publíquese el presente decreto en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de noviembre de 2011.

La Comisión de Justicia, diputados: Víctor Humberto Benítez Tre-
viño (rúbrica), presidente; Sergio Lobato García (rúbrica), Miguel Er-
nesto Pompa Corella (rúbrica), Óscar Martín Arce Paniagua (rúbrica),
Camilo Ramírez Puente (rúbrica), Ezequiel Rétiz Gutiérrez (rúbrica),
Juanita Arcelia Cruz Cruz, Eduardo Ledesma Romo, secretarios; Ma-
ría de Jesús Aguirre Maldonado (rúbrica), Luis Carlos Campos Ville-
gas (rúbrica), Nancy González Ulloa (rúbrica), Leonardo Arturo Gui-
llén Medina, Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica),
Cuauhtémoc Gutiérrez de la Torre, Gregorio Hurtado Leija (rúbrica),
Israel Madrigal Ceja, Sonia Mendoza Díaz (rúbrica), Dolores de los
Ángeles Nazares Jerónimo (rúbrica en contra), María Antonieta Pérez
Reyes, Rodrigo Pérez-Alonso González, Norma Leticia Salazar Váz-
quez (rúbrica), Cuauhtémoc Salgado Romero, Miguel Ángel Terrón
Mendoza, Enoé Margarita Uranga Muñoz (rúbrica en abstención), Jo-
sué Cirino Valdés Huezo (rúbrica), Alma Carolina Viggiano Austria
(rúbrica), Pedro Vázquez González, Eduardo Yáñez Montaño (rúbri-
ca), Arturo Zamora Jiménez.»
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El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY REGLAMENTARIA DEL
SERVICIO FERROVIARIO

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Dictamen de la Comisión de Transportes, con proyecto de
decreto que reforma la fracción IV del artículo 6 de la Ley
Reglamentaria del Servicio Ferroviario

Honorable Asamblea:

Los integrantes de la Comisión de Transportes, con base en
las facultades que les confieren los artículos 39, y 45, nu-
meral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, 80, 81, 84, 85,
157, 158 y 167, numeral 4, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, presentan a esta honorable asamblea el si-
guiente dictamen.

Antecedentes

1. En sesión de la Comisión Permanente del Congreso
de la Unión de fecha 15 de junio de 2011, el diputado
Alejandro del Mazo Maza, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, sometió a conside-
ración de la Cámara de Diputados la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 4 y 6 de la
Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario.

2. En la misma fecha, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 23, fracción f), y 122, de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, la Mesa Directiva acordó turnar la iniciativa que
nos ocupa a la Comisión de Transportes de la Cámara de
Diputados, para su estudio y dictamen, mediante oficio
CP2R2A.-838.

Derivado de lo anterior, esta comisión realizó diversos tra-
bajos a efecto de revisar el contenido de la citada iniciati-
va, con el objeto de expresar sus observaciones y comenta-
rios a la misma, e integrar el presente dictamen.

Descripción de la iniciativa

Expone el diputado Alejandro del Mazo que la falta de un
adecuado ordenamiento territorial aunado a un acelerado
crecimiento de la población ha propiciado que asentamien-
tos irregulares invadan el derecho de vía del sistema ferro-
viario, el cual es una actividad económica prioritaria.

Por ello, expone la iniciativa del diputado Del Mazo Maza,
las maniobras de carga, descarga, estiba, desestiba, alijo,
acarreos, almacenajes y transbordo que se realizan dentro
de las zonas federales, se consideran actividades conexas
con las vías generales de comunicación y se encuentran re-
guladas, en forma genérica, por la Ley de Vías Generales
de Comunicación y, específicamente, por el Reglamento
para el Servicio de Maniobras en Zonas Federales Terres-
tres.

Indica que sobre el derecho de vía, la Ley Reglamentaria
del Servicio Ferroviario lo considera como la franja de te-
rreno que se requiere para la construcción, conservación,
ampliación, protección y en general para el uso adecuado
de una vía general de comunicación ferroviaria, cuyas di-
mensiones y características son fijadas por la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes.

Agrega que a pesar de que el ferrocarril es un sistema de
transporte seguro en sus operaciones y con niveles reduci-
dos de accidentes, no está exento de ellos, por lo que es in-
dispensable que el derecho de vía se encuentre totalmente
libre, ya que éste, en caso de un descarrilamiento, es el es-
pacio que invade un vagón o una unidad ferroviaria, mien-
tras que el nivel de riesgo aumenta por el tipo de productos
que transportan los ferrocarriles como combustóleo, gaso-
lina, aceites y productos químicos como el azufre y el clo-
ro.

En ese sentido, el uso indebido del derecho de vía para
asentamientos irregulares pone en riesgo la integridad de
las personas y sus bienes. Asimismo, se presenta el robo a
los vagones de carga toda vez que los trenes al pasar por
zonas conurbadas se ven obligados a reducir su velocidad
y cualquier persona puede subir en algún vagón y detener-
lo simplemente cortando el sistema hidráulico de frenos.

De tal manera, la iniciativa del diputado Alejandro del Ma-
zo plantea incluir dentro de la jurisdicción federal el dere-
cho de vía como parte integral de las vías generales de co-
municación ferroviaria, para que por medio de las



Secretaría de Comunicaciones y Transportes se verifique y
se cumplan las disposiciones aplicables, para lo cual pro-
pone reformar los artículos 4 y 6 de la Ley Reglamentaria
del Servicio Ferroviario.

Consideraciones de la comisión

La Comisión de Transportes coincide con el diputado pro-
ponente, en el sentido de que el servicio ferroviario es una
actividad económica prioritaria y corresponde al Sector de
Comunicaciones y Transportes promover su desarrollo, vi-
gilar la seguridad en la operación ferroviaria y las condi-
ciones que garanticen la libre competencia e incrementen
la calidad de los servicios brindando seguridad a sus usua-
rios y a la población en general.

Cabe recordar que en marzo de 1995 se aprobó la reforma
al artículo 28 constitucional para sentar las bases del desa-
rrollo de un ferrocarril eficiente, competitivo, que propor-
cione un servicio no discriminatorio y que coadyuve a
construir la infraestructura que nuestro país reclama.

Por ello, la participación de los particulares en el mejora-
miento de los ferrocarriles, resulta indispensable para con-
tar con un transporte moderno, eficiente y de bajo costo,
que incremente la competencia en el sistema de transporte
en general y la competitividad de nuestra economía. Al
mismo tiempo, el estado debe preservar su rectoría y auto-
ridad para asegurar que la prestación de este importante
medio de transporte se realice en condiciones que benefi-
cien a la sociedad.

La participación privada y social en la inversión producti-
va, sólo es viable si se cuenta con un marco jurídico trans-
parente, que la promueva y le brinde certeza. Una mayor
participación de los particulares es compatible con el forta-
lecimiento del estado en el cumplimiento de su función
esencial de gobernar y de ejercer su rectoría en las áreas
que así se permita, al tiempo que promueve el desarrollo de
áreas prioritarias.

Como consecuencia de la reforma al artículo 28 constitu-
cional, en mayo de 1995 se promulgó la Ley Reglamenta-
ria del Servicio Ferroviario, entre cuyos conceptos se en-
cuentra el tema de la seguridad de pasajeros y sus bienes
como uno de los principales objetivos de esa ley.

También se encuentra que dentro de los fundamentos que
dieron origen a la Ley Reglamentaria del Servicio Ferro-

viario, se buscó que los concesionarios sólo puedan usar el
derecho de vía para prestar servicios ferroviarios y, en el
caso de que pretendan utilizarlo para otros fines, como se-
ría el aprovechamiento de la vía para tender redes de tele-
comunicaciones, se requiera autorización específica de la
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, toda vez que
el objetivo último de una concesión ferroviaria es la pres-
tación eficiente del servicio y no necesariamente el apro-
vechamiento de los bienes afectos al servicio para otros fi-
nes.

En ese sentido, la Ley Reglamentaria del Servicio Ferro-
viario y el Reglamento del Servicio Ferroviario regulan la
construcción, operación, explotación, conservación y man-
tenimiento de las vías férreas cuando sean vías generales
de comunicación, el servicio público de transporte ferro-
viario que en ellas opera y los servicios auxiliares, como lo
indica el artículo 1 de la ley de la materia:

“Artículo 1. La presente ley es de orden público y de
observancia en todo el territorio nacional, y tiene por
objeto regular la construcción, operación, explotación,
conservación y mantenimiento de las vías férreas cuan-
do sean vías generales de comunicación, así como el
servicio público de transporte ferroviario que en ellas
opera y los servicios auxiliares.

El servicio ferroviario es una actividad económica prio-
ritaria y corresponde al estado ser rector de su desarro-
llo. Al ejercer sus funciones de rectoría, el estado prote-
gerá en todo momento la seguridad y la soberanía de la
nación y promoverá el desarrollo del servicio ferrovia-
rio en condiciones que garanticen la libre competencia
entre los diferentes modos de transporte.”

En efecto, la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario
define el derecho de vía como:

“Artículo 2. Para los efectos de esta ley, se entenderá
por:

I. Derecho de vía: la franja de terreno que se requiere
para la construcción, conservación, ampliación, protec-
ción y en general para el uso adecuado de una vía gene-
ral de comunicación ferroviaria, cuyas dimensiones y
características fije la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes;

II. a VIII. …”
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Como se puede observar de lo anterior, el derecho de vía
ya está contemplado en la legislación federal, por lo que
esta comisión considera que no es necesaria la reforma
planteada al artículo 4 de la iniciativa en análisis, en virtud
de que el último párrafo del artículo 3 de la Ley Regla-
mentaria del Servicio Ferroviario establece que:

“Artículo 3. Las vías férreas son vías generales de co-
municación cuando:

I. a III. …

Son parte integrante de la vía general de comunicación
ferroviaria el derecho de vía, los centros de control de
tráfico y las señales para la operación ferroviaria.”

Y el artículo 4 de dicho ordenamiento señala que son de ju-
risdicción federal las vías generales de comunicación fe-
rroviaria, el servicio público de transporte ferroviario que
en ellas opera y sus servicios auxiliares; cabe recordar
también, que el artículo 3o. de la Ley de Vías Generales de
Comunicación señala:

“Artículo 3o. Las vías generales de comunicación y los
modos de transporte que operan en ellas quedan sujetos
exclusivamente a los Poderes Federales. …”

Por lo anterior, se entiende que si el derecho de vía es par-
te integrante de la vía general de comunicación y la vía ge-
neral de comunicación es de jurisdicción federal, entonces
el derecho de vía adquiere también, el carácter federal, de
tal manera que con ello se tiene por atendida la inquietud
del diputado Alejandro del Mazo con respecto a la pro-
puesta de reforma al artículo 4 que se ha analizado.

No obstante lo anterior, esta comisión conviene en señalar
que la reforma que se plantea en la iniciativa al artículo 6
de la ley de mérito, se justifica precisamente en la necesi-
dad de otorgar mayor certeza a los inversionistas privados
y de fortalecer la seguridad de los pasajeros y de las mer-
cancías que se transportan por ese medio, que diera origen
a la reforma al artículo 28 constitucional de 1995.

Actualmente, los concesionarios están obligados a vigilar
del derecho de vía de conformidad con el artículo 31, se-
gundo párrafo del Reglamento del Servicio Ferroviario,
mismo que a la letra dice:

“Artículo 31. …

Los concesionarios deberán dar aviso inmediato a la se-
cretaría y demás autoridades competentes de las inva-
siones que se realicen al derecho de vía.”

Lo anterior tiene sustento en las obligaciones contraídas en
los títulos de concesión correspondientes, los cuales esta-
blecen que se sujetarán a las disposiciones aplicables entre
las que se encuentra el reglamento en comento.

Por otro lado, la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes cuenta con el trámite “Aviso de invasiones que se
realicen en el derecho de vía ferroviaria” cuya homoclave
es SCT-04-027, misma que contempla el mecanismo para
informar a la dependencia sobre invasiones que ocurran en
el derecho de vía ferroviario.

A saber, cuando los concesionarios se percaten de la inva-
sión al derecho de vía ferroviario, deberán presentarse un
escrito dirigido al director general de Transporte Ferrovia-
rio y Multimodal, el cual deberá contener:

1. Nombre o denominación social de quien o quienes
promueven.

2. Nombre y domicilio de las personas autorizadas para
recibir notificaciones, número de teléfono, fax y correo
electrónico.

3. La petición que se formula, los hechos y razones que
dieron motivo a la misma.

4. Órgano administrativo a quien se dirigen.

5. Lugar y fecha de emisión.

6. Firma del solicitante o representante legal.

El aviso deberá ser remitido al Centro Integral de Servicios
de la Dirección General de Transporte Ferroviario y Multi-
modal, donde se revisará y analizará la documentación re-
cibida y en caso de algún faltante la Dirección General de
Transporte Ferroviario y Multimodal lo hará saber al inte-
resado en un plazo que no exceda de 10 días hábiles si-
guientes a la recepción del trámite.

Una vez que se reciba completa la documentación, la Di-
rección General de Transporte Ferroviario y Multimodal,
dará por concluido dicho trámite, por no requerir de reso-
lución dado que tiene la naturaleza de un aviso.



Bajo ese tenor, la Dirección General de Transporte Ferro-
viario y Multimodal, tiene entre sus atribuciones la de re-
cibir el aviso de invasiones que se realicen en el derecho de
vía ferroviario con el propósito principal de que se preser-
ve y conserve ese derecho de vía que es propiedad del go-
bierno federal, asimismo, de garantizar que los servicios
ferroviarios se realicen en condiciones de calidad, compe-
titividad, seguridad y permanencia coadyuvando a elevar la
seguridad y eficiencia en el transporte ferroviario, buscan-
do con ello tanto la protección para el usuario como la sa-
tisfacción del interés público.

Es por ello que esta comisión considera necesario que la
secretaría tenga a su cargo la verificación de que tanto el
derecho de vía, como los servicios públicos de transporte
ferroviario cumplan con las disposiciones aplicables, a fin
de otorgar certeza y seguridad continua a los usuarios del
servicio de transporte ferroviario, toda vez que, como se ha
dicho, el aviso al que están obligados los concesionarios,
sólo tiene ese carácter, por lo que en caso de una invasión
a esa área, que represente un peligro para la prestación del
servicio, los concesionarios no pueden proceder de manera
alguna, al ser una zona de jurisdicción federal.

Cabe señalar que el uso indebido del derecho de vía por
asentamientos humanos irregulares pone en riesgo la inte-
gridad de las personas y sus bienes. Además, el crecimien-
to de las ciudades por falta de un adecuado ordenamiento
territorial, ha provocado una importante demanda de espa-
cios para viviendas, que, al no tener otra alternativa, inva-
den el derecho de vía, lo cual constituye un problema que
las entidades federativas no tienen capacidad de regular y
que, por tanto, corresponde a la federación vigilar que tales
factores no afecten la operación eficiente y segura del sis-
tema ferroviario de nuestro país, para que, en caso de ser
necesario, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes
actúe de manera expedita para garantizar el objeto de la ley.

En ese |sentido, la comisión dictaminadora considera ade-
cuado aprobar la reforma que se propone a la fracción IV
del artículo 6 de la Ley Reglamentaria del Servicio Ferro-
viario, para quedar como sigue:

“Artículo 6. …

I. a III. …

IV. Verificar que las vías férreas, el derecho de vía, los
servicios públicos de transporte ferroviario y sus servi-

cios auxiliares cumplan con las disposiciones aplica-
bles;

V. a IX. …”

Por lo antes expuesto, los diputados integrantes de la Co-
misión de Transportes consideran adecuado aprobar la ini-
ciativa materia de este dictamen, por lo que someten a la
consideración del pleno de esta asamblea, para los efectos
de la fracción A del artículo 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, el siguiente proyecto de 

Decreto que reforma la fracción IV del artículo 6 de la
Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario.

Artículo Único. Se reforma la fracción IV del artículo 6
de la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario, para
quedar como sigue:

Artículo 6. Corresponde a la secretaría, en materia de ser-
vicio ferroviario, el ejercicio de las atribuciones siguientes:

I. a III. ...

IV. Verificar que las vías férreas, el derecho de vía, los
servicios públicos de transporte ferroviario y sus servi-
cios auxiliares cumplan con las disposiciones aplica-
bles;

V. a IX. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados, a 29 de noviembre de
2011.

Por la Comisión de Transportes, diputados: Javier Gil Ortiz (rúbri-
ca), presidente; Cuauhtémoc Salgado Romero (rúbrica), Nicolás Car-
los Bellizia Aboaf (rúbrica), Benjamín Clariond Reyes Retana (rúbri-
ca), Paula Angélica Hernández Olmos, Pedro Ávila Nevárez (rúbrica),
Francisco Lauro Rojas San Román, Silvio Lagos Galindo (rúbrica), Jo-
sé Antonio Arámbula López, Alfredo Javier Rodríguez Dávila, Olga
Luz Espinosa Morales (rúbrica), Juan José Guerra Abud, Leobardo So-
to Martínez (rúbrica), Sergio Lobato García, María Elena Perla López
Loyo (rúbrica), Hugo Héctor Martínez González, Heliodoro Carlos Dí-
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az Escárraga (rúbrica), Óscar Román Rosas González (rúbrica), Ricar-
do Urzúa Rivera, Jesús Gerardo Cortez Mendoza (rúbrica en contra),
Sergio Octavio Germán Olivares (rúbrica), César Mancillas Amador
(rúbrica), Carlos Martínez Martínez (rúbrica), Adolfo Rojo Montoya
(rúbrica en contra), Ignacio Téllez González (rúbrica), Francisco Artu-
ro Vega de la Madrid (rúbrica), Héctor Hugo Hernández Rodríguez,
Samuel Herrera Chávez (rúbrica), Ifigenia Martha Martínez y Hernán-
dez (rúbrica), Ángel Aguirre Herrera.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY DE CAMINOS, PUENTES 
Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Dictamen de la Comisión de Transportes, con proyecto de
decreto que reforma los artículos 37 y 70 Bis de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal

Honorable Asamblea:

Los integrantes de la Comisión de Transportes, con base en
las facultades que confieren los artículos 39 y 45, numeral
6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, así como 80, 81, 84, 85,
157, 158 y 167, numeral 4, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, presentan a esta honorable asamblea el si-
guiente dictamen:

Antecedentes

1. En sesión de la Comisión Permanente del Congreso
de la Unión de fecha 11 de octubre de 2011, el diputado
Jorge Antonio Kahwagi Macari, del Grupo Parlamenta-
rio de Nueva Alianza, sometió a consideración de la Cá-
mara de Diputados la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 5o., 37 y 70 Bis de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal.

2. En la misma fecha, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 23, fracción f), y 122, de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, la Mesa Directiva acordó turnar la iniciativa que

nos ocupa a la Comisión de Transportes de la Cámara de
Diputados, para estudio y dictamen, mediante el oficio
número DGPL 61-II-4-1783.

Derivado de lo anterior, la comisión realizó diversos traba-
jos a efecto de revisar el contenido de la citada iniciativa,
con objeto de expresar sus observaciones y comentarios
respecto a la misma e integrar el presente dictamen.

Descripción de la iniciativa

El diputado Jorge Kahwagi expone que cada año cerca de
1.3 millones de personas fallecen en las carreteras de todo
el mundo como consecuencia de un accidente, lo que se
traduce en más de 3 mil defunciones diarias, de acuerdo
con datos de la Organización Mundial de la Salud. Ade-
más, entre 20 y 50 millones de personas sufren anualmen-
te traumatismos provocados por accidentes de tránsito, que
constituyen un origen importante de discapacidad en todo
el mundo y son la principal causa de muerte entre las per-
sonas de 15 a 29 años de edad; los accidentes de tránsito
son la cuarta causa de muerte, precedidos únicamente por
las enfermedades cardiovasculares, los tumores malignos y
las complicaciones de la diabetes mellitus.

Según el Informe sobre la situación mundial de la seguri-
dad vial 2009, 62 por ciento de las víctimas mortales noti-
ficadas por accidentes se produce en 10 países que, en or-
den de magnitud, son India, China, Estados Unidos, Rusia,
Brasil, Irán, México, Indonesia, Sudáfrica y Egipto, que re-
presentan 56 por ciento de la población mundial.

En México, la principal mortalidad en accidentes viales su-
cede en carreteras. En la red carretera federal, que ascien-
de a 48 mil 300 kilómetros, en 2010 se generaron 25 mil
318 accidentes, con pérdidas económicas por mil 354.3 mi-
llones de pesos, 101 lesionados y 18 muertos por cada 100
accidentes. Para el primer semestre de 2011, los accidentes
ascendían a 14 mil 457, con una cifra estimada de 788 mi-
llones en daños materiales.

Consideraciones de la comisión

La comisión que dictamina reconoce que la mortalidad por
colisiones en accidentes de tránsito tiene una enorme inci-
dencia en todo el mundo. Se estima que cada año en el
mundo mueren alrededor de 1.5 millones de personas por
accidentes de tránsito en la vía pública, y más de la mitad
de ellas no viajaban en automóvil. Además, hasta 50 millo-
nes de personas más resultan heridas y con traumatismos



no mortales provocados por estos accidentes. Asimismo, se
estima que sin la adecuada planeación, esas cifras aumen-
tarían hasta en 65 por ciento en los siguientes 20 años, por
lo que los accidentes de tráfico con vehículos automotores
constituyen un grave problema de salud pública y revisten
una crisis humanitaria de grandes proporciones.

Debe tomarse en consideración que el daño a la salud co-
mo consecuencia de un accidente también se traduce en in-
capacidades físicas o mentales, temporales o permanentes,
parciales o totales, que representan alteraciones en la salud
y disminución o pérdida de horas de trabajo y productivi-
dad, además del desequilibrio al presupuesto familiar por
gastos imprevistos.

Se ha estimado también que las colisiones de vehículos de
motor tienen una repercusión económica de entre 1 y 3 por
ciento del producto interno bruto de cada país, lo que as-
ciende a un total de más de 500 mil millones de dólares,
por lo que la reducción del número de heridos y muertos
por accidentes de este tipo mitigaría el sufrimiento, desen-
cadenaría el crecimiento económico y liberaría recursos
para su utilización productiva.

Ahora bien, entre las principales causas de mortalidad en el
país, los accidentes de tránsito con vehículos automotores
ocupan el sexto lugar general, siendo la principal causa de
muerte en niños y jóvenes de entre 5 y 29 años de edad y
la segunda causa de orfandad en México, generando con
ello un gasto anual para el sector salud por 126 mil millo-
nes de pesos para atender a las víctimas de accidentes. Ello
se debe, en parte, al rápido aumento del mercado de vehí-
culos de motor sin que haya mejoras suficientes en las es-
trategias sobre seguridad vial ni la planificación del uso del
territorio.

De frente a este panorama, la Asamblea General de la Or-
ganización de las Naciones Unidas (ONU) declaró la déca-
da 2011-2020 como el Decenio de Acción para la Seguri-
dad Vial, con la meta de estabilizar y reducir la mortalidad
prevista por accidentes de tránsito para 2020, según consta
en la resolución contenida en el documento identificado
con el registro A/RES/64/255, emitida en la sesión plenaria
número 74, del 2 de marzo de 2010.

La resolución pide a los Estados miembros que lleven a ca-
bo actividades en materia de seguridad vial, particularmen-
te en los ámbitos de la gestión de la seguridad vial, la in-
fraestructura viaria, la seguridad de los vehículos, el
comportamiento de los usuarios de las vías de tránsito, la

educación para la seguridad vial y la atención después de
los accidentes.

Asimismo, se solicita a los países integrantes de la ONU
que la Organización Mundial de la Salud y las comisiones
regionales de Naciones Unidas, en cooperación con otros
asociados del Grupo de Colaboración de Naciones Unidas
para la Seguridad Vial y Otros Interesados, preparen un
plan mundial para el decenio como documento orientativo
que facilite la consecución de sus objetivos.

Para lograr los objetivos del Decenio de Acción para la Se-
guridad Vial, se estima realizar las siguientes acciones:

• Adhesión a los principales acuerdos y convenciones y
convenios conexos de Naciones Unidas y aplicación
plena de éstos, y utilización de otros a modo de princi-
pios para promover las versiones regionales, según pro-
ceda;

• La formulación y ejecución de estrategias y programas
de seguridad vial sostenibles;

• La fijación de una meta ambiciosa, pero factible, de re-
ducción del número de muertos a causa de los acciden-
tes de tránsito antes de 2020 basándose en los marcos
vigentes de metas regionales relativas a las víctimas;

• El refuerzo de la infraestructura y capacidad de gestión
para la ejecución técnica de actividades de seguridad
vial a escalas nacional, regional y mundial;

• El mejoramiento de la calidad de la recopilación de da-
tos a escalas nacional, regional y mundial;

• El seguimiento de los avances y del desempeño a tra-
vés de una serie de indicadores predefinidos a escalas
nacional, regional y mundial;

• El fomento de una mayor financiación destinada a la
seguridad vial y de un mejor empleo de los recursos
existentes, en particular velando por la existencia de un
componente de seguridad vial en los proyectos de in-
fraestructura viaria;

• Desarrollo de capacidad a escalas nacional, regional e
internacional en materia de seguridad vial.

México, por ser integrante de la ONU, ha aceptado la invi-
tación de asumir un papel de liderazgo en la realización de
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las actividades para incrementar la seguridad vial fomen-
tando modalidades de colaboración multisectorial con el
ámbito académico, el sector privado, las asociaciones pro-
fesionales, las organizaciones no gubernamentales y la so-
ciedad civil, determinando como objetivo mejorar las con-
diciones de salud de la población y estableciendo como
meta específica reducir en 15 por ciento el número de
muertes causadas por accidentes de tránsito de vehículos
de motor en población de 15 a 29 años de edad.

Por ello, la Comisión de Transportes estima viable la apro-
bación de la iniciativa en análisis, toda vez que no pode-
mos soslayar que hay una crisis mundial de seguridad vial,
la cual únicamente podrá ser superada mediante la coope-
ración al estar conscientes de la cantidad de accidentes que
ocurren en México y que a escala internacional la ONU
emitió una resolución a fin de fomentar la colaboración
multisectorial para atender los compromisos adoptados en
materia de seguridad vial.

Es necesario reafirmar la importancia de ocuparse de las
cuestiones relativas a la seguridad vial, con el objetivo de
estabilizar y después reducir las cifras previstas de víctimas
mortales en accidentes de tránsito en nuestro país median-
te el aumento de las actividades encaminadas a prevenir los
accidentes de tránsito, pero apoyando estas acciones me-
diante el fortalecimiento y la modernización del marco ju-
rídico y regulatorio en la materia.

La experiencia internacional ha demostrado que el incre-
mento de accidentes de tráfico está fuertemente asociado a
los procesos de urbanización, lo que lo convierte en un pro-
blema complejo. Por esto orientar los esfuerzos sobre un
aspecto aislado del problema o a varios de ellos en forma
independiente, ha arrojado resultados insuficientes y efí-
meros. Por ello se debe buscar que las acciones sean com-
plementarias y simultáneas. Las instituciones involucradas
deberán participar, desde su ámbito de competencia, en la
prevención y atención de accidentes con acciones de dife-
rente índole, siendo parte fundamental el Poder Legislati-
vo.

En ese sentido, la comisión que dictamina está de acuerdo
en adicionar un segundo párrafo al artículo 70 Bis de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a efec-
to de que no sólo las dependencias de la administración pú-
blica federal promuevan políticas y programas de educa-
ción vial sino que, además, los gobiernos estatales y los
municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias
puedan concurrir a la prevención de accidentes y a mejorar

las prácticas de seguridad vial, reconociendo que gran par-
te de los accidentes en esta materia se presenta en sus ju-
risdicciones. Por tanto, la redacción del segundo párrafo
del artículo 70 Bis que se propone adicionar quedaría de la
siguiente manera:

Artículo 70 Bis. …

Asimismo, promoverán la concurrencia de los tres
niveles de gobierno en participación con las depen-
dencias de la administración pública federal corres-
pondientes, para el diseño e instauración de políticas
y programas permanentes de educación vial y pre-
vención de accidentes para reforzar los sistemas de
gestión de la seguridad y la aplicación de mejores
prácticas en esta materia.

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Trans-
portes consideran adecuado aprobar la iniciativa materia de
este dictamen, por lo que someten a consideración del ple-
no de esta asamblea, para los efectos de la fracción a) del
artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 37 y 70 Bis
de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Fede-
ral

Artículo Único. Se reforma el artículo 37 y se adiciona
un segundo párrafo al artículo 70 Bis de la Ley de Cami-
nos, Puentes y Autotransporte Federal, para quedar como
sigue:

Artículo 37. Los permisionarios tendrán la obligación, de
conformidad con la ley de la materia, de proporcionar a sus
conductores capacitación y adiestramiento para promover
una cultura de respeto en materia de tránsito, vialidad
y autotransporte y lograr que la prestación de los servi-
cios sea eficiente, segura y eficaz.

Artículo 70 Bis. …

Asimismo, promoverán la concurrencia de los tres ni-
veles de gobierno en participación con las dependencias
de la administración pública federal correspondientes,
para el diseño e instauración de políticas y programas
permanentes de educación vial y prevención de acci-
dentes para reforzar los sistemas de gestión de la segu-
ridad y la aplicación de mejores prácticas en esta mate-
ria.



Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados, a 29 de noviembre de
2011.

La Comisión de Transportes, diputados: Javier Gil Ortiz (rúbrica),
presidente; Cuauhtémoc Salgado Romero (rúbrica), Nicolás Carlos Be-
llizia Aboaf (rúbrica), Benjamín Clariond Reyes Retana (rúbrica), Pau-
la Angélica Hernández Olmos (rúbrica en abstención), Pedro Ávila Ne-
várez (rúbrica), Francisco Lauro Rojas San Román, Silvio Lagos
Galindo (rúbrica), José Antonio Arámbula López, Alfredo Javier Ro-
dríguez Dávila (rúbrica en abstención), Olga Luz Espinosa Morales
(rúbrica), Juan José Guerra Abud, Leobardo Soto Martínez (rúbrica en
contra), Sergio Lobato García (rúbrica), María Elena Perla López Lo-
yo (rúbrica), Hugo Héctor Martínez González, Heliodoro Carlos Díaz
Escárraga (rúbrica), Óscar Román Rosas González, Ricardo Urzúa Ri-
vera (rúbrica), Jesús Gerardo Cortez Mendoza (rúbrica en contra), Ser-
gio Octavio Germán Olivares, César Mancillas Amador (rúbrica), Car-
los Martínez Martínez (rúbrica), Adolfo Rojo Montoya (rúbrica en
contra), Ignacio Téllez González, Francisco Arturo Vega de Lamadrid,
Héctor Hugo Hernández Rodríguez, Samuel Herrera Chávez (rúbrica),
Ifigenia Martha Martínez y Hernández (rúbrica), Ángel Aguirre Herre-
ra.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

El diputado Ildefonso Guajardo Villarreal (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Es-
tamos discutiendo declaratoria de publicidad, ¿tiene que
ver con el tema? ¿Con el tema de las declaratorias que fue-
ron leídas?

El diputado Ildefonso Guajardo Villarreal (desde la cu-
rul): Sí. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Ade-
lante.

El diputado Ildefonso Guajardo Villarreal (desde la cu-
rul): Presidente, como presidente de la Comisión Econo-
mía, rogarle que en el caso del dictamen conjunto de Co-

misiones de Economía y Función Pública, se dispense el
trámite para poderla procesar con dispensa de trámite el día
de hoy.

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
recibió comunicación de la Junta de Coordinación Política,
por la que solicita el dictamen de la Comisión de Régimen,
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, se le dispensen
los trámites y se someta a discusión y votación de inme-
diato.

Un paréntesis. Usted hizo la consulta en privado y le man-
dé a decir que tiene que hacerlo por escrito, no verbal; aquí
no hay excepciones a ningún requisito de los que establece
el Reglamento.

En virtud de que se ha cumplido con el requisito de la de-
claratoria de publicidad, consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si se considera de urgente re-
solución y se pone a discusión y votación de inmediato.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: En
términos del artículo 100 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, en votación económica se pregunta a la asam-
blea si se considera de urgente resolución y se pone a dis-
cusión y votación de inmediato. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las
diputadas y los diputados que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo. Presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
considera de urgente resolución. 

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta (desde
la curul): Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Diputado Di Costanzo, ¿tiene que ver con el tema? ¿Tiene
que ver con el tema?

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta (desde
la curul): Sí.
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El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Ade-
lante.

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta (desde
la curul): Presidente, si no se están cumpliendo los requisi-
tos que se exigen por Reglamento, no veo por qué se tiene
que discutir y meter ahorita este proyecto de dictamen;
creo que es una ley importante y sería muy grave estar vio-
lando los procedimientos parlamentarios.

Sí le pido que se reconsidere este tema para no tener pro-
blemas en el futuro en una ley que va a tener muchas re-
percusiones en el país.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Coincidimos, diputado; si no se presenta por escrito la dis-
pensa de trámite no se otorga. Adelante.

El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que adiciona un artículo
transitorio al diverso por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones a la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 13 de septiembre de
2006. *

Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado Felipe So-
lís, para fundamentar el dictamen, de conformidad con el
artículo 104, numeral 1, fracción II del Reglamento de la
Cámara de Diputados.

El diputado Felipe Solís Acero: Señoras diputadas y se-
ñores diputados, vengo a nombre de la Comisión de Régi-
men, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias para funda-
mentar el dictamen que presenta la comisión a este
honorable pleno, por el que se propone adicionar un artí-
culo tercero transitorio al decreto del Congreso de la
Unión, por el que se modifica por reforma y adición el ar-
tículo 17 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial
de la Federación el 13 de septiembre de 2006.

La propuesta tiene como propósito fundamental recoger en
sus términos el acuerdo parlamentario, que como recorda-
rá esta asamblea, votamos en la sesión preparatoria cele-
brada el pasado 31 de agosto, en la que el pleno de esta Cá-
mara aprobó segmentar el ejercicio de la Presidencia de la

Cámara de Diputados, de la Mesa Directiva, en tres seg-
mentos distintos, en tres periodos distintos de tiempo du-
rante el tercer año.

El primero, que inició el 1o. de septiembre y termina el 15
de diciembre, presidiendo un diputado del PRI; el segundo,
que iniciará el 16 de diciembre y termina el 30 de abril,
presidiendo un diputado del PRD, y el tercero y último que
iniciará el 1o. de mayo y terminará el 31 de agosto, presi-
diendo un diputado del Grupo Parlamentario del PAN.

Adicionalmente a la permisibilidad de segmentar en tres
segmentos el ejercicio de la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva, el proyecto de dictamen que está sometido a la consi-
deración de esta asamblea, propone también exceptuar por
única vez la prohibición contenida en el numeral 8 del ar-
tículo 17 de la Ley Orgánica, en el sentido de que no podrá
coincidir —eso dice la norma— la Presidencia de la Junta
y de la Mesa en un mismo grupo parlamentario, situación
e hipótesis que ocurrirá este año en el caso del Grupo Par-
lamentario del PRD y la Presidencia de la Mesa, que ini-
ciará el 16 de diciembre.

El proyecto de dictamen que está a su consideración propo-
ne adicionar un artículo tercero transitorio al decreto por el
que se reformó la Ley Orgánica, y no a la Ley Orgánica co-
mo lo propuso el diputado iniciante, en virtud de que la Ley
Orgánica en su texto original no contenía la prohibición de
simultaneidad en la presidencia de los órganos de gobierno,
a que se refiere el numeral 8 del artículo 17 de la Ley Orgá-
nica, pues eso fue producto de una reforma justamente por el
decreto publicado el 13 de septiembre de 2006.

De manera que en la comisión hemos considerado que lo
que técnicamente procede es agregar un transitorio, no a la
Ley Orgánica, sino al decreto que estableció la prohibición
de la simultaneidad en el ejercicio de las presidencias en
ambos órganos de gobierno, porque técnicamente es lo que
procedería, dado que se está exceptuando una norma que
fue incorporada hasta el 13 de septiembre de 2006.

Tienen en su poder el proyecto de dictamen correspon-
diente, que establece en un primer párrafo la excepción al
mandato de la ley de la duración de un año en el ejercicio
de la presidencia de la Mesa, y en un segundo párrafo la ex-
cepción al mandato que establece la prohibición de simul-
taneidad de ambos órganos.

Quiero terminar diciendo que en la Comisión de Régimen,
Reglamentos y Puntos Constitucionales estuvimos plena-

* El dictamen citado se encuentra en la página 104 del Volumen I del
Diario de los Debates del 8 de diciembre de 2011.



mente conscientes de que este proyecto de dictamen que
hoy sometemos a la consideración de la asamblea tiene el
propósito —y así lo consideramos— de cumplir con todo
honor y con toda caballerosidad un acuerdo político entre
los grupos parlamentarios, que fue suscrito y votado el 31
de agosto en la sesión preparatoria correspondiente, pero
que requería de una formalidad legal que se le da curso a
través del proyecto de dictamen que ahora está a su consi-
deración y por el que les pido su voto con toda atención y
cuidado. Muchas gracias, por su voto.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne el uso de la palabra, para hablar en pro del dictamen has-
ta por tres minutos, el diputado Armando Ríos Piter.

El diputado Armando Ríos Piter: Con su permiso, señor
presidente. La modificación que estamos a punto de votar,
sin duda alguna es un ejemplo de la posibilidad de cons-
truir juntos.

El pasado 30 de agosto —sobre este tema en particular—,
hubo una gran tensión en la Cámara de Diputados; en aquel
momento parecía ser que las posiciones de los distintos
grupos parlamentarios en lugar de acercarse, cada vez se
alejaban más. Quiero reconocer y lo quiero hacer a nombre
de mi grupo parlamentario, que después de aquellos mo-
mentos, todos los grupos que estamos aquí representados
hemos ido avanzando en la construcción de nuevos meca-
nismos de consenso.

Tuvimos una discusión, tal vez dura, en términos de la Ley
de Ingresos, pero lo procesamos en tiempo; tuvimos una
larga discusión de la reforma política, hubo posiciones en
contra, hubo posiciones a favor, pero garantizamos que la
discusión fuera de altura y garantizamos que las votaciones
pudieran ser no solamente fluidas, sino que se garantizara
avanzar en un tema importante para los ciudadanos y las
ciudadanas; procesamos el Presupuesto de Egresos de la
Federación y lo hicimos, tal vez, como nunca lo hicimos en
los dos años anteriores.

Quiero reconocer, que de aquellas posiciones encontradas
que tuvimos en agosto, hoy los grupos parlamentarios es-
tamos avanzando. Tendremos, sin duda alguna, posiciones
diferentes; ahí está el tema de la ley laboral; ahí está el te-
ma de seguridad nacional; ahí está el tema de los conseje-
ros del IFE. Pero estoy convencido y estamos convencidos
en el Grupo Parlamentario del PRD, que en la medida en la
que nos podamos escuchar y honremos la palabra, como
hoy se está honrando con esta modificación que se pone en

contexto, podremos contribuir en el acercamiento que hoy
necesita nuestro país.

Que sepamos que tenemos diferencias, pero que ahí, don-
de está la palabra empeñada, es precisamente la palabra lo
que le da validez a la política, lo que permitirá garantizar
que la gobernabilidad aquí en la Cámara, en la Mesa Di-
rectiva y en la Junta de Coordinación Política, ahora por
parte del Partido de la Revolución Democrática, sea un
compromiso no nada más para un partido, sino que sea la
responsabilidad de que sigamos construyendo, honrando la
palabra y garantizando que el interés supremo de México
sea lo que permita que esta asamblea, que este Parlamento,
que esta Cámara de Diputados le esté respondiendo a Mé-
xico. Ahí está el compromiso del PRD y reconocemos a to-
dos los grupos parlamentarios lo que hoy estamos a punto
de votar. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Ago-
tada la lista de oradores, consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si se encuentra suficiente-
mente discutido en lo general y en lo particular.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general y en lo particular. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y los diputados
que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor pre-
sidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido en lo general y en lo particular. Pi-
do a la Secretaría abra el sistema electrónico, por tres mi-
nutos, para proceder a la votación en un solo acto en lo
general y en lo particular.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sis-
tema electrónico, por tres minutos, para proceder a la vota-
ción en lo general y en lo particular.

(Votación)

Ciérrese el sistema de votación electrónica. Señor presi-
dente, le informo que se emitieron 271 votos a favor, 2 en
contra y 2 abstenciones.
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El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 271 votos
el proyecto de decreto que adiciona un artículo transi-
torio al diverso por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones a la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en
el Diario Oficial de la Federación el 13 de septiembre de
2006. Pasa al Senado, para sus efectos constitucionales.

COMISION DE SALUD

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
recibió oficio de la Comisión de Salud, por el que solicita
que a sus dictámenes se les dispensen los trámites y se so-
metan a discusión y votación de inmediato. En virtud de
que se cumple con el requisito de la declaratoria de publi-
cidad, consulte la Secretaría a la asamblea, en votación
económica, si se consideran de urgente resolución, se po-
nen a discusión y votación de inmediato.

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta (desde
la curul): Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Es-
tamos en votación.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
En términos del artículo 100 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, en votación económica se pregunta se pre-
gunta a la asamblea si los dictámenes de la Comisión de
Salud se consideran de urgente resolución, se ponen a dis-
cusión y votación de inmediato. Las diputadas y los dipu-
tados que estén a favor sírvanse manifestarlo. Las diputa-
das y los diputados que estén por la negativa sírvanse
manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
consideran de urgente resolución. Diputado Di Costanzo.

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta (desde
la curul): Ya me lo había dicho atinadamente, me está ha-
ciendo la observación la diputada Laura Itzel Castillo y
creo que tiene mucha razón; no solamente es con este dic-
tamen con el que se está considerando someterlo a votación
como un asunto de urgente u obvia resolución, sino que
puede todavía agendarse, que es el de la Ley de APP.

¿Cuál es mi preocupación? Que como no sabemos que es-
tá en el orden del día, no hemos tenido tiempo para hacer
las reservas correspondientes; entonces, ¿cómo va a operar
este asunto de las reservas en caso de que durante el trans-
curso del día se cumpla con el formalismo de hacer la soli-
citud por escrito? Tenemos bastantes reservas; hemos se-
guido tanto Laura Itzel como un servidor el procedimiento;
hemos asistido a las reuniones, pero no sabemos cuál va a
ser obviamente la mecánica para inscribir las reservas, no
las tenemos consideradas, puesto que no está en el orden
del día.

Entonces, no sabemos si usted vaya a dar un tiempo para
hacer las reservas, si es que esto llega a entrar, y cuál es el
mecanismo cuando sucede esto en los otros dictámenes.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: En
primer lugar, diputado, no es tema del punto del orden del
día.

En segundo lugar, le voy a contestar; APP si está en el or-
den del día y se cumplió la declaratoria de publicidad, sí es-
tá en el orden del día. Adelante la Secretaría.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de Salud en mate-
ria de bebidas alcohólicas.*

Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado Miguel
Antonio Osuna Millán, para fundamentar el dictamen de
conformidad con el artículo 104, numeral 1, fracción II del
Reglamento de la Cámara de Diputados.

El diputado Miguel Antonio Osuna Millán: Con su ve-
nia, señor presidente. Compañeras diputadas y compañeros
diputados, hoy hago uso de la palabra, que me concede es-
ta honorable asamblea, para hablar sobre un tema de salud
pública que nos preocupa a la mayor parte de los mexica-
nos, que es el uso nocivo del alcohol.

* El dictamen citado se encuentra en la página 159 del Volumen II
del Diario de los Debates del 8 de diciembre de 2011.



La magnitud de este problema refleja ya en los 2.5 millo-
nes de mexicanos que tienen esta grave adicción; 2.5 mi-
llones de personas mueren en el mundo por el uso nocivo
que se realiza de esta sustancia, así como 320 mil personas
de edad entre los 15 y 29 años, siendo que el alcoholismo
ocupa el tercer lugar entre factores de riesgo de la carga
mundial en el mundo.

Asimismo, el impacto del uso nocivo del alcohol es causa de
más de 60 enfermedades, así como del consumo por meno-
res de edad y violencia; causa de accidentes, delitos sexua-
les, sexo en situación de alto riesgo, ausentismo laboral, de-
serción escolar, problemas legales, desempleo y otros.

La Organización Panamericana de la Salud, define a las po-
líticas públicas acerca del alcohol como cualquier esfuerzo o
decisión de parte de un gobierno para minimizar o prevenir
las consecuencias relacionadas con el consumo del alcohol,
para lo cual deben existir políticas públicas adecuadas, sien-
do precisamente el Poder Legislativo el garante de que éstas
puedan cumplirse mediante el ordenamiento legal corres-
pondiente; esto es para que el Ejecutivo pueda en efecto eje-
cutar verdaderas políticas que sean capaces de influir en la
disminución de este uso nocivo del alcohol.

Es por ello, compañeras y compañeros diputados, que me-
diante esta iniciativa se propone considerar el uso nocivo
del alcohol como materia de salubridad general y no sólo
al alcoholismo, así como a una mayor regulación en mate-
ria de publicidad etiquetado y envasado.

De la misma manera se otorgan facultades a la Secretaría
de Salud, la cual podrá determinar los niveles permitidos
de alcoholemia y deberá existir tolerancia cero en los nive-
les de alcoholemia para quienes conduzcan en el transpor-
te público y en las personas cuyas actividades ponen en
riesgo a terceros, incluyendo por supuesto a profesionales
técnicos y auxiliares de la salud.

Es por ello, compañeros, que confiado en los beneficios de
esta reforma, en pro de la salud de los mexicanos, que les
solicito voten a favor de este dictamen, para que podamos
contar precisamente con las políticas públicas necesarias y
adecuadas en contra de la lucha contra el uso nocivo del al-
cohol. Por su atención, muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputado. Tiene la palabra, hasta por tres mi-
nutos para hablar en pro del dictamen, el diputado Gerardo
Verver y Vargas Ramírez.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
¿Con qué objeto, diputado? 

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): De las declaratorias de publicidad, señor presiden-
te.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: No
es el momento. Cuando termine el orador con mucho gus-
to, muchas gracias.

El diputado Heladio Gerardo Verver y Vargas Ramí-
rez: Buenos días a todas, buenos días a todos. Este gran dic-
tamen que hace una modificación importante a la Ley Gene-
ral de Salud, busca establecer políticas públicas para reducir
la oferta y reducir la demanda en el tema del alcohol.

El alcohol es la droga lícita más usada por la humanidad
desde milenios de años junto con el tabaco; tiene las carac-
terísticas de que su convivencia con el ser humano ha po-
dido brincar a que sean drogas lícitas; la falta de felicidad
y la búsqueda de un estado de felicidad, a través de la adic-
ción, es una estrategia que el humano ha seguido en toda la
existencia.

No era posible que dejáramos al libre albedrío políticas pú-
blicas relacionadas con una droga lícita, que está ocasio-
nando la tercera causa de muerte por accidentes de tránsi-
to; no era posible que bajo la evidencia científica que los
que consumen alcohol por debajo de los 21 años, tienen da-
ño neurológico cerebral y tienen el 10 por ciento de posi-
bilidades de más adicción con el deterioro de su salud y de
la comunidad.

Por ello, todas las modificaciones que vienen aquí, estable-
ciendo políticas para el uso de nocivo del alcohol: determi-
nar que es el uso nocivo del alcohol un problema de salud
pública y de salubridad general; determinar que las perso-
nas que hacen actividades, con riesgo de daño, como es
conducir un vehículo, tengan límites de alcoholemia y que
el que no lo cumpla tenga que cumplir una sanción; deter-
minar la política de publicidad y de dispensación del alco-
hol a todas y todos, debe de quedar regulada y debe de que-
dar reglamentada.

Creo que esta iniciativa, que está firmada por muchas di-
putadas y diputados, debe de sensibilizar a todas y a todos
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a votar a favor en este tipo de política pública social, don-
de en el Partido de la Revolución Democrática estamos a
favor de la reducción de la demanda, de políticas de sane-
amiento de la sociedad, más que de restricción de la vida.

Invito a una reflexión: la edad para poder tener adultez en
nuestro país es desde los 18 años, pero vamos pensando —
en un futuro— en un acuerdo nacional para que las perso-
nas puedan consumir alcohol de manera lícita de los 21
años para adelante; debemos seguir votando de los 18 to-
dos, pero el alcohol, de 21 para adelante. Antes, daña irre-
versiblemente el cerebro de la persona que lo hace. 

Les invito finalmente a que reflexionen y nos apoyen con
su voto a favor en esta iniciativa tan importante. Por su
atención, muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra, hasta por tres minutos, el diputado Rafael
García Bringas, en pro del dictamen.

El diputado Leandro Rafael García Bringas: Con su
permiso, señor presidente. Nuestras acciones legislativas
han ido encaminadas hacia la prevención y tratamiento de
del alcoholismo; sin embargo, es preciso que se entienda
y se identifique la diferencia entre un uso nocivo y el al-
coholismo.

¿Cuál es la diferencia? Que el alcoholismo se refiere a una
enfermedad que consiste en padecer fuerte necesidad de in-
gerir alcohol etílico, de forma de que existe una dependen-
cia física del mismo, manifestada a través de determinados
síntomas de abstinencia cuando no es posible su ingesta. El
alcohólico no tiene control sobre los límites de su consumo
y suele ir elevando a lo largo del tiempo su grado de tole-
rancia al alcohol.

Es importante señalar que las bebidas alcohólicas tomadas
con moderación por adultos sanos no causa problemas de
salud, pero si su consumo no se modera, acarreará serios
padecimientos; cada año, el uso nocivo de alcohol causa
2.5 millones de muertes, incluidos 320 mil jóvenes de 15 a
29 años y ocupa el octavo lugar entre los principales facto-
res de riesgo de muerte a nivel mundial.

Por primera vez, delegaciones de los 193 estados miem-
bros de la Organización Mundial de la Salud, incluyendo
México, llegaron a un consenso en la Asamblea Mundial
de la Salud respecto a una resolución que afronta el uso no-
civo del alcohol; para aplicar la estrategia con éxito, se asu-

mió el compromiso de realizar acciones concertadas por
parte de los países, una gobernanza mundial eficaz y su
aplicación por todos los interesados directos.

Es por ello la importancia de este dictamen, compañeros
diputados, con el cual esta Cámara dará a México un paso
más hacia adelante y empieza a tomar acciones legislati-
vas, no sólo encaminadas al problema de alcoholismo, sino
también a la prevención, a la reducción y al tratamiento de
este concepto nuevo, que es uso nocivo del alcohol, así
también a la protección de la salud de terceros y de la so-
ciedad, frente al uso nocivo del alcohol; por ello, en Acción
Nacional estaremos a favor de esta medida. Muchas gra-
cias, señor presidente, es cuanto.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, señor diputado. Diputado Cárdenas.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Presidente, en nuestro grupo estamos muy inquietos
y por eso queremos que usted nos asegure que hasta este
momento no se han dispensado trámites parlamentarios,
por lo que ve al dictamen de la Ley de Asociaciones Públi-
co-Privadas.

Entendemos —aunque no escuché—, que para los dictá-
menes de salud si se dispensaron trámites, pero en asocia-
ciones público-privadas, hasta este momento, no ha habido
solicitud por parte de la Junta o de una instancia compe-
tente para dispensar trámites parlamentarios. Es lo único
que queremos que nos asegure, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Lo
único que se ha dispensado en términos de trámite es la re-
forma a la Ley Orgánica del Congreso de los Estados Uni-
dos Mexicanos y los cuatro dictámenes de la Comisión de
Salud.

Agotada la lista de oradores, consulte la Secretaría a la
asamblea, en votación económica, si se encuentra suficien-
temente discutido.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra su-
ficientemente discutido en lo general. Las diputadas y los
diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestar-
lo. Las diputadas y los diputados que estén por la negativa
sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, diputado
presidente.



El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido en lo general. En virtud de que de
conformidad con el artículo 109 del Reglamento de la Cá-
mara no se ha reservado artículo alguno para discutirlo en
lo particular, se pide a la Secretaría abra el sistema electró-
nico, por tres minutos, para proceder a la votación en lo ge-
neral y en lo particular en un solo acto.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nume-
ral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el
sistema electrónico, por tres minutos, para proceder a la
votación en lo general y en lo particular en un solo acto.

(Votación)

Señor presidente, se han emitido 304 votos a favor, 2 en
contra y 1 abstención.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 304 votos
el proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Salud en materia de
bebidas alcohólicas. Pasa al Senado, para sus efectos
constitucionales.

DIA NACIONAL DE LA PREVENCION DEL
EMBARAZO NO PLANIFICADO EN ADOLESCENTE

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que declara el 26 de septiem-
bre Día Nacional de la Prevención del Embarazo no Plani-
ficado en Adolescentes.*

Tiene la palabra, hasta por tres minutos para hablar en pro
del dictamen, el doctor Gerardo Verver y Vargas Ramírez.

El diputado Heladio Gerardo Verver y Vargas Ramí-
rez: Gracias, con su venia, presidente. Una de cada cinco
mexicanas y mexicanos que nace, nace en niñas menores
de 18 años; en nuestro país, niñas tienen niños, lo más la-
mentable de esto es que muchas veces es por no tener ac-
ceso a la información necesaria para poder lograr que ten-
gan que evitar un embarazo no deseado y no planificado.

La prevención —se ha dicho aquí y lo han dicho muchas
personas—, es la mejor manera de que no surjan proble-
mas, la prevención es fundamental.

Por ello la sociedad civil está pensando en instituir y de-
clarar el 26 de septiembre el Día Nacional de la Prevención
del Embarazo no Planificado en Adolescentes; el objetivo
es que ese día se haga reflexión sobre la trascendencia de
políticas públicas para adolescentes bien informadas, que
ese día se busque que las adolescentes tengan las herra-
mientas posibles para poder decidir no tener un embarazo;
que ese día ellas tengan la oportunidad, durante todo el año
de su vida hasta llegar a su adultez, a hacer un proyecto de
vida y no identifiquen que tener un bebé puede ser una so-
lución para salirse de su casa, para tener un hombre que les
apoye o para tener un estatus social, que probablemente no
se dé.

La posibilidad del embarazo en la adolescente hace que co-
rra cinco veces más el riesgo de morir ella y su producto,
en caso de suceder; una mujer embarazada en la etapa de la
adolescencia hace cambios sustanciales en el proyecto de
vida de ella y de sus hijos que va a tener; el embarazo en la
adolescente se transforma en una situación de iniquidad, en
una situación seria, de desigualdad, donde las mujeres no
pueden negociar la oportunidad del número de hijos que
quieren tener.

Por ello, pensamos muy seriamente y queremos invitarlos
a que lo reflexionen, que si su voto, en relación a declarar
el 26 de septiembre como el Día Nacional de la Prevención
del Embarazo no Planificado en Adolescentes, será muy
útil para pensar en políticas públicas para prevenir embara-
zos no planificados en mujeres que no lo desean tener.

Este día a nivel mundial ya está declarado como tal, y Mé-
xico lo armonizaríamos con políticas públicas que son en
beneficio social para tener mujeres más dignas, más plenas
y más capaces. Por su atención muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra, hasta por tres minutos para hablar en pro del
dictamen, la diputada María Elena Pérez de Tejada Romero.

La diputa María Elena Pérez de Tejada Romero: Con
su permiso, presidente. Según la Encuesta Nacional de la
Dinámica Demográfica 2009, en México el 61.8 por cien-
to de los adolescentes, entre 15 y 19 años, tuvieron su pri-
mera relación sexual sin utilizar algún método para el con-
trol de su fertilidad.
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Esta alarmante realidad trae consigo, para más de la mitad
de las adolescentes mexicanas, el riesgo no menor de en-
frentar un embarazo no planificado. De hecho, existe el re-
porte que 1 de cada 4 embarazos entre las adolescentes no
fue planeado, mientras que 1 de cada 10 tampoco fue de-
seado.

Esta situación hace del embarazo no planificado en adoles-
centes un problema social de gran envergadura, pues se
constituye en una amenaza para su desarrollo integral, al
poner en peligro su salud y retrasar o suspender el creci-
miento personal y profesional necesarios para lograr una
vida de calidad.

Los embarazos no planeados y deseados en las adolescen-
tes hacen evidente la necesidad de que las autoridades nos
ocupemos de esta preocupante problemática y fortalezca-
mos las acciones y programas dirigidos a las y los adoles-
centes, a fin de dotarlos de mayores herramientas para la
toma de sus decisiones.

Por ello, el Grupo Parlamentario del PAN, consciente de
que la planificación familiar en nuestra Ley General de Sa-
lud tiene carácter prioritario y que en ella la información y
orientación educativa para los adolescentes y jóvenes debe
jugar un papel preponderante, votaremos a favor del dicta-
men que decreta el 26 de septiembre como el Día Nacional
de la Prevención del Embarazo no Planificado en Adoles-
centes.

Estamos seguros que de brindarles a los adolescentes la in-
formación y orientación necesaria, a fin de evitar en ellos
los embarazos no planificados, constituye un medio para el
ejercicio del derecho de toda persona a decidir de manera
libre, responsable e informada, sobre el número y esparci-
miento de los hijos, con pleno respeto a su dignidad.

Compañeras y compañeros, no ignoremos esta situación,
que esta situación tiene consecuencias sociales y económi-
cas que impactan de forma directa el futuro de una nación.

Por ello, se espera que una vez publicado el decreto, éste se
acompañe en lo sucesivo de acciones de salud pública en
materia de planificación familiar, destacando —como lo
establece la Ley General de Salud— los inconvenientes de
un embarazo antes de los 20 años. Es tanto, gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputada. Agotada la lista de oradores, consulte la Se-

cretaría a la asamblea, en votación económica, si se en-
cuentra suficientemente discutido en lo general y en lo par-
ticular.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra su-
ficientemente discutido en lo general y en lo particular. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados por la
negativa. Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido en lo general y en lo particular. Pi-
do a la Secretaría abrir el sistema electrónico, hasta por tres
minutos, para proceder a la votación en un solo acto en lo
general y en lo particular.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nume-
ral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el
sistema electrónico, por tres minutos, para proceder la vo-
tación en lo general y en lo particular.

(Votación)

Señor presidente, se han emitido un total de 294 votos en
pro, 3 en contra y 3 abstenciones.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 294 votos
el proyecto que declara el 26 de septiembre Día Nacio-
nal de la Prevención del Embarazo no Planificado en
Adolescente. Pasa al Senado, para sus efectos constitu-
cionales.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men, con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de Salud, en mate-
ria de adicciones a productos inhalables.*

* El dictamen citado se encuentra en la página 178 del Volumen II
del Diario de los Debates del 8 de diciembre de 2011.



Tiene la palabra, a favor del dictamen, hasta por tres minu-
tos, el diputado Gerardo Verver y Vargas Ramírez.

El diputado Heladio Gerardo Verver y Vargas Ramí-
rez: Los inhalables utilizados como droga, sustancias que
se utilizan para diluir pinturas, para pegar cosas, la gente ha
encontrado que también sirven para drogarse.

Actualmente, es la droga ilícita más utilizada por los jóve-
nes; se hablaba que solamente los que no tenían recursos
económicos la utilizaban, pero recientemente nos hemos
dado cuenta que es una droga que ha democratizado la
adicción, su venta no estaba completamente regulada; su
venta al menudeo en las tlapalerías, las ferreterías no tenía
una sanción específica, una estrategia de reducción de la
oferta para que la personas la pudieran utilizar, y había im-
punidad, siendo que es una de las drogas más dañinas al ce-
rebro y que puede causar daño al cerebro, al hígado de ma-
nera irreversible; destruye neuronas y destruye el hígado,
de tal manera que era tradicional ver a chicos —ustedes los
pueden recordar, gente que tenía problemas de adicción—,
con su mona oliendo el cemento y actualmente son perso-
nas que no pueden hacer procesos mentales sencillos.

Creo que la esencia de este proyecto de iniciativa lo que
busca es la prohibición a expender inhalables a menores de
edad y que expenderla a ellos se catalogue como delito de
corrupción de personas en menores de 18 años o de perso-
nas que no tienen la capacidad de comprender el significa-
do del hecho, que usar estas sustancias puede ser altamen-
te nocivo para su salud.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Al
término de la intervención del orador. Por favor, continúe
señor diputado.

El diputado Heladio Gerardo Verver y Vargas Ramí-
rez: La utilización de estas sustancias se ha generalizado y
desafortunadamente las crisis económicas también les pe-
gan a este tipo de personas, que toman la decisión de utili-
zar estar sustancias para evadir la realidad; están siendo
utilizadas por mucha gente, de manera indiscriminada, de
manera irresponsable, por los que las venden, sabiendo que
su utilización no es para el fin que fueron fabricadas, sino
para otro tipo de fines: dañar la salud de las personas.

Por ello, invitamos a todas y a todos, en la Comisión de Sa-
lud, a que reflexionen, que en la política de reducción de la
oferta, que desafortunadamente es necesaria, se apliquen
este tipo de políticas públicas. A sus órdenes, diputado.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Diputado Cárdenas, adelante.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Gracias, presidente. Estoy observando en este dic-
tamen que únicamente pasó por la aprobación de la Co-
misión de Salud y sin embargo, es un dictamen que —es
verdad— involucra a la Ley General de Salud, pero tam-
bién tiene implicaciones o tendría —que no fue turnado
así— para la Comisión de Justicia, porque se trata de ti-
pos penales.

La pregunta que le quiero hacer al doctor, es que me expli-
que o que me comente, ¿cómo quedarían los tipos penales?
¿Cuál sería el tipo penal a sancionar? Porque el artículo
220, vigente de la Ley General de Salud, en este momento
establece: en ningún caso y de ninguna forma se podrán ex-
pender o suministrar bebidas alcohólicas a menores de
edad, y la reforma que están ustedes proponiendo es una
inclusión de dos párrafos al artículo 220; el primer párrafo
que proponen incluir tendría que ver no con sustancias in-
halantes, sino con bebidas alcohólicas, para que sea equi-
parable al delito de corrupción, y solamente en el siguien-
te artículo que propone en su reforma, el artículo 467 Bis
de la Ley General de Salud, es cuando ya tiene que ver con
supuestos de sustancias inhalantes.

Entonces, doctor, es simplemente para aclararnos cuáles
son los tipos penales; tiene que ver con las dos cosas, con
la venta de bebidas alcohólicas a menores de edad, para
que se entienda como corrupción de menores de 18 años, y
también la venta o suministro a menores de edad o incapa-
ces, de sustancias inhalantes. Son las dos cosas, así lo esta-
mos entendiendo bien.

El diputado Heladio Gerardo Verver y Vargas Ramí-
rez: La esencia de la iniciativa lo que intenta es incorporar
a los inhalables a ese artículo que señala como corrupción
de menores; las bebidas alcohólicas quedan tal cual. Nada
más, ya.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, señor diputado. Tiene la palabra el diputado Rodrigo
Reina, hasta por tres minutos para hablar en pro del dicta-
men.
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El diputado Rodrigo Reina Liceaga: Con su permiso, se-
ñor presidente. Compañeros diputados, el objetivo de estar
aquí frente a ustedes —al igual que nuestro compañero del
PRD–, es decirles que esta iniciativa propuesta, en princi-
pio y de manera generosa, permitiéndonos suscribir a los
demás diputados, la diputada María Cristina Díaz Salazar,
del Grupo Parlamentario del PRI, nos explicaba el alcance
que tiene hoy en día esta iniciativa, en cuestión de los in-
halables.

Nos suscribimos los diputados secretarios del PRI, del
PAN, del PRD, del Verde, de Nueva Alianza, porque uno
de los padecimientos que tiene México es que adolece de
la cultura de prevención; somos un país reactivo, reaccio-
namos de los distintos problemas, circunstancias que se
dan en términos generales, como puede ser obesidad, como
pueden ser trastornos de alimentación, como pueden ser
varios de los padecimientos que actualmente tienen nues-
tros jóvenes y que tenemos que salir al paso para poder lo-
grar que tengan una mejor calidad de vida.

La esencia de esta iniciativa, como las anteriores, en cues-
tiones de bebidas alcohólicas y ésta en especial, es precisa-
mente proteger a esos jóvenes, a esos niños que de manera
inocente caen día con día por las distintas necesidades, cir-
cunstancias en las que su entorno los absorbe y caen en es-
te tipo de adicciones.

Lo que les quiero comentar, es que es un acuerdo donde fir-
mamos todos los grupos parlamentarios, porque estamos
convencidos que uno de los principios que debe regir esta
nueva dinámica, este México, es la prevención; es prevenir,
es lograr antes de tener un padecimiento, de una adicción,
donde sólo un pequeño porcentaje de los que caen en las
adicciones se pueden recuperar al 100 por ciento; la mejor
forma de que ese porcentaje disminuya es previniendo.

Por parte del Grupo Parlamentario del PRI vamos a votar a
favor; estamos a favor de prevenir, estamos a favor de la
salud y vamos a seguir trabajando. Es cuanto, señor presi-
dente. Muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias. Tiene la palabra el diputado Miguel Antonio Osuna
Millán, por tres minutos, en pro del dictamen.

El diputado Miguel Antonio Osuna Millán: Con su ve-
nia, señor presidente. Compañeras y compañeros diputa-
dos, en la Comisión de Salud y en este honorable Congre-
so compartimos, por supuesto, la preocupación de las

familias mexicanas respecto del tema de las adicciones, ya
que es una enfermedad que ha desgastado y fracturado el
tejido social en México; es por ello que el día de hoy se
propone a su consideración la presente reforma a la Ley
General de Salud, que adiciona el artículo 467 Bis y adi-
ciona un párrafo segundo en el artículo 220.

Con estas modificaciones se pretende desarticular la cade-
na de suministro de sustancias inhalables a todos aquellos
que le dan un uso sicotrópico, establecidos en el artículo
245 de la misma ley y principalmente, cuidar a nuestros
menores de edad; por lo que se sanciona a aquellos que se
los vendan, con una pena de 7 a 15 años de prisión.

El consumo de estas sustancias inhalables se presenta en
las capas de la población más pobre en México y con pro-
blemas de abandono familiar.

El uso continuo provoca la dependencia síquica, creando
una situación de necesidad de ingesta similar a otras dro-
gas; su rápida distribución por el tejido pulmonar es el ini-
cio de la intoxicación inmediata, dando primero una sensa-
ción de euforia y después de aturdimiento, lo que lleva a
una perturbación síquica grave que altera la inteligencia y
la percepción, disminuyendo la primera, lo que trae consi-
go problemas de rendimiento escolar, cambios y descuido
en la apariencia física, falta de higiene, falta de atención,
alteración de la memoria, disminución en la capacidad de
razonamiento y pudiendo desembocar a la muerte.

Los motivos del consumo de cualquier tipo de droga —per-
mitida o prohibida— se originan por diversas causas, que
pueden ser: la curiosidad, el aburrimiento, la falta de estí-
mulos, el desarraigo y la inseguridad; en el caso de las dro-
gas permitidas, el contacto habitual con ellas pueden crear
una adicción involuntaria, ya que estos productos son fáci-
les de obtener y están al alcance del adicto, son baratos y
no requieren de contactar a vendedores ilícitos para conse-
guirlos.

Más de mil productos pueden ser inhalados para obtener
placer de corta duración; los inhalantes más populares en-
tre los adolescentes son: pegamento, cemento, crema de
calzado, pintura, gasolina y líquido de encendedores; hay
otros inhalantes comúnmente utilizados, como la pintura
de spray, el aerosol de crema y el spray de cocina.

–Concluyo, señor presidente–. Los inhalantes son fáciles
de obtener y utilizar; por lo general, los niños y los adoles-
centes utilizan uno o los siguientes métodos para inhalar



químicos: oler, respiran directamente, aspirar, empapan un
trapo y lo inhalan, y la típica bolsa, colocando el químico
en una bolsa de plástico.

Es por ello que debemos darnos a la tarea de brindar pro-
tección a las familias mexicanas y a lo más valioso que tie-
ne nuestra nación: nuestras niñas y niños; por lo que les pi-
do su voto a favor del dictamen. Es cuanto, señor
presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputado. Agotada la lista de oradores, con-
sulte la Secretaría a la asamblea, en votación económica, si
se encuentra suficientemente discutida en lo general.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general. Las diputadas y los di-
putados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo.
Las diputadas y los diputados que estén por la negativa sír-
vanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la afir-
mativa.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: En
virtud de que, de conformidad con el artículo 109 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, no se ha reservado
artículo alguno para discutirlo en lo particular, pido a la Se-
cretaría que abra el sistema electrónico, por tres minutos,
para proceder a la votación en lo general y en lo particular
en un solo acto.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sis-
tema electrónico, por tres minutos, para proceder a la vota-
ción en lo general y en lo particular en un solo acto.

(Votación)

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Esta
Presidencia da la más cordial bienvenida a integrantes del
Instituto Cultural Mexicano de Ecatepec de Morelos, esta-
do de México, invitados por el diputado Jorge Hernández
Hernández.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Cié-
rrese el sistema de votación Electrónico. Señor presidente,
le informo que se han emitido 285 votos a favor, 0 en con-
tra y 4 abstenciones.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 285 votos
el proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Salud en materia de
adicciones a productos inhalables. Pasa al Senado, para
sus efectos constitucionales.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que reforma el artículo 225 de
la Ley General de Salud en materia de medicamentos y sis-
tema braille.*

Tiene el uso de la palabra para hablar en pro del dictamen,
hasta por tres minutos, la diputada Olga Luz Espinosa Mo-
rales.

La diputada Olga Luz Espinosa Morales: Con su venia,
diputado presidente. Honorable asamblea, nuestra Consti-
tución federal manda en su artículo 4o. que todas y todos
tenemos acceso a la salud; es decir, que no importan la con-
dición económica, género, sexo, edad o discapacidad para
que todas y todos tengamos acceso a la salud.

Es por ello que el presente dictamen que nos ocupa, emiti-
do por la Comisión de Salud, es un dictamen con justicia
social; es un dictamen con justicia social, porque va a per-
mitir la accesibilidad a la salud para todas las personas que
sufren alguna discapacidad visual.

Ir a la compra de un medicamento en nuestro país, para las
más de 300 mil personas que sufren alguna discapacidad
visual, es una odisea, ¿por qué es una odisea? Porque nues-
tros medicamentos no tienen la información en un sistema
adecuado para ellos, como lo es el sistema braille.

Es por eso que para darles accesibilidad a la salud a las per-
sonas con discapacidad visual, lo único que tenemos que
hacer nosotros como diputadas y diputados, es votar a fa-
vor de este dictamen, en donde los medicamentos, a parte
del nombre genérico, van a tener en sistema braille el nom-
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bre genérico del medicamento, la dosis y la fecha de cadu-
cidad.

El sistema braille es creado en 1830; combina ocho puntos
en 63 signos, que son abarcados con facilidad por las sen-
sibles yemas de los dedos, sustituyendo en la lectura el sen-
tido de la vista, gracias al tacto.

El presente dictamen tiene como objeto facilitar el acceso
a la salud a las personas con problemas visuales; por lo que
se deben de eliminar todas las barreras que les impiden la
accesibilidad a las personas con discapacidad visual, al sis-
tema de salud.

Los integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, vamos a votar a favor del pre-
sente dictamen, porque consideramos —como ya había di-
cho—, que es un dictamen con justicia social, que le per-
mitirá el acceso a las personas con una discapacidad visual
y además, este dictamen va a favorecer para que ellos pue-
dan desplazarse de manera más sencilla, para que ellos
puedan tener acceso al medicamento, para que no tengan
que valerse de otra persona cuando tengan que ir a la com-
pra del medicamento o bien cuando tienen que ingerirlo.

Es por ello que el día de hoy los exhorto a votar a favor del
presente dictamen, para que les podamos dar el acceso a la
salud a todas las personas con discapacidad visual que vi-
ven en nuestro país. Por su atención, muchas gracias.

Presidencia del diputado
Francisco Javier Salazar Sáenz 

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Gracias a usted, diputada. Tiene la palabra el diputado An-
tonio Benítez Lucho, hasta por tres minutos.

El diputado Antonio Benítez Lucho: Con su permiso, se-
ñor presidente. Señoras diputadas y señores diputados, el
decreto por el que les pido su ayuda y su voto consiste fun-
damentalmente en la reforma y adición a la Ley General de
Salud, artículo 225, que consiste en el sistema braille.

El artículo 4o. de la Constitución establece que toda perso-
na tiene derecho a la protección de la salud; por ello, no se
puede dejar desprotegidos a los grupos más vulnerables.

El sistema braille, que se pretende establecer en los enva-
ses de los medicamentos, permitirá que las personas con

ceguera den lectura a la información de sus medicamentos
sin la necesidad de depender de de otros.

Este dictamen coincide con los objetivos de la Ley de Per-
sonas con Discapacidad, la cual prevé la adecuación y me-
jora del entorno de las personas con alguna discapacidad;
propone la información de los medicamentos relativo a de-
nominación distintiva, genérica, dosis y fecha de caduci-
dad, que deberá estar también en el sistema braille. Adicio-
nalmente se establece un plazo de tres años para que los
fabricantes de medicamentos puedan realizar dichas modi-
ficaciones en el etiquetado; en consecuencia, esta propues-
ta busca contribuir a la justicia y equidad a favor de las per-
sonas con discapacidad. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Muchas gracias, señor diputado. Tiene la palabra el señor
diputado Guadalupe Eduardo Robles Medina, hasta por
tres minutos.

El diputado Guadalupe Eduardo Robles Medina: Con
su permiso, diputado presidente. Compañeras diputadas,
compañeros diputados, la protección de la salud es un de-
recho consagrado en nuestra Constitución Política para to-
da persona; es por ello que las personas que carecen del
sentido de la vista no deben quedar excluidas ni limitadas
en el ejercicio de este derecho fundamental.

En México existen 14 millones de personas con discapaci-
dad, de los cuales un 30 por ciento padece ceguera; el 2.7
por ciento de la población presenta alguna forma severa de
disminución de la visión o son invidentes no rehabilitables.
De ellos, el 80 por ciento presenta debilidad visual acen-
tuada y el 20 por ciento ceguera completa.

La ceguera es una discapacidad física que consiste en la
pérdida total o parcial del sentido de la vista; el sistema
braille es un sistema de lectura y escritura táctil, creado en
beneficio de las personas ciegas.

Es preciso recordar que una de las finalidades del derecho
a la protección de la salud es el conocimiento para el ade-
cuado aprovechamiento y utilización de los servicios de sa-
lud, por lo que resulta indispensable que las personas invi-
dentes puedan adquirir el conocimiento necesario para
poder disponer de los medicamentos y por lo tanto del tra-
tamiento que les permita proteger, conservar y restaurar su
salud.



El dictamen que se pondrá a consideración de este pleno
representa un avance en materia de inclusión de los grupos
vulnerables y para la consagración del ejercicio del dere-
cho a la protección de la salud para toda persona.

La iniciativa, cuyo dictamen se pone a consideración de es-
te pleno, significa un importante apoyo para que las perso-
nas invidentes puedan obtener una mayor independencia
en el cuidado de su salud.

Las consecuencias de un inadecuado consumo de medica-
mentos, aun cuando hayan sido prescritos por un profesio-
nal de la salud, pueden resultar fatales para la salud de las
personas; por ello, los legisladores del Grupo Parlamenta-
rio de Acción Nacional consideramos que esta iniciativa es
necesaria, independientemente de ser justa.

La iniciativa, que se encuentra amparada en el sentido po-
sitivo del dictamen en comento, propone que los medica-
mentos que actualmente y por disposición de ley son iden-
tificados por sus denominaciones genéricas y distintivas
para efectos de su uso y comercialización, también tengan
tales denominaciones escritas en sistema braille, tanto en el
envase como en el embalaje de todos los medicamentos.
Asimismo, propone que la identificación de los medica-
mentos incluya además de manera escrita en forma legible
y en sistema braille, la dosis y fecha de caducidad.

–Concluyo, diputado presidente–. Los legisladores del
Grupo Parlamentario de Acción Nacional votaremos a fa-
vor de esta iniciativa, siendo congruentes con uno de los
principios fundamentales de nuestro partido: el de la de-
fensa de la dignidad de la persona humana. Es cuanto,
diputado presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Agotada la lista de oradores, consulte la Secretaría a la
asamblea, en votación económica, si se encuentra suficien-
temente discutido en lo general y en lo particular.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general y en lo particular. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente,
mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Suficientemente discutido en lo general y en lo particular.
Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico, por
tres minutos, para proceder a la votación en lo general y en
lo particular.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sis-
tema electrónico, por tres minutos, para proceder a la vota-
ción en lo general y en lo particular.

(Votación)

Ciérrese el sistema de votación electrónico. Señor presi-
dente, le informo que se emitieron 317 votos a favor, 0 en
contra y 1 abstención.

Presidencia del diputado
Emilio Chuayffet Chemor

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 317 votos
el proyecto de decreto que reforma el artículo 225 de la
Ley General de Salud, en materia de medicamentos y
sistema braille. Pasa al Senado, para sus efectos consti-
tucionales.

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que reforma la fracción III,
del artículo 10 de la Ley Federal de Comunicaciones. 

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Comunicaciones, con pro-
yecto de decreto que reforma la fracción III del artículo 10
de la Ley Federal de Telecomunicaciones

Honorable Asamblea:

Con fundamento en las facultades conferidas en los artícu-
los 71, 72 y 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 39 y 45 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 80, 82,
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84, 85, 94 y 95 del Reglamento de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, la Comisión de Co-
municaciones somete a consideración de esta soberanía el
presente dictamen a partir de los siguientes 

Antecedentes

I. En sesión celebrada en fecha 6 de octubre de 2011 por la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
se dio cuenta del oficio de la Cámara de Senadores con el
que remite el expediente de la minuta con proyecto de de-
creto que reforma la fracción III del artículo 10 de la Ley
Federal de Telecomunicaciones, suscrito por los senadores
Fernando Castro Trenti, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional,  y Juan Bueno Torio, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

II. En la misma sesión, la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados, en uso de sus facultades y mediante el oficio
número DGPL 61-II-8-1660, instruyó el turno de la minu-
ta a la Comisión de Comunicaciones para estudio y dicta-
minación. 

III. Con base en lo anterior, la Comisión de Comunicacio-
nes de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados pro-
cedió al análisis y elaboración del presente dictamen. 

Contenido de la minuta

1. Los senadores Fernando Castro Trenti y Juan Bueno To-
rio señalan que la Ley Federal de Telecomunicaciones es
un ordenamiento legal que facilitó la apertura oportuna a la
competencia de servicios de telecomunicaciones para con-
tribuir al desarrollo económico del país, incorporando line-
amientos regulatorios de vanguardia en la materia, que die-
ron lugar a un mercado de telecomunicaciones abierto, a
efecto de promover la disponibilidad en todo el territorio
nacional de los diversos servicios de telecomunicaciones,
con el propósito de coadyuvar a que los diversos agentes
económicos tengan acceso a servicios de telecomunicacio-
nes de alta calidad y bajo costo, permitiendo a la economía
en su conjunto aumentar su competitividad, ofreciendo
más y mejores opciones a los consumidores con precios in-
ternacionalmente competitivos en estas actividades, esti-
mulando una sana competencia entre los prestadores de
servicios, tal y como se establece en su propia exposición
de motivos.

De la misma forma, la Ley Federal de Telecomunicaciones
tiene por objeto promover un desarrollo eficiente de las te-

lecomunicaciones, ejercer la rectoría del Estado en la ma-
teria para garantizar la soberanía nacional; fomentar una
sana competencia entre los diferentes prestadores de servi-
cios de telecomunicaciones a fin de que estos se presten
con mejores precios, calidad y diversidad en beneficio de
los usuarios, regulando las redes públicas de telecomunica-
ciones, el espectro radioeléctrico y la comunicación vía sa-
télite.

Mencionan los proponentes que tratándose de las bandas
de frecuencia del espectro radioeléctrico, dicho ordena-
miento en su artículo 10 clasifica los usos de este bien de
dominio público en uso libre, usos determinados, uso ofi-
cial, usos experimentales y reservado.

Comentan los Senadores que el aprovechamiento de ese
bien de dominio público sin concesión ni permiso cuando
así lo determina la autoridad mediante la publicación co-
rrespondiente, se trata de bandas de uso libre.

Señalan que el uso determinado es aquel en el que se pue-
den explotar servicios de telecomunicaciones y sólo se
asigna mediante un proceso de licitación pública, donde el
gobierno federal tiene derecho a recibir el pago de una con-
traprestación por el otorgamiento del título de concesión
correspondiente.

De la misma forma, los autores del citado proyecto indican
que el uso experimental, como su propia denominación lo
señala son aquellas bandas de frecuencias que mediante
concesión directa e intransferible se otorgan para compro-
bar la viabilidad técnica y económica de tecnologías en de-
sarrollo o para pruebas temporales de equipo.

Mientras que el espectro reservado son aquellas bandas de
frecuencias no asignadas ni concesionadas por la Secreta-
ría de Comunicaciones y Transportes y que por lo tanto no
tienen ningún uso específico.

Finalmente, la autoridad puede asignar directamente es-
pectro de uso oficial, exclusivamente para la administra-
ción pública federal, gobiernos estatales y municipales,
siendo importante mencionar que estas asignaciones son
intransferibles y están sujetas a las disposiciones que en
materia de concesiones establece la ley, este tipo de asig-
naciones tienen por objeto facilitar la prestación directa de
servicios de telecomunicaciones por parte del Estado.

Argumentan los senadores que existen otros organismos
autónomos constitucionales, que requieren del uso y apro-



vechamiento de bandas de frecuencias del espectro radioe-
léctrico no para realizar una explotación comercial, sino
para cumplir con sus propios fines u objetivos, que por no
estar dentro de la administración pública en sus tres nive-
les, no pueden acceder al aprovechamiento de dicho bien
de dominio público.

Bajo ese contexto y por efecto de la desincorporación de
diversas empresas del sector paraestatal éstas salieron de la
administración pública formalmente, sin embargo, su nece-
sidad del uso de las bandas de frecuencias para la presta-
ción de servicios públicos no se extinguió por dicha desin-
corporación.

Argumentan los senadores iniciantes que tratándose del
concesionamiento, pasados o actuales, de servicios públi-
cos, tales como ferroviarios, aeroportuarios, marítimos, o
de cualquier otra índole que requieren del uso y aprove-
chamiento de frecuencias del espectro radioeléctrico para
ofrecer los servicios públicos concesionados con seguri-
dad, eficiencia y permanencia, no pueden dentro del marco
legal obtener la asignación respectiva, toda vez que el uso
oficial se encuentra acotado a la administración pública de
los tres niveles de gobierno.

Señalan los autores del proyecto, que los concesionarios de
servicios públicos pudieran acudir a un procedimiento de
licitación pública de las bandas de frecuencias no sería
práctico, debido a que, el uso y aprovechamiento de dichas
bandas de frecuencias, no implica la prestación de un ser-
vicio de telecomunicaciones en competencia, sino única-
mente su uso y aprovechamiento en una red de radiocomu-
nicación privada, que en términos de la propia ley no
requiere de concesión o permiso para operar.

Aunado a lo anterior, expresan que llevar a cabo un proce-
dimiento de licitación pública para asignar bandas de fre-
cuencia a titulares de servicios públicos concesionados,
además de encarecer las bandas de frecuencias, podría cre-
ar un intermediario entre el Estado y el concesionario de
que se trate, al existir libre concurrencia al proceso cual-
quiera persona podría obtener las bandas.

Los senadores proponentes subrayan que contratar los ser-
vicios de un concesionario de red pública de telecomunica-
ciones que opera con bandas de frecuencias, implicaría que
la red interna de los organismos o de los títulos de servicios
públicos concesionados fuera operada por un tercero, lo
que podría vulnerar la seguridad en la operación de los ser-
vicios públicos o la confidencialidad además de problemas

de coincidencia en las área de cobertura que pudiera nece-
sitarse el servicio.

Por las razones antes señaladas y ante la omisión por parte
de la Ley Federal de Telecomunicaciones para contemplar
las necesidades de espectro referidas, los Senadores propo-
nentes consideran, necesario que el marco legal contemple
dentro del uso oficial, casos específicos adicionales a los
que ya contempla, para asignar el espectro.

Derivado de lo anterior, los senadores Fernando Castro
Trenti y Juan Bueno Torio proponen el siguiente 

Decreto

Artículo Único. Se reforma la fracción III del artícu-
lo 10 de la Ley Federal de Telecomunicaciones para
quedar como sigue: 

Artículo 10. …

I. y II. …

III. Espectro para uso oficial: Son aquellas bandas
de frecuencias destinadas para el uso exclusivo de la
administración pública federal, gobiernos estatales y
municipales, organismos autónomos constitucionales
y concesionarios de servicios públicos, en este último
caso, cuando sean necesarias para la operación y se-
guridad del servicio de que se trate, otorgadas me-
diante asignación directa;

IV. y V. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

2. Las comisiones dictaminadoras de la Cámara de Sena-
dores de la LXI Legislatura reconocen que la operación
moderna y eficiente de los servicios públicos concesiona-
dos, requiere de un acceso a frecuencias del espectro ra-
dioeléctrico y que dicha necesidad puede ser satisfecha,
con la inclusión de los organismos autónomos constitucio-
nales y de los concesionarios de servicios públicos, de
aquellos sujetos que pueden hacer uso del espectro que el
Estado ha reservado para uso oficial, con la limitante para
el caso de los concesionarios, de que el uso de dichas fre-
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cuencias estará condicionado a que el mismo les resulte ne-
cesario, para la operación y seguridad del servicio de que
se trate.

Para las comisiones dictaminadoras, el hecho de conceder
acceso tanto a los organismos autónomos constitucionales,
como a los concesionarios de servicios públicos, servirá
para elevar su nivel de eficiencia y para el cumplimiento
cabal de su objeto y para el caso de los concesionarios, be-
neficiará su productividad y a la vez, puede significar en el
hacer uso eficiente del espectro que se ha reservado para
uso oficial y que actualmente se encuentra subutilizado o
sin ser explotado de manera eficiente, generando un costo
de oportunidad social.

La colegisladora subraya que el espectro radioeléctrico es
un bien intangible que no se extingue, pero resulta escaso,
al ser dividido en bandas de frecuencia, que designan una
porción del espectro radioeléctrico y cuya división se rea-
liza atendiendo a criterios técnicos relacionados con los
servicios que por las características propias de la porción
designada, resultan mayormente viables en determinada
banda, puede llegar a saturarse, de ahí la importancia de
que exista una administración efectiva y responsable del
mismo

De la misma forma, las comisiones dictaminadoras de la
Cámara de Senadores precisan que los concesionarios de
servicios públicos serán los únicos beneficiados de tal ac-
ceso a frecuencias de uso oficial, previa acreditación de
que las frecuencias de uso libre, no sean las que resulten
adecuadas para los servicios que prestan y de que estarán
sujetos al monitoreo permanente de su uso, de tal forma
que sea usufructuado exclusivamente por agentes econó-
micos responsables de operación de los servicios públicos
objeto de la concesión que se verá beneficiada de tal acce-
so a las frecuencias solicitadas, ya que las frecuencias del
espectro radioeléctrico constituyen un activo de la nación
por lo que su asignación directa a determinados agentes
económicos debe de garantizar el mayor beneficio social
posible por lo que el acreditar el destino o uso de tales fre-
cuencias debe de ser un elemento fundamental para asignar
tal activo en forma directa.

Sin embargo, la colegisladora considera necesario estable-
cer ciertas limitantes como podrán tener asignación de es-
pectro de uso oficial, siempre y cuando no comercialicen el
uso de las bandas de frecuencias de este tipo de espectro,
asimismo, deberán pagar una contraprestación al Estado y
deberán de estar supeditados a que el espectro que se les

concesione, no lo puedan usar para prestar comercialmen-
te servicios de telecomunicaciones, por lo que no podrán
compartir con terceros el mencionado uso, ya que será ex-
clusivo para la operación y seguridad del servicio público
concesionado.

Derivado de lo anterior, las comisiones dictaminadoras
complementan con una parte final que contenga la disposi-
ción de que tendrán acceso a bandas de frecuencias desti-
nadas para el uso exclusivo de la administración pública fe-
deral, los gobiernos estatales y municipales, organismos
autónomos constitucionales y concesionarios de servicios
públicos, en este último caso, cuando sean necesarias para
la operación y seguridad del servicio de que se trate, otor-
gadas mediante asignación directa, previa evaluación del
proyecto que acredite la necesidad técnica de estos conce-
sionarios por las frecuencias que estos soliciten, así como
que deberán pagar una contraprestación al Estado y el uso
de dichas frecuencias, no lo podrán usar para prestar co-
mercialmente servicios de telecomunicaciones y no lo po-
drán compartir con terceros y estará acompañado de tres
disposiciones transitorias para permitir la entrada en vigor
y el cumplimiento del decreto propuesto, quedando de la
siguiente forma: 

Decreto

Artículo Único. Se reforma la fracción III del artícu-
lo 10 de la Ley Federal de Telecomunicaciones para
quedar como sigue:

Artículo 10. ...

I y II…

III. Espectro para uso oficial: Son aquellas bandas de
frecuencia destinadas para el uso exclusivo de la admi-
nistración pública federal, gobiernos estatales y munici-
pales, organismos autónomos constitucionales y con-
cesionarios de servicios públicos, en éste último caso,
cuando sean necesarias para la operación y seguri-
dad del servicio de que se trate, otorgadas mediante
asignación directa.

Los concesionarios de servicios públicos, previo a la
asignación directa de las frecuencias destinadas para
uso oficial, deberán haber acreditado ante la Secre-
taría, la necesidad de contar con el uso de dichas
bandas de frecuencia, para la operación y seguridad
del servicio que prestan y quedarán obligados a pa-



gar por el uso de las bandas de frecuencia que se
menciona en el párrafo que antecede, la contrapres-
tación que fije la autoridad correspondiente y a no
prestar comercialmente servicios de telecomunica-
ciones con el espectro para uso oficial que les sea
asignado, no pudiendo compartirlo con terceros ya
que será única y exclusivamente para la operación y
seguridad del servicio público concesionado; 

IV. y V. …

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Segundo. La Secretaría en un plazo no mayor a 90
días naturales, contados a partir de la entrada en vi-
gor del presente decreto, implementará todas y cada
una de las acciones y medidas técnicas y operativas
que resulten necesarias para realizar la asignación
directa del espectro para uso oficial a los organismos
autónomos constitucionales y a los concesionarios de
servicios públicos.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así co-
mo las autoridades correspondientes, fijarán en un
plazo no mayor a 60 días hábiles contados a partir de
la entrada en vigor del presente decreto, el monto de
la contraprestación que los Concesionarios de Servi-
cios Públicos deban pagar al Estado por la asigna-
ción del espectro de uso oficial de conformidad a las
leyes de la materia.

Tercero. Los concesionarios de servicios públicos de-
berán acreditar 30 días naturales antes de la fecha en
que les sean asignadas las frecuencias para uso ofi-
cial, ante la Dirección General de Política de Teleco-
municaciones y de Radiodifusión, de la Secretaría, la
necesidad de contar con el uso de esas frecuencias,
para la operación y seguridad del servicio que pres-
tan, con la documentación que resulte idónea de
acuerdo a los criterios elaborados para tal efecto por
dicha dependencia y deberán de pagar la contra-
prestación por la asignación de dichas frecuencias en
el plazo que tenga a bien determinar las autoridades
correspondientes.

Consideraciones de la comisión

1. Esta Comisión de Comunicaciones de la LXI Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados coincide con la colegislado-
ra respecto a que existen organismos autónomos constitu-
cionales, que sin explotar comercialmente servicios de
telecomunicaciones, requieren del uso y aprovechamiento
de las bandas de frecuencia del espectro radioeléctrico pa-
ra cumplir  con objetivos, y actualmente al no pertenecer a
la administración pública federal, estatal o municipal, no
pueden acceder a este bien de dominio público. 

Esta dictaminadora coincide que la operación moderna y
eficiente de los servicios públicos concesionados, requiere
de un acceso a frecuencias del espectro radioeléctrico y que
dicha necesidad puede ser satisfecha, con la inclusión de
los organismos autónomos constitucionales y de los conce-
sionarios de servicios públicos, de aquellos sujetos que
pueden hacer uso del espectro que el Estado ha reservado
para uso oficial.

2. Sin embargo es necesario garantizar la rectoría del Esta-
do en el uso, aprovechamiento y explotación del espectro
radioeléctrico, tal como lo establece la Ley Federal de Te-
lecomunicaciones en sus artículos 1, 2 y 70. 

Artículo 1. La presente ley es de orden público y tiene
por objeto regular el uso, aprovechamiento y explota-
ción del espectro radioeléctrico, de las redes de tele-
comunicaciones, y de la comunicación vía satélite.

Artículo 2. Corresponde al Estado la rectoría en ma-
teria de telecomunicaciones, a cuyo efecto protegerá la
seguridad y la soberanía de la Nación.

En todo momento el Estado mantendrá el dominio so-
bre el espectro radioeléctrico y las posiciones orbita-
les asignadas al país.

Artículo 70. La Secretaría establecerá los mecanis-
mos necesarios para llevar a cabo la comprobación de
las emisiones radioeléctricas, la identificación de inter-
ferencias perjudiciales y demás perturbaciones a los sis-
temas y servicios de telecomunicaciones, con el objeto
de asegurar el mejor funcionamiento de los servicios
y la utilización eficiente del espectro.

3. En cuanto al texto normativo, los integrantes de estas co-
misiones dictaminadoras coincidimos en la redacción pro-
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puesta en la citada minuta, al considerar que tiene preci-
siones jurídico-legales necesarias que el texto original no
establece.

Derivado de lo anterior, esta dictaminadora considera pro-
cedente establecer ciertas limitantes, como son la que de
que podrán tener asignación de espectro de uso oficial,
siempre y cuando no comercialicen el uso de las bandas de
frecuencias de este tipo de espectro, asimismo, deberán pa-
gar una contraprestación al Estado y deberán de estar su-
peditados a que el espectro que se les concesione, no lo
puedan usar para prestar comercialmente servicios de tele-
comunicaciones, por lo que no podrán compartir con terce-
ros el mencionado uso, ya que será exclusivo para la ope-
ración y seguridad del servicio público concesionado.

En mérito de lo antes expuesto y para los efectos del artí-
culo 72, fracción A, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, la Comisión de Comunicaciones
de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados somete a
consideración de esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto que reforma la fracción III del artículo 10 de la
Ley Federal de Telecomunicaciones

Artículo Único. Se reforma la fracción III del artículo 10
de la Ley Federal de Telecomunicaciones para quedar co-
mo sigue:

Artículo 10. ...

I. y II…

III. Espectro para uso oficial: Son aquellas bandas de
frecuencia destinadas para el uso exclusivo de la admi-
nistración pública federal, gobiernos estatales y munici-
pales, organismos autónomos constitucionales y conce-
sionarios de servicios públicos, en éste último caso,
cuando sean necesarias para la operación y seguridad
del servicio de que se trate, otorgadas mediante asigna-
ción directa.

Los concesionarios de servicios públicos, previo a la
asignación directa de las frecuencias destinadas para
uso oficial, deberán haber acreditado ante la Secretaría,
la necesidad de contar con el uso de dichas bandas de
frecuencia, para la operación y seguridad del servicio
que prestan y quedarán obligados a pagar por el uso de
las bandas de frecuencia que se menciona en el párrafo

que antecede, la contraprestación que fije la autoridad
correspondiente y a no prestar comercialmente servicios
de telecomunicaciones con el espectro para uso oficial
que les sea asignado, no pudiendo compartirlo con ter-
ceros ya que será única y exclusivamente para la opera-
ción y seguridad del servicio público concesionado; 

IV. y V. …

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría en un plazo no mayor a 90 días na-
turales, contados a partir de la entrada en vigor del presen-
te decreto, implementará todas y cada una de las acciones
y medidas técnicas y operativas que resulten necesarias pa-
ra realizar la asignación directa del espectro para uso ofi-
cial a los organismos autónomos constitucionales y a los
concesionarios de servicios públicos.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como las
autoridades correspondientes, fijarán en un plazo no mayor
a 60 días hábiles contados a partir de la entrada en vigor del
presente decreto, el monto de la contraprestación que los
concesionarios de servicios públicos deban pagar al Estado
por la asignación del espectro de uso oficial de conformi-
dad a las leyes de la materia.

Tercero. Los concesionarios de servicios públicos deberán
acreditar 30 días naturales antes de la fecha en que les se-
an asignadas las frecuencias para uso oficial, ante la Direc-
ción General de Política de Telecomunicaciones y de Ra-
diodifusión de la Secretaría, la necesidad de contar con el
uso de esas frecuencias, para la operación y seguridad del
servicio que prestan, con la documentación que resulte idó-
nea de acuerdo a los criterios elaborados para tal efecto por
dicha dependencia y deberán de pagar la contraprestación
por la asignación de dichas frecuencias en el plazo que ten-
ga a bien determinar las autoridades correspondientes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de noviembre de 2011.

La Comisión de Comunicaciones, diputados: José Adán Ignacio Ru-
bí Salazar (rúbrica), presidente; Éric Luis Rubio Barthell, Baltazar
Martínez Montemayor (rúbrica), Arturo García Portillo (rúbrica), Ge-
rardo Leyva Hernández (rúbrica), Juan Gerardo Flores Ramírez (rúbri-



ca), Fernando Ferreira Olivares (rúbrica), José M. Torres Robledo (rú-
brica), María del Pilar Torre Canales, Adriana Fuentes Cortés, secreta-
rios; Hugo Héctor Martínez González, Rogelio Cerda Pérez, Carlos
Cruz Mendoza, Ricardo Ahued Bardahuil (rúbrica), Sofía Castro Ríos
(rúbrica), Manuel Humberto Cota Jiménez, Janet Graciela González
Tostado (rúbrica), Fermín Alvarado Arroyo (rúbrica), Ana Estela Du-
rán Rico (rúbrica), Maurilio Ochoa Millán, Genaro Mejía de la Mer-
ced, Javier Corral Jurado, Leonardo Arturo Guillén Medina (rúbrica),
Sergio Arturo Torres Santos (rúbrica), Aranzazu Quintanilla Padilla
(rúbrica), Martha Angélica Bernardino Rojas, Francisco Hernández
Juárez, Adriana Sarur Torre (rúbrica), Martín García Avilés.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Ha-
brá de presentar el proyecto de dictamen el diputado Igna-
cio Rubí Salazar, hasta por cinco minutos.

El diputado José Adán Ignacio Rubí Salazar: Con su
permiso, señor presidente, señores integrantes de la Mesa
Directiva. En mi condición de presidente de la Comisión
de Comunicaciones de esta Cámara de Diputados, quiero
enfatizar los elementos fundamentales de esta reforma al
artículo 10 en su fracción III de la Ley Federal de Teleco-
municaciones.

Esta reforma consiste fundamentalmente en otorgarle fa-
cultades a organismos autónomos constitucionales y a con-
cesionarios de servicios públicos para que puedan tramitar
uso de espectro radioeléctrico del que corresponde a la par-
te oficial; esta iniciativa, en su origen, fue presentada por
los senadores Juan Bueno Torio, del Partido Acción Nacio-
nal y Fernando Castro Trenti, del Partido Revolucionario
Institucional; fue analizado por los integrantes de la comi-
sión que me honro en presidir y también por la Comisión
de Justicia.

Quiero comentar a ustedes que esta reforma va a permitir
que organismos autónomos constitucionales, así como con-
cesionarios de servicios públicos, puedan tener acceso al
uso de espectro radioeléctrico para el cumplimiento de sus
funciones.

Tratándose en particular de concesionarios del servicio pú-
blico, hay dos elementos que vale la pena destacar; el pri-
mero de ellos, es la justificación amplia que deben presen-
tar ante las autoridades competentes, a efecto de que a
partir de esta información las mismas puedan determinar la
procedencia o no precisamente del otorgamiento de la con-
cesión para el uso de espectro radioeléctrico, y por otro la-
do, deberán cubrir la contraprestación, que en su caso la
Secretaría de Hacienda determine.

Quiero exhortar a los integrantes de los diferentes grupos
parlamentarios a que aprueben esta reforma, puesto que sin
lugar a dudas contribuirá al mejoramiento de los servicios,
al logro de los objetivos, tanto de organismos autónomos
constitucionales como de concesionarios, en la prestación
de servicios que el Estado haya otorgado.

Finalmente, quiero reiterar el reconocimiento a quienes
forman parte de la Comisión de Comunicaciones por su
disposición para aprobar esta reforma y de la misma forma,
también quiero reconocer el esfuerzo que otras comisiones
de esta propia Cámara de Diputados han venido realizando
tratándose de iniciativas, tratándose de minutas que nos
han turnado para que sean atendidas en comisiones unidas.

En particular, reconozco el esfuerzo recientemente realiza-
do por la Comisión de Justicia, con la aprobación de refor-
mas a cinco ordenamientos que en la próxima sesión esta-
rán siendo sometidos a la consideración del pleno.

No habiendo más que comentar, reitero mi agradecimiento
a la Mesa Directiva y a los integrantes de la Comisión de
Comunicaciones. Muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, señor diputado. Tiene el uso de la palabra,
hasta por tres minutos para hablar en contra del dictamen,
el diputado Jaime Cárdenas Gracia.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
señor presidente. Se trata de una reforma la que estamos
aquí discutiendo, mínima, no es una gran reforma, no se es-
tá proponiendo —como en Argentina por ejemplo—, que
la totalidad del espectro radioeléctrico se divida en tres ter-
cios: un tercio para los medios públicos, otro tercio para los
medios comunitarios y otro tercio para los medios priva-
dos; el tema de los medios públicos en México o del uso
del espectro radioeléctrico para fines públicos, es realmen-
te exiguo, mínimo en nuestro país.

Sí es importante hacer esta consideración, que estamos ha-
blando de una reforma mínima en la materia, que no atien-
de el gran problema del acceso de las instituciones públi-
cas al espectro radioeléctrico de nuestro país, tampoco
desde luego se propone aquí la autonomía constitucional de
la Cofetel o reglas mucho más transparentes para analizar
el tema.

Además de estas consideraciones generales, a mí me preo-
cupa un tema específico, particular, que tiene que ver con
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una deficiencia de carácter constitucional que encuentro en
este dictamen; al tenor de lo que dispone el artículo segun-
do transitorio del dictamen, párrafo segundo —y como lo
dijo el diputado que me antecedió en el uso de la palabra—
, será la Secretaría de Hacienda y Crédito Público la que
determine la contraprestación que los concesionarios de
servicios públicos deben pagar al Estado.

Esta disposición prevista en el dictamen es total y absolu-
tamente anticonstitucional; como sabemos, el artículo 73
de nuestra Constitución, fracción VII y el artículo 31, frac-
ción IV de la Constitución, establecen que las contribucio-
nes que se pagan al Estado no pueden ser fijadas desde lue-
go ni por el Poder Ejecutivo ni por el Poder Judicial ni por
ninguna otra dependencia o institución del Estado; las con-
tribuciones que se deben pagar al Estado es atribución ex-
clusiva del Congreso de la Unión; entonces, aquí hay una
violación a las atribuciones que tenemos como Congreso y
se están delegando estas atribuciones en la Secretaría de
Hacienda.

Por estos dos motivos, porque se trata de una reforma exi-
gua y porque se está violando la Constitución, los artículos
73, fracción VII y el artículo 31, fracción IV, es que votaré
en contra de este dictamen.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el diputado Francisco Hernández Juárez, pa-
ra hablar hasta por tres minutos, en pro del dictamen.

El diputado Francisco Hernández Juárez: Con su per-
miso, diputado presidente. Honorable asamblea, el espec-
tro radioeléctrico es un recurso natural, de carácter limita-
do, que constituye un bien de dominio público sobre el cual
el Estado ejerce su soberanía; como tal, su uso debe coad-
yuvar al desarrollo económico, social, sostenible y a pro-
porcionar bienestar y seguridad a la población.

Para cumplir objetivos, como los de salvaguardar la vida
humana y la propiedad, estimular el progreso económico y
social, y servir a los intereses nacionales en materia de de-
fensa y seguridad, contribuir a la preservación del medio
ambiente, facilitar la difusión de información y la educa-
ción, promover la investigación científica, estimular la in-
novación tecnológica, y a propiciar el desarrollo de las re-
des y los servicios de telecomunicaciones del país, el uso
eficiente del espectro es de la máxima prioridad.

En ese sentido, a la Comisión de Comunicaciones se turnó
la minuta del Senado, la reforma de la fracción III del artí-

culo 10 de la Ley Federal de Telecomunicaciones; esta re-
forma propone que se incluyan los organismos constitucio-
nales autónomos, como la Comisión Nacional de Derechos
Humanos, el Instituto Federal Electoral y el Banco de Mé-
xico, dentro de las instituciones que puedan ejercer el es-
pectro de uso oficial. Este uso sería de manera directa, por
mandato legal, en la ley vigente.

El espectro de uso oficial está reservado para uso exclusi-
vo de la administración pública federal, gobiernos estatales
y municipales; su otorgamiento será mediante asignación
directa.

Con la reforma propuesta, se integran a estos organismos
del Estado, en el uso de este espectro, ajustándose a los
propósitos legales y constitucionales, los organismos cons-
titucionales y autónomos y tendrán también el uso del es-
pectro.

Como se expresa en el dictamen, esto servirá para elevar su
nivel de eficiencia y para el cumplimiento cabal de su ob-
jeto, incluso se tendrá mejor uso de este recurso, propiedad
de la nación, en la medida que actualmente se encuentra
subutilizado.

Es fundamental que estos organismos del Estado cuenten
con el uso de estas frecuencias para la operación y seguri-
dad del servicio que prestan; por esta razón, nuestro grupo
parlamentario manifiesta su acuerdo con el sentido del dic-
tamen a discusión y solicito su voto a favor. Muchas gra-
cias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, señor diputado. Tiene la palabra, hasta por tres minu-
tos, en pro del dictamen, la diputada Adriana Fuentes Cor-
tés.

La diputada Adriana Fuentes Cortés: Compañeras y
compañeros diputados, el espectro radioeléctrico constitu-
ye un bien común que como tal, en términos de la Ley Ge-
neral de Bienes Nacionales, está sujeto al régimen de do-
minio público de la federación, pudiendo hacer uso de él
todos los habitantes de la República Mexicana, con las res-
tricciones establecidas en las leyes y reglamentos adminis-
trativos aplicables.

Pero para su aprovechamiento especial se requiere conce-
sión, autorización o permisos otorgados, conforme a las
condiciones y requisitos legalmente establecidos, los que
no crean derechos reales, pues sólo otorgan frente a la ad-
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ministración y sin perjuicio de derechos, el derecho al uso,
aprovechamiento o explotación, conforme a las leyes y al
título correspondiente.

Actualmente, el uso de las bandas de frecuencia de espec-
tros radioeléctricos para uso oficial es destinado para el uso
exclusivo de la administración pública federal, gobiernos
estatales y municipales, otorgadas mediante asignación di-
recta.

Ahora, con la propuesta, se busca favorecer a los organis-
mos autónomos constitucionales y concesionarios de servi-
cios públicos, a efecto de permitir que se asigne espectro
de uso oficial, condicionándose la asignación cuando se
acredite el uso y aprovechamiento de las bandas de fre-
cuencia que sean necesarias para la operación y seguridad
del servicio público del que se trate.

Es importante señalar que los concesionarios de servicios
públicos, previo a la asignación directa de las frecuencias
destinadas para uso oficial, deberán haber acreditado ante
la Secretaría la necesidad de contar con el uso de dichas
bandas de frecuencia para la operación y seguridad del ser-
vicio que presentan y que quedarán obligados a pagar por
el uso de las bandas de frecuencia, que se menciona en el
párrafo que antecede, la contraprestación que fija la autori-
dad correspondiente y a no prestar comercialmente servi-
cios de telecomunicaciones, como el espectro para uso ofi-
cial que le sea asignado, no pudiendo compartirlo con
terceros, ya que será única y exclusivamente para la opera-
ción y seguridad del servicio público concesionado.

La propuesta tiene la bondad de favorecer organismos autó-
nomos constitucionales que requieren del uso y aprovecha-
miento de bandas de frecuencia del espectro radioeléctrico,
así como concesionarios de servicios públicos de sectores
relevantes de la economía, como es el caso de los ferrocarri-
leros, los aeropuertos, los puertos y otros más que requieren
del uso y aprovechamiento de frecuencias del espectro ra-
dioeléctrico para mejorar su operación y seguridad.

Por lo antes vertido, el Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional manifiesta su voto a favor de la propues-
ta, a fin de seguir mejorando el marco jurídico que regula
el sector de las telecomunicaciones, siendo éste muy im-
portante para el país y su desarrollo. Es cuanto, señor pre-
sidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputada. Tiene la palabra el diputado Gerar-

do Flores Ramírez, hasta por tres minutos, en pro del dic-
tamen.

El diputado Gerardo Flores Ramírez: Muchas gracias,
señor presidente. Vengo a hablar a favor del dictamen que
está siendo sometido a consideración de este pleno. Sim-
plemente y a nombre del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, simplemente porque el dictamen que nos ocupa viene
a subsanar un hueco legal que ha estado presente en la Ley
Federal de Telecomunicaciones desde su expedición o pro-
mulgación en 1995 y que tiene que ver con el hecho de —
en este caso— la clasificación de los usos del espectro ra-
dioeléctrico en nuestro país.

La clasificación actual no permitía que se asigne espectro
radioeléctrico a algunos prestadores de servicios, como por
ejemplo es el caso de los ferrocarriles, que directamente no
usan este espectro para vender servicios al públicos, sino lo
usan para la operación del servicio que tienen concesiona-
do.

La redacción de la ley no permitía que el gobierno les asig-
ne espectro radioeléctrico y en ese sentido, el dictamen que
estamos discutiendo hoy viene a subsanar, como dije al ini-
cio, este hueco legal y me parece que es una propuesta
afortunada de los colegas senadores que la promovieron en
el Senado.

Sólo me restaría decir que me parece y opino que es una in-
corporación atinada el hecho de que la Secretaría de Ha-
cienda fije las contraprestaciones que deberán pagar las
personas que se beneficien con estas asignaciones, porque
se trata de fijar una contraprestación que es considerado un
aprovechamiento y no una contribución, de acuerdo con
los artículos 2o. y 3o. del Código Fiscal de la Federación,
que segmentan de manera muy clara cuáles son las contri-
buciones, y en el 3o., cuáles son los aprovechamientos; en
este caso, estamos hablando claramente de un aprovecha-
miento y por tanto, el Congreso no estaría renunciando a su
facultad de fijar contribuciones. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputado. Agotada la lista de oradores, consulte la Se-
cretaría a la asamblea, en votación económica, si se en-
cuentra suficientemente discutido en lo general y en lo
particular.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra su-
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ficientemente discutido en lo general y en lo particular. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la
afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido; por lo que pido a la Secretaría que
abra el sistema electrónico, hasta por tres minutos, a afecto
de proceder a la votación en lo general y en lo particular.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nume-
ral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el
sistema electrónico, por tres minutos, para proceder a la
votación en lo general y en lo particular.

(Votación)

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Les
damos la más cordial bienvenida a estudiantes de la Escue-
la Preparatoria Oficial 176, de la comunidad de San Barto-
lo del Llano, municipio de Ixtlahuaca, estado de México,
invitados por el diputado Eduardo Zarzosa Sánchez.

También a estudiantes de la Escuela Primaria Sor Juana In-
és de la Cruz, del municipio de Santa María Tlalmanalco,
invitados por la diputada Silvia Fernández Martínez.

A integrantes del Instituto Pedagógico Anglo Mexicano,
invitados por la diputada Silvia Pérez Cevallos.

A jóvenes estudiantes de la Universidad Autónoma Benito
Juárez de Oaxaca, semestres primero, tercero, quinto, sép-
timo y noveno, invitados por los diputados Teófilo Manuel
García Corpus y Manuel de Esesarte Pesqueira. Todos se-
an muy bienvenidos.

Se concede el uso de la palabra al diputado Ibarra Pedroza.

El diputado Juan Enrique Ibarra Pedroza (desde la cu-
rul): Gracias, señor presidente. Para compartir con usted y
con los integrantes de esta asamblea, que el día de ayer re-
alizamos, en la oficina de la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva, una reunión varias y varios diputados de la Comisión
de Atención a Ex Braceros, con funcionarios de la Secreta-
ría de Gobernación, Telecom y también de Banobras, para
ver el mecanismo de un pago expedito iniciando el 2012,
de los 38 mil pesos o 34 mil que, en su caso, se les tiene
que retribuir.

Informarle que tendremos una próxima reunión —y están
invitados las diputadas y diputados— el próximo martes,
porque los servidores públicos del gobierno federal nos van
a presentar una alternativa, un abanico para poder agilizar
estos pagos a los ex braceros.

La reunión, señor presidente, será a las nueve de la maña-
na del próximo martes, en la sala Carlos Marx del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo, en el primer piso del
edificio B. Gracias, presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputado.

El diputado Samuel Herrera Chávez (desde la curul).
Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Diputado.

El diputado Samuel Herrera Chávez (desde la curul):
Presidente, primeramente para comentarle que en alusión
al planteamiento que hace el diputado Enrique Ibarra, coin-
cidimos los diputados del PRD, sobre todo en un punto de
acuerdo para que a partir de enero se publiquen y se entre-
guen los recursos aprobados en el Presupuesto de 3 mil 816
millones de pesos a los 102 mil ex braceros que están en la
primera y segunda convocatoria.

Ante esta situación —como lo dice el diputado—–, nos
reunimos con la gente de Gobernación, con el fideicomiso
2106, y hay una propuesta para que el próximo martes po-
damos consensuar una iniciativa de ley para que estos di-
neros se bancaricen y puedan entregarse directamente, da-
do que es difícil entregar en todo el país recursos de 38 mil
pesos en forma efectiva a los 102 mil ex braceros, en los
que se pagarán a 86 mil ex braceros 34 mil pesos y a 16 mil
ex braceros, 38 mil pesos.

Quiero pedirle a la Presidencia y a la Junta de Coordina-
ción Política puedan consensar esta posible iniciativa, para
que pueda ser aprobada en la Cámara de Diputados y en el
Senado, para que se agende, diputado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Lo
haremos con la Junta de Coordinación Política, como usted
lo solicita. Adelante, secretaria.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Ciérrese el sistema electrónico de votaciones. Señor presi-
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dente, se han emitido un total de 307 votos en pro, 4 en
contra y 3 abstenciones.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 307 votos
el proyecto de decreto que reforma la fracción III del
artículo 10 de la Ley Federal de Telecomunicaciones.
Pasa al Ejecutivo, para sus efectos constitucionales.

LEY FEDERAL DE ARCHIVOS

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que expide la Ley Federal de
Archivos. 

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Dictamen de la Comisión de Gobernación, con proyecto
de decreto que expide la Ley Federal de Archivos

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación de la LXI Legislatura fue
turnado para estudio, análisis y dictamen correspondiente
el dictamen con proyecto de decreto que expide la Ley Fe-
deral de Archivos.

Esta comisión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 72 y 73, fracción XXX, y a la luz de lo dispuesto en
el 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 39 y 45, numerales 6, incisos e) y f), y 7, de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como 80, 157, numeral 1, fracción I,
158, numeral 1, fracción IV, y 167, numeral 4, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, y habiendo analizado el
contenido de la minuta de referencia, somete a considera-
ción de esta honorable asamblea el presente dictamen, con
base en los siguientes

Antecedentes

1. Con fecha catorce de septiembre de dos mil seis, el dipu-
tado César Camacho Quiroz, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, hacien-
do uso de la facultad que les confiere el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, presentó ante el Pleno de la Cámara de Di-

putados, la iniciativa con proyecto de decreto que expide la
Ley Federal de Archivos y reforma el artículo 27, fracción
XIX, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral.

2. En la misma fecha, catorce de septiembre de dos mil
seis, el presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Di-
putados dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a la Co-
misión de Gobernación, con opinión de la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública, para su estudio y análisis
correspondiente.

3. Con fecha catorce de noviembre de dos mil seis, los di-
putados Carlos Madrazo Limón, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional y Ruth Zavaleta
Salgado, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, haciendo uso de la facultad
que les confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentó
ante el Pleno de la Cámara de Diputados, la iniciativa con
proyecto de decreto que expide la Ley Federal de Archivos.

4. En esa fecha, catorce de noviembre de dos mil seis, el
presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a la Comisión de
Gobernación, con opinión de la Comisión de Presupuesto
y Cuenta Pública, para su estudio y análisis correspondien-
te.

5 El once de septiembre de dos mil siete, la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Público envió a la Comisión de Go-
bernación la valoración del impacto presupuestario de la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se crea la Ley
Federal de Archivos y reforma el artículo 27, fracción XIX,
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
presentada por el diputado César Camacho Quiroz.

6. Al respecto, después de presentar sus consideraciones a
la comisión dictaminadora, la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública concluyó: “No hay impacto presupuestal
alguno en la Iniciativa que crea la Ley Federal de Archi-
vos”.

7. El once de septiembre de dos mil siete, la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Público envió a la Comisión de Go-
bernación la valoración del impacto presupuestario de la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se crea la Ley
Federal de Archivos, presentada por los diputados Carlos
Madrazo Limón y Ruth Zavaleta Salgado.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 8 de diciembre de 2011305



8. Al respecto, después de presentar sus consideraciones a
la comisión dictaminadora, la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública concluyó: “No hay impacto presupuestal
alguno en la Iniciativa que crea la Ley Federal de Archi-
vos”.

9. Con fecha dieciocho de marzo de dos mil nueve, los di-
putados integrantes de la Comisión de Gobernación apro-
baron el presente dictamen.

10. En sesión del dos de abril de dos mil nueve, la mesa di-
rectiva de la Cámara de Senadores del Honorable Congre-
so de la Unión recibió la minuta de la colegisladora con
proyecto de decreto que expide la Ley Federal de Archivos,
siendo turnada, para su estudio y dictamen, a las Comisio-
nes Unidas de Gobernación y de Estudios Legislativos.

11. En sesión del veintidós de marzo de dos mil once, el
Senado aprobó el dictamen de las Comisiones Unidas de
Gobernación y de Estudios Legislativos por el que se expi-
de la Ley Federal de Archivos, siendo aprobado por 85 vo-
tos, devolviéndose a la Cámara de Diputados para los efec-
tos del artículo 72, inciso e) de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

12. En sesión del veintinueve de marzo de dos mil once, la
Cámara de Diputados recibió la minuta de referencia, sien-
do turnada, para su estudio y dictamen, a la Comisión de
Gobernación.

13. En sesión de treinta de noviembre de dos mil once, los
integrantes de la Comisión de Gobernación aprobaron el
presente dictamen.

Contenido de la minuta

I. La colegisladora señala que “hasta antes del año 2002, en
el que se publicó la Ley Federal de Transparencia y Acce-
so a la Información Pública Gubernamental, los grandes
cambios en el sistema político mexicano, que abonaron al
avance democrático en el país, tuvieron como objeto el im-
pulso de la competencia electoral, la consolidación del sis-
tema de partidos políticos, el incremento de la participa-
ción política ciudadana y la mejora de los mecanismos de
representación popular”, en clara alusión a la importancia
que la transparencia tiene en un sistema democrático, sis-
tema que en México no ha estado acompañado con el im-
pulso de otros principios básicos para la consolidación de
la democracia, como la transparencia de la gestión pública
y la rendición de cuentas, “salvo por acciones aisladas co-

mo la reforma del artículo 6o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en 1977, que estableció
como obligación del Estado, garantizar el derecho a la in-
formación. Cabe decir que en los siguientes veinticinco
años, ese derecho no se reglamentó ni reguló en lo especí-
fico. En ese contexto, el tema de la organización y conser-
vación de los archivos gubernamentales estuvo también re-
zagado, por no decir abandonado”.

II. Con la publicación de la Ley Federal de Transparencia
y Acceso a la Información Pública Gubernamental, no hu-
bo avances modernizadores de la regulación de los archi-
vos del país. La normatividad que hasta ese entonces se pu-
blicó sobre la materia se trató más bien de disposiciones
vinculadas con el tema del patrimonio documental y del
plazo de conservación de archivos, y no de normas técni-
cas o principios rectores de la conservación y organización
de archivos, que atendieran las mejores prácticas interna-
cionales en la organización, administración, conservación
y localización expedita de los archivos.

III. Con la publicación y entrada en vigor de la Ley Fede-
ral de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental, sostiene acertadamente la colegisladora,
“abrió una ventana de oportunidad para avanzar en el tema
de la organización y conservación de los archivos”.

Bien se afirma que “los documentos, y por lo tanto los ar-
chivos, son el insumo principal para satisfacer la demanda
de transparencia”. Si no se cuenta con archivos bien orga-
nizados y debidamente conservados, el derecho de acceso
a la información se ve seriamente obstaculizado o incluso
anulado. La ausencia de legislación que: “regulen la orga-
nización y conservación de archivos, en muchas ocasiones,
ha tenido como consecuencia la pérdida o destrucción de
información relevante y el incremento del costo del acceso
a la información”. No se podrá lograr la transparencia en
un ambiente donde la información no está disponible y no
se puede localizar de manera expedita.

Las comisiones dictaminadoras sostienen que: “no es sufi-
ciente que el derecho de acceso esté garantizado por la ley,
sino que es necesario que existan las condiciones materia-
les para poder ejercerlo. En ese sentido, la transparencia y
el acceso a la información requieren que los documentos de
los sujetos obligados cumplan con su función principal de
ser evidencia de las actividades llevadas a cabo por estos
últimos en el ejercicio de sus atribuciones. Para ello, los
documentos deben organizarse y conservarse de forma tal
que no se comprometa su valor probatorio, y se garantice
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su autenticidad, completitud, fiabilidad e inalterabilidad. El
papel de los archivos de resguardar los documentos con va-
lor continuo para la organización, al satisfacer requisitos
administrativos, fiscales, contables o legales, o al tener va-
lor histórico, es una forma de rendición de cuentas, pues
permite evidenciar los actos de los sujetos obligados ante
los ojos de otros actores”.

En ese sentido, la organización y conservación de los ar-
chivos gubernamentales es un elemento indispensable para
la rendición de cuentas, la transparencia, el acceso a la in-
formación y para la formulación y ejecución eficiente y
efectiva de políticas públicas y de las actividades del go-
bierno.

Para argumentar y sostener la importancia y necesidad de
la expedición de una Ley de Archivos, la colegisladora
analiza que con la publicación de la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamen-
tal; “los sujetos obligados por esa ley tuvieron que llevar a
cabo diversas acciones con objeto de cumplir con lo esta-
blecido por dicha disposición. En el marco de esas accio-
nes, los sujetos obligados distintos al Poder Ejecutivo fe-
deral han incluido en la normatividad interna que regula los
procedimientos para ejercer el derecho de acceso a la in-
formación, disposiciones relativas a la organización y con-
servación de los archivos, o bien, emitido lineamientos pa-
ra regular la organización y conservación de los
documentos que integran sus archivos, como es el caso de
los Lineamientos de la Comisión de Transparencia y Acce-
so a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, del dos de junio de dos mil tres, relativos a la or-
ganización, catalogación, clasificación y conservación de
la documentación de este Alto Tribunal; de los emitidos por
el Instituto Federal Electoral en 2009, que llevan por nom-
bre Lineamientos Generales para la organización y conser-
vación de los Archivos de los Partidos y Agrupaciones Po-
líticas Nacionales responsables en materia de transparencia
ante el Instituto Federal Electora; así como de los Linea-
mientos Generales para la Organización y Conservación de
los Archivos Administrativos del Tribunal Federal de Jus-
ticia Fiscal y Administrativa, publicados por ese Tribunal
en el presente año; o el Manual de Archivo de la Universi-
dad Nacional Autónoma de México, emitido en el año
2004, por citar algunos ejemplos”.

Respecto del Poder Ejecutivo federal, en el año 2004, con
la publicación de los Lineamientos Generales para la orga-
nización y conservación de los archivos de las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal, el

Gobierno Federal hizo un notable esfuerzo por avanzar en
el tema de la organización y conservación de los archivos.
Dichos Lineamientos establecen los instrumentos de con-
trol y consulta archivística con los que deben contar las de-
pendencias y entidades de la Administración Pública Fede-
ral, así como los estándares archivísticos que deben
observar estas últimas en el mantenimiento, conservación y
depuración de los documentos de sus archivos.

Si bien los lineamientos y manuales que se han publicado
en la materia han constituido un importante esfuerzo por
organizar y sistematizar la información que generan los su-
jetos obligados; las carencias de recursos, de personal es-
pecializado, así como de infraestructura física e informáti-
ca no han permitido edificar un verdadero sistema
archivístico, entendido éste como el mecanismo a través
del cual las instituciones cuentan con información confia-
ble y oportuna sobre sus acciones de gobierno y sus resul-
tados.

IV. Advierte la colegisladora la urgencia de expedir una ley
federal: “con un diseño moderno y de largo alcance, que
establezca los criterios generales para la organización y
conservación de los archivos de los tres poderes de la
Unión y de todos los órganos federales, y que garantice la
autenticidad, completitud, fiabilidad e inalterabilidad de
los documentos que obren en los archivos de los sujetos
obligados”.

V. Una vez analizada la minuta emanada de esta Cámara y
remitida a la Colegisladora el 31 de marzo de 2009, reali-
zan una serie de modificaciones a la propuesta a fin de de-
tonar la referida política pública de mediano y largo plazo
que mejore la situación de los archivos del país, y procede
a la aprobación de la misma a fin de expedir una Ley Fe-
deral de Archivos que constituya el eje rector de la organi-
zación y conservación de los archivos en posesión de los
Poderes de la Unión, de los organismos constitucionales
autónomos y de los organismos con autonomía legal.

VI. La Colegisladora comparte que la Ley Federal de Ar-
chivos se construya a partir de cuatro principios generales:
conservación, procedencia, integridad y disponibilidad de
los documentos de archivo. Entendiendo por conservación
la adopción de medidas de índole técnica, administrativa,
ambiental y tecnológica para la adecuada preservación de
los archivos; la procedencia, es aquélla que tiene como fin
conservar el orden original de cada fondo documental pro-
ducido por los sujetos obligados en el desarrollo de su ac-
tividad institucional, para distinguirlo de otros fondos se-
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mejantes; la integridad consiste en garantizar que los do-
cumentos de archivo sean completos y veraces para refle-
jar con exactitud la información contenida; y la disponibi-
lidad se trata de la adopción de medidas pertinentes para la
localización de los documentos de archivo.

De esta forma la Cámara de Senadores propone la incorpo-
ración de un objetivo fundamental que materializa lo dis-
puesto en la fracción V del artículo 6o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en específico a
aquél que prevé la fracción III del artículo 6o. del proyec-
to de decreto, el cual señala como uno de los objetivos de
la Ley Federal de Archivos el “regular la organización y
conservación del sistema institucional de archivos de los
sujetos obligados, a fin de que éstos se preserven actuali-
zados y permitan la publicación en medios electrónicos de
la información relativa a sus indicadores de gestión y el
ejercicio de recursos públicos, así como de aquélla que por
su contenido tenga un alto valor para la sociedad”.

Con base en esos principios y objetivos, se propone que la
Ley Federal de Archivos se erija en los cuatro ejes funda-
mentales que se detallan a continuación, y respecto de los
cuales se explican las diferencias con la Minuta turnada por
la Cámara de Diputados y las modificaciones hechas por la
Cámara de Senadores.

Primer eje: Ámbito de aplicación. La colegisladora argu-
menta que el primer eje se refiere al ámbito de su aplica-
ción, esto es debe reconocer como sujetos obligados, con
los mismos deberes, al Poder Ejecutivo federal, compues-
to por la Administración Pública Federal y la Procuraduría
General de la República; al Poder Legislativo Federal, in-
tegrado por la Cámara de Diputados, la Cámara de Sena-
dores, la Comisión Permanente y cualquiera de sus órga-
nos; al Poder Judicial de la Federación y al Consejo de la
Judicatura Federal; a los órganos constitucionales autóno-
mos; a los tribunales administrativos federales, y a cual-
quier otro órgano federal. La Ley regulará a todos los po-
deres federales, sin exclusión alguna, lo que es
indispensable para lograr políticas públicas de largo alcan-
ce. Con esto, la Ley garantizará que en los sujetos obliga-
dos distintos al Poder Ejecutivo federal no se cree un esta-
do de excepción o asimetrías, lo que a todas luces no
tendría justificación alguna, pues sus documentos y archi-
vos deben correr la misma suerte que los del Ejecutivo fe-
deral, al tratarse de documentos que registran el quehacer
de instituciones públicas de orden federal.

Observa la Cámara de Senadores, que si bien la minuta,
que la Cámara de Diputados remitió, reconoce a los mis-
mos sujetos obligados, también lo es que en el desarrollo
de las disposiciones nodales, sus artículos sólo refieren a
las dependencias y entidades de la Administración Pública
Federal, lo que impediría la instrumentación de una políti-
ca en materia de archivos a nivel federal y generaría asi-
metrías en la aplicación de la Ley entre los sujetos obliga-
dos. Con objeto de corregir esta situación, el proyecto de
decreto que se propone se refiere en todos los artículos en
los que resulta aplicable, a los sujetos obligados en gene-
ral, y no sólo a dependencias y entidades, lo que hace de
inicio una importante distinción entre ambos proyectos.

En este tener el Senado de la República destaca que el ar-
tículo 6o. de la Minuta remitida por esta Cámara de Dipu-
tados establece que los sujetos obligados distintos al Poder
Ejecutivo federal “[…] establecerán mediante reglamentos
o acuerdos de carácter general los órganos, criterios y pro-
cedimientos institucionales relativos a la administración de
sus respectivos archivos, de acuerdo con los principios y
reglas establecidos en la presente ley”,mientras que el artí-
culo 25 del proyecto de decreto que se propone se señala
que estos sujetos obligados “establecerán mediante regla-
mentos o acuerdos de carácter general las autoridades en-
cargadas de aplicar esta ley y demás disposiciones secun-
darias a que se refiere dicho ordenamiento.” Es decir, a
diferencia de la Minuta, el proyecto de decreto sólo acepta
una excepción en lo que refiere a las autoridades que se en-
cargarán de aplicar la Ley en los sujetos obligados distin-
tos al Poder Ejecutivo federal, sin hacer mención a los cri-
terios y procedimientos institucionales, pues se considera
que éstos no tendrían que diferenciarse entre sujetos obli-
gados.

Aunado a lo anterior, y con el mismo nivel de importancia,
el artículo 2o. de la ley establece que dicho cuerpo norma-
tivo es de observancia obligatoria para los servidores pú-
blicos federales a que se refiere el artículo 108 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Nuevamente, la aplicación de la ley no se limita al Poder
Ejecutivo federal, sino que abarca a los representantes de
elección popular, a los miembros del Poder Judicial fede-
ral, los funcionarios y empleados y, en general, a toda per-
sona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cual-
quier naturaleza en el Congreso de la Unión, así como a los
servidores públicos de los organismos a los que la Consti-
tución otorgue autonomía.

Año III, Primer Periodo, 8 de diciembre de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados308



Es indispensable establecer obligaciones específicas para
los servidores públicos en materia de organización y con-
servación de archivos, no sólo porque en términos del artí-
culo 8o. de la Ley Federal de Responsabilidades Adminis-
trativas de los Servidores Públicos, es obligación de todo
servidor público “custodiar y cuidar la documentación e in-
formación que por razón de su empleo, cargo o comisión,
tenga bajo su responsabilidad, e impedir o evitar su uso,
sustracción, destrucción, ocultamiento o inutilización inde-
bidos”, sino porque la directa responsabilidad de los servi-
dores públicos en el uso de los archivos que están a su car-
go, permitirá transitar de una cultura en la que la
información gubernamental se ha concebido como un bien
del dominio privado de los servidores públicos, en la que
estos últimos han dado un manejo personalizado y subjeti-
vo a los archivos públicos; a una organización guberna-
mental en la que prevalezca el principio de que los docu-
mentos que genere, obtenga, adquiera o conserve el
gobierno son un bien público. Basta recordar que la Ley
General de Bienes Nacionales establece que los documen-
tos y expedientes de las oficinas gubernamentales son bie-
nes nacionales.

El aprovechamiento público o sociabilización de la infor-
mación gubernamental requiere, sin lugar a dudas, estable-
cer mecanismos que eviten el manejo discrecional de los
documentos y archivos por parte de los servidores públi-
cos.

Entre las responsabilidades específicas que la Ley estable-
cerá para los servidores públicos, está la prohibición de
sustraer documentos de archivo al concluir su empleo, car-
go o comisión, y la obligación de entregar a quienes los
sustituyan en sus funciones, los archivos organizados e ins-
trumentos de consulta respectivos que se encontraban bajo
su custodia.

La falta de una disposición que de manera expresa prohíba
a los servidores públicos disponer discrecional e ilegal-
mente de la información que está bajo su custodia, y que
los obligue a entregar los archivos de manera organizada,
ha tenido como consecuencia serios abusos por parte de los
servidores públicos. No ha sido extraño conocer casos en
los que servidores públicos del más alto nivel jerárquico
han sustraído documentos al final de su administración, sin
la menor justificación, ni observancia de lo dispuesto por la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental. Y no sólo eso, sino que han hecho
uso del erario público para pagar la reproducción de la in-
formación y disfrutar en lo privado de un bien público.

Cuando un servidor público deja su empleo, cargo o comi-
sión tiene responsabilidades con relación a lo que hizo o
dejó de hacer en el puesto que desempeñó, pero no debe te-
ner más privilegios o derechos que los que la ley le otor-
gue, por lo que si el servidor público requiere tener acceso
a información fuera del ejercicio de sus funciones, deberá
ejercer su derecho a través del procedimiento que estable-
ce la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública Gubernamental, como lo haría cualquier per-
sona, a fin de garantizar que el acceso a la información se
dé en los términos que establece dicha ley, lo que implica
el análisis de la naturaleza de la información y el cobro de
los derechos respectivos.

En ese sentido, el artículo 7o. del proyecto de Ley estable-
ce con contundencia que “bajo ninguna excepción los ser-
vidores públicos podrán sustraer documentos de archivo al
concluir su empleo, cargo o comisión”.

A la par, el proyecto de decreto de la Colegisladora propo-
nen incluye la obligación de los servidores públicos de in-
cluir en su acta entrega-recepción, la entrega de sus archi-
vos.

Cabe señalar que este artículo es una de las modificaciones
propuestas a la Minuta turnada por la Cámara de Diputa-
dos, la cual no prevé ninguna disposición relativa a la pro-
hibición a los servidores públicos de sustraer documentos
al terminar su encargo, ni a la obligación de incluir en las
actas entrega-recepción la entrega de los archivos debida-
mente organizados.

Sin duda, una de las fortalezas de la ley estará en el ámbi-
to de su aplicación, que abarca a todos los poderes federa-
les y que es de observancia obligatoria para los servidores
públicos federales a que refiere el artículo 108 de la Cons-
titución.

Segundo eje: Diseño institucional. La colegisladora pro-
pone dotar al Archivo General de la Nación de plena auto-
nomía de gestión y personalidad jurídica, y reconocerlo co-
mo el organismo descentralizado rector de la actividad
archivística nacional y entidad central de consulta para la
administración de los archivos administrativos e históricos.

En consecuencia, el título sexto de la ley propone modifi-
car la naturaleza del Archivo General de la Nación, para
que transite de órgano desconcentrado de la Secretaría de
Gobernación, a organismo descentralizado de la adminis-
tración pública federal.
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Se propone que el director general sea designado por el
presidente de la República, o a indicación de éste, a través
del coordinador de sector, por el órgano de gobierno, lo que
de manera implícita refleja la importancia del cargo. De es-
ta forma la designación del titular del Archivo no será dis-
crecional, pues la Colegisladora propone que para ocupar
el cargo, el servidor público deberá cumplir con ciertos re-
quisitos, entre ellos, haberse desempeñado destacadamente
en actividades profesionales, de servicio público o acadé-
micas, relacionadas con la materia de la Ley Federal de Ar-
chivos.

La propuesta de transformar el Archivo General de la Na-
ción en un organismo descentralizado implica también un
cambio en su estructura interna, pues la Ley Federal de las
Entidades Paraestatales establece en su artículo 17 que “la
administración de los organismos descentralizados estará a
cargo de un órgano de gobierno que podrá ser una junta de
gobierno o su equivalente y un director general”. Para el
caso específico del Archivo General de la Nación, la cole-
gisladora propone, en el artículo 46 de la ley, que su órga-
no de gobierno se componga por un presidente, que será
designado por el secretario de Gobernación; los servidores
públicos designados por los titulares de Presidencia de la
República, Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Se-
cretaría de Educación Pública y Secretaría de la Función
Pública, y el director del Archivo General de la Nación,
que tendrá voz pero no voto en la toma de decisiones.

Esta nueva conformación pretende involucrar en el tema de
archivos –que será considerado como prioritario y estraté-
gico– a instancias que toman decisiones que afectan de ma-
nera transversal a toda la Administración Pública Federal.
Cabe señalar que según el artículo 58 de la Ley Federal de
las Entidades Paraestatales, entre las facultades del Órgano
de Gobierno se encuentra establecer en congruencia con
los programas sectoriales, las políticas generales y definir
las prioridades a las que deberá sujetarse la entidad paraes-
tatal. De ahí la importancia de que el Órgano de Gobierno
del Archivo General de la Nación se encuentre integrado
por servidores públicos de instancias que toman decisiones
de políticas públicas transversales y de índole presupuesta-
ria.

Ésta es una de las modificaciones que se proponen a la Mi-
nuta de la Cámara de Diputados, pues la Ley Federal de Ar-
chivos propuesta considera al Archivo General de la Na-
ción como un órgano desconcentrado de la Secretaría de
Gobernación, lo que no fortalece al órgano rector de la ar-
chivística nacional.

Aunado a lo anterior, la Cámara de Senadores propone que
el Archivo General de la Nación cuente con un consejo
académico asesor, integrado por académicos y expertos
destacados en materia archivística. Este consejo asesor ten-
drá la tarea de coadyuvar con el archivo para el mejor de-
sarrollo de sus atribuciones. Asimismo, se propone que el
Archivo General de la Nación cuente con un órgano con-
sultivo en materia de administración de documentos y ar-
chivos del gobierno federal, que se denominará Comité
Técnico Consultivo de los Archivos del gobierno federal,
integrado por representantes de cada dependencia y enti-
dad, cuyas funciones estarán vinculadas con la facultad del
Archivo en su carácter de entidad normativa del Ejecutivo
federal en materia de administración de documentos y ar-
chivos.

Cabe señalar que la minuta de la Cámara de Diputados
considera que el Comité Asesor del Archivo General de la
Nación se integre por dependencias de la administración
pública centralizada del Ejecutivo federal, sin tomar en
cuenta la dinámica propia del sector paraestatal, en el cual
se encuentran archivos muy relevantes para el país, como
el caso de Petróleos Mexicanos y la Comisión Federal de
Electricidad, por citar dos ejemplos.

En ese sentido, el proyecto propuesto amplía las facultades
actuales del Archivo, de forma tal que cuente con las atri-
buciones suficientes para ser un órgano rector de la archi-
vística nacional y no un mero custodio de los archivos his-
tóricos del país. La normatividad que en la actualidad
regula la actuación del Archivo General de la Nación le
otorga pocas facultades para desarrollar una política públi-
ca para organizar y conservar los archivos de la Adminis-
tración Pública Federal, y coadyuvar en esa tarea con el
resto de los poderes federales.

Se propone en el artículo 44 de la Ley, que el Archivo Ge-
neral de la Nación cuente con atribuciones para elaborar,
en conjunto con el Instituto Federal de Acceso a la Infor-
mación y Protección de Datos, los criterios para la organi-
zación y conservación de los archivos de las dependencias
y entidades de la Administración Pública Federal; estable-
cer los lineamientos para analizar, valorar y decidir el des-
tino final de la documentación y archivos liberados por las
dependencias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral; dictar las normas relacionadas con conservación y
custodia de los documentos históricos de las dependencias
y entidades de la Administración Pública Federal; vigilar y,
en caso de incumplimiento de esta ley, hacer las recomenda-
ciones a las dependencias y entidades de la Administración
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Pública para asegurar su cumplimiento y el de sus disposi-
ciones reglamentarias, así como hacer del conocimiento del
Órgano Interno de Control que corresponda las afectacio-
nes del patrimonio documental, a efecto de que se esta-
blezcan las responsabilidades correspondientes; y celebrar
convenios de colaboración o de concertación, según co-
rresponda, con los sujetos obligados distintos del Poder
Ejecutivo federal, con entidades federativas y municipios,
así como con particulares con el propósito de desarrollar
acciones que permitan la modernización de los servicios
archivísticos, el rescate y administración del patrimonio
documental de la nación, entre otras atribuciones.

Se propone la incorporación de atribuciones adicionales,
como las que se señalan a continuación, a fin de dotar al
Archivo de las facultades necesarias para desempeñarse
como un auténtico órgano rector de la archivística nacio-
nal:

· Resguardar el patrimonio documental que custodia, las
transferencias secundarias de los documentos con valor
histórico generados por Poder Ejecutivo federal y, en su
caso, otros sujetos obligados, así como aquellos docu-
mentos en posesión de particulares, que en forma vo-
luntaria y previa valoración, incorpore a sus acervos;

· Autorizar los permisos para la salida del país de docu-
mentos declarados patrimonio documental de la nación;
de aquéllos documentos originales relacionados con la
historia de México y de libros que por su naturaleza no
sean fácilmente sustituibles;

· Reunir, organizar, preservar y difundir el acervo docu-
mental gráfico, bibliográfico y hemerográfico que res-
guarda, con base en las mejores prácticas internaciona-
les, adecuadas a la realidad nacional;

· Elaborar en coordinación con el Instituto los linea-
mientos generales para la organización y conservación
de los archivos del Poder Ejecutivo federal;

· Desarrollar sistemas para la creación, mantenimiento y
preservación de documentos electrónicos que asegure
su autenticidad, integridad y disponibilidad a través del
tiempo;

· Emitir el dictamen de baja documental para los sujetos
obligados del Poder Ejecutivo federal;

· Desarrollar investigaciones en materias históricas y ar-
chivísticas encaminadas a la organización, conservación
y difusión del patrimonio documental que resguarda y
de los archivos de las dependencias y entidades;

· Dictar las disposiciones administrativas relacionadas
con conservación y custodia de los documentos históri-
cos del Poder Ejecutivo federal;

· Proporcionar los servicios complementarios que deter-
mine el Reglamento y en términos de las disposiciones
aplicables;

· Vigilar y, en caso de incumplimiento de esta ley, hacer
las recomendaciones a las dependencias y entidades pa-
ra asegurar su cumplimiento y el de sus disposiciones
reglamentarias, así como hacer del conocimiento del
Órgano Interno de Control o de las autoridades que co-
rrespondan, las afectaciones del patrimonio documental,
a efecto de que se establezcan las responsabilidades co-
rrespondientes;

· Fomentar el desarrollo profesional de archivistas a tra-
vés de convenios de colaboración o concertación con
autoridades e instituciones educativas públicas o priva-
das;

· Participar y organizar en foros y eventos nacionales e
internacionales en la materia;

· Coadyuvar en los mecanismos para otorgar recursos
materiales y económicos a los archivos en peligro de
destrucción o pérdida;

· Promover el registro nacional de archivos históricos
públicos y privados, así como desarrollar actividades re-
lacionadas con éste;

· Realizar convenios con municipios e instituciones, en
el marco del cumplimiento de sus objetivos;

· Cooperar con otros organismos encargados de la polí-
tica del gobierno nacional en la educación, la cultura, la
ciencia, la tecnología, la información y la informática en
materia de archivos; y

· Dictar las disposiciones administrativas relacionadas
con la conservación y custodia de los documentos de ar-
chivo del Poder Ejecutivo federal.
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Adicionalmente, y como una de las modificaciones a la
Minuta de la Cámara de Diputados, la Cámara de Senado-
res propone que la Ley prevea la creación del Consejo Na-
cional de Archivos, el cual será un órgano colegiado que
tendrá como principal función establecer una política na-
cional de archivos, tanto públicos como privados, así como
directrices nacionales para la gestión de documentos y la
protección de la memoria documental nacional. Este con-
sejo estará integrado por representantes de los tres Poderes
de la Unión, de los órganos autónomos constitucionales, de
los tres niveles de gobierno y del sector privado, con obje-
to de generar una auténtica política nacional de archivos.

De acuerdo con el artículo 36 del proyecto, entre las fun-
ciones del Consejo estarán las siguientes: establecer direc-
trices y criterios para una política nacional de archivos;
promover la interrelación de los archivos públicos y priva-
dos; fomentar el desarrollo de archivos administrativos ac-
tualizados; y promover la gestión, preservación y el acceso
a la información documental, entre otras.

Asimismo, el proyecto de decreto prevé la existencia del
Sistema Nacional de Archivos y del Registro Nacional de
Archivos, como instancias que coadyuvarán a la colabora-
ción, coordinación y articulación entre los archivos públi-
cos de los tres ámbitos de gobierno y los del sector priva-
do, para la gestión, preservación y acceso a la información
documental, con base en las mejores prácticas internacio-
nales; así como al registro y difusión del patrimonio de la
memoria documental país.

Por otra parte, la Cámara de Senadores consideran oportu-
no reconocer la importancia de la participación del Institu-
to Federal de Acceso a la Información y Protección de Da-
tos y de los Comités de Información de las dependencias y
entidades de la administración pública federal, a los que re-
fiere la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental, en la instrumentación de
la Ley Federal de Archivos. La intervención de ambas ins-
tancias es fundamental, pues además de que la Ley de
Transparencia les otorga atribuciones en materia de organi-
zación y conservación de archivos, tienen camino andado
en el tema de información pública federal. Con la partici-
pación de estos actores será más sencilla la instrumenta-
ción de políticas públicas de archivos a lo largo del Go-
bierno Federal, pues tanto el Instituto como los Comités de
Información tienen una presencia real y cotidiana en las
dependencias y entidades; además, su participación directa
contribuirá, a su vez, al desarrollo de la transparencia y el
derecho de acceso, por la vinculación que hay entre estos

temas y el de archivos, como se explicó previamente. Así,
el artículo 8o. de la ley faculta a los Comités de Informa-
ción para aprobar los criterios específicos de organización
y conservación de archivos, cuestión que no prevé la mi-
nuta turnada por nuestra colegisladora.

Aunado a lo anterior, el Senado de la República considera
procedente la creación de las áreas de archivo que son in-
dispensables para la instrumentación de políticas públicas
en materia de organización y conservación de los archivos,
éstas son: la coordinación de archivos, los archivos de trá-
mite, el de concentración e histórico. Estas áreas constitui-
rán el entramado institucional sobre el cual se desplegarán
las actividades archivísticas de manera consustancial a las
tareas propias del servicio público.

Sin duda, las finanzas públicas sanas requieren de un ajus-
te en el tamaño del aparato burocrático, mediante la des-
aparición de puestos cuya existencia no esté debidamente
justificada, o bien, impidiendo la proliferación de cargos
innecesarios para la gestión pública. No obstante, la crea-
ción de las áreas antes citadas está plenamente justificada
(cabe decir, que el archivo de trámite no implica la crea-
ción de nuevos puestos y que muy pocas instituciones con-
tarán con un archivo histórico), ya que su tarea es indis-
pensable para la instrumentación de políticas públicas en
materia de archivos. De hecho, la ausencia de estas áreas
ha sido uno de los factores que ha obstaculizado el avance
en la organización de los archivos.

La ausencia de una estructura organizacional, con atribu-
ciones bien definidas y sustentadas en ley, ha dificultado
que se instrumenten políticas públicas de forma transversal
en las dependencias y entidades. La falta de un área Coor-
dinadora de Archivos ha tenido como consecuencia que
dentro de las dependencias y entidades no exista homoge-
neidad en el tratamiento de los archivos. El manejo desi-
gual de los expedientes al interior de una institución com-
promete la utilidad de los archivos en la gestión pública.

En ese sentido, los artículos 10 y 12 del proyecto estable-
cen como obligación de las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal, contar con un área coor-
dinadora de archivos, facultada para instrumentar políticas
públicas en materia de archivos que sean transversales, y
con atribuciones para establecer criterios en materia de or-
ganización y conservación de archivos; elaborar en coordi-
nación con los titulares de las unidades administrativas los
instrumentos de control archivístico; coordinar los proce-
dimientos de valoración y destino final de la documenta-
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ción; establecer un programa de capacitación y asesoría ar-
chivísticos, y coordinar con el área de tecnologías de la in-
formación de la dependencia o entidad, las actividades des-
tinadas a la automatización de los archivos y a la gestión de
documentos electrónicos.

Es importante señalar que la Minuta de la Cámara de Di-
putados sólo establecía la obligación de contar con el área
coordinadora de archivos para el caso de las dependencias
y entidades de la Administración Pública Federal. Además,
dicha Minuta no contempla un artículo específico para de-
terminar las funciones de esta área.

Asimismo, el Senado de la República considera oportuno
modificar la minuta para establecer, en su artículo 11, que
el responsable del área coordinadora de archivos cumpla
con un perfil específico y sea nombrado por el titular de la
dependencia o entidad, lo que de manera implícita recono-
ce la importancia del cargo y abona para que tenga un ni-
vel jerárquico superior. Conviene subrayar la importancia
que tiene revalorar el papel de los responsables de los ar-
chivos, lo que resulta fundamental para que la tarea archi-
vística adquiera valor en cualquier institución. No se avan-
zará con el mismo paso si los responsables de los archivos
no tienen un nivel jerárquico tal que le permita tomar deci-
siones e instrumentarlas de manera transversal en la insti-
tución, de ahí la trascendencia de que sea nombrado direc-
tamente por el titular de la dependencia y entidad y que la
tarea se asuma como un compromiso del más alto nivel.

Por otra parte, sin duda, en los años de ejercicio del dere-
cho de acceso a la información, los integrantes del Comité
de Información han desarrollado habilidades y conoci-
mientos en el tema de transparencia y acceso a la informa-
ción, lo que no necesariamente ha ocurrido en materia de
archivos. En ese sentido, la integración del responsable de
la coordinación de archivos a ese órgano colegiado es in-
dispensable para que el Comité de Información pueda ejer-
cer adecuadamente sus atribuciones en materia de archi-
vos. Por ello, el artículo 11 de la Ley establece que el
responsable del área coordinadora de archivos formará par-
te del Comité de Información como asesor en materia de
archivos, con voz y voto.

De manera adicional, y no menos importante, es el papel
que podrá jugar el responsable de la coordinación de archi-
vos en el ejercicio del derecho de acceso a la información,
al aportar sus conocimientos sobre la organización de los
archivos de la dependencia o entidad de que se trate, para

la localización de los documentos requeridos por los soli-
citantes.

Aunado a lo anterior, estas dictaminadoras consideran in-
dispensable que la Ley contemple la creación de los archi-
vos de trámite y de concentración en cada sujeto obligado,
y establezca de manera clara sus atribuciones y obligacio-
nes, pues sus tareas son fundamentales para la debida or-
ganización y conservación de los archivos, ya que los pri-
meros son los responsables de la administración de
documentos de uso cotidiano y necesario para el ejercicio
de las atribuciones de una unidad administrativa, mientras
que los segundos son los que administran los documentos
cuya consulta es esporádica por parte de las unidades ad-
ministrativas de las dependencias y entidades, y que per-
manecen en ella hasta su destino final. En ese sentido, los
artículos 13 al 17 establecen la obligación de los sujetos
obligados de contar con archivos de trámite y concentra-
ción y, en su caso, histórico, así como las funciones de ca-
da uno de éstos.

Si bien la minuta aprobada por la Cámara de Diputados
contempla la creación de estos archivos, no cuenta con ar-
tículos específicos en los que se establezcan con precisión
sus funciones.

Otro aspecto fundamental en el diseño institucional que la
Cámara de Senadores propone incorporar a la Minuta es
que los archivos históricos se consideren fuentes de acceso
público. A diferencia de la Minuta de la Cámara de Dipu-
tados, en la que únicamente se señalaba que el archivo his-
tórico es la “Unidad responsable de administrar, organizar,
describir, conservar y divulgar la memoria documental ins-
titucional”, el proyecto de decreto propuesto establece con
precisión que este archivo es una fuente de acceso público.

El tránsito de un documento o expediente del archivo de
concentración al histórico implica la valoración de la do-
cumentación que deba conservarse permanentemente por
tener un valor histórico. En ese sentido, en el archivo his-
tórico se conservan aquellos documentos que forman parte
del patrimonio nacional, al registrar la memoria de una ins-
titución y la historia del país.

El aprovechamiento público de la información que forma
parte de los archivos históricos requiere que estos últimos
tengan el carácter legal de fuente de acceso público. No es
suficiente que una de las tareas del archivo histórico sea di-
vulgar la memoria documental institucional, sino que es
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necesario que quede establecido en ley que los documentos
que obran en esos archivos son de naturaleza pública.

La presencia de un documento en el archivo histórico sig-
nifica, de manera inevitable, que dicho documento perdió
sus valores administrativos, legales, fiscales o contables, y
que debe conservarse al tener otro tipo de valores como los
evidenciales, testimoniales e informativos.

Al dejar de formar parte de aquella documentación activa
que es necesaria para el ejercicio de las atribuciones de las
unidades administrativas, y al no ser necesaria su conser-
vación por cuestiones administrativas, legales, fiscales o
contables, sino por su valor histórico; los documentos que
forman parte de los archivos históricos no podrían actuali-
zar las causales de clasificación que prevé la Ley Federal
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental.

Basta recordar que el artículo 6o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley de Transpa-
rencia establecen que toda la información gubernamental
es pública y los particulares tendrán acceso a la misma, y
sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de in-
terés público en los términos que fijen las leyes. Asimismo,
ambas disposiciones señalan que en la interpretación del
derecho de acceso a la información prevalecerá el principio
de la máxima publicidad.

En el caso de los documentos históricos, por su propia na-
turaleza, al evidenciar, testimoniar e informar sobre la me-
moria de una institución pública y del país, el interés gene-
ral está, precisamente, en su difusión y libre acceso.

Los documentos gubernamentales deben tener una función
doble, en primera instancia, registrar y ser evidencia de lo
que se hizo en el pasado y de las decisiones institucionales
que se tomaron, a fin de dar certeza jurídica a la organiza-
ción; pero también, cuando pierden su valor primario, es
decir, administrativo, legal, fiscal o contable, deben fo-
mentar un gobierno transparente, a través de la promoción
de la historia y memoria de las instituciones públicas, así
como garantizar la rendición de cuentas, al permitir que los
ciudadanos identifiquen con plenitud y certeza a los res-
ponsables de las decisiones gubernamentales y al proveer
de justificación y explicación a las acciones de gobierno.

En suma, el hecho de que los archivos históricos adquieran
una naturaleza pública de oficio, permitirá el acceso siste-
mático a información que aporta precisión y certeza sobre

datos del quehacer gubernamental, lo cual abonará a la ren-
dición de cuentas y transparencia de la gestión pública,
además de resultar de fundamental importancia para el es-
tudio de la historia del país, pues el valor de esta disciplina
se basa en la veracidad de los datos difundidos, y su obje-
to está en divulgar los acontecimientos pasados y dignos de
memoria.

Por otro lado, se prevé establecer con claridad en la Ley,
por una parte, que los archivos históricos son una fuente de
acceso público y, por otra, que para el acceso a la informa-
ción en ellos contenida deberán seguirse los procedimien-
tos que señalen los propios archivos.

Se propone que en la Ley Federal de Archivos se establez-
ca un procedimiento para acceder a los documentos con va-
lor histórico que contengan información confidencial. Di-
cho procedimiento guarda un sano equilibrio entre la
protección de los datos personales contenidos en los docu-
mentos históricos, y el derecho de acceso a estos últimos.
Por primera vez en el país, una disposición legal establece-
ría con precisión el plazo y el procedimiento a seguir para
acceder a la información confidencial contenida en los do-
cumentos históricos, de forma tal que se respete tanto el
derecho a la privacidad y protección de los datos persona-
les de sus titulares, como, al mismo tiempo, el derecho de
acceso que cualquier persona tendría respecto de estos do-
cumentos públicos con valor histórico.

Ahora bien, la Cámara de Senadores considera fundamen-
tal garantizar que las nuevas reglas de acceso a los archi-
vos históricos no obstaculicen el quehacer de los historia-
dores e investigadores. En ese sentido, el artículo 30 de la
Ley dota al Instituto Federal de Acceso a la Información y
Protección de Datos o a la autoridad equivalente en los su-
jetos obligados distintos al Poder Ejecutivo federal de fa-
cultades para determinar procedente el acceso a informa-
ción confidencial con valor histórico cuando

I. Se solicite para una investigación o estudio que se
considere relevante para el país, siempre que el mismo
no se pueda realizar sin el acceso a la información con-
fidencial, y el investigador o la persona que realice el
estudio quede obligado por escrito a no divulgar la in-
formación confidencial, ni ninguna que pueda hacer
identificable a su titular;

II. El interés público en el acceso sea mayor a cualquier
invasión a la privacidad que pueda resultar de dicho ac-
ceso;
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III. El acceso beneficie de manera clara y evidente al ti-
tular de la información confidencial; y

IV. Sea solicitada por un biógrafo autorizado por el titu-
lar de la información confidencial.

A la par, una de las modificaciones a la Minuta de la Cá-
mara de Diputados, propone la obligación de las depen-
dencias y entidades de transferir al Archivo General de la
Nación sus documentos con valor histórico, a fin de garan-
tizar la debida conservación de dichos documentos, así co-
mo facilitar el acceso a los mismos y favorecer su difusión,
al encontrarse en un solo recinto.

Por otra parte, considera el Senado de la República impor-
tante prever que el Archivo General de la Nación tenga a su
cargo la sección de archivos presidenciales, y que al térmi-
no de cada mandato, la Presidencia de la República deba
efectuar las transferencias secundarias que conforme a su
catálogo de disposición documental procedan.

Tercer eje: Instrumentos de control y consulta archivís-
ticos. La Cámara de Senadores propone que los instrumen-
tos deberán ser generados por parte de los sujetos obliga-
dos a fin de contar con archivos debidamente organizados,
y sin los cuales el servicio de administración, conservación
y localización de la información que prestan los archivos se
torna imposible.

Al respecto, considera la Colegisladora imprescindible es-
tablecer en el texto de la Ley que los sujetos obligados de-
berán asegurarse de que se elaboren los instrumentos de
control y consulta archivística que propicien la organiza-
ción, administración, conservación y localización expedita
de sus archivos, por lo que deberán contar al menos con los
siguientes: cuadro general de clasificación archivística, ca-
tálogo de disposición documental, inventarios documenta-
les (general, de transferencia y de baja) y guía simple.

Destaca la Cámara de Senadores que la Minuta turnada por
la Cámara de Diputados no contiene un artículo que de ma-
nera expresa haga referencia a estos instrumentos de con-
sulta y control archivístico.

El catálogo de disposición documental es el registro gene-
ral y sistemático que establece los valores administrativos,
legales, fiscales, contables e históricos de los documentos
de archivo, así como los plazos de conservación, clasifica-
ción de reserva o confidencialidad y el destino final; el cua-
dro general de clasificación archivística será el instrumen-

to técnico y de control que refleja la estructura de la docu-
mentación producida o recibida por los sujetos obligados
con base en sus atribuciones o funciones; los inventarios
documentales son los instrumentos de consulta que descri-
ben las series y expedientes de un archivo y que permiten
su localización, transferencia o baja documental, y la guía
simple de archivo es el esquema general de descripción de
las series documentales de los archivos de un sujeto obli-
gado, que indica sus características fundamentales confor-
me al cuadro general de clasificación archivística y sus da-
tos generales.

Como se puede observar, estos instrumentos de control y
consulta archivística son fundamentales para la debida or-
ganización de los archivos, pues sin ellos se hace imposi-
ble una efectiva administración, conservación y localiza-
ción de los documentos recibidos y producidos por los
sujetos obligados. Es por ello, que la propuesta prevé dis-
posiciones precisas para la organización, conservación y
administración de los archivos de trámite y concentración
de los sujetos obligados, los cuales en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, establecerán, mediante reglamen-
tos administrativos o acuerdos de carácter general, los ór-
ganos, criterios y procedimientos institucionales relativos a
la organización, conservación y administración de sus ar-
chivos, a efecto de garantizar la disponibilidad, localiza-
ción expedita, integridad y conservación de los documen-
tos.

Todo ello, con el propósito de fomentar la modernización y
homogeneización metodológica de la función archivística,
y propiciar la cooperación e integración de los archivos.

Cabe destacar el hecho de que en el presente dictamen se
proponga la emisión de lineamientos que establezcan las
bases para que los archivos administrativos de los sujetos
obligados se organicen y conserven de forma completa y
actualizada, a fin de cumplir con lo dispuesto en la fracción
V del artículo 6o. constitucional, en específico, con la obli-
gación de publicar en medios electrónicos disponibles, la
información sobre indicadores de gestión y el ejercicio de
los recursos públicos. Más aún, se propone la publicación
de información con alto valor social. La idea central es pro-
mover el acceso público a información en posesión de los
sujetos obligados que genere conocimiento o facilite el ac-
ceso al mismo, y no sólo a datos que permitan la rendición
de cuentas y la transparencia de la gestión pública. Con
ello, se busca que el gobierno comparta información para
socializar el conocimiento.
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Sostiene la Cámara de Senadores que uno de los beneficios
que nos brinda esta era digital es la oportunidad para acce-
der e intercambiar información y conocimiento, y para im-
pulsar la participación ciudadana. Sin duda, el papel del
Estado es fundamental para el desarrollo de instrumentos
que permitan que los ciudadanos aprovechen las ventajas
que ofrecen las tecnologías de la información. En ese sen-
tido, una ley de archivos moderna debe contemplar la ins-
trumentación de mecanismos que faciliten el acceso opor-
tuno a información que tenga valor y sea útil para la
sociedad, en otras palabras, que ordene la información pa-
ra hacerla accesible.

Los países de avanzada en el tema del gobierno abierto han
creado portales de Internet en los que ofrecen información
con alto valor para los ciudadanos. Estos países han tras-
cendido el concepto de transparencia que centraba el dere-
cho de acceso de los ciudadanos en la posibilidad de estos
últimos de demandar a su gobierno el acceso a información
pública gubernamental; para arribar a una idea moderna de
la transparencia, en la que el gobierno ofrezca de forma di-
recta, sin necesidad de que medie solicitud de acceso algu-
na, y por medios sencillos y expeditos, información que se
considera con alto valor social, sobre temas específicos de
interés general, como es el caso de los indicadores econó-
micos; el comportamiento de los mercados; cuestiones de
salud pública o ambientales; educación; elecciones; em-
pleo; comunicaciones; seguridad nacional y pública; recur-
sos naturales; población; ciencia y tecnología; seguridad
social, entre otros. Hacia ese rumbo debemos ir encami-
nando en México los esfuerzos en el tema de la transpa-
rencia: hacia la construcción de una sociedad de la infor-
mación y el conocimiento.

Por ello, el Senado de la República propone que el artícu-
lo 21 del proyecto establezca en su segundo y tercer párra-
fos que “[…] el Archivo General de la Nación, en coordi-
nación con el Instituto y la Secretaría de la Función
Pública, emitirá lineamientos para la creación y funciona-
miento de los sistemas que permitan la organización y con-
servación de la información de los archivos administrati-
vos del Poder Ejecutivo federal de forma completa y
actualizada, a fin de publicar la relativa a los indicadores
de gestión, ejercicio de los recursos públicos y con alto va-
lor para la sociedad.

La autoridad que establezcan las disposiciones secundarias
aplicables a los sujetos obligados distintos al Poder Ejecu-
tivo federal deberá emitir los lineamientos que señala el

presente artículo, de conformidad con las directrices que
para tal efecto emita el Consejo Nacional de Archivos”.

Cabe señalar que la minuta de la Cámara de Diputados no
incluía al Instituto Federal de Acceso a la Información y
Protección de Datos, como autoridad coadyuvante del Ar-
chivo General de la Nación para emitir lineamientos para
la creación y funcionamiento de los sistemas de organiza-
ción y conservación de los archivos.

Por otra parte, el Senado de la República proponen prever
con precisión que el plazo de conservación de los docu-
mentos en los archivos de trámite, de concentración e his-
tórico deberá considerar la vigencia documental, así como
en su caso, el periodo de reserva correspondiente, de con-
formidad con lo dispuesto por la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.
Asimismo, se prevé que para la baja documental se requie-
ra que hayan prescrito los valores administrativos, legales,
fiscales o contables del documento, y que éste no contenga
valores históricos, además del dictamen del Archivo Gene-
ral de la Nación, para el caso de la Administración Pública
Federal, con lo que la destrucción de documentos no será
arbitraria, ni discrecional, sino que deberá cumplir con los
requisitos que establece la Ley, y seguir el procedimiento
que para tal fin se establezca.

De esta forma se pretende dar certeza sobre los archivos
de las dependencias y entidades desaparecidas o liquida-
das y rompe con ello con prácticas negativas del pasado,
en las que la desaparición de una dependencia o entidad
también implicaba la desaparición de la información que
daba sustento a las actividades de los servidores públicos
y al ejercicio de recursos públicos que en ellas se llevaron
a cabo.

Como parte de los instrumentos que proponemos incluir en
la Ley Federal de Archivos para el control de la informa-
ción, está la obligación de las dependencias y entidades de
la Administración Pública Federal de notificar al Archivo
General de la Nación, una vez al año, el listado de docu-
mentos desclasificados el año previo y que hayan sido ob-
jeto de reserva con fundamento en el artículo 13, fraccio-
nes I a IV de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a
la Información Pública Gubernamental. Esta medida per-
mitirá dejar constancia de la existencia de información res-
pecto de la cual se negó el acceso en su momento, y a la
que ya se podría tener acceso al haber sido desclasificada,
a fin de evitar la destrucción o baja de la misma sin que ha-
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ya transcurrido el plazo para ello, o bien las declaraciones
de inexistencia no justificadas.

Uno de los principales retos en materia de archivos, no sólo
en el país, sino en el mundo, es la modernización de los mis-
mos a través de su tránsito al ambiente electrónico. Hacien-
do frente a ese reto, el proyecto faculta al Archivo General
de la Nación para emitir los lineamientos que establezcan las
bases para la creación y uso de sistemas automatizados de
gestión y control de documentos tanto en formato físico co-
mo electrónico. Asimismo, se propone que los sujetos obli-
gados desarrollen y establezcan políticas y procesos con-
ducentes al control de sus documentos electrónicos por
medio de la aplicación de los mismos instrumentos técnico
archivísticos que corresponden a los soportes tradicionales,
así como propiciar la utilización de herramientas informá-
ticas que permitan su adecuada administración.

Por otro lado, el Senado de la República considera que es-
te proyecto no podría llegar a buen término si no se cuenta
con servidores públicos bien capacitados que desarrollen
apropiadamente sus responsabilidades. En esa asignatura,
se propone que la ley prevea que el responsable del área
coordinadora de archivos establezca un programa de capa-
citación y asesoría archivísticos para los servidores públi-
cos de su institución, a fin de que los mismos conozcan los
conceptos fundamentales y los instrumentos de control y
consulta archivística, bajo la premisa de que cada servidor
público es, en los hechos, un archivista, sobre todo en esta
era digital en la que desde lo individual de nuestro equipo
de cómputo, generamos, recibimos y almacenamos infor-
mación. Asimismo, se faculta al Archivo General de la Na-
ción para fomentar el desarrollo profesional de archivistas
a través de convenios de colaboración o concertación con
autoridades educativas y universidades públicas o priva-
das.

Así pues, el tercer eje de la Ley Federal de Archivos des-
cansa en los instrumentos de control y consulta archivísti-
ca que son indispensables para la adecuada administración,
conservación y localización de la información que obra en
los archivos de los sujetos obligados.

Cuarto eje: Infracciones y sanciones. Uno de los pilares
de la rendición de cuentas es la aplicación efectiva de san-
ciones derivadas de responsabilidades concretas. Sin duda,
un elemento clave en la instrumentación de políticas públi-
cas son las actividades orientadas hacia la observancia de
la ley. Un esfuerzo por organizar y conservar los documen-
tos gubernamentales, que no impusiera las sanciones co-

rrespondientes por el incumplimiento de la ley, sería un
ejercicio débil y con riesgos de ser ineficiente o una simu-
lación. Para que sean efectivas las disposiciones normati-
vas, tienen que estar acompañadas de mecanismos de mo-
nitoreo y sanción eficaces, a efecto de evitar la comisión de
conductas ilícitas.

En ese sentido, la Cámara de Senadores considera impres-
cindible prever un capítulo de sanciones por incumpli-
miento de las obligaciones establecidas en la Ley, las que
sin perjuicio de las penales y civiles que correspondan, se-
rán causa de responsabilidad administrativa. Para ello, el tí-
tulo séptimo de la ley está dedicado al tema de las infrac-
ciones y sanciones.

Existe evidencia empírica sobre la relación directa entre es-
tados con economías pujantes y democracias consolidadas,
y archivos ordenados. Por años nuestro país ha contado con
una deficiente organización de archivos, lo que ha propi-
ciado la desorganización y hasta el abandono de muchos de
ellos, hecho que nos hace un Estado vulnerable. De esta
forma la Ley Federal de Archivos que se propone pretende
contribuir a revertir estas malas prácticas, y asegurar prác-
ticas de gobierno modernas y transparentes, con el firme
propósito de hacer eficiente el quehacer gubernamental al
tiempo de garantizar que cualquier persona pueda tener ac-
ceso a la información que se genera en las instituciones del
Estado mexicano, al tiempo que se transparenta la gestión
pública y se favorece la rendición de cuentas.

Por último, el Senado de la República ha considerado opor-
tuno hacer algunos ajustes de redacción a fin de clarificar
el texto del articulado y favorecer su exacta aplicación e in-
terpretación.

Habiendo establecido los antecedentes y el contenido de la
minuta, los integrantes de la Comisión de Gobernación for-
mulan las siguientes

Consideraciones

A) En lo general

1. México ha dado pasos relevantes en materia de transpa-
rencia y acceso a la información pública gubernamental. El
acceso a la información y la rendición de cuentas son con-
diciones en una sociedad que se precie de ser democrática
y transparente porque protegen bienes jurídicos valiosos
(que los ciudadanos puedan saber y acceder a información
relevante para su vida y el progreso de la comunidad) y so-
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bre él se erige la viabilidad de un sistema democrático que
cumple una función vital para que los ciudadanos conozcan
el quehacer, las decisiones y los recursos que erogan sus
autoridades.

2. El 20 de julio de 2007 fue publicado en el Diario Oficial
de la Federación el decreto que reforma el artículo 6o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos por
el que se estableció el derecho a la información como una
garantía tutelada por la norma fundamental, lo que supone
una política de estado comprometida con la transparencia y
la rendición de cuentas para que la Federación, los Estados
y el Distrito Federal deban proporcionar, a través del uso re-
moto de mecanismos o medios electrónicos, sus principales
indicadores de gestión y la información sobre sus activida-
des para una adecuada rendición de cuentas, de manera per-
manente, completa, actualizada, oportuna y pertinente.

4. Para hacer efectivo el derecho de acceso a la informa-
ción, es mandato constitucional que los sujetos obligados
cuenten con archivos administrativos actualizados y con-
fiables; el desarrollo de las tecnologías de la información
permite hacer de los archivos no sólo depositarios de do-
cumentos sino sistemas de gestión documental que son
fuente de información útil y valiosa para la organización
administrativa y la toma de decisiones. La creación de nor-
mas concretas para los sistemas de archivos permitirá que
la federación y sus partes integrantes puedan generar las
normatividades acordes para la organización de archivos y
los municipios, los reglamentos sobre archivos indispensa-
bles para garantizar de forma plena el derecho de acceso a
la información que tutela nuestra Constitución.

5. La discusión sobre la propuesta de Ley Federal de Ar-
chivos implica la urgencia de la conservación del patrimo-
nio documental administrativo e histórico de nuestro país
atendiendo un rezago en la conservación y en el manejo de
los archivos de los tres órdenes de gobierno; actualmente,
una gran cantidad de documentos han cumplido sus vigen-
cias y no se transfieren a archivos históricos o bien no tie-
nen la baja correspondiente, conservándose en condiciones
críticas.

6. Los archivos públicos se encuentran en situación vulne-
rable por una estructura física inadecuada como por la fal-
ta de profesionalización de los recursos humanos responsa-
bles de su cuidado agravándose, por otro lado, ante el
manejo de los documentos electrónicos que requieren de
un control archivístico inmediato y profesional en el corto
plazo.

7. La legislación archivística requiere de órganos capaces
de dirigir la política correspondiente al tener la experien-
cia, presupuesto y recursos técnicos y humanos dedicados
al control y cuidado del patrimonio documental nacional;
en nuestro país, el Archivo General de la Nación es el ór-
gano desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, rec-
tor de la archivística nacional que debe custodiar, ordenar,
describir y conservar los documentos para facilitar y pro-
mover la consulta y aprovechamiento público.

8. Sin embargo, la competencia del Archivo General de la
Nación sólo es regulada a través del Reglamento Interno de
la Secretaría de Gobernación, limitando su capacidad legal
lo que implica una dependencia presupuestal de la Secreta-
ría del ramo así como de la limitación de los recursos ma-
teriales y administrativos; al carecer de personalidad jurí-
dica, el Archivo General de la Nación es incapaz de realizar
las denuncias correspondientes por el robo, saqueo o des-
trucción del patrimonio documental de la nación.

9. A través del proyecto de decreto que expide la Ley Fe-
deral de Archivos, el Congreso de la Unión pretende dotar
a la nación de una legislación moderna que cierra el trío le-
gislativo de la Transparencia, Protección de Datos y con-
servación de Archivos. El mismo proyecto fortalece a las
autoridades rectoras de la archivística, garantizando el ac-
ceso de la población a la información generada y custodia-
da, cumpliendo con el mandato constitucional, establecido
en el artículo 6o., fracción V, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos por el que se establece que
los sujetos obligados deban preservar sus documentos en
los archivos administrativos actualizados y publicar, a tra-
vés de los medios electrónicos disponibles, la información
completa y actualizada sobre sus indicadores de gestión y
el ejercicio de los recursos públicos. El acceso a la infor-
mación requiere de conservación u custodia a través de los
archivos, como instrumentos fundamentales que evitarán
cualquier forma de uso indebido o destrucción de docu-
mentos importantes en la actividad de los sujetos obliga-
dos.

10. Una legislación federal, en conclusión, establecerá los
criterios generales que permitan la organización archivísti-
ca correcta para la modernización y eficiencia de las acti-
vidades de las entidades de los tres poderes de la unión, los
poderes estatales y municipales, así como los órganos do-
tados de autonomía constitucional y legal, de manera que
deban prever la aplicación de las tecnologías de la infor-
mación que permitan el manejo documental de manera ex-
pedita y eficiente.
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B) En lo particular

A. La Ley Federal de Archivos, que se propone expedir
tendrá como objetivos: garantizar la localización y disposi-
ción expedita de documentos a través de sistemas moder-
nos de organización y conservación de los archivos; asegu-
rar el acceso oportuno a la información contenida en los
archivos y, con ello, la rendición de cuentas; regular la or-
ganización y conservación de los archivos administrativos
de los sujetos obligados, a fin de que éstos se preserven ac-
tualizados y permitan la publicación de aquella informa-
ción relativa a indicadores de gestión, ejercicio de recursos
públicos y con alto valor social; garantizar la correcta con-
servación, organización y consulta de los archivos de trá-
mite, de concentración e históricos; promover el uso y di-
fusión de los archivos históricos generados por los sujetos
obligados; favorecer la utilización de tecnologías de la in-
formación para mejorar la administración de los archivos
por los sujetos obligados; establecer mecanismos para la
colaboración entre las autoridades federales, estatales y
municipales en materia de archivos, y contribuir a la pro-
moción de una cultura de revaloración de los archivos y su
reconocimiento como eje de la actividad gubernamental.

B. La propuesta de ley establece un marco general de cri-
terios para la organización y conservación de los archivos
de los tres Poderes de la Unión y los organismos autóno-
mos del ámbito federal, y establece mecanismos de coordi-
nación y de concertación entre la Federación, los estados,
el Distrito Federal y los municipios. Cabe señalar que se
respetan los distintos ámbitos de competencias, ofreciendo
de esta manera una solución para generar prácticas archi-
vísticas comunes a nivel nacional, basadas en las teorías
archivísticas más avanzadas prevalecientes a nivel interna-
cional.

C. La propuesta de ley establece un sistemas instituciona-
les de archivos al definir los procesos y establecer cuáles
deben ser los instrumentos de control y consulta archivísti-
ca que se lleven a cabo, de forma congruente con lo que se
establece en los Lineamientos del Archivo desarrollados
por el Archivo General de la Nación y el Instituto Federal
de Acceso a la Información y Protección de Datos.

D. Una de las bondades del proyecto de ley consiste en do-
tar al orden jurídico de criterios básicos para coordinar la
creación y su uso de sistemas automatizados de gestión y
control de documentos, así como para preservar los docu-
mentos electrónicos de archivo.

E. La propuesta de ley no es omisa a la problemática de los
archivos históricos que se encuentran dispersos, ya que es-
tablece que los documentos históricos se deben destinar a
una institución de archivo histórico, lo cual no significa un
único espacio. En el caso de la Administración Pública Fe-
deral este archivo histórico lo sería el Archivo General de
la Nación, lo que representa que las instituciones de archi-
vo histórico tiene una única función sustantiva, que es la de
preservar a largo plazo de los documentos.

Es un hecho que si los documentos se mantienen con el su-
jeto obligado que los genero, será muy difícil que los do-
cumentos puedan ser debidamente preservados, toda vez
que no está en su función la conservación adecuada de los
mismos.

F. La pertinencia de aprobar la Ley Federal de Archivos re-
sulta de la necesidad de contar con la certeza de que los ar-
chivos de dependencias extintas se conservarán, pues ac-
tualmente la obligación consiste en mantener esos archivos
por diez años, como lo prevé el artículo 245 de la Ley Ge-
neral de Sociedades Mercantiles.

G. La propuesta de ley prevé la obligación a los servidores
públicos federales de entregar los archivos organizados e
instrumentados de consulta y control archivístico que se
encontraban bajo su custodia junto con su acta de entrega-
recepción.

H. El artículo 52 del proyecto de Ley establece la obliga-
ción de transferir al Archivo General de la Nación los do-
cumentos de la Presidencia de la República, que se expre-
san en el catálogo de disposición documental de la
Presidencia. Esta práctica se viene llevando a cabo desde el
Presidente Francisco I. Madero, pero sólo por tradición,
hasta que fue establecida mediante un decreto por el Presi-
dente Miguel de la Madrid, pero sin establecer qué docu-
mentos deberán de transferirse.

I. Es importante destacar que los archivos históricos serán
fuente de acceso público, con ello se eliminará el procedi-
miento de acceso que se realiza mediante una solicitud co-
mo lo establece la Ley Federal de Transparencia y Acceso
a la Información Pública Gubernamental, en cuanto que es-
tos documentos pueden ser consultados de forma abierta y
pública.

J. Un tema de no poca relevancia que contiene la propues-
ta de Ley es el relativo al acceso a los datos personales con-
tenidos en los archivos. Así se propone, que de acuerdo con
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las prácticas internacionales aceptadas, se defina un perio-
do de 30 años para la apertura de los datos personales con-
tenidos en los archivos, contadas a partir de la fecha de
creación de un documento, esto con la intención de no or-
denar la elaboración de versiones públicas de los mismos.
En el caso de tratarse de datos personales que afecten la es-
fera íntima del titular se ampliaría el plazo a 70 años, pro-
curando no afectar a personas vivas con la difusión de esta
información.

K. Una preocupación del Congreso de la Unión consiste en
facultar al Archivo General de la Nación para autorizar o
no la salida del territorio nacional de documentos declara-
dos patrimonio histórico de la nación. De esta forma se
contempla la posibilidad de expropiación de estos docu-
mentos, declarados patrimonio de la nación, cuando se en-
cuentren en posesión de particulares y que corran un peli-
gro grave para su preservación, después de un
procedimiento que incluya la opinión técnica del Consejo
Académico Asesor; de igual forma se establece que en la
venta de documentos históricos nacionales, se le dé al Ar-
chivo General de la Nación el derecho de tanto.

L. Se establece un título relativo a las Infracciones y San-
ciones, que independientemente de las responsabilidades
civiles, o penales, se aplicarán como causas de responsabi-
lidad administrativas por extraer, ocultar o destruir docu-
mentos de archivos públicos, trasladar fuera del país docu-
mentos patrimoniales de la nación, omitir entregar archivos
o documentos bajo la custodia de un funcionario público al
separarse de su empleo.

M. Se establece la creación del Consejo Nacional de Ar-
chivos que será el órgano colegiado que facilite la coordi-
nación entre archivos de los distintos poderes y niveles de
gobierno a modo de generar directrices archivísticas nacio-
nales. En él participaran representantes de los tres Poderes
de la Unión, niveles de gobierno, órganos autónomos, ar-
chivos privados, etcétera. Lo presidirá el director general
del Archivo General de la Nación.

N. Un tema toral de la propuesta de Ley consiste en dotar
al Archivo General de la Nación de plena autonomía, por
lo cual esta Cámara de Diputados concuerda con la Cole-
gisladora en que es de enorme trascendencia que el Archi-
vo pase hacer un órgano desconcentrado de la Secretaría de
Gobernación a uno descentralizado. Actualmente contamos
con una institución débil y con capacidad muy escasa para
cumplir su función como principal repositorio histórico de

la administración pública federal y el órgano rector de la
archivística nacional.

O. Con la finalidad de dar un buen funcionamiento del Ar-
chivo General de la Nación, el nombramiento de su direc-
tor general, que compete al presidente de la República, se
ajusta a una serie de requisitos como es su perfil a modo de
evitar que se nombre a alguien que no tenga experiencia y
conocimiento acerca de los archivos históricos. Tanto una
persona que ha tenido un puesto directivo en un archivo
histórico por cinco años o más como un doctor en historia
tiene una experiencia y conocimiento de los archivos his-
tóricos y conocer su valor.

P. Finalmente contempla la propuesta de Ley la existencia
de áreas coordinadas de archivos en las dependencias y en-
tidades de la administración pública federal, así como en
los poderes legislativos y judiciales, estableciendo sus fun-
ciones y otorgándoles un mayor rango a nivel de la organi-
zación administrativa del que actualmente en lo general po-
seen.

Q. Por lo descrito, los integrantes de la Comisión de Go-
bernación concuerdan con el proyecto de la colegisladora
por lo que se considera la remisión de la Ley Federal de Ar-
chivos al Ejecutivo para su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Por lo expuesto, y para los efectos del artículo 72, inciso a),
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, los integrantes de la Comisión de Gobernación some-
ten a consideración de la asamblea el siguiente

Decreto

Artículo Único. Se expide la Ley Federal de Archivos, pa-
ra quedar como sigue:

Ley Federal de Archivos

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo Único

Artículo 1. El objeto de esta ley es establecer las disposi-
ciones que permitan la organización y conservación de los
archivos en posesión de los Poderes de la Unión, los orga-
nismos constitucionales autónomos y los organismos con

Año III, Primer Periodo, 8 de diciembre de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados320



autonomía legal, así como establecer los mecanismos de
coordinación y de concertación entre la federación, las en-
tidades federativas, el Distrito Federal y los municipios pa-
ra la conservación del patrimonio documental de la nación,
así como para fomentar el resguardo, difusión y acceso de
archivos privados de relevancia histórica, social, técnica,
científica o cultural.

Artículo 2. La presente ley es de observancia obligatoria
para los servidores públicos federales a que se refiere el ar-
tículo 108 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Artículo 3. La interpretación de esta ley en el orden admi-
nistrativo corresponde

I. Al Archivo General de la Nación, en el ámbito del Po-
der Ejecutivo federal; y

II. A la autoridad que se determine en las disposiciones
secundarias aplicables a los otros sujetos obligados.

Artículo 4. Para efectos de la presente ley y su ámbito de
aplicación se entenderá por

I. Administración de documentos: Conjunto de métodos
y prácticas destinados a planear, dirigir y controlar la
producción, circulación, organización, conservación,
uso, selección y destino final de los documentos de ar-
chivo;

II. Archivo: Conjunto orgánico de documentos en cual-
quier soporte, que son producidos o recibidos por los su-
jetos obligados o los particulares en el ejercicio de sus
atribuciones o en el desarrollo de sus actividades;

III. Archivo administrativo actualizado: Aquél que per-
mite la correcta administración de documentos en pose-
sión de los Poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial, de
los órganos constitucionales autónomos de los tres ór-
denes de gobierno;

IV. Archivo de concentración: Unidad responsable de la
administración de documentos cuya consulta es esporá-
dica por parte de las unidades administrativas de los su-
jetos obligados, y que permanecen en él hasta su desti-
no final;

V. Archivo de trámite: Unidad responsable de la admi-
nistración de documentos de uso cotidiano y necesario

para el ejercicio de las atribuciones de una unidad ad-
ministrativa;

VI. Archivo histórico: Fuente de acceso público y unidad
responsable de administrar, organizar, describir, conservar
y divulgar la memoria documental institucional, así como
la integrada por documentos o colecciones documentales
facticias de relevancia para la memoria nacional;

VII. Archivo privado de interés público: Documentos o
colecciones que ostenten interés público, histórico o
cultural en poder de particulares;

VIII. Área coordinadora de archivos: La creada para des-
arrollar criterios en materia de organización, administra-
ción y conservación de archivos; elaborar en coordina-
ción con las unidades administrativas los instrumentos de
control archivístico; coordinar los procedimientos de va-
loración y destino final de la documentación; establecer
un programa de capacitación y asesoría archivísticos;
coadyuvar con el Comité de Información en materia de
archivos, y coordinar con el área de tecnologías de la in-
formación la formalización informática de las activida-
des arriba señaladas para la creación, manejo, uso, pre-
servación y gestión de archivos electrónicos, así como
la automatización de los archivos;

IX. Baja documental: Eliminación de aquella documen-
tación que haya prescrito en sus valores administrativos,
legales, fiscales o contables, y que no contenga valores
históricos;

X. Catálogo de disposición documental: Registro gene-
ral y sistemático que establece los valores documenta-
les, los plazos de conservación, la vigencia documental,
la clasificación de reserva o confidencialidad y el desti-
no final;

XI. Clasificación archivística: Proceso de identificación
y agrupación de expedientes homogéneos con base en la
estructura funcional de los sujetos obligados;

XII. Comité de Información: Instancia respectiva de ca-
da sujeto obligado, establecida en la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental;

XIII. Comité: El Comité Técnico Consultivo de los ar-
chivos del Ejecutivo federal al que refiere el artículo 37
de la ley;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 8 de diciembre de 2011321



XIV. Consejo Académico Asesor: El integrado por aca-
démicos y expertos destacados en disciplinas afines a la
archivística, al que refiere el artículo 36 de la presente
ley;

XV. Consejo Nacional de Archivos: El integrado por los
representantes de los archivos de los tres niveles de go-
bierno, de los órganos constitucionales autónomos, de
instituciones académicas y de archivos privados;

XVI. Conservación de archivos: Conjunto de procedi-
mientos y medidas destinados a asegurar la preserva-
ción y la prevención de alteraciones físicas de la infor-
mación de los documentos de archivo;

XVII. Cuadro general de clasificación archivística: Ins-
trumento técnico que refleja la estructura de un archivo
con base en las atribuciones y funciones de cada sujeto
obligado;

XVIII. Dependencias y entidades: Las señaladas en la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, in-
cluidas la Presidencia de la. República, los órganos ad-
ministrativos desconcentrados, y la Procuraduría Gene-
ral de la República;

XIX. Destino final: Selección de los expedientes de los
archivos de trámite o concentración cuyo plazo de con-
servación o uso ha prescrito, con el fin de darlos de ba-
ja o transferirlos a un archivo histórico;

XX. Documento de archivo: El que registra un acto ad-
ministrativo, jurídico, fiscal o contable, creado, recibi-
do, manejado y usado en el ejercicio de las facultades y
actividades de los sujetos obligados, independientemen-
te del soporte en el que se encuentren;

XXI. Documento electrónico: El que almacena la infor-
mación en un medio que precisa de un dispositivo elec-
trónico para su lectura;

XXII. Documento histórico: El que posee valores se-
cundarios y de preservación a largo plazo por contener
información relevante para la institución generadora pú-
blica o privada, que integra la memoria colectiva de Mé-
xico y es fundamental para el conocimiento de la histo-
ria nacional;

XXIII. Expediente: Unidad documental constituida por
uno o varios documentos de archivo, ordenados y rela-

cionados por un mismo asunto, actividad o trámite de
los sujetos obligados;

XXIV. Fondo: Conjunto de documentos producidos or-
gánicamente por un sujeto obligado, que se identifica
con el nombre de este último;

XXV. Guía simple de archivo: Esquema general de des-
cripción de las series documentales de los archivos de
un sujeto obligado, que indica sus características funda-
mentales conforme al cuadro general de clasificación
archivística y sus datos generales;

XXVI. Instituto: El Instituto Federal de Acceso a la In-
formación y Protección de Datos;

XXVII. Inventarios documentales: Instrumentos de
consulta que describen las series y expedientes de un ar-
chivo y que permiten su localización (inventario gene-
ral), transferencia (inventario de transferencia) o baja
documental (inventario de baja documental);

XXVIII. Ley: Ley Federal de Archivos;

XXIX. Metadato: Conjunto de datos que describen el
contexto, contenido y estructura de los documentos de
archivo y su administración a través del tiempo, y que
sirven para identificarlos, facilitar su búsqueda, admi-
nistración y control de su acceso;

XXX. Órganos constitucionales autónomos: El Instituto
Federal Electoral, la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, el Banco de México, el Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía, las universidades y las
demás instituciones de educación superior a las que la
ley otorgue autonomía, así como cualquier otro estable-
cido en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos;

XXXI. Patrimonio documental de la Nación: Documen-
tos de archivo u originales y libros que por su naturale-
za no sean fácilmente sustituibles y que dan cuenta de la
evolución del Estado y de las personas e instituciones
que han contribuido en su desarrollo, o cuyo valor testi-
monial, de evidencia o informativo les confiere interés
público, les asigna la condición de bienes culturales y
les da pertenencia en la memoria colectiva del país;

XXXII. Plazo de conservación: Periodo de guarda de la
documentación en los archivos de trámite, de concen-
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tración y, en su caso, histórico. Consiste en la combina-
ción de la vigencia documental y, en su caso, el término
precautorio y periodo de reserva que se establezca de
conformidad con la Ley Federal de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública Gubernamental;

XXXIII. Reglamento: Reglamento de la Ley Federal de
Archivos o el documento normativo equivalente que
emitan los otros sujetos obligados distintos al Poder
Ejecutivo federal;

XXXIV. Sección: Cada una de las divisiones del fondo,
basada en las atribuciones de cada sujeto obligado de
conformidad con las disposiciones legales aplicables;

XXXV. Serie: División de una sección que corresponde
al conjunto de documentos producidos en el desarrollo
de una misma atribución general y que versan sobre una
materia o asunto específico;

XXXVI. Sujetos obligados:

a) El Poder Ejecutivo federal, la administración pú-
blica federal y la Procuraduría General de la Repú-
blica;

b) El Poder Legislativo federal, integrado por la Cá-
mara de Diputados, la Cámara de Senadores, la Co-
misión Permanente, la Auditoría Superior de la Fe-
deración y cualquiera de sus órganos;

c) El Poder Judicial de la Federación y el Consejo de
la Judicatura Federal;

d) Los órganos constitucionales autónomos;

e) Los tribunales administrativos federales; y

f) Cualquier otro órgano federal;

XXXVII. Transferencia: Traslado controlado y sistemá-
tico de expedientes de consulta esporádica de un archi-
vo de trámite al archivo de concentración (transferencia
primaria) y de expedientes que deben conservarse de
manera permanente, del archivo de concentración al ar-
chivo histórico (transferencia secundaria);

XXXVIII. Valor documental: Condición de los docu-
mentos que les confiere características administrativas,
legales, fiscales o contables en los archivos de trámite o

concentración (valores primarios); o bien, evidenciales,
testimoniales e informativas en los archivos históricos
(valores secundarios);

XXXIX. Valoración documental: Actividad que consis-
te en el análisis e identificación de los valores docu-
mentales para establecer criterios de disposición y ac-
ciones de transferencia; y

XL. Vigencia documental: Periodo durante el cual un
documento de archivo mantiene sus valores administra-
tivos, legales, fiscales o contables, de conformidad con
las disposiciones jurídicas vigentes y aplicables.

Artículo 5. Los sujetos obligados que refiere esta ley se re-
girán por los siguientes principios:

I. Conservación: Adoptar las medidas de índole técnica,
administrativa, ambiental y tecnológica para la adecua-
da preservación de los archivos;

II. Procedencia: Conservar el orden original de cada
fondo documental producido por los sujetos obligados
en el desarrollo de su actividad institucional, para dis-
tinguirlo de otros fondos semejantes;

III. Integridad: Garantizar que los documentos de archi-
vo sean completos y veraces para reflejar con exactitud
la información contenida; y

IV. Disponibilidad: Adoptar medidas pertinentes para la
localización de los documentos de archivo.

Artículo 6. Son objetivos de esta ley

I. Promover el uso, métodos y técnicas que garanticen la
localización y disposición expedita de documentos a
través de sistemas modernos de organización y conser-
vación de los archivos, que contribuyan a la eficiencia
gubernamental, la correcta gestión gubernamental y el
avance institucional;

II. Asegurar el acceso oportuno a la información conte-
nida en los archivos y con ello la rendición de cuentas,
mediante la adecuada administración y custodia de los
archivos que contienen información pública guberna-
mental;

III. Regular la organización y conservación del sistema
institucional de archivos de los sujetos obligados, a fin
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de que éstos se preserven actualizados y permitan la pu-
blicación en medios electrónicos de la información rela-
tiva a sus indicadores de gestión y el ejercicio de recur-
sos públicos, así como de aquélla que por su contenido
tenga un alto valor para la sociedad;

IV. Garantizar la correcta conservación, organización y
consulta de los archivos de trámite, de concentración e
históricos; para hacer eficiente la gestión pública y el
acceso a la información pública; así como para promo-
ver la investigación histórica documental;

V. Asegurar la disponibilidad, localización expedita, in-
tegridad y conservación de los documentos de archivo
que poseen los sujetos obligados;

VI. Promover el uso y difusión de los archivos históri-
cos generados por los sujetos obligados, favoreciendo la
investigación y resguardo de la memoria institucional
de México;

VII. Favorecer la utilización de tecnologías de la infor-
mación para mejorar la administración de los archivos
por los sujetos obligados;

VIII. Establecer mecanismos para la colaboración entre
las autoridades federales, estatales y municipales en ma-
teria de archivos; y

IX. Contribuir a la promoción de una cultura de valora-
ción de los archivos y su reconocimiento como eje de la
actividad gubernamental.

Artículo 7. Bajo ninguna excepción los servidores públi-
cos podrán sustraer documentos de archivo al concluir su
empleo, cargo o comisión.

Título Segundo
De la Organización 

y Administración de los Archivos

Capítulo I
De la Organización de los Archivos

Artículo 8. Cuando la especialidad de la información o la
unidad administrativa lo requieran, la coordinación de ar-
chivos de los sujetos obligados propondrá al Comité de In-
formación o equivalente, del que deberá formar parte, los
criterios específicos de organización y conservación de ar-

chivos, de conformidad con las disposiciones aplicables y
los lineamientos que a su efecto expidan el Archivo Gene-
ral de la Nación y el Instituto, en el ámbito del Poder Eje-
cutivo federal; o bien, la autoridad que determinen las dis-
posiciones secundarias aplicables en los demás sujetos
obligados, de conformidad con las directrices que establez-
ca el Consejo Nacional de Archivos.

Las instancias a que se refiere el artículo 31 de la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental observarán las disposiciones en materia de
esta ley. Los titulares de dichas instancias o unidades ad-
ministrativas podrán determinar los criterios específicos en
materia de organización y conservación de sus archivos, de
conformidad con los Lineamientos expedidos por el Archi-
vo General de la Nación y los criterios del Consejo Nacio-
nal de Archivos, según corresponda.

Artículo 9. Los sujetos obligados asegurarán el adecuado
funcionamiento de sus archivos, para lo cual deberán adop-
tar las medidas necesarias de acuerdo con lo dispuesto en
esta ley, su reglamento y demás disposiciones aplicables,
así como, en su caso, en los criterios específicos que aprue-
be su Comité de Información o equivalente.

Los órganos internos de control del Poder Ejecutivo fede-
ral, así como las áreas que realicen funciones de contralo-
ría interna en los otros sujetos obligados distintos al Poder
Ejecutivo federal, vigilarán el estricto cumplimiento de la
presente ley, en el ámbito de sus respectivas atribuciones.

Artículo 10. Los sujetos obligados contarán con un área
coordinadora de archivos encargada de elaborar y aplicar
las normas, criterios y lineamientos archivísticos determi-
nados en el marco de esta ley, su Reglamento y demás dis-
posiciones aplicables, a efecto de lograr homogeneidad en
la materia entre las unidades administrativas.

Artículo 11. El responsable del área coordinadora de ar-
chivos deberá cubrir el perfil que se estipule en el Regla-
mento; será nombrado por el titular de la dependencia o en-
tidad o por el titular de la instancia u órgano que
determinen los otros sujetos obligados distintos al Poder
Ejecutivo federal, y formará parte del Comité de Informa-
ción o su equivalente como asesor en materia de archivos,
con voz y voto.

Artículo 12. El responsable del área coordinadora de ar-
chivos tendrá las siguientes funciones:
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I. Elaborar y someter a autorización del Comité de In-
formación o su equivalente los procedimientos y méto-
dos para administrar y mejorar el funcionamiento y ope-
ración de los archivos de los sujetos obligados, con base
en la integración de un Plan Anual de Desarrollo Archi-
vístico y de conformidad con lo establecido en esta ley,
su Reglamento y demás disposiciones aplicables;

II. Elaborar y someter a autorización del Comité de In-
formación o su equivalente el establecimiento de crite-
rios específicos en materia de organización y conserva-
ción de archivos; así como de los expedientes que
contengan información y documentación clasificada co-
mo reservada y/o confidencial, a fin de asegurar su inte-
gridad, de conformidad con lo establecido en esta ley, su
Reglamento y demás disposiciones aplicables;

III. Elaborar, en coordinación con los responsables de
los archivos de trámite, de concentración y, en su caso,
histórico, el cuadro general de clasificación archivística,
el catálogo de disposición documental, el inventario ge-
neral, así como los demás instrumentos descriptivos y
de control archivístico;

IV. Coordinar normativa y operativamente las acciones
de los archivos de trámite, concentración y, en su caso,
histórico;

V. Establecer y desarrollar un programa de capacitación
y asesoría archivística para el sujeto obligado;

VI. Elaborar y presentar al Comité de Información o
equivalente el Plan Anual de Desarrollo Archivístico, en
el que se contemplen las acciones a emprender a escala
institucional para la modernización y mejoramiento
continuo de los servicios documentales y archivísticos,
el cual deberá ser publicado en el portal de Internet de
cada institución, así como sus respectivos informes
anuales de cumplimiento;

VII. Coordinar los procedimientos de valoración y des-
tino final de la documentación, con base en la normati-
vidad vigente y las disposiciones establecidas por el Ar-
chivo General de la Nación, en el caso del Poder
Ejecutivo federal; o bien, por la autoridad que determi-
nen las disposiciones secundarias aplicables en los de-
más sujetos obligados; y

VIII. Coordinar con el área de tecnologías de la infor-
mación del sujeto obligado las actividades destinadas a

la automatización de los archivos y a la gestión de do-
cumentos electrónicos.

Artículo 13. Cada sujeto obligado deberá nombrar a los
responsables de los archivos de trámite, concentración y,
en su caso, histórico respectivamente.

Artículo 14. En cada unidad administrativa de los sujetos
obligados existirá un archivo de trámite, en el que se con-
servarán los documentos de uso cotidiano necesarios para
el ejercicio de las atribuciones de las unidades administra-
tivas.

Los responsables de los archivos de trámite serán nombra-
dos por el titular de cada unidad administrativa, quien de-
berá ser debidamente capacitado para cumplir las funcio-
nes inherentes a sus funciones, las cuales son las
siguientes:

I. Integrar los expedientes de archivo;

II. Conservar la documentación que se encuentre activa
y la que ha sido clasificada como reservada de acuerdo
con la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública Gubernamental, mientras conserve
tal carácter;

III. Coadyuvar con el área coordinadora de archivos en
la elaboración del cuadro general de clasificación archi-
vística, el catálogo de disposición documental y el in-
ventario general;

IV. Asegurar la integridad y debida conservación de los
archivos que contengan documentación clasificada; y

V. Las demás que señale el reglamento, los lineamientos
y demás disposiciones aplicables.

Artículo 15. Los sujetos obligados contarán con un archi-
vo de concentración, adscrito al área coordinadora de ar-
chivos, en donde se conservará aquella documentación de
uso esporádico que debe mantenerse por razones adminis-
trativas, legales, fiscales o contables.

El responsable del archivo de concentración deberá contar
con conocimientos y experiencia en archivística, y será
nombrado por el titular de la dependencia o entidad o por
el titular de la instancia u órgano que determinen los otros
sujetos obligados distintos del Poder Ejecutivo federal.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 8 de diciembre de 2011325



El responsable del archivo de concentración tendrá las si-
guientes funciones:

I. Conservar precautoriamente la documentación se-
miactiva hasta cumplir su vigencia documental confor-
me al catálogo de disposición documental;

II. Elaborar los inventarios de baja documental y de
transferencia secundaria;

III. Valorar en coordinación con el archivo histórico los
documentos y expedientes de las series resguardadas
conforme al catálogo de disposición documental; y

IV. Las demás que señale el Reglamento, los lineamien-
tos y demás disposiciones aplicables.

Artículo 16. Las dependencias y entidades deberán trans-
ferir sus documentos con valores históricos al Archivo Ge-
neral de la Nación, de conformidad con las disposiciones
que para ello establezca este ultimo.

Los sujetos obligados distintos del Poder Ejecutivo federal
podrán convenir con el Archivo General de la Nación, las
transferencias secundarias correspondientes. En caso con-
trario, deberán contar con un archivo histórico propio.

Artículo 17. El archivo histórico estará adscrito al área co-
ordinadora de archivos y se constituirá como fuente de ac-
ceso público, encargado de divulgar la memoria documen-
tal institucional, estimular el uso y aprovechamiento social
de la documentación, y difundir su acervo e instrumentos
de consulta.

El responsable del archivo histórico deberá contar con co-
nocimientos y experiencia en historia y archivística, y será
nombrado por el titular de la dependencia o entidad, o por
el titular de la instancia u órgano que determinen los otros
sujetos obligados distintos al Poder Ejecutivo federal, el
cual deberá contar con un nivel mínimo de director de área.
Tendrá las siguientes funciones:

I. Validar la documentación que deba conservarse perma-
nentemente por tener valor histórico, para el dictamen del
Archivo General de la Nación en el caso del Poder Eje-
cutivo federal; o bien, de la autoridad que determinen las
disposiciones secundarias aplicables en los demás sujetos
obligados;

II. Recibir, organizar, conservar, describir y difundir la
documentación con valor histórico; y

III. Las demás que señale el Reglamento, los lineamien-
tos y demás disposiciones aplicables.

Capítulo II
De la Administración de los Archivos

Artículo 18. Todo documento de archivo en posesión de
los sujetos obligados formará parte de un sistema institu-
cional de archivos. Dicho sistema incluirá al menos los si-
guientes procesos relativos a documentos de archivos:

I. Registro de entrada y salida de correspondencia;

II. Identificación de documentos de archivo;

III. Uso y seguimiento;

IV. Clasificación archivística por funciones;

V. Integración y ordenación de expedientes;

VI. Descripción a partir de sección, serie y expediente;

VII. Transferencia de archivos;

VIII. Conservación de archivos;

IX. Prevaloración de archivos;

X. Criterios de clasificación de la información; y

XI. Auditoría de archivos.

Artículo 19. Los sujetos obligados deberán elaborar los
instrumentos de control y consulta archivística que propi-
cien la organización, administración, conservación y loca-
lización expedita de sus archivos, por lo que deberán con-
tar al menos con los siguientes:

I. El cuadro general de clasificación archivística;

II. El catálogo de disposición documental;

III. Los inventarios documentales;

a) General,
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b) De transferencia; y

c) De baja; y

IV. La guía simple de archivos.

El Archivo General de la Nación, para el caso del Poder
Ejecutivo federal, o bien, las instancias que determine el
Consejo Nacional de Archivos en el caso de los demás su-
jetos obligados, proporcionarán la asesoría técnica para la
elaboración de los instrumentos de control y consulta ar-
chivística, en los términos que determine el reglamento.

El Archivo General de la Nación podrá proporcionar la ase-
soría a la que refiere el párrafo anterior a los sujetos obli-
gados distintos al Poder Ejecutivo federal previa suscrip-
ción de los convenios correspondientes.

Artículo 20. Los sujetos obligados deberán instrumentar
sistemas automatizados para la gestión documental que
permitan registrar y controlar los procesos señalados en el
artículo 18 de la Ley para documentos de archivos, así co-
mo la elaboración, captura, organización y conservación de
los documentos de archivo electrónico procedentes de los
diferentes sistemas del sujeto obligado. Esta funcionalidad
deberá contar, además, con los instrumentos de control y
consulta señalados en el artículo 19 de la ley.

En la preservación de archivos electrónicos en el largo pla-
zo, sea por necesidades del sujeto obligado o por el valor
secundario de los documentos, se deberá contar con la fun-
cionalidad de un sistema de preservación en el largo plazo,
el cual deberá cumplir las especificaciones que para ello se
emitan.

Cuando los sujetos obligados hayan desarrollado o adqui-
rido herramientas informáticas de gestión y control para la
organización y conservación de documentos de archivo,
deberán ser adecuadas a los lineamientos a que se refiere el
artículo anterior.

Artículo 21. El Archivo General de la Nación, en coordi-
nación con el Instituto y la Secretaría de la Función Públi-
ca, emitirá los lineamientos que establezcan las bases para
la creación y uso de sistemas automatizados de gestión y
control de documentos, tanto en formato físico como elec-
trónico, a los que refiere el artículo anterior, aplicables a las
dependencias y entidades, los cuales deberán contener co-
mo mínimo disposiciones que tengan por objeto

I. Aplicar invariablemente a los documentos de archivo
electrónico los mismos instrumentos técnicos archivísti-
cos que corresponden a los soportes tradicionales;

II. Mantener y preservar los metadatos que sean creados
para el sistema;

III. Incorporar las normas y medidas que garanticen la
autenticidad, seguridad, integridad y disponibilidad de
los documentos de archivo electrónico, así como su con-
trol y administración archivística; y

IV. Establecer los procedimientos que registren la ac-
tualización, migración, respaldo u otro proceso que
afecte a los documentos electrónicos y que documenten
cambios jurídico-administrativos, tecnológicos en siste-
mas y programas o en dispositivos y equipos, que se lle-
ven a cabo e influyan en el contenido de los documen-
tos de archivo electrónico.

Asimismo, el Archivo General de la Nación, en coordina-
ción con el Instituto y la Secretaría de la Función Pública,
emitirá lineamientos para la creación y funcionamiento de
los sistemas que permitan la organización y conservación
de la información de los archivos administrativos del Poder
Ejecutivo federal de forma completa y actualizada, a fin de
publicar aquélla relativa a los indicadores de gestión, ejer-
cicio de los recursos públicos y con alto valor para la so-
ciedad.

La autoridad que establezcan las disposiciones secundarias
aplicables a los sujetos obligados distintos del Poder Eje-
cutivo federal deberá emitir los lineamientos que señala el
presente artículo, de conformidad con las directrices que
para tal efecto emita el Consejo Nacional de Archivos.

Artículo 22. Las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal deberán notificar al Archivo Gene-
ral de la Nación a más tardar el 15 de abril de cada año, el
listado de documentos desclasificados el año previo y que
hayan sido objeto de reserva con fundamento en el artícu-
lo 13, fracciones I a IV de la Ley Federal de Transparencia
y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

Artículo 23. Los servidores públicos federales que deban
elaborar un acta de entrega-recepción al separarse de su
empleo, cargo o comisión, en términos del acuerdo emiti-
do por la Secretaría de la Función Pública o la instancia
que corresponda en los sujetos obligados distintos del Po-
der Ejecutivo federal, deberán entregar a quienes los susti-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 8 de diciembre de 2011327



tuyan en sus funciones, los archivos organizados e instru-
mentos de consulta y control archivístico que se encontra-
ban bajo su custodia.

Si a la fecha en que el servidor público se separe del em-
pleo, cargo o comisión no existe nombramiento o designa-
ción del servidor público que lo sustituirá, la entrega del in-
forme se hará al servidor público que se designe para tal
efecto.

Artículo 24. En caso de que alguna dependencia o entidad
de la Administración Pública Federal o alguna de sus uni-
dades administrativas desaparezca, se extinga o cambie de
adscripción, la autoridad correspondiente dispondrá lo ne-
cesario para que todos los documentos de archivo y los ins-
trumentos de consulta y control archivístico sean traslada-
dos a los archivos que correspondan de conformidad con
esta ley y demás disposiciones aplicables.

El instrumento jurídico por el que se determine la desapa-
rición de una dependencia o una unidad administrativa, o el
cambio de adscripción de esta última; o bien, la liquida-
ción, extinción, fusión, enajenación o transferencia de una
entidad, señalará la dependencia, entidad o instancia a la
que se transferirán los archivos respectivos.

Tratándose de la liquidación o extinción de una entidad de
la Administración Pública Federal será obligación del li-
quidador remitir al Archivo General de la Nación copia del
inventario de la documentación que se resguardará.

Título Tercero
De los Sujetos Obligados Distintos 

del Poder Ejecutivo Federal

Capítulo Único

Artículo 25. Los sujetos obligados distintos al Poder Eje-
cutivo federal, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, establecerán mediante reglamentos o acuerdos de ca-
rácter general las autoridades encargadas de aplicar esta ley
y demás disposiciones secundarias a que se refiere dicho
ordenamiento.

Para la aplicación de la ley y emisión de regulación secun-
daria, los sujetos obligados distintos al Poder Ejecutivo fe-
deral atenderán las directrices y criterios que emita el Con-
sejo Nacional de Archivos.

Título Cuarto
Del Acceso a los Archivos Históricos 

y Autorización de Salida y Enajenación 
de Documentos

Capítulo Único

Artículo 26. Para el acceso a los documentos de los archi-
vos históricos de los sujetos obligados y del Archivo Ge-
neral de la Nación no será aplicable el procedimiento de
acceso previsto en la Ley Federal de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública Gubernamental, por lo que el
acceso a los mismos se efectuará conforme al procedi-
miento que establezcan los propios archivos.

Los documentos contenidos en los archivos históricos y los
identificados como históricos confidenciales no serán sus-
ceptibles de clasificación como reservados en términos de
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental.

Artículo 27. La información clasificada como confidencial
con fundamento en la Ley Federal de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública Gubernamental, respecto de
la cual se haya determinado su conservación permanente
por tener valor histórico, conservará tal carácter por un pla-
zo de 30 años a partir de la fecha de creación del docu-
mento que la contenga, o bien de 70 años tratándose de da-
tos personales que afecten a la esfera más íntima de su
titular o cuya utilización indebida pueda dar origen a dis-
criminación o conlleve un riesgo grave para éste. Estos do-
cumentos se identificarán como históricos confidenciales.

Los documentos históricos confidenciales permanecerán
en el archivo de concentración de los sujetos obligados por
el plazo previsto en el párrafo anterior. Una vez cumplido
dicho plazo, dichos documentos deberán ser transferidos al
Archivo General de la Nación o archivo histórico corres-
pondiente, y no podrán ser clasificados en términos de la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental.

Artículo 28. Los sujetos obligados podrán solicitar al Ar-
chivo General de la Nación, en el caso del Poder Ejecutivo
federal, o a su archivo histórico en los demás casos, la cus-
todia de los documentos identificados como históricos con-
fidenciales cuando las condiciones físicas de su archivo de
concentración no garanticen el debido resguardo de los do-
cumentos o pongan en riesgo la conservación de los mis-
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mos durante el plazo que establece el artículo 27 de la pre-
sente ley.

Sin perjuicio de lo anterior, el Archivo General de la Na-
ción o los archivos históricos, según corresponda, podrán
ordenar la transferencia a sus acervos de los documentos
históricos confidenciales de los sujetos obligados para su
custodia, cuando determinen que los archivos de concen-
tración no cuentan con las condiciones óptimas para garan-
tizar la debida organización y conservación de los mismos
por el plazo antes señalado.

Los documentos históricos confidenciales transferidos al
Archivo General de la Nación o a los archivos históricos en
calidad de custodia no formarán parte del archivo histórico
de acceso público, hasta que concluya el plazo establecido
en el artículo 27 de la presente ley.

Artículo 29. El acceso a los documentos considerados co-
mo históricos confidenciales deberá observar lo dispuesto
por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental y la presente ley.

Cuando el Archivo General de la Nación o la autoridad
equivalente en los sujetos obligados distintos al Poder Eje-
cutivo federal reciban una solicitud de acceso a documen-
tos históricos confidenciales que tengan bajo su custodia,
deberán orientar al solicitante respecto del sujeto obligado
responsable de la información.

Durante el plazo que establece el artículo 27 de la ley, el ti-
tular de la unidad administrativa que realizó la transferencia
primaria al archivo de concentración de los documentos con-
siderados históricos confidenciales, será el responsable de
atender las solicitudes de acceso relacionadas con dichos do-
cumentos.

Artículo 30. El Instituto o la autoridad equivalente en los
sujetos obligados distintos al Poder Ejecutivo federal po-
drán determinar procedente el acceso a información confi-
dencial con valor histórico cuando

I. Se solicite para una investigación o estudio que se
considere relevante para el país, siempre que el mismo
no se pueda realizar sin el acceso a la información con-
fidencial, y el investigador o la persona que realice el
estudio quede obligado por escrito a no divulgar la in-
formación confidencial, ni ninguna que pueda hacer
identificable a su titular;

II. El interés público en el acceso sea mayor a cualquier
invasión a la privacidad que pueda resultar de dicho ac-
ceso;

III. El acceso beneficie de manera clara y evidente al ti-
tular de la información confidencial; y

IV. Sea solicitada por un biógrafo autorizado por el titu-
lar de la información confidencial.

Artículo 31. No podrán salir del país documentos que ha-
yan pertenecido o pertenezcan a los archivos de los órga-
nos federales, entidades federativas, municipios y casas cu-
riales, así como documentos originales relacionados con la
historia de México y libros que por su naturaleza no sean
fácilmente sustituibles, sin la autorización previa del Ar-
chivo General de la Nación.

Artículo 32. En los casos de enajenación por venta de un
acervo o documento declarado patrimonio documental de
la Nación, y en general cuando se trate de documentos
acordes con lo previsto en el artículo 36, fracciones I y II,
de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológi-
cos, Artísticos e Históricos, el Ejecutivo federal, a través
del Archivo General de la Nación, gozará del derecho del
tanto en los términos que establezca el Reglamento respec-
tivo.

Artículo 33. Los archivos o documentos en poder de los
particulares y de entidades públicas podrán ser recibidos en
comodato por el Archivo General de la Nación para su es-
tabilización.

En los casos que posterior a la estabilización citada en el
párrafo anterior, el Archivo General de la Nación com-
pruebe que los archivos privados de interés público y sus
documentos se encuentran en peligro de destrucción, des-
aparición o pérdida, éstos podrán ser objeto de expropia-
ción, mediante dictamen emitido por el Archivo General de
la Nación, previa opinión técnica del Consejo Académico
Asesor, en los términos de la legislación aplicable.

Artículo 34. El procedimiento y términos para la compro-
bación citada en el artículo anterior se establecerán en el
reglamento.
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Título Quinto
Del Consejo Nacional de Archivos

Capítulo I
De la Integración del 

Consejo Nacional de Archivos

Artículo 35. Se crea el Consejo Nacional de Archivos co-
mo el órgano colegiado que tiene por objeto establecer una
política nacional de archivos públicos y privados, así como
las directrices nacionales para la gestión de documentos y
la protección de la memoria documental nacional.

I. El Consejo Nacional de Archivos será presidido por el
director general del Archivo General de la Nación; y

II. El funcionamiento del Consejo Nacional de Archivos
será conforme a lo dispuesto en esta ley y, en su caso, en
su reglamento.

Artículo 36. Son atribuciones del Consejo Nacional de Ar-
chivos las siguientes:

I. Establecer directrices y criterios para la aplicación de
esta ley y su Reglamento para los sujetos obligados dis-
tintos al Poder Ejecutivo federal;

II. Establecer las directrices o criterios nacionales para
el funcionamiento de los archivos que integren el Siste-
ma Nacional de Archivos destinadas a la gestión, con-
servación y acceso a los documentos de archivo;

III. Promover la interrelación de los archivos públicos y
privados para el intercambio y la integración sistémica
de las actividades de archivo;

IV. Fomentar el desarrollo de archivos administrativos
actualizados en los poderes Ejecutivo, Legislativo, Judi-
cial de los órganos constitucionales autónomos de los
tres órdenes de gobierno;

V. Fomentar la modernización y homogeneización me-
todológica de la función archivística, propiciando la co-
operación e integración de los archivos;

VI. Establecer criterios para la descripción de documen-
tos y fuentes de información relevantes para el conoci-
miento y difusión de la historia de México, existentes en
archivos y colecciones públicas y privadas, nacionales;

VII. Promover la gestión, preservación y el acceso a la
información documental, con base en las mejores prác-
ticas internacionales;

VIII. Propiciar el uso y desarrollo de nuevas tecnologí-
as de la información, la gestión de documentos en en-
torno electrónico y las medidas para su preservación;

IX. Estimular la formación técnica de recursos humanos
en materia de archivos;

X. Recomendar medidas para la investigación en los ar-
chivos públicos y privados;

XI. Estimular la sensibilización de la sociedad acerca de
la importancia de los archivos activos como centros de
información esencial, y de los históricos como parte
fundamental de la memoria colectiva;

XII. Integrar a los representantes de archivos de institu-
ciones o entidades que no se encuentren previstos en su
conformación y que por su participación en el Sistema
Nacional de Archivos deban incluirse; y

XIII. Fomentar la organización y celebración de foros,
congresos, conferencias; elaboración de estudios, capa-
citaciones e intercambios de experiencias en materia de
archivos.

Artículo 37. El Consejo Nacional de Archivos estará inte-
grado por

I. El director general del Archivo General de la Nación,
quien lo presidirá;

II. Un representante de los archivos del Poder Ejecutivo
federal, designado por el Comité Técnico de los Archi-
vos del Ejecutivo federal;

III. Un representante de los archivos del Poder Judicial
federal, designado por la Judicatura Federal;

IV. Dos representantes de los archivos del Poder Legis-
lativo federal, designados por el presidente de la Cáma-
ra de Diputados y el presidente de la Cámara de Sena-
dores;

V. Un representante de los archivos del Banco de Méxi-
co;
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VI. Un representante de los archivos de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos;

VII. Un representante del Instituto Federal Electoral;

VIII. Un representante del Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía;

IX. Un representante de los archivos de los estados y del
Distrito Federal, electo en la Reunión Nacional de Ar-
chivos;

X. Un representante de los archivos de los municipios,
electo en la Reunión Nacional de Archivos;

XI. Un representante de los archivos de los poderes ju-
diciales estatales y del Distrito Federal, electo en el En-
cuentro Nacional de Archivos Judiciales;

XII. Un representante de los archivos de los poderes le-
gislativos estatales y del Distrito Federal, electo en la
Reunión Nacional de Archivos;

XIII. Un representante del Instituto;

XIV. Un representante de los institutos o consejos de
transparencia estatales y del Distrito Federal, designa-
dos por la Conferencia Mexicana de Acceso a la Infor-
mación Pública;

XV. Un representante de las instituciones de docencia,
investigación, o preservación de archivos designado por
la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones
de Educación Superior;

XVI. Un representante de los archivos universitarios
elegido por la Red Nacional de Archivos de Educación
Superior; y

XVII. Un representante de la Asociación de Archivos y
Bibliotecas Privadas.

Artículo 38. El Consejo Nacional de Archivos sesionará en
la sede del Archivo General de la Nación de la siguiente
forma:

I. Los integrantes del Consejo Nacional de Archivos que
se mencionan en el artículo anterior podrán nombrar un
suplente;

II. El Consejo Nacional de Archivos solo sesionará si se
reúne un quórum de la mitad más uno de sus miembros;

III. Las decisiones se tomarán por mayoría de votos de
los miembros presentes en la sesión, y el director gene-
ral del Archivo General de la Nación tendrá voto de ca-
lidad en caso de empate; y

IV. El Consejo Nacional de Archivos contará con un se-
cretario técnico, nombrado por el Archivo General de la
Nación.

Capítulo II
Del Sistema Nacional de Archivos

Artículo 39. El Sistema Nacional de Archivos es un meca-
nismo de colaboración, coordinación y articulación perma-
nente entre los archivos públicos de los tres ámbitos de go-
bierno, los privados y los del sector social, para la gestión,
preservación y acceso a la información documental, con
base en las mejores prácticas internacionales.

El Sistema Nacional de Archivos se conducirá de confor-
midad con las disposiciones previstas en esta ley, su Re-
glamento y los criterios y directrices que emita el Consejo
Nacional de Archivos.

Artículo 40. El Sistema Nacional de Archivos se integra
por los archivos del Poder Ejecutivo federal, el Poder Judi-
cial de la Federación, el Poder Legislativo federal, los or-
ganismos constitucionales autónomos, los organismos au-
tónomos por ley, las entidades federativas y el Distrito
Federal, los municipios o demarcaciones territoriales, las
universidades e instituciones de educación superior, los ar-
chivos privados declarados de interés público, y aquellos
archivos privados que soliciten ser considerados como par-
te de este sistema y acepten aplicar sus directrices.

Título Sexto
Del Archivo General de la Nación

Capítulo I
De la Operación del Archivo General 

de la Nación

Artículo 41. El Archivo General de la Nación es el orga-
nismo descentralizado rector de la archivística nacional y
entidad central de consulta del Poder Ejecutivo federal en
la administración de los archivos administrativos e históri-
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cos de la administración pública federal. Tendrá su domici-
lio legal en la Ciudad de México y contará con autonomía
de gestión y personalidad jurídica propia para el cabal
cumplimiento de su objeto general, objetivos específicos y
metas.

Los recursos económicos generados por el Archivo Gene-
ral de la Nación serán destinados para el cumplimiento de
sus atribuciones.

Artículo 42. El Archivo General de la Nación contará con
un Consejo Académico Asesor que le asesorará con los co-
nocimientos desarrollados en las instituciones académicas
especializadas en las disciplinas vinculadas con sus funcio-
nes con el fin de alcanzar el mejor desarrollo de sus atribu-
ciones.

El Consejo Académico Asesor estará integrado por acadé-
micos y expertos destacados, de acuerdo con lo que dis-
ponga el Reglamento.

La Secretaría Técnica del Consejo Académico Asesor esta-
rá a cargo del Archivo General de la Nación.

Artículo 43. El Archivo General de la Nación contará con
un órgano consultivo en materia de administración de do-
cumentos y archivos del Gobierno Federal, que se denomi-
nará Comité Técnico Consultivo de Archivos del Ejecutivo
federal.

Las actividades del Comité deberán estar estrechamente
vinculadas con las que correspondan al Archivo General de
la Nación, en su carácter de entidad normativa del Ejecuti-
vo federal en materia de administración de documentos y
archivos.

El Comité estará conformado por dos representantes ofi-
ciales de cada una de las dependencias y entidades del Eje-
cutivo federal, los que fungirán como miembros titular y
suplente, respectivamente, quienes deberán ser designados
formalmente por el Oficial Mayor, o equivalente, de la de-
pendencia o entidad que representen.

El Comité operará y se conducirá de conformidad con las
disposiciones previstas en el reglamento.

Artículo 44. El Archivo General de la Nación tendrá las si-
guientes atribuciones:

I. Presidir el Consejo Nacional de Archivos, y proponer
la adopción de directrices nacionales en materia de ar-
chivos;

II. Resguardar el patrimonio documental que custodia,
las transferencias secundarias de los documentos con
valor histórico generados por el Poder Ejecutivo federal
y, en su caso, otros sujetos obligados distintos al Poder
Ejecutivo federal, así como aquellos documentos en po-
sesión de particulares que, en forma voluntaria y previa
valoración, incorpore a sus acervos;

III. Declarar patrimonio documental de la Nación a
aquellos acervos o documentos que sean de interés pú-
blico y se ajusten a la definición prevista en esta ley;

IV. Autorizar los permisos para la salida del país de do-
cumentos declarados patrimonio documental de la na-
ción; de aquéllos documentos originales relacionados
con la historia de México y de libros que por su natura-
leza no sean fácilmente sustituibles;

V. Reunir, organizar, preservar y difundir el acervo do-
cumental gráfico, bibliográfico y hemerográfico que
resguarda, con base en las mejores prácticas internacio-
nales, adecuadas a la realidad nacional;

VI. Establecer los lineamientos para analizar, valorar y
decidir el destino final de la documentación de los suje-
tos obligados del Poder Ejecutivo federal;

VII. Emitir el dictamen de baja documental para los su-
jetos obligados del Poder Ejecutivo federal;

VIII. Desarrollar investigaciones en materias históricas
y archivísticas encaminadas a la organización, conser-
vación y difusión del patrimonio documental que res-
guarda y de los archivos de las dependencias y entida-
des;

IX. Gestionar la recuperación e incorporación a sus
acervos de aquellos archivos que tengan valor histórico;

X. Dictar las disposiciones administrativas relacionadas
con la conservación y custodia de los documentos his-
tóricos del Poder Ejecutivo federal;

XI. Preparar, publicar y distribuir, en forma onerosa o
gratuita, las obras y colecciones necesarias para apoyar
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el conocimiento de su acervo, así como promover la cul-
tura archivística, de consulta y aprovechamiento del pa-
trimonio documental del país;

XII. Proporcionar los servicios complementarios que
determine el reglamento de esta ley y otras disposicio-
nes aplicables;

XIII. Determinar lineamientos para concentrar en sus
instalaciones el Diario Oficial de la Federación y demás
publicaciones de los Poderes de la Unión, de las entida-
des federativas, del Distrito Federal y de los municipios
o demarcaciones territoriales;

XIV. Establecer políticas para reunir, organizar y difun-
dir el acervo documental gráfico, bibliográfico y heme-
rográfico necesario para apoyar el desarrollo archivísti-
co y la investigación histórica nacional, con base en las
mejores prácticas internacionales adecuadas a la reali-
dad nacional;

XV. Integrar un acervo bibliohemerográfico especializa-
do en materia de archivos y temas afines;

XVI. Vigilar y, en caso de incumplimiento de esta ley,
hacer las recomendaciones a las dependencias y entida-
des para asegurar su cumplimiento y el de sus disposi-
ciones reglamentarias, así como hacer del conocimiento
del Órgano Interno de Control o de las autoridades que
correspondan, las afectaciones del patrimonio docu-
mental, a efecto de que se establezcan las responsabili-
dades correspondientes;

XVII. Fomentar el desarrollo profesional de archivistas
a través de convenios de colaboración o concertación
con autoridades e instituciones educativas públicas o
privadas;

XVIII. Participar y organizar foros y eventos nacionales
e internacionales en la materia;

XIX. Coadyuvar en los mecanismos para otorgar recur-
sos materiales y económicos a los archivos en peligro de
destrucción o pérdida;

XX. Promover el registro nacional de archivos históri-
cos públicos y privados, así como desarrollar activida-
des relacionadas con este;

XXI. Realizar convenios con municipios e instituciones,
en el marco del cumplimiento de sus objetivos;

XXII. Cooperar con otros organismos encargados de la
política del gobierno nacional en la educación, la cultu-
ra, la ciencia, la tecnología, la información y la infor-
mática en materia de archivos;

XXIII. Dictar las disposiciones administrativas relacio-
nadas con la conservación y custodia de los documentos
de archivo del Poder Ejecutivo federal;

XXIV. Elaborar en coordinación con el Instituto los li-
neamientos generales para la organización y conserva-
ción de los archivos del Poder Ejecutivo federal;

XXV. Desarrollar sistemas para la creación, manteni-
miento y preservación de documentos electrónicos que
asegure su autenticidad, integridad y disponibilidad a
través del tiempo;

XXVI. Expedir copias certificadas, transcripciones pa-
leográficas y dictámenes de autenticidad de los docu-
mentos existentes en sus acervos así como determinar
las políticas y procedimientos para proporcionar los ser-
vicios de consulta y reprografía al público usuario, pre-
vio pago de los derechos correspondientes;

XXVII. Proponer la adopción de Normas Oficiales Me-
xicanas en materia de archivos y coadyuvar en su ela-
boración con las autoridades correspondientes;

XXVIII. Proponer ante la autoridad competente el res-
cate de documentos históricos de propiedad pública fe-
deral que se encuentren indebidamente en posesión de
particulares; y

XXIX. Las demás que le confieran otras disposiciones
jurídicas aplicables.

Artículo 45. El Archivo General de la Nación podrá cele-
brar convenios de colaboración o coordinación, según co-
rresponda, con los sujetos obligados distintos del Poder Eje-
cutivo federal, con entidades federativas, el Distrito Federal
y municipios, así como con particulares, con el propósito de
desarrollar acciones que permitan la modernización de los
servicios archivísticos, el rescate y administración del patri-
monio documental de la nación, en el marco de la norma-
tividad aplicable. Asimismo, podrá establecer vínculos con
otros archivos internacionales afines.
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Sección Primera
Del Órgano de Gobierno

Artículo 46. Para el estudio, planeación y despacho de los
asuntos que le competen, el Archivo General de la Nación
contará con un órgano de gobierno, que estará integrado
por

I. Un presidente, que será designado por el presidente de
la República, y

II. Los designados por los titulares de las siguientes de-
pendencias y entidades:

a) Secretaría de Gobernación;

b) Secretaría de Hacienda y Crédito Público; y

c) Secretaría de Educación Pública.

El director general del Archivo General de la Nación for-
mará parte del Órgano de Gobierno con voz pero sin voto,
y contará con las atribuciones previstas en el artículo 59 de
la Ley Federal de las Entidades Paraestatales y las demás
que le confiera el reglamento respectivo.

Artículo 47. El Órgano de Gobierno tendrá las atribucio-
nes previstas en artículo 58 de la Ley Federal de las Enti-
dades Paraestatales, así como las que le confiera el regla-
mento respectivo.

Sección Segunda
Del Director General

Artículo 48. El director general del Archivo General de la
Nación será nombrado por el presidente de la República y
deberá cubrir los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano;

II. Tener grado académico de doctor en historia o contar
con experiencia mínima de cinco años en la dirección de
un archivo histórico o área sustantiva del mismo;

III. No haber sido condenado por la comisión de algún
delito doloso;

IV. Tener cuando menos treinta años de edad al día de la
designación;

V. No ser cónyuge, ni tener relación de parentesco por
consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado o civil
con cualquiera de los miembros del Órgano de Gobier-
no; y

VI. No haber sido secretario de Estado, jefe de departa-
mento administrativo, procurador general de la Repúbli-
ca, senador, diputado federal o local, dirigente de un
partido o asociación política, gobernador de algún esta-
do o jefe del gobierno del Distrito Federal, durante el
año previo al día de su nombramiento.

Capítulo II
Del Registro Nacional de Archivos Históricos

Artículo 49. El Registro Nacional de Archivos Históricos
es un instrumento catastral del Archivo General de la Na-
ción para registrar y difundir el patrimonio de la memoria
documental del país resguardado en los archivos históricos
del Poder Ejecutivo federal, y de manera potestativa, de
otros archivos públicos y privados. El registro integrará los
datos sobre los acervos y la infraestructura de los archivos,
así como sobre los documentos declarados patrimonio do-
cumental de la nación.

Los archivos privados que sean beneficiados con fondos
federales deberán de registrarse en el Registro Nacional de
Archivos Históricos y sujetarse a las recomendaciones
emitidas por el Archivo General de la Nación.

El reglamento de la ley establecerá la forma de organiza-
ción y funcionamiento del Registro Nacional de Archivos
Históricos.

Artículo 50. Los archivos adscritos al Registro Nacional
de Archivos Históricos deberán incorporar y luego actuali-
zar anualmente los datos sobre sus acervos, conforme a las
disposiciones y requisitos que establezca el Archivo Gene-
ral de la Nación.

Los particulares propietarios de documentos o archivos de-
clarados como patrimonio documental de la Nación, ins-
critos en el Registro Nacional de Archivos Históricos, in-
formarán sobre cualquier cambio que afecte los
documentos o acervos, sea en su estado físico o patrimo-
nial.

Artículo 51. Los archivos privados que por solicitud de sus
propietarios se inscriban en el Registro Nacional de Archi-
vos Históricos, contarán con asistencia técnica por parte
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del Archivo General de la Nación y se estimulará su orga-
nización, conservación, difusión y consulta.

Capítulo III
De la Sección de Archivos Presidenciales

Artículo 52. El Archivo General de la Nación tendrá a su
cargo la sección de archivos presidenciales.

Al término de cada mandato, la Presidencia de la Repúbli-
ca deberá efectuar las transferencias secundarias que con-
forme a su catálogo de disposición documental procedan.

Artículo 53. El Archivo General de la Nación emitirá los
lineamientos conforme a los cuales deberá efectuarse la
transferencia secundaria prevista en el artículo anterior.

Título Séptimo
De las Infracciones y Sanciones

Capítulo Único

Artículo 54. Sin perjuicio de las sanciones penales o civi-
les que correspondan, son causa de responsabilidad admi-
nistrativa de los servidores públicos por incumplimiento de
las obligaciones establecidas en esta ley las siguientes:

I. Hacer ilegible, extraer, destruir, ocultar, inutilizar, al-
terar, manchar, raspar, mutilar total o parcialmente y de
manera indebida, cualquier documento que se resguarde
en un archivo de trámite, de concentración o histórico;

II. Extraer documentos o archivos públicos de su recin-
to para fines distintos al ejercicio de sus funciones y
atribuciones;

III. Trasladar fuera del territorio nacional archivos o do-
cumentos públicos declarados patrimonio documental
de la nación, sin la anuencia del Archivo General de la
Nación;

IV. Transferir a título oneroso o gratuito la propiedad o
posesión de archivos o documentos públicos;

V. Impedir u obstaculizar la consulta de documentos de
los archivos históricos sin causa justificada;

VI. Poner en riesgo la integridad y correcta conserva-
ción de documentos históricos;

VII. Actuar con negligencia en la adopción de medidas
de índole técnica, administrativa, ambiental o tecnológi-
ca para la adecuada conservación de los archivos;

VIII. No dar cumplimiento a lo dispuesto por el artícu-
lo 7o. de la presente ley; y

IX. Omitir entregar algún archivo o documento bajo su
custodia al separarse de un empleo, cargo o comisión.

Artículo 55. Los servidores públicos que contravengan es-
ta ley y sus disposiciones reglamentarias se harán acreedo-
res a las medidas de apremio y sanciones establecidas en la
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos.

Las responsabilidades administrativas serán independien-
tes de las del orden civil o penal que procedan.

Artículo 56. Los usuarios de los archivos públicos y pri-
vados y los particulares que posean archivos privados de
interés público deberán contribuir a la conservación y buen
estado de los documentos.

Cualquier mal uso, perjuicio material o sustracción de do-
cumentos realizada por los particulares a los que refiere el
párrafo anterior, será sancionada de conformidad con la
normatividad aplicable.

Transitorios

Artículo Primero. La presente ley entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Artículo Segundo. Los sujetos obligados deberán designar
a los responsables de los archivos a que se refieren los ar-
tículos 11 y 13 de la ley, así como elaborar los documentos
de control y consulta archivísticos establecidos por el artí-
culo 19 de la presente ley, a más tardar 18 meses después
de la entrada en vigor de la presente ley.

Artículo Tercero. El Archivo General de la Nación, en co-
ordinación con el Instituto y la Secretaría de la Función
Pública, según sea el caso, expedirá los lineamientos a que
se refieren los artículos 21 y 44, fracción XXIV, de la pre-
sente ley, en los 12 meses posteriores a la publicación de la
presente ley.
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Artículo Cuarto. Los documentos con datos personales
sensibles que hayan sido transferidos a un archivo históri-
co o al Archivo General de la Nación antes de la entrada en
vigor de esta ley, permanecerán en dichos archivos y con-
servarán su carácter de confidencial hasta que cumplan el
plazo que establece el artículo 27 de la presente ley.

En tanto no concluya el plazo señalado en el párrafo ante-
rior, el acceso a los mismos procederá de acuerdo con lo
dispuesto por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a
la Información Pública Gubernamental.

Artículo Quinto. El Archivo General de la Nación autori-
zará la permanencia de los archivos históricos de las de-
pendencias y entidades que hayan sido creados antes de la
entrada en vigor de la presente ley, para lo cual evaluará las
condiciones físicas, materiales y administrativas en que se
encuentran los archivos, a fin de verificar la debida con-
servación, organización y difusión de la documentación, y
determinar la conveniencia de la permanencia de los archi-
vos o la transferencia de sus documentos con valor históri-
co al acervo del Archivo General de la Nación.

Artículo Sexto. El Archivo General de la Nación expedirá
los lineamientos a que se refieren los artículos 44, fraccio-
nes VI y XIII, y 52, a más tardar 2 años después de la en-
trada en vigor de la presente ley.

Artículo Séptimo. El Archivo General de la Nación expe-
dirá los lineamientos para la estructura y funcionamiento
del Consejo Académico Asesor en los siguientes 180 días
hábiles posteriores al inicio de vigencia de la presente ley.

Artículo Octavo. El Ejecutivo federal expedirá el Regla-
mento de la Ley Federal de Archivos dentro del año si-
guiente a su entrada en vigor.

Artículo Noveno. El Archivo General de la Nación publi-
cará en su portal electrónico las disposiciones y requisitos
para incorporar y actualizar los datos en el Registro Nacio-
nal de Archivos Históricos, a más tardar dentro de los 180
días hábiles posteriores a la publicación de la presente ley.

Artículo Décimo. Los sujetos obligados distintos al Poder
Ejecutivo federal deberán establecer las autoridades a las
que refiere el artículo 25 de la presente ley a más tardar 1
año después de su entrada en vigor.

Artículo Decimoprimero. Los sujetos obligados distintos
al Poder Ejecutivo federal deberán establecer los mecanis-

mos para elegir y nombrar a los representantes del Conse-
jo Nacional de Archivos a las que refiere el artículo 35 de
la presente ley a más tardar 1 año después de su entrada en
vigor.

Artículo Decimosegundo. Se derogan todas aquellas dis-
posiciones legales o reglamentarias que contravengan la
presente ley.

Palacio Legislativo de San Lázaro.- México, Distrito Federal, a treinta
de dos mil once.

La Comisión de Gobernación, diputados: Javier Corral Jurado (rú-
brica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Fe-
lipe de Jesús Rangel Vargas (rúbrica), Guadalupe Acosta Naranjo (rú-
brica), Lorena Corona Valdés (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pedroza
(rúbrica en abstención), Claudia Ruiz Massieu Salinas, Gastón Luken
Garza, Francisco Ramos Montaño (rúbrica), María Antonieta Pérez
Reyes, Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Sergio Mancilla Zayas
(rúbrica), secretarios; Agustín Carlos Castilla Marroquín (rúbrica), Sa-
mi David David (rúbrica), Nancy González Ulloa (rúbrica), Marcela
Guerra Castillo, Jorge Antonio Kahwagi Macari, Gregorio Hurtado
Leija (rúbrica), Teresa del Carmen Incháustegui Romero (rúbrica),
Humberto Lepe Lepe, Miguel Ángel Luna Munguía (rúbrica), José Ra-
món Martel López, Andrés Massieu Fernández (rúbrica), Agustín To-
rres Ibarrola (rúbrica), Alejandro Encinas Rodríguez, Nazario Norber-
to Sánchez, Beatriz Paredes Rangel, Liev Vladimir Ramos Cárdenas
(rúbrica), Carlos Oznerol Pacheco Castro, Arturo Zamora Jiménez.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Jaime
Cárdenas Gracia, para exponer la opinión del grupo parla-
mentario al que pertenece.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Per-
mítame un momento, porque aquí no tengo registrado a na-
die por la comisión. Perdón, diputado Cárdenas Gracia, por
omisión de los funcionarios de la administración no inscri-
bieron al diputado Corral, para fundamentar el proyecto de
dictamen a nombre de la comisión; también le extiendo una
disculpa y tiene usted cinco minutos.

El diputado Javier Corral Jurado: Gracias, señor presi-
dente. Compañeras diputadas, compañeros diputados, el
dictamen que propone la Comisión de Gobernación expide
una nueva Ley de Archivos; sin duda se colocará esta deci-
sión como una de las importantes de esta Legislatura en la
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producción de bienes jurídicos que sirven a los ciudadanos
directamente en uno de los temas más importantes del pro-
ceso de democratización de nuestro país, que es el derecho
a la información.

Quiero decirles que ésta es una minuta del Senado de la
República que ha ido y venido de la Cámara de Diputados
al Senado y luego, del Senado a la Cámara de los Diputa-
dos; es un proceso que la ha perfeccionado, que la ha me-
jorado y con el que hoy podemos sentirnos muy satisfechos
y muy orgullosos de poderle entregar a México una Ley de
Archivos, que tiene como propósito el resguardo, la pro-
tección de los archivos administrativos e históricos de
nuestro país, como la base, como la fuente fundamental del
acceso a la información pública gubernamental.

Me parece que es de la mayor importancia la reflexión que
podemos hacer este día al aprobar esta ley. Hace ya casi 11
años se inició en el Congreso mexicano la batalla por el de-
recho a la información; cuando se expidió la Ley Federal
de Acceso a la Información Pública Gubernamental se
abrió la gran puerta para el sistema de rendición de cuentas
para el ejercicio y la obligación de transparencia de las en-
tidades públicas, pero a la vez se abrieron dos flancos fun-
damentales de regulación; uno de ellos, la protección de los
datos personales, tanto en entidades públicas como en po-
sesión de particulares, como uno de los límites fundamen-
tales del acceso a la información pública.

Pero también se colocó sobre la responsabilidad del Con-
greso mexicano el de expedir una ley que fijara los crite-
rios para la debida clasificación y conservación de los ar-
chivos en México, base fundamental para que los
ciudadanos puedan acceder a la información, que en manos
de las entidades públicas del gobierno, es pública y no pri-
vada; entonces, surge lo que se conoce como la trilogía del
derecho a la información, el derecho de acceso, la protec-
ción de datos personales y el resguardo de archivos.

Puedo decirles que esta Legislatura —esto para que lo ano-
ten todos los diputados y diputadas y lo puedan presumir
en sus informes próximos al pueblo de México— esta Le-
gislatura, esta Cámara de Diputados está cerrando el ciclo
imperativo del derecho a la información, la trilogía jurídi-
ca que constituye leyes de acceso, leyes de protección de
datos personales y ley de archivos.

Esta Legislatura ha llevado a cabo la reforma más impor-
tante a la Ley Federal de Acceso a la Información Pública
Gubernamental desde la Comisión de Gobernación y espe-

ramos que la de Justicia y la de Función Pública próxima-
mente nos hagan el favor de dictaminar esa minuta de la
Comisión de Gobernación.

Aquí el presidente, don Humberto Benítez Treviño, me es-
tá diciendo que con mucho gusto.

Esta Legislatura, en la Comisión de Gobernación, creó la
nueva Ley Federal de Protección de Datos Personales y es-
ta Legislatura, dentro de la Comisión de Gobernación, emi-
te también la nueva Ley de Archivos.

¿Cuál fue la principal corrección del Senado de la Repú-
blica a la minuta que entregó la Cámara de Diputados? Le
da al Archivo General de la Nación la responsabilidad de la
archivística nacional en la clasificación de archivos, en la
emisión de criterios y por supuesto, para que tenga fuerza,
le concede el estatus de un órgano descentralizado de la ad-
ministración pública federal; por estas razones, por estos
motivos, pido a todos su voto del dictamen que presenta a
esta soberanía la Comisión de Gobernación de la Cámara
de Diputados.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputado. Tiene la palabra el diputado Cárdenas Gra-
cia, hasta por cinco minutos, para exponer el punto de vis-
ta sobre el dictamen del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
señor presidente. Coincido con el punto de vista del dipu-
tado Corral; se trata de un esfuerzo muy importante de la
Cámara de Diputados, en particular de la Comisión de Go-
bernación, para brindarle a la sociedad mexicana una Ley
Federal de Archivos, tan trascendente el asunto, que déjen-
me, me voy a permitir contarles algunas anécdotas que tie-
nen que ver con nuestro país.

Una de las anécdotas —y esto lo cuentan los historiado-
res— consiste en lo siguiente: en México existen buenos
archivos sobre el siglo XIX mexicano; sin embargo, los ar-
chivos del siglo XX, sobre todo los que tienen que ver con
los periodos de los gobiernos del viejo régimen, muchos de
esos archivos son inexistentes, no existen.

La costumbre por parte de muchos funcionarios públicos,
cuando concluían su encargo en responsabilidades eleva-
das o medianas de la administración pública o en otros Po-
deres públicos, era destruir los documentos que se genera-
ban en sus oficinas; por eso no hay archivos adecuados
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sobre —por ejemplo— la segunda mitad del siglo XX en
nuestro país, porque muchos archivos de ese tipo han sido
destruidos u ocultados por los propios servidores públicos.

En materia de acceso a la información, y una vez que entró
en vigor en México en 2003 la Ley Federal de Transparen-
cia y del Acceso a la Información Pública Gubernamental, es
costumbre también —ésta es otra anécdota— de las llama-
das unidades de enlace o de los llamados órganos garantes
en esta materia, que cuando un ciudadano hace una solicitud
para acceder a algún tipo de información, lo que suelen con-
testar estas unidades de enlace y algunos órganos garantes en
materia de transparencia es que el documento no existe, y el
documento no existe, porque no hay archivos.

Creo que sí es fundamental esta Ley Federal de Archivos,
porque va a contribuir a que las autoridades federales en
este país no puedan contestar: no te doy la información ciu-
dadano, porque el documento no existe; tendrá que haber
archivos clasificados, sistematizados y ordenados para que
los ciudadanos puedan acceder a la información pública
gubernamental.

Es también un elemento muy importante que provee esta
ley, pues el registro histórico de los documentos en nuestro
país es un mecanismo de transparencia, es un mecanismo
de acceso a la información pública gubernamental, es un
mecanismo de rendición de cuentas.

Me parece —con las deficiencias que pueda tener esta pri-
mera Ley Federal de Archivos— un paso adelante en la de-
mocratización, en la transparencia y en la rendición de
cuentas de nuestro país.

Solamente haría una crítica y desde luego, manifiesto que
mi voto —como espero que sea el voto de la mayoría de
mis compañeros del grupo parlamentario— será a favor de
esta nueva Ley Federal de Archivos; creo que el futuro en
esta materia debe implicar —y en materia de transparencia
y de rendición de cuentas— que cualquier actuación por
parte de los servidores públicos se registre documental-
mente o por cualquier otro medio.

Eso debe ser el futuro de nuestro país; cualquier conversa-
ción en las altas esferas gubernamentales, cualquier deba-
te, por ejemplo, en la Junta de Coordinación Política de la
Cámara o en la Mesa Directiva, en las reuniones previas
que tienen, todas esas actuaciones debieran estar plena-
mente registradas plenamente documentadas. Éste debe ser
el futuro al que debemos aspirar los mexicanos.

Sin embargo, no hemos llegado todavía a él, pero enhora-
buena por esta Ley Federal de Archivos que contribuirá a
la democratización, a la transparencia y a la rendición de
cuentas en nuestro país. Por su atención, compañeros, mu-
chas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputado. Tiene la palabra, hasta por cinco
minutos para expresar la opinión de su grupo parlamenta-
rio, el diputado Juan José Guerra Abud.

El diputado Juan José Guerra Abud: Gracias, presiden-
te. Buenas tardes estimados colegas, la verdad es que el
Partido Verde está muy de acuerdo en votar a favor esta ley
que hoy estamos discutiendo; creo que es poco lo que hay
que agregar a lo que ya el señor presidente de la Comisión,
el diputado Corral, ha comentado a todos ustedes.

Sin embargo, coincidimos en que había un hueco en la ley
sobre el adecuado manejo de los archivos y sin duda, con
la aprobación —que estoy seguro haremos hoy—, se pue-
de cubrir ése vacío que estaba existiendo. Desde luego,
coincidimos en que esta ley promueve la transparencia al
dar acceso a la información y al facilitar la rendición de
cuentas.

Creo que es fundamental para nuestro país que se pueda
resguardar adecuadamente el patrimonio documental que
se genera a través del tiempo y que se pueda garantizar el
adecuado resguardo de estos importantes materiales.

Lo que es algo que también consideramos relevante es que
esta ley está promoviendo la tecnificación y la sistematiza-
ción de los archivos, algo que si bien es cierto se daba en
ciertos niveles de los archivos en el país, pero no así en la
generalidad de los mismos y en ocasiones los documentos
o se perdían o estaban mal archivados, o a través del tiem-
po se iban deteriorando.

Otro tema, otra innovación que genera también esta ley es
la obligación de poder entregar, de deber entregar los ar-
chivos que se generan y desde luego, esto al terminar las
gestiones gubernamentales y al mismo tiempo cuidar los
datos de las personas, inclusive llegando al extremo que
cuando se manejan datos de la esfera íntima, llegar a un
resguardo de hasta 70 años, lo cual es también, considera-
mos muy importante.

Se crea este Consejo Nacional de Archivos y se generan
también sanciones a quienes incumplan con las disposicio-
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nes de esta ley, algo que antes no existía, y a quienes ex-
traigan documentos, los oculten, los destruyan o traten de
sacarlos del país; por todos estos beneficios que esta ley
genera, sin duda el Partido Verde va a votar a favor. 

No puedo terminar, presidente, sin reconocer al promotor
de esta ley, al ex senador y ex diputado César Camacho
Quiroz, que fue quien con su gran capacidad jurídica y con
su conocimiento, sentó las bases para lo que hoy sin duda
vamos a aprobar. Gracias, presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el diputado Nazario Norberto Sánchez, hasta
por cinco minutos, para expresar la opinión de su Grupo
Parlamentario, el Partido de la Revolución Democrática.

El diputado Nazario Norberto Sánchez: Con su permiso,
diputado presidente. Compañeras, compañeros diputados,
esta ley que fue aprobada en la Comisión de Gobernación,
Ley Federal de Archivos, es una ley que es histórica; ven-
go por parte de mi Grupo Parlamentario del PRD, a votar-
la a favor.

La aprobación de esta Ley Federal de Archivos es de índo-
le nacional, va a contribuir a la racionalidad administrati-
va, con la de la transparencia de las acciones del gobierno
y con el ahorro de espacios y tiempos de la administración
pública. Además, coadyuvará con la homologación de las di-
rectrices archivísticas a nivel nacional, por medio del Con-
sejo Nacional de Archivos, el cual tendrá representantes de
los archivos en los estados y municipios de este país.

Ha sido necesaria la creación de la Ley Federal, porque va
a reforzar la posición jurídica y atribuciones del Archivo
General de la Nación, para que asuma la rectoría del patri-
monio documental del país, considerando que al contrario
de otros proyectos de ley, la presente minuta del Senado in-
cluye preocupaciones teóricas, metodológicas, planteadas
por la comunidad archivista de México.

Con la aprobación de la presente ley se podrá iniciar una
nueva era en la preservación del impresionante patrimonio
documental que tiene nuestro país, tesoro que está entre los
más ricos del mundo.

En el contenido del presente dictamen también se propone
la emisión de lineamientos que establezcan las bases para
que los archivos administrativos de los sujetos obligados se
organicen y conserven de forma completa y actualizada, a
fin de cumplir con lo dispuesto en la fracción V, del artícu-

lo 60 constitucional, en específico, con la obligación de
publicar en medios electrónicos disponibles la información
sobre indicadores de gestión y el ejercicio de los recursos
públicos, pues uno de los beneficios que nos brinda esta era
digital es la oportunidad para acceder e intercambiar infor-
mación y conocimiento para impulsar la participación ciu-
dadana.

Uno de los principales retos en materia de archivos, no só-
lo en el país, sino en el mundo, es la modernización de los
mismos a través de su tránsito al ambiente electrónico; ha-
ciendo frente a este reto, el proyecto faculta al Archivo Ge-
neral de la Nación para emitir los lineamientos que esta-
blecen las bases para la creación y uso de sistemas
automatizados de gestión, automatizados de gestión y con-
trol de documentos, tanto en formato físico como electró-
nico.

Por lo anterior, compañeras y compañeros diputados, les
pido su voto a favor de este dictamen. Muchas gracias. He
concluido, diputado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputado. Tiene la palabra, hasta por cinco
minutos, para expresar la opinión del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, el diputado Agustín Torres
Ibarrola.

El diputado Agustín Torres Ibarrola: Muchas gracias,
presidente. Ya se ha dicho prácticamente todo aquí por los
diputados Corral, por los compañeros del Verde, también
por Jaime Cárdenas; ésta es una ley muy importante, por-
que se refiere a los archivos de nuestro país y para Acción
Nacional es un compromiso con los mexicanos el que se
pueda conservar el patrimonio documental de la nación,
porque este patrimonio fortalece nuestra identidad y reco-
noce nuestro avance social.

La importancia de los archivos tiene que ver con la memo-
ria de un país, y la mejoría de un país es la que nos hace ser
un pueblo.

Decía Castillo Peraza que el pueblo es la comunidad de
personas que viven en un lugar dado y en un momento da-
do de la historia y tienen recuerdos comunes. El pueblo es
una comunidad de memoria; cuando un gobierno quiere
acabar con un pueblo, lo primero que hace es falsificarle la
historia, porque sin memoria común no hay pueblo, se di-
suelve.
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Pero esa misma comunidad, esos mismos hombres y muje-
res que miran hacia atrás, comparten recuerdos y son pue-
blo, y cuando miran hacia delante son nación; ésa es la tras-
cendencia de los archivos públicos, no sólo como un mero
acervo documental, sino como un instrumento de identi-
dad, como un instrumento de cohesión social que permite
conocernos y que permite también corregir el rumbo.

Es indudable que este proyecto de nueva Ley de Archivos
que hoy discutimos establecerá los mecanismos de coordi-
nación y de concertación entre los diversos archivos públi-
cos que permitan su debido resguardo, su debida difusión
y su debido acceso, lo que sin duda abonará en la transpa-
rencia del acceso a la información pública.

Como decía el diputado Corral, no basta con el acceso a la
información, es necesario que esta información esté archi-
vada de manera sistemática, de manera ordenada, de ma-
nera transparente y de manera homogénea en toda la admi-
nistración pública federal, en todos los órganos
constitucionales y en todos los entes públicos de este país.

Esta obligación está establecida desde la reforma al artícu-
lo 6o. constitucional, que habla de los sujetos obligados en
su quinto párrafo y que les establece la obligación de pre-
servar los documentos en archivos administrados, actuali-
zados y que se deben publicar a través de medios electró-
nicos disponibles, con indicadores de gestión y donde se
señale el ejercicio de los recursos públicos.

Por eso, compañeros y compañeras diputadas, estamos an-
te una innovación legislativa, porque las disposiciones que
regulaban el manejo de los archivos estaban dispersas en
toda la regulación normativa y no eran sistemáticas, y esto
nos llevaba a que los archivos estuvieran igualmente dis-
persos, igualmente heterogéneos y no de la manera ade-
cuada que debemos tenerlos.

Esto nos permite, y quisiera pasar a algunos de los concep-
tos que señala la ley; define, por ejemplo, con precisión, las
facultades y atribuciones del Archivo General de la Nación
en el ámbito del Poder Ejecutivo federal; se precisan con-
ceptos como administración de documentos, la definición
de lo que es un archivo, lo que es un archivo de concentra-
ción, un archivo de trámite, lo que es un archivo histórico,
lo que es un catálogo; se establecen comités técnicos con-
sultivos para el manejo de estos archivos; se establece un
Consejo Nacional de Archivos, integrado por representan-
tes de los tres niveles del gobierno, pero también de los ór-

ganos constitucionales autónomos y de las instituciones
académicas, así como de los archivos privados.

Se precisa, como sujetos obligados a archivar, al Poder
Ejecutivo, a la administración pública federal, la Procura-
duría General de la República, el Poder Legislativo federal,
la Cámara de Senadores, la Comisión Permanente, la Au-
ditoría Superior de la Federación, la Judicatura federal, los
órganos constitucionales autónomos, tribunales y cualquier
órgano adicional; entonces, compañeros, con esta nueva
ley se promueve el uso de métodos y técnicas que garanti-
cen la localización de los archivos.

Es un avance importante y por tanto, Acción Nacional está
a favor y les pide también su voto a favor de este dictamen.
Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputado. Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el
diputado Luis Carlos Campos Villegas, del Partido Revo-
lucionario Institucional.

El diputado Luis Carlos Campos Villegas: Con su per-
miso, señor presidente. Con el permiso de la asamblea. Es-
ta Ley Federal de Archivos cuenta, por lo visto, con la sim-
patía de todos los grupos parlamentarios y por supuesto,
del Partido Revolucionario Institucional, que en este mo-
mento me toca representar.

La estructura de esta Ley Federal de Archivos, en sus siete
títulos, en sus 56 artículos ordinarios y sus 12 artículos
transitorios, nos permite tener una legislación moderna, ac-
tual, contemporánea.

El objeto de la ley es tener normas jurídicas que permitan
la organización y la conservación de los archivos públicos
y en algunos casos, de los documentos privados; hay una
serie de principios que animan el objeto y la filosofía de es-
ta nueva ley, que es el principio de conservación, el princi-
pio de procedencia, el principio de integridad, así como el
principio de disponibilidad.

Se pretende dotar a la nación de una legislación moderna,
que cierre el ámbito legislativo, de transparencia, protec-
ción de datos personales y la conservación de archivos; es
indudable que los documentos y por tanto, los archivos,
son el insumo principal para la satisfacción de la demanda
de transparencia, para que el pueblo de México —cuando
así lo requiera— pueda consultar sobre ciertos documentos
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de su interés y que trascienden hacia la vida pública por su
importancia política, por su importancia administrativa o
incluso por su importancia histórica.

Si no se cuenta con archivos bien organizados, el derecho
a la información, sin duda alguna, se ve afectado y en oca-
siones totalmente nulificado. De ahí la importancia de esta
ley, de ahí la nobleza de sus principios.

También es importante destacar que al establecerse un
Consejo Nacional de Archivos permitirá que los integran-
tes de este consejo puedan consensar políticas públicas y
protocolos para conservar adecuadamente estos archivos,
estos documentos para organizarlos en técnicas modernas,
incluso utilizando medios electrónicos, pero una cosa fun-
damental es que permitirá dimanar estos esfuerzos hacia
las entidades federativas y hacia los municipios, porque la-
mentablemente a lo largo y ancho del país nos encontramos
con documentos muy valiosos que están depositados en
rincones, en cajas, en anaqueles, pero que no tienen una
adecuada organización y que la importancia de su conteni-
do a veces no es conocido ampliamente por el pueblo de
México.

Ante esta situación, compañeros diputados y diputadas,
pedimos respetuosamente su apoyo a este dictamen de la
Comisión de Gobernación y esperamos, hacemos votos
porque sea un dictamen aprobado por la unanimidad de to-
dos los diputados presentes, que mandaría un mensaje muy
importante a la nación mexicana, en el sentido de que hay
temas sensibles, que hay temas de trascendencia histórica,
en donde por supuesto los representantes populares pode-
mos coincidir y ponernos de acuerdo. Es cuanto, señor pre-
sidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias. Agotada la lista de oradores, consulte la Se-
cretaría a la asamblea, en votación económica, si se en-
cuentra suficientemente discutido en lo general.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: En vota-
ción económica se consulta a la asamblea si el dictamen se
encuentra suficientemente discutido. Las diputadas y dipu-
tados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo,
muchas gracias. Diputadas y diputados por la negativa.
Mayoría por la afirmativa, diputado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido. En virtud de que de conformidad
con el artículo 109 del Reglamento de la Cámara no se ha

reservado artículo alguno para su discusión en lo particu-
lar, pido a la Secretaría abrir, hasta por tres minutos, el sis-
tema electrónico, para proceder a la votación en lo general
y en lo particular en un solo acto.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Háganse
los avisos a los que se refiere el artículo 144, numeral 2 del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema
electrónico, por tres minutos, para proceder a la votación
en lo general y en lo particular en un solo acto.

(Votación)

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Esta
Presidencia da la más cordial bienvenida a finalistas de la
Prueba Enlace 2011, del norte del estado de Guanajuato,
invitados por la diputada Aránzazu Quintana Padilla.

A alumnos de la escuela primaria Benito Juárez, de Am-
pliación Lomas de San Andrés, de Tlalnepantla, estado de
México, invitados por el diputado Amador Monroy.

A alumnos de la Vocacional número 7, en Iztapalapa, invi-
tados por el diputado Arturo Santana Alfaro, al igual que a
alumnos de la Universidad de Nuevo México, de Tula de
Allende, Hidalgo, invitados por el diputado José Luis León
Perea. Sean todos ustedes bienvenidos.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Ciérrese el
sistema de votaciones. Señor presidente, el resultado de la
votación es el siguiente: 310 votos a favor, 0 en contra y 0
abstenciones.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 310 votos
el proyecto de decreto que expide la Ley Federal de Ar-
chivos. Pasa al Ejecutivo, para sus efectos constitucio-
nales.

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION SOCIAL
DE LA VIOLENCIA Y LA DELINCUENCIA

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que expide la Ley General pa-
ra la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia. 
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El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: «Dicta-
men de la Comisión de Gobernación, con proyecto de de-
creto que expide la Ley General para la Prevención Social
de la Violencia y la Delincuencia

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación de la Cámara de Diputados,
fue turnada para su estudio y dictamen la minuta que con-
tiene proyecto de decreto por el que se expide la Ley Ge-
neral para la Prevención Social de la Violencia y la Delin-
cuencia enviada por la honorable Cámara de Senadores
para efectos del artículo 72, inciso e), de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Con fundamento en los artículos 72, inciso e), de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los ar-
tículos 39, 45, numeral 6, inciso e) y f) y numeral 7 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; 157, numeral 1, fracción I; 158, numeral 1,
fracción IV, y 167, numeral 4, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, y habiendo analizado el contenido del
proyecto remitido por la Cámara de Senadores, esta Comi-
sión somete el presente dictamen a la consideración de los
integrantes de esta honorable asamblea, de conformidad
con la siguiente:

Metodología

Esta Comisión de Gobernación encargada del análisis y
dictamen de la minuta en comento, desarrolló los trabajos
correspondientes conforme al procedimiento que a conti-
nuación se describe:

En el apartado denominado “I. Antecedentes”, se da cons-
tancia del trámite de inicio del proceso legislativo, así co-
mo de la recepción y turno para el dictamen de la minuta.

En el apartado titulado “II. Consideraciones de la Cáma-
ra de Senadores”, se expresan los razonamientos y argu-
mentos con base en los cuales se sustenta el sentido del
presente dictamen elaborado por la Cámara de Senadores.

El apartado “III. Modificaciones de la Cámara de Sena-
dores”, plantea, concretamente los cambios y ajustes jurí-
dicos y de técnica legislativa realizados por la colegislado-
ra la minuta, a fin de abonar en el enriquecimiento de ésta.

En el apartado titulado “IV. Consideraciones a la minu-
ta”, se expresan los razonamientos y argumentos con base

en los cuales se sustenta el sentido del presente dictamen
elaborado por la Cámara de Diputados a la minuta de la co-
legisladora.

I. Antecedentes

1. Con fecha 8 de octubre de 2009, el diputado Víctor
Humberto Benítez Treviño, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, presen-
tó ante el pleno de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, la Iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se expide la Ley que crea el Organismo Pú-
blico Descentralizado Federal denominado Instituto
Nacional de Prevención del Delito, la cual fue suscrita
por los diputados Miguel Ángel García Granados y Andrés
Massieu Fernández del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional; Camilo Ramírez Puente y
Carlos Alberto Pérez Cuevas, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional y Martín García Avilés, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. Con esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva dispuso que la iniciativa fuera turnada a la Comisión
de Gobernación, con opinión de la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para su estudio y análisis corres-
pondiente.

2. Con fecha 10 de diciembre de 2009, la diputada Alma
Carolina Viggiano Austria, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, presentó la iniciativa
con proyecto de decreto que contiene el texto de la Ley
General para la Prevención Social de la Delincuencia.
En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
dispuso que la iniciativa fuera turnada a la Comisión de Se-
guridad Pública con opinión de la Comisión de Presupues-
to y Cuenta Pública. El 15 de diciembre del mismo año, se
modificó el trámite de la iniciativa en comento, turnándose
a la Comisión de Gobernación, con opinión de las Comi-
siones de Seguridad Pública, y Presupuesto y Cuenta Pú-
blica.

3. Con fecha 28 de abril de 2010, los miembros de la Co-
misión de Gobernación de la Cámara de Diputados, discu-
tieron y aprobaron dictamen con proyecto de decreto que
expide la Ley General para la Prevención Social de la
Violencia y la Delincuencia, mismo que fue aprobado por
su pleno, procediendo la Mesa Directiva a enviar la minu-
ta correspondiente al Senado de la República.

4. En sesión plenaria celebrada el 29 de abril de 2010, la
Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Senado-
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res dio cuenta de la Minuta proveniente de la Cámara de
Diputados que contiene proyecto de decreto por el que se
expide la Ley General para la Prevención Social de la Vio-
lencia y la Delincuencia.

5. Con esa misma fecha la Mesa Directiva de la Cámara de
Senadores procedió a turnar la minuta a las Comisiones
Unidas de Seguridad Pública, y de Estudios Legislativos,
Primera.

6. El 27 de abril de 2010, las Comisiones de Seguridad Pú-
blica, y de Estudios Legislativos, Primera, del Senado de la
República aprobaron el proyecto de dictamen, el cual fue
puesto a la consideración de la asamblea con la misma fe-
cha. Esta decidió devolver el dictamen a comisiones con el
fin de perfeccionar su contenido y armonizarla con la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

7. Con fecha 29 de abril de 2011, las Comisiones Unidas de
Seguridad Pública y Estudios Legislativos, Primera del Se-
nado de la República, después de un detallado estudio y
análisis de la minuta, aprobaron el proyecto de Dictamen
que se puso a la consideración del Pleno de la Cámara de
Senadores.

8. En sesión plenaria celebrada el 6 de septiembre de 2011,
la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados dio cuenta de la minuta proveniente de la Cámara de
Senadores que contiene proyecto de decreto por el que se
expide la Ley General para la Prevención Social de la Vio-
lencia y la Delincuencia para efectos del inciso e) de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

9. Con esa misma fecha la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados procedió a turnar la minuta a esta Comisión de
Gobernación.

II. Consideraciones de la Cámara de Senadores

“Estas Comisiones Unidas coinciden con lo expresado por
la colegisladora en la necesidad de orientar el trabajo le-
gislativo hacia la regulación de la prevención de la delin-
cuencia, como forma alterna y no menos importante de
combatir a dicho fenómeno social. Además de aplicar la
fuerza de la ley, en términos de la reforma constitucional de
justicia penal y seguridad pública y el cúmulo de leyes se-
cundarias en torno a esta materia, es recomendable también
atender las causas que generan la delincuencia.

Coinciden también en la necesidad de que el instrumento
legal sea una ley general partiendo del hecho que la Cons-
titución es la base de las leyes, vértice y arista de las juris-
dicciones federal y local, principio operador de la produc-
ción normativa nacional, sin preeminencia o superioridad
de leyes federales sobre locales, ambas de igual jerarquía
ante la Carta Magna en organización de coexistencia juris-
diccional y política.

A la par por cuanto hace al orden jurídico, pero con la ex-
cepción de la leyes generales, cuyo objeto es la distribu-
ción de competencias en materias concurrentes, por lo que
las leyes locales han de sujetarse a aquéllas, toda vez que
la concurrencia establecida por materia por la propia Cons-
titución Federal, para la Federación, las entidades federati-
vas y los municipios, será regulada por el Legislador Fede-
ral, en su función de Congreso General, bajo el criterio de
establecer en qué términos participará cada orden de go-
bierno en el marco del federalismo y la distribución de
competencias, dictando las leyes necesarias en el orden lo-
cal a partir de los lineamientos establecidos en la ley gene-
ral de la materia.

En este orden de ideas, la Constitución prescribe la concu-
rrencia por materias, y mandata al legislador federal, la
emisión de una ley general que distribuya las competencias
para los tres órdenes de gobierno o las jurisdicciones local
y federal en su caso. La obligación del Estado de garanti-
zar la seguridad pública es de carácter concurrente, en con-
secuencia, es a través de la Ley General para la Prevención
Social de la Violencia y la Delincuencia como ha de defi-
nirse la participación de los órdenes de gobierno sobre la
materia.

En este orden de ideas, los legisladores integrantes de estas
comisiones comparten la visión de la colegisladora en el
sentido de que los objetivos de esta nueva ley deben ser los
siguientes:

Coadyuvar en la formación de ciudadanos con espíritu de
solidaridad, respeto y justicia, preocupados por la preser-
vación y mejoramiento de la armonía, social y promotores
del bien común y del desarrollo estatal y nacional;

Disminuir los niveles delictivos en los medios urbano y ru-
ral, y fomentar la conciencia, en todos los habitantes del
País, sobre la composición justa de la nación;

Promover la difusión de programas y la participación ciu-
dadana en los mismos, y
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Establecer la coordinación en materia de prevención del
delito en los “tres órdenes de gobierno”.

Para lograr los objetivos anteriores, la ley propuesta es ten-
dente a articular un esquema institucional para los gobier-
nos de la federación, los estados, el Distrito Federal y los
municipios que permita la coordinación de programas para
combatir las causas y factores del delito, estableciendo los
principios que deben concurrir en las bases correspondien-
tes; en lo principal el respeto irrestricto a los derechos hu-
manos. Estas Comisiones consideran acertado la elabora-
ción normativa de la llamada “política de administración
de riesgos” o política criminal preventiva. Entendida como
una actividad del Estado, que se traduzca en una reducción
de los índices delictivos, a través de un sistema verdadera-
mente eficaz, que permita su medición de manera objetiva,
libre de subjetivismos o factores políticos.

Es importante destacar que los órganos contemplados en el
proyecto llevarán a cabo sus planes, programas y acciones,
las cuales serán sometidas a su evaluación.

Estas comisiones se manifiestan satisfechas con la incor-
poración de la violencia como materia de la prevención, ya
que se estima de capital importancia agregar a la denomi-
nación de la ley la referencia expresa a la violencia como
un factor específico en la incidencia delictiva, puesto que
la violencia, en sus múltiples manifestaciones, constituye
en un gran número de caos, un prerrequisito para la exis-
tencia de la conducta delictiva.

En razón de que la violencia y el delito son expresiones de
toda una contracultura, estas comisiones ponderan de ma-
nera positiva el hecho de que la minuta estima de valor la
participación social en particular la creación, manteni-
miento y conservación de redes sociales que propicien la
convivencia armónica ganando espacios comunitarios a la
delincuencia y a los conflictos que engendran violencia.

Coinciden plenamente con la necesidad expresada en la
minuta, objeto de estudio, de expedir un ordenamiento que
regule la coordinación de esfuerzos en esta materia a nivel
preventivo, reconociendo que la estructura orgánica que se
propone es la indicada, al no redundar en mayor gasto pú-
blico, dada la existencia previa de la misma.

Lo anterior es así tomando en consideración que el fenó-
meno de la violencia y la delincuencia, debe ser abordado
desde todas las aristas, de atención multidisciplinaria, y de
grupos de la sociedad civil organizada, a partir de la coor-

dinación responsable del Estado, que cristalice los esfuer-
zos conjuntos en lo que a política criminológica se refiere.

No pasa desapercibido para los integrantes de esta comi-
sión, que una ley de esta naturaleza, exige garantizar, por
parte del Estado en sus distintos órdenes de gobierno, la
implantación de políticas públicas cuyo objetivo específi-
co, sea la atención de zonas de alto riesgo criminógeno.
Queda claro que la pobreza, en sus tres niveles: alimenta-
ria, patrimonial y de capacidades; mientras no se eliminen
las condiciones que la propician, será uno de los factores
de riesgo más importantes en el contexto social para alen-
tar la violencia y la delincuencia.

Estas comisiones recogen y comparten las siguientes valo-
raciones de la colegisladora:

Establecimiento de la prevención como el eje funda-
mental de las políticas públicas diseñadas e implemen-
tadas para combatir la inseguridad.

Las directrices de las Naciones Unidas para la preven-
ción de la delincuencia juvenil, conocidas también co-
mo “Directrices de Riad”, adoptadas y proclamadas por
la Asamblea General en su resolución 45/112, de 14 de
diciembre de 1990, prevén, entre otras cosas, que la pre-
vención de la delincuencia juvenil es parte esencial de la
prevención del delito en la sociedad; después de todo, si
los jóvenes se dedican a actividades lícitas y socialmen-
te útiles, se orientan hacia la sociedad y enfocan la vida
con criterio humanista, pueden adquirir actitudes no cri-
minógenas. Ahora bien, para poder prevenir eficazmen-
te la delincuencia juvenil es preciso que la sociedad en
su conjunto procure un desarrollo armonioso de los ado-
lescentes y respete y cultive su personalidad desde la
primera infancia.

En este sentido, la propuesta de ley contempla, en el ar-
tículo 16, relativo a las atribuciones del Consejo Nacio-
nal, en su fracción XXII, la de identificar y desarrollar
los principales ámbitos de investigación de la preven-
ción social de la delincuencia, para realizarla por sí o
por un tercero; y de forma enunciativa se señala, en el
inciso h), la prevención de la violencia infantil y juve-
nil.

El respeto irrestricto a los derechos humanos constituye
otra pauta orientadora en el quehacer público enfocado
a la prevención social de la delincuencia, según se des-
prende de la siguiente fracción.
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La función rectora del Estado se reivindica a partir de la
siguiente definición: “El Estado, en sus diversos órde-
nes de gobierno desarrollará políticas públicas integra-
les eficaces para la prevención de la violencia y la de-
lincuencia, con la participación de los diferentes
sectores y grupos de la sociedad civil”.

La integralidad se entiende a partir de la concepción si-
guiente: La “complementariedad de los diferentes pro-
gramas de los órdenes de gobierno, incluidos los de jus-
ticia, seguridad pública, desarrollo social, económico,
cultural y de derechos humanos, con atención particular
a las comunidades, las familias, las niñas y niños, las
mujeres, así como las y los jóvenes en situación de ries-
go”. La cooperación y corresponsabilidad se asume co-
mo la exigencia de que el Estado en sus distintos órde-
nes de gobierno, y la sociedad en general, deben
involucrarse y desarrollar acciones conjuntas que con-
tribuyan a la prevención. Las políticas de Estado en las
que serán más viables y certeras cuanto más apoyo reci-
ban de las instituciones y organizaciones civiles inclu-
yan la participación ciudadana. Como se ha señalado en
el apartado de las políticas públicas, las decisiones de
las autoridades y la actuación de las organizaciones so-
ciales, requieren el respaldo social y una opinión públi-
ca favorable. En muchas organizaciones sociales se vi-
ve la necesidad de “hacer algo por la seguridad”, están
dispuestas a participar en acciones, sólo requieren orien-
tación para que sus actividades sean más fructíferas

Un principio de extrema relevancia el denominado “de
sostenibilidad”, el cual debe entenderse como la base
para implementar políticas públicas consistentes en el
tiempo y en el espacio, pues deberá ponderarse el dise-
ño de políticas públicas en el corto, mediano y largo pla-
zo dado que la prevención social de la delincuencia re-
quiere recursos adecuados, incluyendo fondos para
estructura y actividades. La participación espontánea
contra la inseguridad o la impunidad, normalmente sur-
ge de hechos importantes e indignantes: tiende a ser an-
gustiante, de confrontación con la autoridad y efímera.
Con facilidad propone medidas radicales y aumento de
penas. Por otro lado, la participación social dirigida des-
de el gobierno tiene el riesgo de no tener representativi-
dad, convocatoria ni credibilidad y puede incluso ser
manipulada. Así las cosas, es indispensable que la parti-
cipación ciudadana sea independiente, representativa,
propositiva y coadyuvante, y que tenga capacidad de in-
terlocución con las autoridades”.

La fracción VI establece, también como principio rec-
tor, el de la multidisciplinariedad. A este respecto, la ci-
tada fracción refiere “Las políticas públicas de preven-
ción social de la violencia y la delincuencia deberán
diseñarse tomando en cuenta conocimientos y herra-
mientas de distintas disciplinas y experiencias naciona-
les e internacionales.

México es una nación pluricultural. La atención dife-
renciada y las acciones afirmativas apuntan en la direc-
ción correcta al señalar que los planes y programas de
prevención “deberán considerar las necesidades y cir-
cunstancias específicas determinadas por género, así co-
mo las necesidades de grupos vulnerables o en riesgo,
mediante la atención diferenciada y acciones afirmati-
vas”, en efecto, múltiples fenómenos vinculados a la
génesis, pero también a los rasgos específicos de la de-
lincuencia, hallan su origen en aspectos concretos como
la edad, el sexo o la condición social.

Finalmente, tenemos que la transparencia es, de suyo,
uno de los principios rectores más importantes pues
guarda íntima relación con el tema de las políticas pú-
blicas; la evaluación, pero sobre todo el control social,
se nutren de información; y ésta debe ser asequible,
oportuna y veraz.

La participación ciudadana como principio rector de las
políticas públicas en materia de seguridad pública.

Es del conocimiento público que el Estado, en su mayo-
ría, enfrenta únicamente con medidas policiacas y re-
presivas el fenómeno de la delincuencia; vemos cada
vez con mayor frecuencia ambiciosas reformas penales
ya concluidas o por concluir, y sin embargo, no se apre-
cia que se esté atacando las causas; vemos que es un fe-
nómeno propio de las sociedades modernas ignorar los
factores causales que generan la delincuencia; sin em-
bargo, vemos que cada vez se construyen más recluso-
rios o se establecen más o más duras penas y no se tra-
baja sobre los factores de riesgo fundamentales para el
desarrollo de un Estado o país; en suma, es apreciable
que sólo se reacciona ante los hechos delictivos y con
tristeza, se observa que de los recursos que se dedican a
seguridad pública solamente un mínimo se dedica para
la prevención del delito.

En países como Inglaterra, Francia o los Países Bajos,
los índices de delincuencia muestran marcados decre-
mentos dentro del mismo lapso que en Latinoamérica,
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por ejemplo, estos mismos indicadores se incrementan.
Así, en estos y otros países, se aprecia la existencia de
programas de prevención enfocados a niños entre 7 y 12
años de edad; esto es, apostarle principalmente a la pre-
vención primaria: ayudar a esos niños en la escuela, en
la comunidad, a resolver sus problemas, etcétera. De ha-
cerlos, tendremos un efecto totalmente sano, cosa que
difícilmente se puede dar en un país en donde la violen-
cia familiar predomina de manera impresionante.

Desde principios de esta década, los indicadores en Mé-
xico demuestran que la edad más frecuente de los delin-
cuentes fluctuaba entres los 12 y 25 años y que suma ca-
si el 40 por ciento del total, es decir, la delincuencia
sigue aumentando y cada vez son más los niños los que
incursionan a las bandas delictivas y por supuesto como
no tiene una clara conciencia de lo que están haciendo,
la violencia es parte de su actuar.

Como sea, es de tomarse en cuenta que algunos factores
que inciden en el aumento de la delincuencia y la injus-
ticia son, entre otros:

Problemas sociales; entendiéndose por tales la degrada-
ción de los valores, la ramificación de la corrupción, la
disolución familiar y violencia doméstica, el alcoholis-
mo, drogadicción y pandillerismo, así como el desem-
pleo y la marginación;

Errores de gobierno: Tecnología atrasada en informática,
burocratismo y falta de compromiso de los servidores pú-
blicos, reclusorios que parecen “escuelas del crimen”,
permitir la falsificación de todo tipo de documentos si-
tuación que aprovecha el crimen, tolerancia para que el
sector informal sea canal de mercancías robadas y de con-
trabando, y

Complicidad-impunidad: Impunidad a cambio de incon-
dicionalidad en trabajos o negocios sucios; núcleos de
corrupción en cuerpos policiales, ministerio público y
tribunales, abogados del crimen organizado que aprove-
chan resquicios legales, órdenes de aprehensión incum-
plidas o sentencias injustas, en algunos casos por com-
plicidad, etc.

Es cierto que no es viable el avance significativo en se-
guridad sin mejorar sustantivamente la procuración e
impartición de justicia; empero, una reforma al sistema
de justicia penal sin otro equivalente en materia de pre-

vención de la delincuencia compromete los resultados
de la primera y paulatinamente será la causa de la defi-
ciencia total del sistema en su conjunto.

La participación social puede contribuir a responsabili-
zar públicamente a cada autoridad federal, estatal o mu-
nicipal de sus obligaciones, y que sea la sociedad quien
exija cambios reales, eficacia, rendición de cuentas y re-
sultados.

En todo caso, no es posible soslayar que se requiere de
perfeccionar las políticas de comunicación social para
que los medios contribuyan mejor a la prevención del
delito y al ejercicio del derecho a la información verda-
dera y oportuna sobre índices delictivos e indicadores
de gestión de las autoridades de seguridad pública.

La participación propicia un mayor compromiso en el
respeto y garantía del derecho a la seguridad pública y a
la justicia pronta, completa e imparcial y sirve como
instrumento para rechazar activamente la injusticia, la
corrupción y la impunidad.

Estas comisiones dictaminadoras consideran que la expe-
dición de la ley que proponen los diputados es oportuna y
de justicia social, ya que además de aplicar la ley a la de-
lincuencia poniendo tras las rejas a los infractores de la ley
penal, es de equidad un ordenamiento que sustraiga princi-
palmente a los jóvenes de ser reclutados principalmente
por la delincuencia organizada y tener acceso a oportuni-
dades para el desarrollo de su personalidad.

Si bien la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública dispone diferentes atribuciones en materia de pre-
vención del delito entre las instancias y las autoridades que
integran el Sistema Nacional de Seguridad Pública, estas
Comisiones Unidas consideran plenamente justificable la
expedición de la presente ley por atender a una problemá-
tica que requiere instituciones y actores debidamente espe-
cializados en la prevención social de la violencia y la de-
lincuencia.

Asimismo se coincide con la importancia que reviste la re-
gulación de esta materia, tomando en consideración que la
prevención del delito y su ampliación, la prevención de la
violencia y la delincuencia, constituye la hipótesis funda-
mental para abatir el proceso criminógeno.
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Finalmente se coincide plenamente con el dictamen de la
colegisladora, por cuanto hace a la modificación en la de-
nominación del proyecto de ley que da origen a la minuta
en estudio, toda vez que para los efectos de ésta ley se con-
sidera prevención social de la violencia y la delincuencia al
conjunto de políticas públicas orientadas a reducir factores
de riesgo que favorecen la generación de violencia y la de-
lincuencia, así como influir en sus distintas causas y mani-
festaciones.”

De lo expresado por la Cámara de Senadores en las consi-
deraciones aquí vertidas, se desprende la necesidad de ha-
cer adecuaciones jurídicas y de técnica legislativa por la
colegisladora en los siguientes términos:

III. Modificaciones de la Cámara de Senadores

Primera. Se considera necesario precisar la disposición
Constitucional que se reglamenta, a efectos de englobar la
materia de la presente ley en el ámbito de la seguridad pú-
blica. Por tal motivo, en artículo 1 se especifica el objeto o
razón de ser de la Ley, de tal suerte que quede delimitado
el campo de actuación de la prevención social de la violen-
cia y la delincuencia, lo que permitirá diferenciarla de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública o
de la Ley de la Policía Federal, ambas también reglamen-
tarias del artículo 21 constitucional. 

Tanto el proyecto de Ley como la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, establecen bases de coor-
dinación entre la Federación, los estados, el Distrito Fede-
ral y los municipios, por lo que son leyes supletorias que en
todo caso deben observarse y referenciarse. Dicho lo ante-
rior se propone la siguiente redacción:

Minuta

Artículo 1. La presente ley es de orden público e inte-
rés social y tiene por objeto establecer las bases para:

I. La planeación, formulación, implementación y eva-
luación de políticas públicas en materia de prevención
social de la violencia y la delincuencia entre la Federa-
ción, los estados, el Distrito Federal y los municipios, en
el ámbito de sus respectivas competencias, y

II. La articulación, coordinación y ejecución de progra-
mas, proyectos y acciones con el fin de combatir las
causas y factores que confluyen en la violencia y la de-
lincuencia.

Dictamen

Artículo 1. La presente ley es de orden público e inte-
rés social y de observancia general en todo el territorio
nacional y tiene por objeto establecer las bases de co-
ordinación entre la federación, los estados, el Distri-
to Federal y los municipios en materia de prevención
social de la violencia y la delincuencia en el marco
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, previsto
en el artículo 21 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Por cuestiones de orden y en atención a la modificación he-
cha al artículo 1, se mueve la redacción de las fracciones I
y II con ajustes a su redacción como primer párrafo del ar-
tículo 3.

Segunda. En el artículo 2 que hace referencia a la disposi-
ción de recursos para garantizar el cumplimiento de la Ley
en comento, estas comisiones dictaminadoras concluyen
que todas las disposiciones en materia presupuestaria se
concreten en el capítulo correspondiente, suprimiendo lo
contenido en este artículo. En su lugar se sugiere extraer
del glosario de términos la definición de prevención e in-
cluirla en el artículo 2 como una disposición independien-
te, dado que es el objeto que regula la presente ley y sólo
se enuncia en el artículo 1.

De esta definición se suprime el término “conducta antiso-
cial” en razón de que hay diversas significaciones de lo que
se puede entender por ésta. Por ejemplo, se entiende por
conducta antisocial al aislamiento al que se someten libre-
mente individuos, a su tendencia a apartarse de la vida co-
munitaria o colectiva, o a su simple rechazo a socializar.
Este tipo de conducta no puede ser considerada necesaria-
mente una causal de violencia o de delincuencia. Existen
también conductas antisociales asociadas a enfermedades
mentales o psicológicas. Hay quien califica como conduc-
ta antisocial el hecho de que un patrón “explote” a sus tra-
bajadores al no pagarles un salario remunerador. Se puede
decir que existe conducta antisocial que hace daño a la so-
ciedad y otra que no le beneficia pero tampoco afecta a la
colectividad. De este modo, por el grado de imprecisión del
término en la minuta, se decide suprimir este término. En
todo caso en los estudios de causalidad de la violencia de-
berá determinarse qué tipo de conductas antisociales oca-
sionan la violencia y la delincuencia.
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Minuta

Artículo 2. La federación, los estados, el Distrito Fede-
ral y los municipios, en el ámbito de sus respectivas
competencias, dispondrán la utilización y destino de los
recursos para garantizar el cumplimiento de la presente
ley.

Dictamen

Artículo 2. La prevención social de la violencia y la
delincuencia es el conjunto de políticas públicas, pro-
gramas y acciones orientadas a reducir factores de
riesgo que favorezcan la generación de violencia,
conductas antisociales y la delincuencia, así como a
combatir las distintas causas y factores que la gene-
ran.

Tercera. En el artículo 3 se incorporan las funciones con-
sideradas en las fracciones I y II del artículo 1 de la Minu-
ta y se establece que el desarrollo de las mismas se llevará
a cabo tanto por las Instituciones de Seguridad Pública co-
mo por otras autoridades, lo cual fortalece el enfoque mul-
tidisciplinario con que debe abordarse la prevención social
de la violencia y la delincuencia.

Minuta

Artículo 3. Las bases a que se refiere el artículo 1 de la
presente Ley, deben cumplir con los siguientes princi-
pios:

Dictamen

Artículo 3. La planeación, programación, implemen-
tación y evaluación de las políticas públicas, progra-
mas y acciones se realizará en los diversos ámbitos
de competencia, por conducto de las Instituciones de
Seguridad Pública y demás autoridades que en ra-
zón de sus atribuciones deban contribuir directa o
indirectamente al cumplimiento de esta ley, debiendo
observar como mínimo los siguientes principios:

Una vez definidos los actores responsables de la preven-
ción social de la violencia y la delincuencia, se numeran
los principios en que deben sustentarse todas y cada una de
sus acciones sobre la materia, redactándose los siguientes
cambios y adiciones a las fracciones del artículo 3:

Minuta

I. Respeto irrestricto a los derechos humanos;

II. El Estado, en sus diversos órdenes de gobierno des-
arrollará políticas públicas integrales eficaces para la
prevención de la violencia y la delincuencia, con la par-
ticipación de los diferentes sectores y grupos de la so-
ciedad civil; 

III. La prevención social de la violencia y la delincuen-
cia implica la articulación y complementariedad de los
diferentes programas de los órdenes de Gobierno, in-
cluidos los de justicia, seguridad pública, desarrollo so-
cial, económico, cultural y de derechos humanos; con
atención particular a las comunidades, las familias, las
niñas y niños, las mujeres, así como las y los jóvenes en
situación de riesgo; 

IV. Participación de personas, grupos sociales y órdenes
de gobierno de manera solidaria, para el desarrollo de
acciones conjuntas que contribuyan a la prevención so-
cial de la violencia y la delincuencia y al mejoramiento
de la calidad de vida de la sociedad;

V. Continuidad de las políticas públicas de prevención
social de la violencia y la delincuencia para garantizar
los cambios socioculturales en el mediano y largo pla-
zos, a través del fortalecimiento de los mecanismos de
participación ciudadana, asignación de presupuesto, el
monitoreo y la evaluación;

VI. Las políticas públicas de prevención social de la
violencia y la delincuencia, deberán diseñarse tomando
en cuenta conocimientos y herramientas de distintas
disciplinas y experiencias nacionales e internacionales; 

VII. Las políticas de prevención social de la violencia y
la delincuencia deberán considerar las necesidades y
circunstancias específicas determinadas por género, así
como las necesidades de grupos vulnerables o en riesgo,
mediante la atención diferenciada y acciones afirmati-
vas, y

VIII. Proximidad, en las políticas de prevención social
de la violencia y la delincuencia deberá prevalecer el en-
foque de proximidad orientado a la resolución pacífica
de conflictos, con estrategias claras, coherentes y esta-
bles, de respeto a los derechos humanos, la promoción
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de la cultura de la paz y sobre la base del trabajo social
comunitario, así como del contacto permanente con los
actores sociales y comunitarios.

IX. La información relativa a la prevención social de la
violencia y la delincuencia, incluida la información pre-
supuestal, deberá ser pública, objetiva, oportuna, siste-
mática y veraz, en los términos de las leyes en la mate-
ria, y 

X. Las políticas públicas de prevención social de la vio-
lencia y la delincuencia deberán señalar quienes son los
sujetos responsables; cuáles son los objetivos; el alcan-
ce y procedimientos de evaluación, cuantitativa y cuali-
tativa, de los resultados, los procedimientos de audito-
ría, así como la estructura y periodicidad de los
informes a presentar para asegurar una rendición de
cuentas oportuna, clara, imparcial y transparente. 

Modificaciones

I. Se mantiene igual.

II. Se incorpora al inicio el término que sintetiza el prin-
cipio que describe la fracción.

Asimismo, en su parte final se sustituye participación de
los sectores por participación ciudadana y comunitaria,
que es definida en el glosario de términos (artículo 4).

III. Se incorpora al inicio el término que sintetiza el
principio que describe la fracción.

También se modifica y amplía la redacción para com-
plementar los alcances que deben abarcar los principios
de intersectorialidad y transversalidad.

IV. Se incorpora al inicio el término que sintetiza el
principio que describe la fracción, con ajuste de redac-
ción.

V. Se incorpora al inicio el término que sintetiza el prin-
cipio que describe la fracción y se modifica redacción
de esta fracción, incluyendo el término participación
ciudadana y comunitaria.

VI. Se incorpora al inicio el término que sintetiza el
principio que describe la fracción.

VII. Se incorpora el término que sintetiza el principio
que describe la fracción.

Adicionalmente, se agregan algunas de las determinan-
tes de la diversidad: el contexto local, la procedencia ét-
nica, sociocultural, religiosa y etaria”.

Asimismo, se considera conveniente que la atención que
se proporcione deberá ser bajo un enfoque de “integra-
lidad diferenciada”

VIII. Se incorpora el término que sintetiza el principio
que describe la fracción.

También se agrega que para la resolución de conflictos
deberá ser en todos los casos por la vía pacífica.

IX. Se incorpora en el inicio el término que sintetiza el
principio que describe la fracción.

Se remite a las leyes aplicables.

X. Se elimina lo contenido en esta fracción en virtud de
que las distintas leyes, federales o locales, contienen re-
glas específicas en materia de transparencia y rendición
de cuentas. Asimismo, en la fracción anterior quedan re-
feridos tanto la transparencia como la rendición de
cuentas. En su lugar se sugiere incluir como principio a
la participación ciudadana.

Dictamen

I. …

II. Integralidad. El Estado, en sus diversos órdenes de
gobierno desarrollará políticas públicas integrales efica-
ces para la prevención de la violencia y la delincuencia,
con la participación ciudadana y comunitaria.

III. Intersectorialidad y transversalidad. Consiste en
la articulación, homologación y complementariedad de
las políticas públicas, programas y acciones de los dis-
tintos órdenes de gobierno, incluidas las de justicia, se-
guridad pública, desarrollo social, economía, cultura y
derechos humanos, con atención particular a las comu-
nidades, las familias, las niñas y niños, las mujeres, así
como las y los jóvenes en situación de riesgo;

IV. Trabajo conjunto. Comprende el desarrollo de
acciones conjuntas entre las autoridades de los dis-
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tintos órdenes de gobierno, así como de los diferentes
sectores y grupos de la sociedad civil, organizada y
no organizada, así como de la comunidad académica.
de manera solidaria, para que contribuyan a la pre-
vención social de la violencia y la delincuencia y al me-
joramiento de la calidad de vida de la sociedad;

V. Continuidad de las políticas públicas. Con el fin de
garantizar los cambios socioculturales en el mediano y
largo plazos, a través del fortalecimiento de los meca-
nismos de participación ciudadana y comunitaria, asig-
nación de presupuesto, el monitoreo y la evaluación;

VI. Interdisciplinariedad. Consiste en el diseño de
políticas públicas tomando en cuenta conocimientos y
herramientas de distintas disciplinas y experiencias na-
cionales e internacionales;

VII. Diversidad. Consiste en considerar las necesida-
des y circunstancias específicas determinadas por el
contexto local territorial, el género, la procedencia ét-
nica, sociocultural, religiosa, así como las necesidades
de grupos vulnerables o en riesgo, mediante la atención
integral diferenciada y acciones afirmativas;

VIII. Proximidad. Comprende la resolución pacífica
de conflictos, con estrategias claras, coherentes y es-
tables, de respeto a los derechos humanos, la promo-
ción de la cultura de la paz y sobre la base del trabajo
social comunitario, así como del contacto permanente
con los actores sociales y comunitarios, y

IX. Transparencia y rendición de cuentas. En los tér-
minos de las leyes aplicables.

X. …

Cuarta. En el artículo 4 relativo a los términos de referen-
cia comprendidos en el presente proyecto se hacen las si-
guientes modificaciones y adiciones:

Minuta 

I. Centro Nacional: El Centro Nacional de Prevención
del Delito y Participación Ciudadana;

II. La Comisión Permanente: La Comisión de Preven-
ción del Delito y Participación Ciudadana;

V. Prevención social de la violencia y la delincuencia:
El conjunto de políticas públicas orientadas a reducir
factores de riesgo que favorecen la generación de vio-
lencia, conductas antisociales y la delincuencia, así co-
mo influir en sus distintas causas y manifestaciones;

…

X. Violencia: El uso deliberado de la fuerza física, ya
sea en grado de amenaza o efectivo, contra uno mismo,
otra persona o un grupo o comunidad, que cause o ten-
ga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte,
daños psicológicos, trastornos del desarrollo o privacio-
nes.

Modificación

I. El Centro Nacional es una unidad administrativa del
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, por lo que, a efectos de que no quede lugar
a dudas sobre su pertenencia a ese órgano desconcentra-
do, se adiciona dicha referencia como lo dispone la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

II. Del mismo modo que en la fracción anterior se in-
cluye a qué entidad pertenece la Comisión Permanente
como lo dispone la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública y para no generar confusiones con
la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, en
su forma sintética referenciable se emplea únicamente
la palabra “comisión”.

V. Se elimina el contenido de esta fracción en virtud de
que la definición de prevención se incluye en el nuevo
artículo 2, propuesto por las comisiones dictaminadoras.
En su lugar se incorpora la definición de participación
ciudadana y comunitaria.

Se incorpora una nueva fracción al glosario con el fin de
incluir la figura del secretario ejecutivo del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública que a su vez tiene distintas
funciones relacionadas con el Centro Nacional.

Con la adición anterior esta fracción pasa a ser la XI y
se le agregan dos elementos. Uno, es el señalar que ade-
más de la fuerza física, también el poder en su sentido
más amplio puede ser usado para generar violencia. El
otro se refiere a las diversas manifestaciones que puede
tener la violencia, entre las que se considera deben in-
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cluirse aquéllas que en nuestro medio son las más co-
munes, a saber: la de género, la juvenil, la delictiva, la
institucional y la social, entre otras. Asimismo, se supri-
me la frase que expresa las “probabilidades de causar”
ya que previamente se indica que puede ser “en grado de
amenaza”, con lo que ya se incluye el sentido de proba-
bilístico.

Dictamen

I. Centro Nacional: El Centro Nacional de Prevención
del Delito y Participación Ciudadana, unidad adminis-
trativa del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública;

II. Comisión: La Comisión Permanente de Prevención
del Delito y Participación Ciudadana del Consejo Na-
cional de Seguridad Pública;

V. Participación ciudadana y comunitaria: La parti-
cipación de los diferentes sectores y grupos de la so-
ciedad civil, organizada y no organizada, así como de
la comunidad académica.

…

X. Secretario ejecutivo: El titular del Secretariado
Ejecutivo.

XI. Violencia: El uso deliberado del poder o de la fuer-
za física, ya sea en grado de amenaza o efectivo, contra
uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que
cause lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos
del desarrollo o privaciones. Quedan incluidas las di-
versas manifestaciones que tiene la violencia como la
de género, la juvenil, la delictiva, la institucional y la
social, entre otras.

Quinta. Las comisiones dictaminadoras consideran conve-
niente suprimir lo contenido en el artículo 5 que señala que
“los organismos a que alude el artículo anterior son los es-
tablecidos en la Ley General del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública”, y en su lugar se propone establecer un ar-
tículo que haga referencia a la aplicación supletoria de
dicha ley:

Artículo 5. En lo no previsto por la presente Ley, se
aplicarán, conforme a su naturaleza y de forma su-
pletoria, las disposiciones contenidas en la Ley Ge-
neral del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Sexta. En el artículo 7, relativo a la manera en que se lle-
vará a cabo la prevención se plantean las siguientes modi-
ficaciones:

Minuta

Artículo 7. La prevención social de la violencia y la de-
lincuencia se llevará a cabo mediante: 

I. Programas integrales de desarrollo social y económi-
co que no produzcan estigmatización, incluidos los pro-
gramas de salud, educación, vivienda y empleo;

IV. Estrategias de educación y sensibilización de la po-
blación para promover la cultura de legalidad y toleran-
cia respetando al mismo tiempo las diversas identidades
culturales. Incluye tanto programas generales como
aquellos enfocados en la juventud, las familias, niñas y
niños, mujeres, adultos mayores y las comunidades en
altas condiciones de vulnerabilidad, y

V. Estrategias que involucren a mujeres, jóvenes, niños
y niñas, adultos mayores, personas con discapacidad,
grupos en situación de vulnerabilidad, marginados, así
como en situación de pobreza y pobreza extrema.

Modificaciones

En congruencia con la definición de los ámbitos que
comprende la prevención social de la violencia y la de-
lincuencia (artículo 6), se agrega que este articulo se re-
fiere al “ámbito social”.

I. Se agregan el tipo de programas que deben quedar
comprendidos en el tipo de acciones que se deben llevar
a cabo, destacando el “cultural” junto con los de desa-
rrollo social y económico y los que comprenden el “de-
porte y el desarrollo urbano”.

IV. Se fusionan las dos fracciones con lo que se evita la
repetición de los grupos de atención, y se decide elimi-
nar la lista que describe a los distintos grupos porque es
limitativa y excluyente de otros posibles grupos que po-
drían producirse con el tiempo y se suprimen otros o son
sustituidos por definiciones más acordes con los grupos
objeto de atención de esta ley.

V. Asimismo se propone adicionar una fracción que ex-
plicite que la prevención también se buscará a través de
programas que busquen modificar las condiciones so-
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ciales y generar condiciones de desarrollo en los grupos
en riesgo o vulnerabilidad, en los siguientes términos:

Dictamen

Artículo 7. La prevención social de la violencia y la de-
lincuencia en el ámbito social se llevará a cabo me-
diante: 

I. Programas integrales de desarrollo social, cultural y
económico que no produzcan estigmatización, incluidos
los de salud, educación, vivienda, empleo, deporte y
desarrollo urbano;

IV. Estrategias de educación y sensibilización de la po-
blación para promover la cultura de legalidad y toleran-
cia respetando al mismo tiempo las diversas identidades
culturales. Incluye tanto programas generales como
aquéllos enfocados a grupos sociales y comunidades
en altas condiciones de vulnerabilidad, y

V. Se establecerán programas que modifiquen las con-
diciones sociales de la comunidad y generen oportuni-
dades de desarrollo especialmente para los grupos en
situación de riesgo, vulnerabilidad, o afectación.

Séptima. En el caso del artículo 8, relativo al ámbito co-
munitario de la prevención social de la violencia y la de-
lincuencia se hacen las siguientes modificaciones:

Minuta diputados

Artículo 8. La prevención comunitaria pretende atender
los factores que generan conductas antisociales mediante
la participación ciudadana y comunitaria y comprende: 

III. Fomentar el empoderamiento comunitario, social y
la cohesión entre las comunidades frente a problemas
locales; 

IV. La participación de la comunidad, a través de meca-
nismos que garanticen la efectiva participación ciudada-
na en el diseño e implementación de planes y progra-
mas, su evaluación y sostenibilidad, y 

Modificaciones

Al igual que en el artículo anterior se precisa el tipo de
ámbito en el que se puede desarrollar la prevención. En
este caso el “ámbito comunitario”.

Al sustituir el término “conductas antisociales” por vio-
lencia y delincuencia.

Se precisan los tres procesos que se necesitan fomentar:
a) el “desarrollo comunitario” en lugar del “empodera-
miento comunitario”, b) convivencia, y c) cohesión so-
cial, para que las comunidades puedan generar capaci-
dades para resolver los problemas locales.

Se hace una corrección a la redacción, al repetirse la pa-
labra “participación”, y se sustituye participación de la
comunidad por “participación ciudadana y comunitaria”.

Dictamen senadores

Artículo 8. La prevención en el ámbito comunitario
pretende atender los factores que generan conductas an-
tisociales violencia y delincuencia mediante la partici-
pación ciudadana y comunitaria y comprende: 

III. Fomentar el desarrollo comunitario, la conviven-
cia y la cohesión social entre las comunidades frente a
problemas locales;

IV. La participación ciudadana y comunitaria, a tra-
vés de mecanismos que garanticen su efectiva inter-
vención ciudadana en el diseño e implementación de
planes y programas, su evaluación y sostenibilidad, y

Octava. En el artículo 9, relativo al ámbito situacional de
la prevención social de la violencia y la delincuencia se ha-
cen las siguientes modificaciones:

Minuta diputados

Artículo 9. La prevención situacional consiste en modi-
ficar el entorno para propiciar la convivencia y la cohe-
sión social, así como disminuir los factores de riesgo y
oportunidades que faciliten conductas antisociales, fe-
nómenos de violencia y la incidencia delictiva, median-
te: 

I. El mejoramiento del desarrollo urbano, ambiental y el
diseño industrial, incluidos los sistemas de transporte
público, sistemas de vigilancia a través de circuito ce-
rrado, y el uso de sistemas computacionales, entre otros;

II. La utilización de métodos apropiados de vigilancia
que respeten los derechos a la intimidad y a la privaci-
dad;
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III. Medidas administrativas encaminadas a disminuir la
disponibilidad de medios comisivos o facilitadores de
violencia, y

IV. La aplicación de estrategias para prevenir la repeti-
ción de casos de victimización.

Modificaciones

Al igual que en el artículo anterior se precisa el tipo de
ámbito en el que se puede desarrollar la prevención. En
este caso el “ámbito situacional”.

Asimismo, se suprime el término “conductas antisocia-
les”.

Se incluye la función reguladora con el objeto de que las
acciones en materia de prevención se lleven a cabo en el
marco del Estado de derecho.

Se agrega “desarrollo rural” porque también en este
ámbito se requieren intensificar las acciones preventi-
vas.

Se suprime el uso de “circuito cerrado y el uso de siste-
mas computacionales” en razón de que su uso no puede
ni es generalizable. Los sistemas de vigilancia pueden
ser diversos y no necesariamente basados en la tecnolo-
gía, por lo que se sugiere desagregar esta fracción en
virtud de que contiene dos herramientas distintas: siste-
mas y nuevas tecnologías.

No todos los sistemas suponen el uso de nuevas tecno-
logías.

Se recorre el número de la fracción y se simplifica re-
dacción.

Se recorre el número de la fracción.

Se corrige la redacción en razón de todo el artículo. No
se trata de “prevenir para prevenir”, por eso se opta en
esta fracción por sustituir “prevenir” por “garantizar”.

Dictamen diputados

Artículo 9. La prevención en el ámbito situacional con-
siste en modificar el entorno para propiciar la conviven-
cia y la cohesión social, así como disminuir los factores

de riesgo que facilitan fenómenos de violencia y de in-
cidencia delictiva, mediante:

I. El mejoramiento y regulación del desarrollo urbano,
rural, ambiental y el diseño industrial, incluidos los sis-
temas de transporte público y de vigilancia;

II. El uso de nuevas tecnologías;

III. La vigilancia respetando los derechos a la intimidad
y a la privacidad; 

Se recorre número de la fracción.

IV. Medidas administrativas encaminadas a disminuir la
disponibilidad de medios comisivos o facilitadores de
violencia, y

V. La aplicación de estrategias para garantizar la no
repetición de casos de victimización.

Novena. En el artículo 10, relativo al ámbito psicosocial de
la prevención de la violencia y la delincuencia se hacen las
siguientes modificaciones:

Minuta diputados 

Artículo 10. La prevención psicosocial tiene como obje-
tivo incidir en las motivaciones individuales hacia la
violencia o las condiciones criminógenas con referencia
a los individuos, la familia, la escuela y la comunidad,
que entre otros incluye: 

I. Impulsar el diseño y aplicación de programas forma-
tivos en habilidades para la vida, dirigidos a la pobla-
ción en situación de riesgo y vulnerabilidad;

II. La inclusión de la prevención de la violencia, delde-
lito y de las adicciones, en las políticas públicas en ma-
teria de educación, y

Modificaciones

Al igual que los tres artículos anteriores se especifica el
ámbito de prevención. En este caso el “ámbito psicoso-
cial”. También se sugiere hacer del contenido de las
fracciones un mínimo indispensable de las políticas pú-
blicas de prevención en el ámbito psicosocial.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 8 de diciembre de 2011353



Se especifica el sentido de prioridad que deben tener es-
te tipo de programas.

Se sustituye delito por delincuencia en congruencia con
el objeto ampliado de la prevención de la ley propuesta.

Dictamen Senado

Artículo 10. La prevención en el ámbito psicosocial tie-
ne como objetivo incidir en las motivaciones individua-
les hacia la violencia o las condiciones criminógenas
con referencia a los individuos, la familia, la escuela y
la comunidad, que incluye como mínimo lo siguiente:

I. Impulsar el diseño y aplicación de programas forma-
tivos en habilidades para la vida, dirigidos principal-
mente a la población en situación de riesgo y vulnera-
bilidad; 

II. La inclusión de la prevención de la violencia, la de-
lincuencia y de las adicciones, en las políticas públicas
en materia de educación, y 

Décima. Con relación al artículo 11, relativo a las víctimas
de la violencia y la delincuencia se proponen los siguientes
cambios:

Minuta

III. La atención específica al impacto en grupos espe-
cialmente vulnerables a desarrollar problemas derivados
de delitos violentos particularmente los delitos sexuales
cometidos a niños, jóvenes, mujeres y adultos mayores. 

IV. Brindar respuesta oportuna a todas las inquietudes,
peticiones o solicitudes de intervención presentadas por
la población, a través de los mecanismos creados para
ese fin; y

Modificaciones

Se determina eliminar los casos de grupos de atención
particulares de la presente redacción, en razón de que
otros grupos no mencionados quedarían excluidos. Se
debe buscar que la ley sea general e incluyente.

Se considera que el contenido de esta fracción escapa al
ámbito de protección a las víctimas del delito por lo que
se sugiere especificar a qué grupo de población se le de-
be atender.

Se agrega una fracción V referida a la necesidad de que
la reparación del daño sea integral cuando se es víctima
de la violencia y/o la delincuencia. Deberá comprender
“el reconocimiento público”, “la reparación del daño
moral y material” y la “garantía de no repetición”. 

Dictamen

III. La atención específica al impacto en grupos espe-
cialmente vulnerables a desarrollar problemas derivados
de delitos violentos. 

IV. Brindar respuesta a las peticiones o solicitudes de in-
tervención presentadas por las víctimas de la violencia
y la delincuencia, a través de los mecanismos creados
para ese fin; y

V. La reparación integral del daño que incluye el re-
conocimiento público, la reparación del daño moral
y material, y las garantías de no repetición.

Décima primera. Se considera necesario ajustar el nombre
del capítulo tercero para hacerlo congruente con los térmi-
nos dispuestos por la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública.

Minuta

Capítulo Tercero

De los órganos encargados de la prevención social de
la violencia y la delincuencia

Sección Primera

Del Consejo Nacional

Dictamen

Capítulo Tercero

De las instancias de coordinación

Sección Primera

Del Consejo Nacional

Décima segunda. Estas comisiones dictaminadoras consi-
deran innecesario e improcedente incluir dentro del Conse-
jo Nacional de Seguridad Pública a “…autoridades de los
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tres órdenes de gobierno, responsables o vinculadas, cuya
función incida en la prevención social de la violencia y la
delincuencia” (párrafo segundo del artículo 12), por con-
travenir los principios constitucionales de distribución de
competencias, tanto a nivel federal como estatal. Cabe re-
cordar que los gobernadores forman parte del Consejo Na-
cional y, en todo caso, ellos podrían ser los portadores de
las iniciativas que en materia de prevención hicieran los
funcionarios de sus administraciones.

La inclusión de autoridades locales o municipales, implica
que las políticas en materia de seguridad pública, en espe-
cífico, de prevención social de la violencia y la delincuen-
cia, que deban ser implementadas a nivel federal por el Ti-
tular del Poder Ejecutivo, sean consensuadas o incluso,
determinadas por autoridades locales, en contravención al
régimen constitucional de distribución de competencias.
Cabe también recordar que para recoger las iniciativas que
las autoridades locales o municipales hagan en materia de
prevención, el Sistema Nacional de Seguridad Pública
cuenta con la Conferencia Nacional de Seguridad Pública
Municipal que ha de coordinarse con el Secretario Ejecuti-
vo del Sistema Nacional con dicho propósito.

Con el fin de que predominen los propósitos considerados
por la Cámara de Diputados, estas comisiones dictamina-
doras realizan los siguientes cambios y adiciones al artí-
culo 12: 

Minuta

Artículo 12. El Consejo Nacional será la máxima ins-
tancia para la coordinación y definición de la política de
prevención social de la violencia y la delincuencia. 

Se convocará con voz y voto a las autoridades de los tres
órdenes de gobierno, responsables o vinculadas, cuya
función incida en la prevención social de la violencia y
la delincuencia. 

Modificaciones

Se mantiene sin cambios el primer párrafo del artículo
12.

Se modifica el segundo párrafo estableciendo que la im-
plementación de las políticas sobre la materia y la coor-
dinación se realizarán a través del Secretariado Ejecuti-
vo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, para lo

cual contará con el apoyo del Centro Nacional de Pre-
vención del Delito y Participación Ciudadana, como lo
establecen los artículos 17 y 18 de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública

Se adiciona un tercer párrafo en el que se establece que
para el seguimiento del cumplimiento de los acuerdos y
disposiciones en materia de prevención adoptados por el
Consejo Nacional el secretario Ejecutivo se coordinará
con la Comisión Permanente de Prevención del Delito y
Participación Ciudadana en los términos del artículo 16
de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública.

Dictamen

El Consejo Nacional contará con el Secretariado
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca para coordinar e implementar la política de pre-
vención social de la violencia y la delincuencia, y és-
te se apoyará para ello en el Centro Nacional, en los
términos que señala la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública y demás normativa apli-
cable.

Para dar seguimiento al cumplimiento de las disposi-
ciones aplicables, el Secretariado Ejecutivo se coor-
dinará con la Comisión. 

Decimotercera. Con relación al artículo 13 relativo a las
atribuciones del Consejo Nacional de Seguridad Nacional,
estas comisiones dictaminadoras acuerdan los siguientes
cambios:

Minuta

Artículo 13. Las atribuciones del Consejo Nacional son:

I. Coordinar a las instituciones que lo integran para la
elaboración de los programas nacional, sectorial, espe-
ciales e institucionales de las dependencias cuyo ejerci-
cio presupuestario de sus programas incidan en la pre-
vención social de la violencia y la delincuencia 

II. Formular políticas públicas para la prevención social
de la violencia y la delincuencia;

III. Coordinar a diferentes instituciones y agencias, tan-
to gubernamentales como de la sociedad civil; 
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IV. Definir estrategias de colaboración interinstitucional
para facilitar la cooperación, contactos e intercambio de
información y experiencias entre la Federación, las en-
tidades federativas y los municipios; así como con orga-
nizaciones de la sociedad civil, centros educativos o de
investigación, o cualquier otro grupo de expertos o re-
des especializadas en prevención;

V. Establecer los lineamientos para recabar, analizar y
compartir la información existente sobre la prevención
social de la violencia y la delincuencia, análisis de las
mejores prácticas, su evaluación, así como su evolución
entre los tres órdenes de Gobierno, con objeto de con-
tribuir a la toma de decisiones;

VI. Informar a la sociedad anualmente sobre sus activi-
dades a través de los órganos competentes, e indicar los
ámbitos de acción prioritarios de su programa de traba-
jo para el año siguiente;

VII. Promover la generación de indicadores y métricas
estandarizados para todos los órdenes de gobierno en
materia de prevención de la violencia y la delincuencia,
los que al menos serán desagregados por edad, sexo,
ubicación geográfica y pertenencia étnica;

VIII. Convocar a las autoridades de los tres órdenes de
gobierno, responsables o vinculadas, cuya función inci-
da en la prevención social a efecto de coordinar accio-
nes; y

IX. Las demás que establezcan otras disposiciones lega-
les y las que sean necesarias para el funcionamiento del
Sistema Nacional de Seguridad Pública en las materias
propias de esta Ley.

Modificaciones

Es necesario aclarar que las atribuciones a que se refie-
re la presente ley son las que corresponden a la preven-
ción social de la violencia y la delincuencia, bajo el en-
tendido de que en la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública, en el artículo 14 se especifican
cuáles son las demás atribuciones que son de la compe-
tencia del Consejo Nacional de Seguridad Pública.

I. Se elimina esta fracción en virtud de que ya está con-
tenida de manera implícita en la facultad contenida en el
artículo 14, fracción V, de la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública.

II. Se elimina esta fracción en virtud de que ya está con-
templada de manera implícita en la facultad contenida
en el artículo 14, fracción III, de la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública.

III. Se elimina esta fracción en virtud de que ya está
contemplada de manera implícita en la facultad conteni-
da en el artículo 14, fracciones V y XVI de la Ley Ge-
neral del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

IV. Se ajusta numeración de las fracciones subsecuentes.

V. Se ajusta numeración de la fracción.

Se sustituye “los tres órdenes de gobierno” por “los in-
tegrantes de del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca”, para guardar congruencia con la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública.

VI. Se ajusta numeración de la fracción.

VII. Se ajusta numeración de la fracción y se sustituye
también “los órdenes de gobierno” por “integrantes del
Sistema Nacional de Seguridad Pública para guardar
congruencia con la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública.

VIII. Se suprime en razón de que la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública establece específica-
mente la forma en que se integran las instancias de coor-
dinación del Sistema, dividiendo ordenadamente los
trabajos y competencias en materia de seguridad pública,
orden que se vería quebrantado de integrarse esta frac-
ción.

Dictamen

Artículo 13. Las atribuciones del Consejo Nacional en
materia de prevención social de la violencia y la de-
lincuencia son:

I. Definir estrategias de colaboración interinstitucional
para facilitar la cooperación, contactos e intercambio de
información y experiencias entre la federación, las enti-
dades federativas y los municipios; así como con orga-
nizaciones de la sociedad civil, centros educativos o de
investigación, o cualquier otro grupo de expertos o re-
des especializadas en prevención;
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II. Establecer los lineamientos para recabar, analizar y
compartir la información existente sobre la prevención
social de la violencia y la delincuencia, análisis de las
mejores prácticas, su evaluación, así como su evolución
entre los integrantes del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, con objeto de contribuir a la toman de de-
cisiones;

III. Informar a la sociedad anualmente sobre sus activi-
dades a través de los órganos competentes, e indicar los
ámbitos de acción prioritarios de su programa de traba-
jo para el año siguiente;

IV. Promover la generación de indicadores y métricas
estandarizados para los integrantes del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública en materia de prevención
de la violencia y la delincuencia, los que al menos serán
desagregados por edad, sexo, ubicación geográfica y
pertenencia étnica, y

V. Las demás que establezcan otras disposiciones lega-
les y las que sean necesarias para el funcionamiento del
Sistema Nacional de Seguridad Pública en las materias
propias de esta ley.

Decimocuarta. El contenido del artículo 14 que se refiere
a las atribuciones de la Comisión, pasa a colocarse después
de que son descritas las atribuciones del Secretariado Eje-
cutivo y el Centro Nacional, incorporando al nuevo artícu-
lo 14 las atribuciones del Secretariado Ejecutivo que es la
instancia ejecutora del Consejo Nacional en materia de pre-
vención social de la violencia y la delincuencia.

Adicionalmente se establece que el artículo 14 dé inicio a
una Sección Segunda correspondiente a las Instancias de
Coordinación en materia de prevención social de la violen-
cia y la delincuencia.

Minuta

Artículo 15. El Consejo Nacional, a través del Secreta-
riado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica: 

I. Ejecutará y dará seguimiento a los acuerdos y resolu-
ciones del propio Consejo Nacional y de su presidente;

De la fracción II a la X.

Modificaciones

Se agrega el objeto de la presente Ley con el fin de que
solamente se incluyan las atribuciones que correspon-
dan a este campo de actuación.

Se inicia con la función de coordinar la concepción y
planeación de las acciones en materia de prevención so-
cial de la violencia y la delincuencia.

En segundo lugar, la relativa de proponer al Consejo
Nacional los proyectos para su aprobación.

En tercer lugar, se retoman las funciones de ejecutar y
supervisar lo que el Consejo aprueba en la materia.

En cuarto lugar, se incorpora la función de difundir la
información que permita a todos los integrantes del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública compartir un mis-
mo diagnóstico sobre la materia.

No se incluyen las atribuciones que comprenden las
fracciones II a la X de la minuta en razón de que todas
ya están contempladas en el artículo 18 de la ley Gene-
ral del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Dictamen

Sección Segunda
Del Secretariado Ejecutivo

Artículo 14. El Secretariado Ejecutivo del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública en materia de prevención
social de la violencia y la delincuencia, tendrá las si-
guientes atribuciones:

I. Elaborar en coordinación con las demás instancias
del Sistema Nacional de Seguridad pública, las pro-
puestas de contenido del Programa Nacional de Pre-
vención Social de la Violencia y la Delincuencia, y to-
dos aquellos vinculados con esta materia; 

II. Proponer al Consejo Nacional de Seguridad Pú-
blica, políticas públicas, programas y acciones en
materia de prevención social de la violencia y la de-
lincuencia;

III. Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos y re-
soluciones del propio Consejo Nacional y de su Pre-
sidente sobre la materia;
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IV. Difundir la información estadística en materia de
incidencia delictiva y de prevención social de la vio-
lencia y la delincuencia, y

V. Todas aquellas atribuciones conferidas al Secreta-
riado Ejecutivo en la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública y demás disposiciones
legales.

Decimoquinta. El Centro Nacional de Prevención del De-
lito y Participación Ciudadana formará parte de la Sección
Tercera del Capítulo Tercero, modificándose las siguientes
fracciones del artículo 16, relativo a las atribuciones que
corresponden a dicho Centro:

Minuta

Artículo 16. El Centro Nacional tendrá las siguientes
funciones: 

I. Proponer los aspectos técnicos para integrar el Pro-
grama Nacional de Prevención social de la violencia y
la delincuencia; 

II. Elaborar su programa anual de trabajo;

III. Recabar información sobre los delitos y sus tenden-
cias, los grupos de mayor victimización y, proyectos en-
focados en la prevención y sus resultados; 

IV. Realizar diagnósticos participativos; 

V. Generar mecanismos de participación de la comuni-
dad, de las organizaciones de la sociedad civil, de los or-
ganismos públicos de derechos humanos y de las insti-
tuciones de educación superior para el diagnóstico y
evaluación de las políticas públicas en materia de pre-
vención;

VI. Planear la ejecución de programas de prevención y
las formas de evaluación;

VII. Colaborar en el diseño científico de políticas crimi-
nológicas;

VIII. Elaborar mapas delictivos en colaboración con
otras autoridades sobre la base de la información reca-
bada, que estarán correlacionados con las condiciones
sociales, económicas y educativas de las localidades; 

IX. Realizar en coordinación con otras instituciones en-
cuestas nacionales de victimización en hogares, con la
periodicidad que se estime conveniente;

X. Identificar temas prioritarios o emergentes que pon-
gan en riesgo o que afecten directamente la seguridad
pública desde la perspectiva ciudadana;

XI. Formular recomendaciones a ser consideradas por
los organismos encargados de la prevención y de asis-
tencia a la víctima, sobre la implementación de medidas
de prevención de la victimización;

XII. Monitorear y evaluar las políticas de prevención
social de la violencia y la delincuencia;

XIII. Efectuar estudios comparativos de las estadísticas
oficiales de criminalidad;

XIV. Incorporar a la comunidad a las tareas de preven-
ción social de la violencia y la delincuencia, impulsan-
do la participación en la formulación de propuestas que
contribuyan a este fin y dialogando en forma permanen-
te con la sociedad a través de foros y asambleas vecina-
les, organizaciones no gubernamentales, consejos profe-
sionales, asociaciones civiles y con la sociedad en
general;

XV. Garantizar el libre acceso de la población a la in-
formación estadística en materia de delito y de preven-
ción social de la violencia y la delincuencia;

XVI. Elaborar por sí o por los medios determinados en
el Programa Nacional, información para la comunidad
sobre prevención de la victimización, proporcionando
herramientas tendentes a evitar ser víctima de hechos
delictivos;

XVII. Informar a la población sobre las causas y facto-
res que confluyen en el fenómeno complejo de la crimi-
nalidad;

XVIII. Expedir los lineamientos y crear los mecanismos
que sean necesarios para garantizar que las inquietudes,
requerimientos y propuestas de los ciudadanos sean ele-
vadas al Consejo Nacional;

XIX. Asistir a las secretarías de la administración públi-
ca federal, las entidades federativas y municipios en el
desarrollo de estándares para la generación de informa-
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ción para la prevención social de la violencia y la delin-
cuencia; 

XX. Generar y recabar información sobre: 

a) Las causas estructurales del delito;

b) Estadísticas de conductas ilícitas no denunciadas;

c) Diagnósticos sociodemográficos;

d) Prevención de la violencia infantil y juvenil;

e) Erradicación de la violencia, especialmente la
ejercida contra niñas, niños, jóvenes, mujeres, indí-
genas y adultos mayores,

e) Erradicación de la violencia entre grupos vulnera-
bles;

f) modelos de atención integral a las víctimas;

XXI. Organizar conferencias, seminarios, reuniones y
demás acciones destinadas a profundizar en los aspectos
técnicos de experiencias nacionales e internacionales
sobre la prevención, así como en la difusión de sus re-
sultados;

XXII. Organizar actividades que sirvan de estímulo pa-
ra mejorar el intercambio de experiencias y de las me-
jores prácticas;

XXIII. Poner a disposición de las entidades federativas,
municipios y miembros de la sociedad en general, cuan-
do sea necesario y a petición de éstos, su competencia
para asistirles en todas las cuestiones relacionadas con
la prevención;

XXIV. Celebrar convenios para la formación, capacita-
ción, especialización y actualización de servidores pú-
blicos cuyas funciones incidan en la prevención social
de la violencia y la delincuencia;

XXV. Intercambiar y desarrollar mecanismos de apren-
dizaje de experiencias internacionales;

XXVI. Remitir un informe anual a la Cámara de Dipu-
tados;

XXVII. Difundir la recopilación de las mejores prácti-
cas nacionales e internacionales;

XXVIII. Emitir opiniones y recomendaciones, dar se-
guimiento y evaluar los programas implementados por
las instituciones y organismos de la Administración Pú-
blica federal que incidan en la prevención social de la
violencia y la delincuencia; 

XXIX. Analizar las inquietudes, requerimientos y pro-
puestas de los ciudadanos a través de las instancias cre-
adas al efecto, a partir de las directrices y mecanismos
establecidos por el Reglamento; 

XXX. Dar respuesta a las temáticas planteadas por la
participación comunitaria, y

XXXI. Las demás que establezcan otras disposiciones
legales.

Modificaciones

Se propone modificar la redacción de este párrafo para
indicar la complementariedad de esta ley respecto de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca.

En la fracción I del artículo 14 se establece que el Se-
cretariado Ejecutivo se encargará de integrar el Progra-
ma Nacional por lo que se recomienda sustituir el “pro-
poner los aspectos técnicos” por “participar”.

II. Se propone someter el ejercicio de esta facultad a la
aprobación del Secretario Ejecutivo, en atención a que
el Centro Nacional es una unidad administrativa del ór-
gano del que aquél es titular.

III. Se mantiene igual.

IV. Se recomienda delimitar los diagnósticos al objeto
de esta ley.

V. Se mantiene igual.

VI. Se propone someter el ejercicio de esta facultad a la
aprobación del Secretario Ejecutivo, en atención a que
el Centro Nacional es una unidad administrativa del ór-
gano del que aquél es titular.
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VII. Se mantiene igual

VIII. Se propone modificar esta fracción en virtud de
que ésta facultad se encuentra implícita en la prevista en
la fracción IV del artículo 20 de la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública y se requiere esta-
blecer la especificidad de esta tarea en concordancia con
el objeto de esta ley.

IX. Se mantiene igual.

X. Se mantiene igual.

XI. Se propone una simplificación de la redacción.

XII. Cambio de redacción con el fin de establecer cate-
góricamente la función primordial de evaluación que in-
cluye el monitoreo como método de seguimiento. 

XIII. Se mantiene igual.

XIV. Se propone que el Centro Nacional oriente accio-
nes para que las autoridades involucren a los ciudadanos
en las tareas de prevención social. Las modalidades se
deberán ser consideradas en el Reglamento correspon-
diente; asimismo, a participación ciudadana se agrega
“comunitaria”.

XV. Se mantiene igual.

XVI. Se elimina esta fracción en virtud de que ésta fa-
cultad se encuentra implícita en la prevista en la frac-
ción V del artículo 20 de la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública.

XVII. Se modifica redacción incorporando la propuesta
de “realizar y difundir estudios” que contribuyan a la
adopción de medidas preventivas.

XVIII. Cambia número de la fracción.

XIX. Se elimina esta fracción en virtud de que esta fa-
cultad se encuentra implícita en la prevista en la frac-
ción V del artículo 11 del Reglamento del Secretariado
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

XX. Se mantiene igual contenido, pero cambia número
de fracción.

a) Se mantiene igual.

b) Se mantiene igual.

c) Se mantiene igual.

d) Se mantiene igual.

e) Se modifica bajo el mismo criterio argumentado an-
teriormente de evitar que la lista excluya a otros grupos
sociales.

f) Se mantiene igual.

XXI. Se modifica la redacción en virtud de que es nece-
sario no solo organizar sino también difundir los resul-
tados de este tipo de eventos.

XXII. Se elimina esta fracción en virtud de que ésta fa-
cultad se encuentra implícita en la fracción anterior.

XXIII. Cambia número de la fracción y se corrige re-
dacción.

XXIV. Al Secretariado Ejecutivo corresponde la cele-
bración de convenios, por lo que se modifica la fracción
XXIV del presente artículo estableciendo que el Centro
Nacional se encargará de hacer la propuesta técnica de
los mismos.

XXV. Se mantiene igual.

XXVI. Se considera absolutamente inviable toda vez
que los únicos que constitucionalmente se encuentran
obligados a remitir informes al Congreso o comparecer
ante el mismo son los secretarios de despacho. Disposi-
ciones como la que se propone han sido consideradas
inconstitucionales por la Suprema Corte de Justicia de
la Nación.

XXVII. En la fracción XXVII se especifica la materia
objeto de la recopilación que se considera debe realizar
el Centro Nacional, así como la necesidad de difundir
los criterios de selección de las mejores prácticas de pre-
vención social: 

XXVIII. Se suprime en razón de que esta facultad ya se
encuentra contemplada en el artículo 20 fracción III de
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica que al respecto dice “Emitir opiniones y recomen-
daciones, dar seguimiento y evaluar los programas im-
plementados por las Instituciones de Seguridad Pública,
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en los tres órdenes de gobierno para: a) Prevenir la vio-
lencia infantil y juvenil; b) Promover la erradicación de
la violencia especialmente la ejercida contra niñas, ni-
ños, jóvenes, mujeres, indígenas, adultos mayores, den-
tro y fuera del seno familiar; c) Prevenir la violencia ge-
nerada por el uso de armas, el abuso de drogas y
alcohol, y d) Garantizar la atención integral a las vícti-
mas.”

XXIX. Se recorre numeración de las siguientes fraccio-
nes.

XXX. Se agrega a participación comunitaria la “ciuda-
dana”.

Dictamen

Sección Tercera

Del Centro Nacional de Prevención del Delito y Par-
ticipación Ciudadana

Artículo 15. El Centro Nacional tendrá, además de
las que le confiere la Ley General del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública y demás disposiciones apli-
cables, las siguientes atribuciones:

I. Participar en la elaboración del Programa Nacional
de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia;

II. Elaborar su programa anual de trabajo y someterlo a
la aprobación del Secretario Ejecutivo;

IV. Realizar diagnósticos participativos en materia de
prevención social de la violencia y la delincuencia;

…

VI. Planear la ejecución de programas de prevención y
las formas de evaluación, previa aprobación del secre-
tario ejecutivo;

VIII. Elaborar mapas de riesgos sobre la violencia y la
delincuencia en colaboración con otras autoridades sobre
la base de la información recabada por el Centro Nacio-
nal, que estarán correlacionados con las condiciones so-
ciales, económicas y educativas de las localidades;

…

XI. Formular recomendaciones sobre la implementa-
ción de medidas de prevención de la victimización;

XII. Evaluar la eficiencia y eficacia de las políticas
públicas, programas y acciones de prevención social
de la violencia y la delincuencia;

XIV. Promover entre las autoridades de los gobier-
nos Federal, de los Estados, del Distrito Federal y los
municipios la participación ciudadana y comunitaria
en las tareas de prevención social de la violencia y la de-
lincuencia;

XVI. Realizar y difundir estudios sobre las causas y
factores que confluyen en el fenómeno de la criminali-
dad;

XVII. Expedir los lineamientos y crear los mecanismos
que sean necesarios para garantizar que las inquietudes,
requerimientos y propuestas de los ciudadanos sean ele-
vadas al Consejo Nacional; 

XVIII. Generar y recabar información sobre:

e) Erradicación de la violencia entre grupos vulnera-
bles;

XIX. Organizar y difundir los resultados y conclu-
siones de las conferencias, seminarios, reuniones y de-
más acciones destinadas a profundizar en aspectos téc-
nicos de experiencias nacionales e internacionales sobre
la prevención social de la violencia y la delincuencia;

XX. Brindar asesoría a las autoridades federales, de
las entidades federativas, las municipales, así como a la
sociedad civil, organizada o no, cuando estas así lo so-
liciten;

XXI. Proponer al Secretariado Ejecutivo la celebra-
ción de convenios para la formación, capacitación, es-
pecialización y actualización de servidores públicos cu-
yas funciones incidan en la prevención social de la
violencia y la delincuencia;

XXII. Intercambiar y desarrollar mecanismos de apren-
dizaje de experiencias internacionales;

XXIII. Difundir la recopilación de las mejores prácticas
nacionales e internacionales sobre prevención social
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de la violencia y la delincuencia, y los criterios para
tal determinación;

XXIV. Analizar las inquietudes, requerimientos y pro-
puestas de los ciudadanos a través de las instancias cre-
adas al efecto, a partir de las directrices y mecanismos
establecidos por el Reglamento;

XXV. Dar respuesta a las temáticas planteadas por la
participación ciudadana y comunitaria, y 

XXVI. Las demás que establezcan otras disposiciones
legales. 

Decimosexta. Se estable una Sección Cuarta en la que se
da caída a las atribuciones modificadas de la Comisión Per-
manente de Prevención del Delito y Participación Ciuda-
dana en los siguientes términos:

Minuta

Artículo 14. Para alcanzar sus objetivos, el Consejo Na-
cional a través de la comisión:

I. Definirá, vigilará y dará seguimiento a los programas
generales, especiales e institucionales de las dependen-
cias cuyas funciones incidan en la prevención social de
la violencia y la delincuencia; 

II. Dará prioridad a un enfoque multidisciplinario e in-
terinstitucional; 

III. Promoverá la colaboración para la prevención social
de la violencia y la delincuencia entre las secretarías de
Estado participantes y en todos los órdenes de gobierno,
y

IV. Establecerá los estándares y las metodologías de
evaluación para medir el impacto de los programas en
las materias propias de esta ley.

Modificaciones

I. La definición la hace el Consejo por tanto se reco-
mienda suprimir esta atribución. Asimismo, en con-
gruencia con las funciones de supervisión que le confie-
re el artículo 16 de la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública se incluye que en ello apoya al Se-
cretariado Ejecutivo.

II. En razón de que en la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública en su artículo 16, se esta-
blece que en las comisiones permanentes podrán parti-
cipar expertos de instituciones académicas, de
investigación y de agrupaciones del sector social y pri-
vado”, se propone que éstos aporten elementos que con-
tribuyan a la adopción de enfoques interdisciplinarios y
la transversalización de los programas. 

III. Esta actividad corresponde principalmente al Cen-
tro Nacional, por tal motivo se propone que la promo-
ción que haga la Comisión Permanente se refiera “en
apoyo a dicho centro”. Se adiciona participación comu-
nitaria. 

A la vez se propone que la Comisión Permanente tenga
como una de sus facultades el proponer al Consejo Na-
cional los estándares a los que hace referencia la frac-
ción. Quien los establecerá será el Consejo Nacional,
para quedar la fracción como sigue:

Dictamen

Sección Cuarta

De la Comisión Permanente de Prevención del Deli-
to y Participación Ciudadana

Artículo 16. La Comisión tendrá, además de las que
le confiere la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública y demás disposiciones aplicables,
las siguientes atribuciones:

I. Apoyar al Secretariado Ejecutivo en el seguimien-
to del cumplimiento de los programas generales, espe-
ciales e institucionales de las dependencias cuyas fun-
ciones incidan en la prevención social de la violencia y
la delincuencia;

II. Proponer como resultado de la evaluación de los
programas, mecanismos para mejorar sus resulta-
dos.

III. Apoyar al Centro Nacional en la promoción de la
participación ciudadana y comunitaria en la preven-
ción social de la violencia y la delincuencia, y

IV. Proponer al Consejo Nacional los estándares y las
metodologías de evaluación para medir el impacto de
los programas en las materias propias de esta ley.
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Decimoséptima. En el Capítulo Cuarto, relativo a la Coor-
dinación de Programas se efectúan los siguientes cambios:

Minuta

Artículo 17. Los programas nacional, sectorial, especial
e institucional que incidan en la prevención social de la
violencia y la delincuencia, deberán diseñarse conside-
rando la participación interinstitucional con enfoque
multidisciplinario, enfatizando la colaboración con uni-
versidades y entidades orientadas a la investigación, asi-
mismo se orientarán a contrarrestar, neutralizar o dismi-
nuir los factores de riesgo y las consecuencias, daño e
impacto social y comunitario del delito. 

Los programas tenderán a lograr un efecto multiplica-
dor, fomentando la participación de las autoridades de
los tres órdenes de gobierno, organismos públicos de
derechos humanos y de las organizaciones civiles, aca-
démicas y comunitarias en el diagnóstico, diseño, im-
plementación y evaluación de las políticas públicas y de
la prevención social de la violencia y la delincuencia.

Artículo 18. Las políticas de prevención social de la vio-
lencia y la delincuencia podrán ser monitoreadas, con la
participación de instituciones académicas, profesionales
y especialistas en la materia.

En caso de que los resultados de algún programa no al-
cancen las metas y objetivos planteados, se replantearán
sus estrategias y acciones, a partir del diagnóstico de se-
guridad local que se lleve a cabo para tal fin.

Artículo 19. Para el cumplimiento de sus funciones, el
Centro podrá convocar a:

I. La Secretaría de Desarrollo Social;

II. La Secretaría de Seguridad Pública;

III. La Procuraduría General de la República;

IV. La Secretaría de Educación Pública;

V. La Secretaría de Salud;

VI. La Secretaría del Trabajo;

VII. El Instituto Nacional de las Mujeres;

VIII. El Instituto Mexicano de la Juventud;

IX. La Comisión Nacional de Derechos Humanos;

X. El Consejo Nacional para Prevenir la Discrimina-
ción;

XI. El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de
la Familia;

XII. Los mecanismos equivalentes de las entidades fe-
derativas y del Distrito Federal, y

XIII. Investigadores, académicos especialistas en el te-
ma, así como otros actores coadyuvantes en la preven-
ción social de la delincuencia, para lo cual se establece-
rán los mecanismos de participación en el Reglamento
correspondiente.

Artículo 20. Para implementar las acciones en materia
de prevención social de la violencia y la delincuencia e
impulsar la participación de la sociedad civil, los tres ór-
denes de Gobierno, en el ámbito de sus atribuciones, de-
berán: 

I. Proporcionar la información que necesitan las comu-
nidades para enfrentar los problemas derivados de la de-
lincuencia;

II. Apoyar el intercambio de experiencias, investigación
académica y aplicación práctica de conocimientos basa-
dos en evidencias;

III. Apoyar la organización y la sistematización de ex-
periencias exitosas en el combate a los delitos;

IV. Compartir conocimientos, según corresponda, con
investigadores, entes normativos, educadores, especia-
listas de otros sectores pertinentes y la sociedad en ge-
neral;

V. Aplicar esos conocimientos para repetir intervencio-
nes satisfactorias, concebir nuevas iniciativas y prever
nuevos problemas de delincuencia y posibilidades de
prevención;

VI. Establecer sistemas de datos para ayudar a adminis-
trar la prevención social de la violencia y la delincuencia
de manera más económica, incluso realizando estudios
periódicos sobre la victimización y la delincuencia, y
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VII. Promover la aplicación de esos datos a fin de redu-
cir la victimización y la persistencia de delitos en zonas
con altos niveles de delincuencia.

Modificaciones

Se corrige redacción y se precisa al final del párrafo que
se trata de prevenir la violencia y la delincuencia y no
exclusivamente prevenir el delito.

Se mantiene igual.

El monitoreo es equivalente a seguimiento y lo que im-
porta es fortalecer la evaluación de las acciones con el
fin de corregir y mejorar los programas, por lo que se
sustituye “monitoreadas” por “evaluadas”.

Se suprime este párrafo en razón de que replantear las
metas y objetivos así como las asignaciones presupues-
tales es consecuencia natural de no alcanzar los resulta-
dos de un programa, por lo que se considera innecesario
prever este supuesto.

Resulta innecesario incluir esta facultad en virtud de
que ya se encuentra prevista en la fracción VIII del artí-
culo 20 de la Ley General del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública y en la fracción XII del artículo 13 del
Reglamento del Secretariado Ejecutivo del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública. Además, lo que se plantea
es una atribución del Centro Nacional, que en todo cada
tendría que estar referida en el capítulo anterior de esta
ley.

Como se trata no solo de implementar acciones sino de
interactuar para su conceptualización, planeación, su-
pervisión y evaluación, se propone cambiar la redacción
y sustituir “los tres órdenes de gobierno” por “los go-
biernos Federal, de los Estados, el Distrito Federal y los
Municipios” en los siguientes términos: 

Queda igual

Queda igual

Queda igual

Se recomienda mejorar la conceptualización de esta
fracción sustituyendo “intervenciones satisfactorias”
por “intervenciones exitosas”; asimismo, “prever nue-
vos problemas de delincuencia” por “pronosticarlos”, de

tal suerte que se sistematice el análisis prospectivo a la
prevención de la violencia y la delincuencia.

Se desagrega esta fracción en dos con el fin de distinguir
entre la función de integración de una base de datos y la
función de investigación que da soporte a los estudios.
El desagregado queda en las fracción VI y en la VII
(nueva).

Se fusiona la fracción VII con lo que queda de la VI.

Se añade la fracción como resultado de la fragmenta-
ción de la fracción VI de la minuta.

Se incluye una última fracción con el fin de reiterar que
en el proceso de coordinación de interinstitucional de
los diferentes órdenes de gobierno se deberá promover
la participación ciudadana y comunitaria.

Dictamen

Artículo 17. Los programas nacional, sectoriales, espe-
ciales e institucionales que incidan en la prevención so-
cial de la violencia y la delincuencia, deberán diseñarse
considerando la participación interinstitucional con en-
foque multidisciplinario, enfatizando la colaboración
con universidades y entidades orientadas a la investiga-
ción, asimismo se orientarán a contrarrestar, neutralizar
o disminuir los factores de riesgo y las consecuencias,
daño e impacto social y comunitario de la violencia y la
delincuencia.

Artículo 18. Las políticas de prevención social podrán
ser evaluadas con la participación de instituciones aca-
démicas, profesionales, especialistas en la materia y or-
ganizaciones de la sociedad civil.

Artículo 19. En el cumplimiento del objeto de esta
Ley, las autoridades de los gobiernos federal, de los
estados, el Distrito Federal y los municipios, en el
ámbito de sus atribuciones, deberán:

I. Proporcionar información a las comunidades para en-
frentar los problemas derivados de la delincuencia;
siempre que no violente los principios de confiden-
cialidad y reserva;

V. Repetir intervenciones exitosas, concebir nuevas
iniciativas y pronosticar nuevos problemas de delin-
cuencia y posibilidades de prevención;

Año III, Primer Periodo, 8 de diciembre de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados364



VI. Generar bases de datos especializadas que per-
mitan administrar la prevención social de la violencia y
la delincuencia, así como reducir la victimización y per-
sistencia de delitos en zonas con altos niveles de delin-
cuencia;

VII. Realizar estudios periódicos sobre la victimiza-
ción y la delincuencia, y

VIII. Impulsar la participación ciudadana y comuni-
taria, en la prevención social de la violencia y la de-
lincuencia.

Décima octava. Con relación al Capítulo Quinto relativo
al Programa Nacional para la Prevención Social de la Vio-
lencia y la Delincuencia, se realizan los siguientes cam-
bios:

Minuta

Artículo 21. El Programa Nacional para la Prevención
social de la violencia y la delincuencia deberá contribuir
al objetivo general de proveer a las personas con el ni-
vel más alto de protección en las áreas de libertad, se-
guridad y justicia, con base en objetivos precisos, claros
y medibles, a través de:

I. La incorporación de la prevención como elemento
central de las prioridades en la calidad de vida de las
personas;

II. El diagnóstico de seguridad a través del análisis sis-
temático de los problemas de la violencia y la delin-
cuencia, sus causas, los factores de riesgo y las conse-
cuencias;

III. Los diagnósticos participativos;

IV. Los ámbitos y grupos prioritarios que deben ser
atendidos sobre la base del diagnóstico de seguridad;

V. Las principales acciones específicas de ejecución que
deben llevarse a cabo, incluidos los seminarios, estudios
e investigaciones o programas de formación entre otros,
para asegurar que las intervenciones sean apropiadas,
eficientes, eficaces y sostenibles;

VI. La movilización y construcción de una serie de ac-
ciones interinstitucionales que tengan capacidad para
abordar las causas y que incluyan a la sociedad civil;

VII. El desarrollo de estrategias e implementación de
acciones concretas de prevención social y

X. El monitoreo y evaluación continuos de las estrate-
gias y acciones desarrolladas.

Los gobiernos de las entidades federativas y municipa-
les deberán incluir a la prevención social como una ca-
racterística de sus programas gubernamentales para re-
ducir la violencia y la delincuencia de tal manera que
existan acciones concretas planificadas que cuenten con
el financiamiento requerido. En todo caso, se deberá
asegurar que exista claridad en las responsabilidades al
interior de los gobiernos para la organización de la pre-
vención social de la violencia y la delincuencia y su de-
sarrollo.

Para el cumplimiento de lo anterior, deberán involucrar
en la evaluación de los programas a la comunidad, la so-
ciedad civil, los organismos públicos de derechos hu-
manos y las instituciones de educación superior.

Modificaciones

Se sintetiza la redacción del artículo.

I. Se mantiene igual.

II. Se mantiene igual.

III. Se mantiene igual.

IV. Resulta innecesario reiterar que la atención de dará
sobre la base del diagnóstico de seguridad referido en la
fracción II.

V. Se incorpora a los funcionarios públicos como prin-
cipales receptores del proceso de profesionalización en
materia de prevención de la violencia y la delincuencia.

VI. Se mantiene igual.

VII. Se mantiene igual

X. Se corrige numeración de la fracción y se sintetiza su
contenido ya que también tendrían que evaluarse otros
elementos del Programa Nacional.

Se ajusta la redacción de este párrafo, en razón de que el
objeto de esta Ley no debe calificarse como una “carac-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 8 de diciembre de 2011365



terística” sino como un componente estratégico que de-
ben incorporar los diferentes órdenes de gobierno en sus
planes y programas.

Asimismo, el financiamiento es un tema que se incor-
pora en el capítulo específico.

Se elimina esta fracción dado que se considera redun-
dante incluirla por virtud de que esta facultad ya se en-
cuentra prevista en el Título Octavo de la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, que hace re-
ferencia a la participación ciudadana y comunitaria de la
comunidad en las tareas de evaluación de las políticas e
instituciones de seguridad pública (artículo 131, frac-
ción I)

Dictamen

Artículo 20. El Programa Nacional deberá contribuir al
objetivo general de proveer a las personas protección en
las áreas de libertad, seguridad y justicia, con base en
objetivos precisos, claros y medibles, a través de:

IV. Los ámbitos y grupos prioritarios que deben ser
atendidos;

V. El fomento de la capacitación de los servidores pú-
blicos cuyas atribuciones se encuentren relacionadas
con la materia objeto de la presente ley, lo cual in-
cluirá la realización de seminarios, estudios e investi-
gaciones o programas de formación entre otros, para
asegurar que sus intervenciones sean apropiadas, efi-
cientes, eficaces y sostenibles;

VIII. El monitoreo y evaluación continuos.

Las autoridades de los gobiernos federal, de los esta-
dos, el Distrito Federal y los municipios en el ámbito
de sus respectivas atribuciones, deberán incluir a la
prevención social de la violencia y la delincuencia en
sus planes y programas.

Decimonovena. Para la ejecución del programa se conside-
ra conveniente conservar el párrafo que enuncia el artículo
22 y la primera de las fracciones integrando sus contenidos
en un solo párrafo. La segunda fracción se incorpora al ca-
pítulo específico en el que se aborda el tema de financia-
miento. El resto se elimina en razón de que sus contenidos
(criterios de evaluación y selección de proyectos) son mate-

ria que debe incorporarse al Reglamento correspondiente
de la presente ley.

Minuta

Artículo 22. Para la ejecución del Programa Nacional, el
Centro Nacional:

I. Preparará un programa de trabajo anual que contenga
objetivos específicos, prioridades temáticas y una lista
de acciones específicas y de medidas complementarias;

Cambios

Se integran primer párrafo y fracción I en un solo párra-
fo.

Dictamen

Artículo 21. Para la ejecución del Programa Nacional, el
Centro Nacional preparará un programa de trabajo anual
que contenga objetivos específicos, prioridades temáti-
cas y una lista de acciones y de medidas complementa-
rias.

Vigésima. Otro tanto ocurre con el contenido del artículo
23. Estas comisiones unidas dictaminadoras consideran
que los aspectos relacionados con la descripción de los li-
neamientos para el financiamiento de proyectos y del pro-
grama anual –como ya se indicó antes– deberán ser parte
del capítulo específico de este proyecto y otros del Regla-
mento correspondiente. Por lo que se suprime el contenido
del artículo referido con sus fracciones y se recorren los
subsecuentes.

Vigésima primera. Los artículos que forman parte de la
Sección Primera referida a la Evaluación se modifican en
los siguientes términos:

Minuta

Artículo 24. El Centro Nacional evaluará las acciones
realizadas para ejecutar el programa anual y los resulta-
dos del año anterior. El resultado de la evaluación se re-
mitirá al Consejo Nacional quien lo hará público en los
términos que establezca el Reglamento.

Para la evaluación de las acciones referidas se convoca-
rá a los organismos públicos de derechos humanos, ins-
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tituciones académicas y organizaciones de la sociedad
civil.

Artículo 25. Los resultados de las evaluaciones determi-
narán la continuidad y el financiamiento de los progra-
mas para el siguiente periodo fiscal efectivo. No podrá
refinanciarse un determinado programa que previamen-
te no haya sido evaluado.

Artículo 26. El Centro Nacional deberá coordinarse con
la Auditoría Superior de la Federación, el Consejo Na-
cional de Evaluación de la Política Social u otras ins-
tancias gubernamentales o de la sociedad para el desa-
rrollo de las evaluaciones respectivas.

Modificación

Se modifica la última parte porque la evaluación puede
direccionarse a diferentes instancias y causas.

Se agregan referencias a los programas con el fin de pre-
cisar los elementos que deberán ser evaluados.

La primera parte de este artículo se recupera como ter-
cer párrafo del artículo anterior y la referencia al finan-
ciamiento se suprime como se ha dispuesto en anterio-
res artículos

La coordinación es una atribución, en este caso, y para
los fines de la presente Ley, de los diferentes órdenes de
gobierno y de manera trasversal de las instancias del go-
bierno federal. La evaluación es una función distinta por
lo que en este artículo se sustituye “coordinación” por
“coadyuvar”. Asimismo, se suprime a la Auditoría Su-
perior de la Federación, en razón de que ya existe la
norma que establece las obligaciones que tiene la admi-
nistración pública en materia de cuenta pública. 

Dictamen

Artículo 22. El Centro Nacional evaluará las acciones
realizadas para ejecutar el programa anual y los resulta-
dos del año anterior. El resultado de la evaluación se re-
mitirá al Consejo Nacional quien lo hará público en los
términos que establezcan las disposiciones aplicables.

Para la evaluación de las acciones referidas en los pro-
gramas, se convocará a los organismos públicos de de-
rechos humanos, instituciones académicas y organiza-
ciones de la sociedad civil.

Los resultados de las evaluaciones determinarán la
continuidad de los programas.

Artículo 23. El Centro Nacional deberá coadyuvar con
el Consejo Nacional de Evaluación de la Política Social
u otras instancias gubernamentales o de la sociedad pa-
ra el desarrollo de las evaluaciones respectivas.

Vigésima segunda. Los artículos de la Sección Segunda
relativa a la participación comunitaria y ciudadana fueron
modificados en los siguientes términos:

Minuta

Sección Segunda

De la Participación Comunitaria y Ciudadana

Artículo 27. La participación comunitaria y ciudadana,
organizada o no organizada, en materia de prevención
social de la violencia y la delincuencia es un derecho de
las personas, siendo un deber constitucional del Estado
Mexicano reconocerla, garantizarla, promoverla y fo-
mentarla, conforme a la presente Ley.

Artículo 28. La participación comunitaria y ciudadana,
organizada o no organizada, se hace efectiva a través de
la actuación de las personas en las comunidades, en las
redes vecinales, las organizaciones para la prevención
social de la violencia y la delincuencia, en los consejos
de Participación Ciudadana o a través de cualquier otro
mecanismo local o legal, creado en virtud de sus nece-
sidades.

Modificaciones

Se modifica el título de la sección cambiando el orden
de las participaciones: primero la ciudadana y en segun-
do lugar la comunitaria, en congruencia y armonización
como aborda ambas participaciones la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Es innecesario hacer la aclaración sobre el deber del Es-
tado de reconocer y garantizar toda vez que el reconoci-
miento y garantías se da desde el artículo 21 Constitu-
cional, en la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública y a través de la presente Ley.

Cambia el número del artículo y se agrega al Centro Na-
cional de Prevención del Delito y Participación Ciuda-
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dana como otra de las instancias a través de las cuales se
hace efectiva la participación ciudadana y comunitaria.

Se adiciona un artículo con el propósito de que el Cen-
tro Nacional considere como una de sus prioridades el
favorecer la participación ciudadana de las comunida-
des y localidades para quedar como sigue:

Dictamen

Sección Segunda

De la Participación Ciudadana y Comunitaria 

Artículo 24. La participación ciudadana y comunita-
ria, organizada o no organizada, en materia de preven-
ción social de la violencia y la delincuencia es un dere-
cho de las personas.

Artículo 25. La participación ciudadana y comunitaria,
organizada o no organizada, se hace efectiva a través de
la actuación de las personas en las comunidades, en las
redes vecinales, las organizaciones para la prevención
social de la violencia y la delincuencia, en los consejos
de Participación Ciudadana, en el Centro Nacional o a
través de cualquier otro mecanismo local o legal, crea-
do en virtud de sus necesidades.

Artículo 26. La coordinación entre los diferentes me-
canismos y espacios de participación ciudadana,
tanto comunitaria como local, será un objetivo fun-
damental del Centro Nacional, para lo cual desarro-
llará lineamientos claros de participación y consulta.

Vigésima tercera. Sobre el financiamiento estas comisio-
nes dictaminadoras establecen lo siguiente:

Minuta

Artículo 29. Los programas federales, de los estados, el
Distrito Federal o municipales, así como de la sociedad
civil, que funcionen con recursos públicos federales y
cuya aplicación incide o coadyuve a la prevención so-
cial de la violencia y la delincuencia, deberán sujetarse
a las disposiciones vigentes en materia presupuestaria,
así como a las bases que fije la presente ley.

Artículo 30. La federación, los estados, el Distrito Fe-
deral y los municipios preverán en sus respectivos pre-

supuestos los recursos necesarios para el diagnostico,
diseño, ejecución y evaluación de programas y acciones
de prevención social de la violencia y la delincuencia
derivados de la presente ley.

Artículo 31. Por ningún motivo la financiación de un
proyecto por el programa podrá ser cofinanciado con re-
cursos que deriven del Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración.

II. Desarrollará mecanismos de financiamiento para
proyectos de la sociedad civil, de los municipios o de las
entidades federativas que tengan incidencia directa en
temas prioritarios de prevención social de la violencia y
la delincuencia, con base en los lineamientos que emita
para tales efectos el Consejo Nacional;

Modificación

29. Es recomendable precisar que las bases de los re-
cursos las fijan tanto la presente ley como también la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca, así como las demás disposiciones aplicables. Aclara-
do lo anterior se modifica la redacción del artículo to-
mando en consideración que las leyes en materia de
seguridad pública y de prevención social de la violencia
tienen el carácter de “generales” por lo que deben ob-
servarse sus disposiciones por los diferentes órdenes de
gobierno independientemente si los programas son cu-
biertos con recursos federales. Asimismo, debe ser obli-
gación de los diferentes órdenes de gobierno cubrir sus
respectivos programas. Finalmente, se elimina la men-
ción a programas “de la sociedad civil” ya que ésta no
cuenta con programas; en todo caso participan en el
marco de los programas de los diferentes órdenes de go-
bierno.

30. Se elimina la palabra “necesarios” dada su subjeti-
vidad. Tanto el Ejecutivo como el legislativo (el cabildo
en el caso de los municipios) destinarán los recursos co-
rrespondientes en función de los ingresos que tengan
disponibles y de las prioridades de sus respectivos pre-
supuestos

31. Se suprime en razón de que no es necesario ni reco-
mendable establecer limitaciones. Estas en todo caso se-
rán las que determinen anualmente la Cámara de Dipu-
tados en el Presupuesto de Egresos de la Federación, por
lo que se sugiere incorporar un artículo transitorio 
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En su lugar se incorpora el contenido de la fracción II
del artículo 22 de la minuta con los siguientes cambios:
pasa a ser artículo y se incorpora la figura del Secretario
Ejecutivo en la redacción de la fracción con el fin de se-
ñalar que las propuestas de los mecanismos de financia-
miento se harán al Secretariado Ejecutivo del Sistema
Nacional de Seguridad Pública. Asimismo, se agrega un
criterio que debe prevalecer en la planeación de cada
programa anual y los proyectos a que se hace referencia;
la de evitar la duplicación del ejercicio de los recursos
disponibles en los diferentes órdenes de gobierno.

Dictamen

Artículo 27. Los programas federales, de los Estados, el
Distrito Federal o municipales, en materia de preven-
ción social de la violencia y de la delincuencia, debe-
rán cubrirse con cargo a sus respectivos presupues-
tos y sujetarse a las bases que establecen la presente
Ley, la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública y demás disposiciones legales aplicables.

Artículo 28. La federación, los estados, el Distrito Fede-
ral y los municipios preverán en sus respectivos presu-
puestos recursos para el diagnóstico, diseño, ejecución y
evaluación de programas y acciones de prevención social
de la violencia y la delincuencia derivados de la presente
ley.

Artículo 29. El Centro Nacional propondrá, previa
aprobación del Secretario Ejecutivo, el desarrollo de
mecanismos de financiamiento para proyectos de la so-
ciedad civil, de los municipios o de las entidades fede-
rativas que tengan incidencia directa en temas priorita-
rios de prevención social de la violencia y la
delincuencia, con base en los lineamientos que emita
para tales efectos el Consejo Nacional, asegurando la
coordinación de acciones para evitar la duplicación
en el ejercicio de los recursos.

Vigésima cuarta. Las comisiones consideran que del capí-
tulo séptimo relativo a las sanciones solo debe quedar el ar-
tículo 32 de la Minuta (cambiando únicamente el número
del artículo a 30) que a la letra dice:

Artículo 30. El incumplimiento en el ejercicio de las
obligaciones que se derivan de la presente ley será san-
cionado de conformidad con la legislación en materia de
responsabilidades administrativas de los servidores pú-

blicos. (Cambiando únicamente el número del artículo
al 33)

Acuerda que los artículos 33 y 34 de la minuta deben ser
suprimidos en razón de que estas comisiones observan
que se pierde de vista la naturaleza articuladora del Con-
sejo Nacional y se le coloca como un órgano facultado
para incidir en la esfera de derechos y obligaciones de
los gobernados, lo que abre la puerta a la judicialización
del funcionamiento de las instancias de coordinación
del Sistema, lo que podría afectar gravemente su legiti-
midad en caso de que se planteen procesos constitucio-
nales. Los artículos aludidos son los siguientes:

Artículo 33. Para la imposición de la sanción que sea
procedente, el Consejo Nacional dictará el acuerdo es-
pecífico que así lo determine y lo hará saber al superior
jerárquico del infractor, por conducto del Secretariado
Ejecutivo, para que imponga la consecuencia jurídica
que resulte. 

Artículo 34. La dependencia o entidad que haya im-
puesto alguna sanción a sus subordinados con motivo de
la aplicación de la presente Ley, deberá informarlo al
Consejo Nacional, por conducto de su Secretariado Eje-
cutivo, en la siguiente sesión de este organismo. 

Vigésima quinta. Los artículos transitorios primero y se-
gundo quedan en los mismos términos, el tercero se per-
fecciona su redacción para quedar como sigue:

Minuta

Artículo Tercero. Se concede un plazo de hasta un año
contado a partir de la entrada en vigor del presente de-
creto, para que las legislaturas de los estados y la Asam-
blea Legislativa del Distrito Federal expidan las normas
legales y tomen las medida presupuestales correspon-
dientes para garantizar el cumplimiento de la Ley Ge-
neral para la Prevención Social de la Violencia y la De-
lincuencia.

Dictamen

Artículo Tercero. La Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, las legislaturas de los
Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal
expedirán las normas legales y tomarán las medidas
presupuestales correspondientes para garantizar el cum-
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plimiento de la Ley General para la Prevención Social
de la Violencia y la Delincuencia, en el ejercicio fiscal
siguiente a la entrada en vigor de este decreto.

Se agrega un artículo cuarto transitorio bajo el razona-
miento hecho en la parte correspondiente a las modifi-
caciones del capítulo relacionado con el financiamiento
del Programa Nacional, los programas anuales y los
proyectos objeto de esta Ley, en los siguientes términos:

Artículo Cuarto. Los programas, proyectos y demás
acciones que, en cumplimiento a lo dispuesto en esta
Ley y en razón de su competencia, corresponden a las
dependencias y entidades de la Administración Pública
Federal, deberán sujetarse a la disponibilidad presu-
puestaria que se apruebe para dichos fines en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación y a las disposiciones
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria.

IV. Consideraciones de la Cámara de Diputados

La reforma al marco jurídico federal en materia de seguri-
dad pública obliga, por lo menos, a una revisión integral
del régimen de seguridad pública nacional; es decir, a par-
tir de ese punto, es preciso, ahora, orientados por los mis-
mos criterios revisionistas implementados por el Constitu-
yente Permanente, emprender esta revisión del marco
normativo en general en materia de seguridad pública para
adecuarlo a dicha reforma, por un lado; y por otro, garanti-
zar la vigencia y la eficacia plena del estado de derecho.

La reforma al artículo 21 de la Carta Magna en este senti-
do, es determinante; lo anterior, porque establece las direc-
trices que constituyen la referencia medular a la propuesta
que nos ocupa; así, los ejes rectores de la propuesta conte-
nida en este instrumento pretenden desarrollar el contenido
de dicha reforma constitucional la cual prevé, entre otras
cosas:

• La formulación de políticas públicas tendientes a pre-
venir la comisión de delitos, y

• Se determinará la participación de la comunidad que
coadyuvará, entre otros, en los procesos de evaluación
de las políticas de prevención del delito así como de las
instituciones de seguridad pública.

La política pública se centra en la acción del Estado sin
considerar a los actores sociales al contexto de manera ais-

lada; así, el proceso de las políticas públicas consiste en
una serie de pasos o fases a través de las cuales se concibe
el tránsito de un problema, a la identificación de diversas
alternativas para solucionarlo; de este modo, en el proceso
de fijar los ciclos de las políticas públicas, nos hallamos en
todo momento con que su inicio siempre arranca de la exis-
tencia de un problema público o social reconocido como tal
en la agenda gubernamental.

Ante un panorama como el actual, para poder hablar de una
auténtica política criminal es necesario, primero, ubicarla
en un concepto real de seguridad pública, ya que sólo de
este modo se puede comprender el rol que le toca jugar a la
administración pública en esa búsqueda de mayor seguri-
dad para los ciudadanos; de no hacerlo de este modo, se
continuará con un esquema que ha demostrado su absoluta
ineficacia.

México es una nación pluricultural. La atención diferen-
ciada y las acciones afirmativas. Apuntan en la dirección
correcta al señalar que los planes y programas de preven-
ción del delito “deben considerar las necesidades y cir-
cunstancias específicas determinadas por género, así como
las necesidades de grupos especialmente vulnerables o en
riesgo”; en efecto, múltiples fenómenos vinculados a la
génesis, pero también a los rasgos específicos de la delin-
cuencia, hallan su origen en aspectos concretos como la
edad, el sexo o la condición social.

En consecuencia y derivado de las observaciones precisas
que hace la colegisladora a la Minuta que nos ocupa, esta
Comisión de Gobernación recibe con beneplácito las mi-
mas y concuerda con la necesidad de armonizar el presen-
te instrumento jurídico con otros instrumentos vigentes en
nuestro sistema jurídico nacional, por lo que hemos tenido
a bien apoyar en su totalidad las adecuaciones realizadas
por la colegisladora a la presente Minuta.

Por lo expuesto y fundado, la Comisión de Gobernación,
somete a la consideración de esta honorable asamblea y pa-
ra los efectos del inciso a) del artículo 72 constitucional, el
siguiente proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley General para la Pre-
vención Social de la Violencia y la Delincuencia

Artículo Único. Se expide la Ley General para la Preven-
ción Social de la Violencia y la Delincuencia, para quedar
como sigue:

Año III, Primer Periodo, 8 de diciembre de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados370



Ley General para la Prevención Social de la Violencia y
la Delincuencia

Capítulo Primero
Disposiciones generales

Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés so-
cial y de observancia general en todo el territorio nacional
y tiene por objeto establecer las bases de coordinación en-
tre la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Mu-
nicipios en materia de prevención social de la violencia y
la delincuencia en el marco del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública, previsto en el artículo 21 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 2. La prevención social de la violencia y la delin-
cuencia es el conjunto de políticas públicas, programas y
acciones orientadas a reducir factores de riesgo que favo-
rezcan la generación de violencia y delincuencia, así como
a combatir las distintas causas y factores que la generan.

Artículo 3. La planeación, programación, implementación
y evaluación de las políticas públicas, programas y accio-
nes se realizará en los diversos ámbitos de competencia,
por conducto de las Instituciones de Seguridad Pública y
demás autoridades que en razón de sus atribuciones deban
contribuir directa o indirectamente al cumplimiento de es-
ta ley, debiendo observar como mínimo los siguientes prin-
cipios:

I. Respeto irrestricto a los derechos humanos;

II. Integralidad. El Estado, en sus distintos órdenes de
gobierno desarrollará políticas públicas integrales efica-
ces para la prevención de la violencia y la delincuencia,
con la participación ciudadana y comunitaria.

III. Intersectorialidad y transversalidad. Consiste en la
articulación, homologación y complementariedad de las
políticas públicas, programas y acciones de los distintos
órdenes de gobierno, incluidas las de justicia, seguridad
pública, desarrollo social, economía, cultura y derechos
humanos, con atención particular a las comunidades, las
familias, las niñas y niños, las mujeres, así como las y
los jóvenes en situación de riesgo;

IV. Trabajo conjunto. Comprende el desarrollo de accio-
nes conjuntas entre las autoridades de los distintos ór-
denes de gobierno, así como de los diferentes sectores y
grupos de la sociedad civil, organizada y no organizada,

así como de la comunidad académica de manera solida-
ria, para que contribuyan a la prevención social de la
violencia y la delincuencia y al mejoramiento de la ca-
lidad de vida de la sociedad;

V. Continuidad de las políticas públicas. Con el fin de
garantizar los cambios socioculturales en el mediano y
largo plazos, a través del fortalecimiento de los meca-
nismos de participación ciudadana y comunitaria, asig-
nación de presupuesto, el monitoreo y la evaluación;

VI. Interdisciplinariedad. Consiste en el diseño de polí-
ticas públicas tomando en cuenta conocimientos y he-
rramientas de distintas disciplinas y experiencias nacio-
nales e internacionales;

VII. Diversidad. Consiste en considerar las necesidades
y circunstancias específicas determinadas por el contex-
to local territorial, el género, la procedencia étnica, so-
ciocultural, religiosa, así como las necesidades de gru-
pos vulnerables o en riesgo, mediante la atención
integral diferenciada y acciones afirmativas;

VIII. Proximidad. Comprende la resolución pacífica de
conflictos, con estrategias claras, coherentes y estables,
de respeto a los derechos humanos, la promoción de la
cultura de la paz y sobre la base del trabajo social co-
munitario, así como del contacto permanente con los ac-
tores sociales y comunitarios, y

IX. Transparencia y rendición de cuentas. En los térmi-
nos de las leyes aplicables.

Artículo 4. Para efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. Centro Nacional: El Centro Nacional de Prevención
del Delito y Participación Ciudadana, Unidad Adminis-
trativa del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional
de Seguridad Pública; 

II. Comisión: La Comisión Permanente de Prevención
del Delito y Participación Ciudadana del Consejo Na-
cional de Seguridad Pública;

III. Consejo Nacional: El Consejo Nacional de Seguri-
dad Pública;

IV. Ley: La Ley General para la Prevención Social de la
Violencia y la Delincuencia;
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V. Participación ciudadana y comunitaria: La participa-
ción de los diferentes sectores y grupos de la sociedad
civil, organizada y no organizada, así como de la comu-
nidad académica;

VI. Programa Nacional: El Programa Nacional para la
Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia; 

VII. Programa anual: El programa de trabajo anual del
Centro Nacional; 

VIII. Reglamento: El Reglamento de la Ley General pa-
ra la Prevención Social de la Violencia y la Delincuen-
cia;

IX. Secretariado Ejecutivo: El Secretariado Ejecutivo
del Sistema Nacional de Seguridad Pública;

X. Secretario Ejecutivo: El Titular del Secretariado Eje-
cutivo, y

XI. Violencia: El uso deliberado del poder o de la fuer-
za física, ya sea en grado de amenaza o efectivo, contra
uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que
cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones,
muerte, daños psicológicos, trastornos del desarrollo o
privaciones. Quedan incluidas las diversas manifesta-
ciones que tiene la violencia como la de género, la ju-
venil, la delictiva, la institucional y la social, entre otras.

Artículo 5. En lo no previsto por la presente Ley, se apli-
carán, conforme a su naturaleza y de forma supletoria, las
disposiciones contenidas en la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública.

Capítulo Segundo
De la prevención social de la violencia y la 
delincuencia y la atención a las víctimas

Artículo 6. La prevención social de la violencia y la delin-
cuencia incluye los siguientes ámbitos: 

I. Social;

II. Comunitario;

III. Situacional, y

IV. Psicosocial.

Artículo 7. La prevención social de la violencia y la de-
lincuencia en el ámbito social se llevará a cabo median-
te:

I. Programas integrales de desarrollo social, cultural y
económico que no produzcan estigmatización, incluidos
los de salud, educación, vivienda, empleo, deporte y de-
sarrollo urbano;

II. La promoción de actividades que eliminen la margi-
nación y la exclusión;

III. El fomento de la solución pacífica de conflictos; 

IV. Estrategias de educación y sensibilización de la po-
blación para promover la cultura de legalidad y toleran-
cia respetando al mismo tiempo las diversas identidades
culturales. Incluye tanto programas generales como
aquéllos enfocados a grupos sociales y comunidades en
altas condiciones de vulnerabilidad, y

V. Se establecerán programas que modifiquen las condi-
ciones sociales de la comunidad y generen oportunida-
des de desarrollo especialmente para los grupos en si-
tuación de riesgo, vulnerabilidad, o afectación.

Artículo 8. La prevención en el ámbito comunitario pre-
tende atender los factores que generan violencia y delin-
cuencia mediante la participación ciudadana y comunitaria
y comprende: 

I. La participación ciudadana y comunitaria en acciones
tendentes a establecer las prioridades de la prevención,
mediante diagnósticos participativos, el mejoramiento
de las condiciones de seguridad de su entorno y el desa-
rrollo de prácticas que fomenten una cultura de preven-
ción, autoprotección, denuncia ciudadana y de utiliza-
ción de los mecanismos alternativos de solución de
controversias; 

II. El mejoramiento del acceso de la comunidad a los
servicios básicos;

III. Fomentar el desarrollo comunitario, la convivencia
y la cohesión social entre las comunidades frente a pro-
blemas locales;

IV. La participación ciudadana y comunitaria, a través
de mecanismos que garanticen su efectiva intervención
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ciudadana en el diseño e implementación de planes y
programas, su evaluación y sostenibilidad, y

V. El fomento de las actividades de las organizaciones
de la sociedad civil.

Artículo 9. La prevención en el ámbito situacional consis-
te en modificar el entorno para propiciar la convivencia y
la cohesión social, así como disminuir los factores de ries-
go que facilitan fenómenos de violencia y de incidencia de-
lictiva, mediante: 

I. El mejoramiento y regulación del desarrollo urbano,
rural, ambiental y el diseño industrial, incluidos los sis-
temas de transporte público y de vigilancia;

II. El uso de nuevas tecnologías;

III. La vigilancia respetando los derechos a la intimidad
y a la privacidad;

IV. Medidas administrativas encaminadas a disminuir la
disponibilidad de medios comisivos o facilitadores de
violencia, y

V. La aplicación de estrategias para garantizar la no re-
petición de casos de victimización.

Artículo 10. La prevención en el ámbito psicosocial tiene
como objetivo incidir en las motivaciones individuales ha-
cia la violencia o las condiciones criminógenas con refe-
rencia a los individuos, la familia, la escuela y la comuni-
dad, que incluye como mínimo lo siguiente: 

I. Impulsar el diseño y aplicación de programas formati-
vos en habilidades para la vida, dirigidos principalmente
a la población en situación de riesgo y vulnerabilidad; 

II. La inclusión de la prevención de la violencia, la de-
lincuencia y de las adicciones, en las políticas públicas
en materia de educación, y 

III. El fortalecimiento de las capacidades institucionales
que asegure la sostenibilidad de los programas preven-
tivos.

Artículo 11. El acceso a la justicia y la atención integral
a las víctimas de la violencia o de la delincuencia debe
considerar la asistencia, protección, reparación del daño
y prevención de la doble victimización, a través de: 

I. La atención inmediata y efectiva a víctimas de delitos,
en términos del impacto emocional y el proceso legal,
velando por sus derechos y su seguridad en forma prio-
ritaria;

II. La atención psicológica especializada, inmediata y
subsecuente realizada por profesionales, considerando
diferentes modalidades terapéuticas;

III. La atención específica al impacto en grupos espe-
cialmente vulnerables a desarrollar problemas derivados
de delitos violentos;

IV. Brindar respuesta a las peticiones o solicitudes de in-
tervención presentadas por las víctimas de la violencia y
la delincuencia, a través de los mecanismos creados pa-
ra ese fin, y

V. La reparación integral del daño que incluye el reco-
nocimiento público, la reparación del daño moral y ma-
terial, y las garantías de no repetición.

Capítulo tercero
De las instancias de coordinación

Sección Primera
Del Consejo Nacional de Seguridad Pública

Artículo 12. El Consejo Nacional será la máxima instancia
para la coordinación y definición de la política de preven-
ción social de la violencia y la delincuencia. 

El Consejo Nacional contará con el Secretariado Ejecutivo
del Sistema Nacional de Seguridad Pública para coordinar
e implementar la política de prevención social de la vio-
lencia y la delincuencia, y éste se apoyará para ello en el
Centro Nacional, en los términos que señala la Ley Gene-
ral del Sistema Nacional de Seguridad Pública y demás
normativa aplicable.

Para dar seguimiento al cumplimiento de las disposiciones
aplicables, el Secretariado Ejecutivo se coordinará con la
Comisión. 

Artículo 13. Las atribuciones del Consejo Nacional en ma-
teria de prevención social de la violencia y la delincuencia
son:

I. Definir estrategias de colaboración interinstitucional
para facilitar la cooperación, contactos e intercambio de
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información y experiencias entre la Federación, las en-
tidades federativas y los municipios; así como con orga-
nizaciones de la sociedad civil, centros educativos o de
investigación, o cualquier otro grupo de expertos o re-
des especializadas en prevención;

II. Establecer los lineamientos para recabar, analizar y
compartir la información existente sobre la prevención
social de la violencia y la delincuencia, análisis de las
mejores prácticas, su evaluación, así como su evolución
entre los tres órdenes de gobierno del Sistema Nacional
de Seguridad Pública, con objeto de contribuir a la toma
de decisiones;

III. Convocar a las autoridades de los tres órdenes de
gobierno, dentro del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
iblica, responsables o vinculadas, cuya función incida
en la prevención social a efecto de coordinar acciones

IV. Informar a la sociedad anualmente sobre sus activi-
dades a través de los órganos competentes, e indicar los
ámbitos de acción prioritarios de su programa de traba-
jo para el año siguiente;

V. Promover la generación de indicadores y métricas es-
tandarizados para los integrantes del Sistema Nacional
de Seguridad Pública en materia de prevención de la
violencia y la delincuencia, los que al menos serán des-
agregados por edad, sexo, ubicación geográfica y per-
tenencia étnica, y

VI. Las demás que establezcan otras disposiciones lega-
les y las que sean necesarias para el funcionamiento del
Sistema Nacional de Seguridad Pública en las materias
propias de esta Ley.

Sección Segunda
Del Secretariado Ejecutivo

Artículo 14. El Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública en materia de prevención social
de la violencia y la delincuencia, tendrá las siguientes atri-
buciones:

I. Elaborar en coordinación con las demás instancias del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, las propuestas
de contenido del Programa Nacional de Prevención So-
cial de la Violencia y la Delincuencia, y todos aquellos
vinculados con esta materia;

II. Proponer al Consejo Nacional de Seguridad Pública,
políticas públicas, programas y acciones en materia de
prevención social de la violencia y la delincuencia;

III. Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos y resolu-
ciones del propio Consejo Nacional y de su Presidente
sobre la materia;

IV. Difundir la información estadística en materia de in-
cidencia delictiva y de prevención social de la violencia
y la delincuencia, y

V. Todas aquellas atribuciones conferidas al Secretaria-
do Ejecutivo en la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública y demás disposiciones legales.

Sección Tercera
Del Centro Nacional de Prevención del Delito 

y Participación Ciudadana

Artículo 15. El Centro Nacional tendrá, además de las que
le confiere la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública y demás disposiciones aplicables, las siguien-
tes atribuciones:

I. Participar en la elaboración del Programa Nacional de
Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia;

II. Elaborar su programa anual de trabajo y someterlo a
la aprobación del Secretario Ejecutivo;

III. Recabar información sobre los delitos y sus tenden-
cias, los grupos de mayor victimización y, proyectos en-
focados en la prevención y sus resultados;

IV. Realizar diagnósticos participativos en materia de
prevención social de la violencia y la delincuencia;

V. Generar mecanismos de participación ciudadana y
comunitaria, de los organismos públicos de derechos
humanos y de las instituciones de educación superior
para el diagnóstico y evaluación de las políticas públi-
cas en materia de prevención;

VI. Planear la ejecución de programas de prevención y
las formas de evaluación, previa aprobación del Secre-
tario Ejecutivo;

VII. Colaborar en el diseño científico de políticas crimi-
nológicas;
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VIII. Elaborar mapas de riesgos sobre la violencia y la
delincuencia en colaboración con otras autoridades so-
bre la base de la información recabada por el Centro Na-
cional, que estarán correlacionados con las condiciones
sociales, económicas y educativas de las localidades;

IX. Realizar en coordinación con otras instituciones en-
cuestas nacionales de victimización en hogares, con la
periodicidad que se estime conveniente;

X. Identificar temas prioritarios o emergentes que pon-
gan en riesgo o que afecten directamente la seguridad
pública desde la perspectiva ciudadana;

XI. Formular recomendaciones sobre la implementa-
ción de medidas de prevención de la victimización;

XII. Evaluar la eficiencia y eficacia de las políticas pú-
blicas, programas y acciones de prevención social de la
violencia y la delincuencia;

XIII. Efectuar estudios comparativos de las estadísticas
oficiales de criminalidad;

XIV. Promover entre las autoridades los gobiernos fede-
ral, de los estados, el Distrito Federal y los municipios
la participación ciudadana y comunitaria en las tareas de
prevención social de la violencia y la delincuencia;

XV. Garantizar el libre acceso de la población a la in-
formación estadística en materia de delito y de preven-
ción social de la violencia y la delincuencia;

XVI. Realizar y difundir estudios sobre las causas y fac-
tores que confluyen en el fenómeno de la criminalidad;

XVII. Expedir los lineamientos y crear los mecanismos
que sean necesarios para garantizar que las inquietudes,
requerimientos y propuestas de los ciudadanos sean ele-
vadas al Consejo Nacional;

XVIII. Generar y recabar información sobre:

a) Las causas estructurales del delito;

b) Estadísticas de conductas ilícitas no denunciadas;

c) Diagnósticos sociodemográficos;

d) Prevención de la violencia infantil y juvenil;

e) Erradicación de la violencia entre grupos vulnera-
bles, y

f) Modelos de atención integral a las víctimas;

XIX. Organizar y difundir los resultados y conclusiones
de las conferencias, seminarios, reuniones y demás ac-
ciones destinadas a profundizar en aspectos técnicos de
experiencias nacionales e internacionales sobre la pre-
vención social de la violencia y la delincuencia;

XX. Brindar asesoría a las autoridades federales, de las
entidades federativas, las municipales, así como a la so-
ciedad civil, organizada o no, cuando estas así lo solici-
ten;

XXI. Proponer al Secretariado Ejecutivo la celebración
de convenios para la formación, capacitación, especiali-
zación y actualización de servidores públicos cuyas fun-
ciones incidan en la prevención social de la violencia y
la delincuencia;

XXII. Intercambiar y desarrollar mecanismos de apren-
dizaje de experiencias internacionales;

XXIII. Difundir la recopilación de las mejores prácticas
nacionales e internacionales sobre prevención social de
la violencia y la delincuencia, y los criterios para tal de-
terminación;

XXIV. Analizar las inquietudes, requerimientos y pro-
puestas de los ciudadanos a través de las instancias cre-
adas al efecto, a partir de las directrices y mecanismos
establecidos por el Reglamento;

XXV. Dar respuesta a las temáticas planteadas por la
participación ciudadana y comunitaria, y

XXVI. Las demás que establezcan otras disposiciones
legales.

Sección Cuarta
De la Comisión Permanente de Prevención

del Delito y Participación Ciudadana

Artículo 16. La Comisión tendrá, además de las que le con-
fiere la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública y demás disposiciones aplicables, las siguientes
atribuciones:
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I. Apoyar al Secretariado Ejecutivo en el seguimiento
del cumplimiento de los programas generales, especia-
les e institucionales de las dependencias cuyas funcio-
nes incidan en la prevención social de la violencia y la
delincuencia; 

II. Proponer como resultado de la evaluación de los pro-
gramas, mecanismos para mejorar sus resultados;

III. Apoyar al Centro Nacional en la promoción de la
participación ciudadana y comunitaria en la prevención
social de la violencia y la delincuencia, y

IV. Proponer al Consejo Nacional los estándares y las
metodologías de evaluación para medir el impacto de
los programas en las materias propias de esta Ley.

Capítulo Cuarto
De la coordinación de programas

Artículo 17. Los programas nacional, sectoriales, especia-
les e institucionales que incidan en la prevención social de
la violencia y la delincuencia, deberán diseñarse conside-
rando la participación interinstitucional con enfoque multi-
disciplinario, enfatizando la colaboración con universida-
des y entidades orientadas a la investigación, asimismo se
orientarán a contrarrestar, neutralizar o disminuir los facto-
res de riesgo y las consecuencias, daño e impacto social y
comunitario de la violencia y la delincuencia.

Los programas tenderán a lograr un efecto multiplicador,
fomentando la participación de las autoridades de los go-
biernos Federal, de los Estados, el Distrito Federal y los
Municipios, organismos públicos de derechos humanos y
de las organizaciones civiles, académicas y comunitarias
en el diagnóstico, diseño, implementación y evaluación de
las políticas públicas y de la prevención social de la vio-
lencia y la delincuencia. 

Artículo 18. Las políticas de prevención social deberán ser
evaluadas con la participación de instituciones académicas,
profesionales, especialistas en la materia y organizaciones
de la sociedad civil.

Artículo 19. En el cumplimiento del objeto de esta Ley, las
autoridades de los gobiernos federal, de los estados, el Dis-
trito Federal y los municipios, en el ámbito de sus atribu-
ciones, deberán:

I. Proporcionar información a las comunidades para en-
frentar los problemas derivados de la delincuencia;
siempre que no violente los principios de confidenciali-
dad y reserva;

II. Apoyar el intercambio de experiencias, investigación
académica y aplicación práctica de conocimientos basa-
dos en evidencias;

III. Apoyar la organización y la sistematización de ex-
periencias exitosas en el combate a los delitos;

IV. Compartir conocimientos, según corresponda, con
investigadores, entes normativos, educadores, especia-
listas de otros sectores pertinentes y la sociedad en ge-
neral;

V. Repetir intervenciones exitosas, concebir nuevas ini-
ciativas y pronosticar nuevos problemas de delincuencia
y posibilidades de prevención;

VI. Generar bases de datos especializadas que permitan
administrar la prevención social de la violencia y la de-
lincuencia, así como reducir la victimización y persis-
tencia de delitos en zonas con altos niveles de delin-
cuencia;

VII. Realizar estudios periódicos sobre la victimización
y la delincuencia, y

VIII. Impulsar la participación ciudadana y comunitaria,
en la prevención social de la violencia y la delincuencia.

Capítulo quinto
Del Programa Nacional para la Prevención 

Social de la Violencia y la Delincuencia

Artículo 20. El Programa Nacional deberá contribuir al ob-
jetivo general de proveer a las personas protección en las
áreas de libertad, seguridad y justicia, con base en objeti-
vos precisos, claros y medibles, a través de:

I. La incorporación de la prevención como elemento
central de las prioridades en la calidad de vida de las
personas;

II. El diagnóstico de seguridad a través del análisis sis-
temático de los problemas de la delincuencia, sus cau-
sas, los factores de riesgo y las consecuencias;
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III. Los diagnósticos participativos;

IV. Los ámbitos y grupos prioritarios que deben ser
atendidos;

V. El fomento de la capacitación de los servidores pú-
blicos cuyas atribuciones se encuentren relacionadas
con la materia objeto de la presente ley, lo cual incluirá
la realización de seminarios, estudios e investigaciones
o programas de formación entre otros, para asegurar que
sus intervenciones sean apropiadas, eficientes, eficaces
y sostenibles;

VI. La movilización y construcción de una serie de ac-
ciones interinstitucionales que tengan capacidad para
abordar las causas y que incluyan a la sociedad civil;

VII. El desarrollo de estrategias de prevención social de
la violencia y la delincuencia, y

VIII. El monitoreo y evaluación continuos.

Las autoridades de los gobiernos Federal, los Estados, el
Distrito Federal y los Municipios en el ámbito de sus res-
pectivas atribuciones, deberán incluir a la prevención so-
cial de la violencia y la delincuencia en sus planes y pro-
gramas.

Artículo 21. Para la ejecución del Programa Nacional, el
Centro Nacional preparará un programa de trabajo anual
que contenga objetivos específicos, prioridades temáticas y
una lista de acciones y de medidas complementarias.

Sección Primera
De la evaluación

Artículo 22. El Centro Nacional evaluará las acciones rea-
lizadas para ejecutar el programa anual y los resultados del
año anterior. El resultado de la evaluación se remitirá al
Consejo Nacional quien lo hará público en los términos
que establezcan las disposiciones aplicables.

Para la evaluación de las acciones referidas en los progra-
mas, se convocará a los organismos públicos de derechos
humanos, instituciones académicas y organizaciones de la
sociedad civil.

Los resultados de las evaluaciones determinarán la conti-
nuidad de los programas.

Artículo 23. El Centro Nacional deberá coadyuvar con el
Consejo Nacional de Evaluación de la Política Social u
otras instancias gubernamentales o de la sociedad para el
desarrollo de las evaluaciones respectivas.

Sección Segunda
De la participación ciudadana y comunitaria

Artículo 24. La participación ciudadana y comunitaria, or-
ganizada o no organizada, en materia de prevención social
de la violencia y la delincuencia, es un derecho de las per-
sonas.

Artículo 25. La participación ciudadana y comunitaria, or-
ganizada o no organizada, se hace efectiva a través de la
actuación de las personas en las comunidades, en las redes
vecinales, las organizaciones para la prevención social de
la violencia y la delincuencia, en los consejos de participa-
ción ciudadana, en el Centro Nacional o a través de cual-
quier otro mecanismo local o legal, creado en virtud de sus
necesidades.

Artículo 26. La coordinación entre los diferentes mecanis-
mos y espacios de participación ciudadana, tanto comuni-
taria como local, será un objetivo fundamental del Centro
Nacional, para lo cual desarrollará lineamientos claros de
participación y consulta.

Capítulo sexto
Del financiamiento

Artículo 27. Los programas federales, de los estados, el
Distrito Federal o municipales, en materia de prevención
social de la violencia y de la delincuencia, deberán cubrir-
se con cargo a sus respectivos presupuestos y sujetarse a
las bases que establecen la presente ley, la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública y demás disposi-
ciones legales aplicables.

Artículo 28. La federación, los estados, el Distrito Federal
y los municipios preverán en sus respectivos presupuestos
recursos para el diagnóstico, diseño, ejecución y evalua-
ción de programas y acciones de prevención social de la
violencia y la delincuencia derivados de la presente ley.

Artículo 29. El Centro Nacional propondrá, previa aproba-
ción del Secretario Ejecutivo, el desarrollo de mecanismos
de financiamiento para proyectos de la sociedad civil, de
los municipios o de las entidades federativas que tengan in-
cidencia directa en temas prioritarios de prevención social
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de la violencia y la delincuencia, con base en los linea-
mientos que emita para tales efectos el Consejo Nacional,
asegurando la coordinación de acciones para evitar la du-
plicación en el ejercicio de los recursos. 

Capítulo Séptimo
De las sanciones

Artículo 30. El incumplimiento en el ejercicio de las obli-
gaciones que se derivan de la presente Ley será sanciona-
do de conformidad con la legislación en materia de res-
ponsabilidades administrativas de los servidores públicos.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El Ejecutivo federal expedirá el Regla-
mento respectivo en un término de hasta ciento ochenta dí-
as naturales a partir de la entrada en vigor de este Decreto

Artículo Tercero. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, las legislaturas de los estados y la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal expedirán las
normas legales y tomarán las medidas presupuestales co-
rrespondientes para garantizar el cumplimiento de la Ley
General para la Prevención Social de la Violencia y la De-
lincuencia, en el ejercicio fiscal siguiente a la entrada en
vigor de este decreto.

Artículo Cuarto. Los programas, proyectos y demás ac-
ciones que, en cumplimiento a lo dispuesto en esta Ley y
en razón de su competencia, corresponden a las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal, de-
berán sujetarse a la disponibilidad presupuestaria que se
apruebe para dichos fines en el Presupuesto de Egresos de
la Federación y a las disposiciones de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a treinta
de noviembre de dos mil once.

La Comisión de Gobernación, diputados: Javier Corral Jurado (rú-
brica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Fe-
lipe de Jesús Rangel Vargas (rúbrica), Guadalupe Acosta Naranjo (rú-
brica), Lorena Corona Valdés (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pedroza
(rúbrica en abstención), Claudia Ruiz Massieu Salinas, Gastón Luken
Garza, Francisco Ramos Montaño (rúbrica), María Antonieta Pérez

Reyes, Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Sergio Mancillas Zayas
(rúbrica) secretarios; Agustín Carlos Castilla Marroquín (rúbrica), Sa-
mi David David (rúbrica), Nancy González Ulloa (rúbrica), Marcela
Guerra Castillo, Jorge Antonio Kahwagi Macari, Gregorio Hurtado
Leija (rúbrica), Teresa del Carmen Incháustegui Romero (rúbrica),
Humberto Lepe Lepe, Miguel Ángel Luna Munguía (rúbrica), José Ra-
món Martel López, Andrés Massieu Fernández (rúbrica), Agustín To-
rres Ibarrola (rúbrica), Alejandro Encinas Rodríguez, Nazario Norber-
to Sánchez, Beatriz Elena Paredes Rangel, Liev Vladimir Ramos
Cárdenas (rúbrica), Carlos Oznerol Pacheco Castro, Arturo Zamora Ji-
ménez.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Javier
Corral Jurado, para fundamentar el dictamen de conformi-
dad con el artículo 104, numeral uno, fracción II del Re-
glamento de la Cámara de Diputados.

El diputado Javier Corral Jurado: Gracias. Compañeras
diputadas y compañeros diputados, llamo la atención del
pleno sobre un hecho inédito en lo que va de esta Legisla-
tura, hoy la Cámara de Diputados expedirá tres nuevas le-
yes completas, de principio a fin, se trata de una produc-
ción legislativa importante del consenso unánime en la
Comisión de Gobernación; se entregan tres nuevas leyes
sobre materias desreguladas.

La que ahora fundamento, del dictamen de la Comisión de
Gobernación y para la que pido el apoyo de todas las fuer-
zas políticas, es para la expedición de la nueva Ley Gene-
ral para la Prevención Social de la Violencia y la Delin-
cuencia.

Esta ley la habíamos aprobado hace un año en la Cámara
de Diputados; el dictamen se convirtió en minuta, fue al
Senado de la República y se le hicieron modificaciones a la
minuta envida por nosotros; la Cámara de Diputados, de
returno, se allanó a todas las consideraciones y observacio-
nes de la colegisladora y volvimos a votar y a refrendar
nuestra voluntad unánime de entregarle a México esta ley,
que es iniciativa de la diputada Alma Carolina Viggiano
Austria, del Grupo Parlamentario del PRI.

Esta ley establece las bases de coordinación para la plane-
ación, para la estructuración de las políticas públicas en
materia de prevención social de la delincuencia.

Es muy importante señalar que la legislación —que ahora
vamos a expedir, que ya iría directamente al Ejecutivo si
este pleno la aprueba— tiene varios méritos y creo que va-
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rios hechos que resulta conveniente resaltar aquí; en primer
lugar, debo decir que establece las bases para la planeación,
formulación, implementación y evaluación de políticas pú-
blicas entre la federación, los estados, el Distrito Federal y
los municipios, obviamente en el ámbito de las competen-
cias que cada quien tiene, y la articulación, coordinación y
ejecución de programas, proyectos y acciones, con el fin de
combatir las causas y factores que confluyen en la comi-
sión de delitos; es una nueva ley, cuenta con 34 artículos,
siete capítulos y tres transitorios.

¿Con qué coincide el dictamen de la Comisión de Gober-
nación? Con la necesidad —que por estos mismos días se
ha expresado por distintos actores de la vida pública de
México— de mejorar la legislación actual, al tener un cla-
ro contenido de justicia social, pues su pretensión más no-
ble es la de prevenir, que es donde tenemos que afianzar las
políticas públicas, en la prevención, pero obviamente en
alentar la participación ciudadana y la organización social
en las políticas de prevención, y prevenir fundamental-
mente que los jóvenes sean reclutados por la delincuencia
organizada al darles oportunidades de acceso a su pleno de-
sarrollo.

¿Cuáles son las tesis fundamentales que desarrolla el dicta-
men que les proponemos? Considera como ejes fundamen-
tales la prevención del delito, la violencia y la delincuencia
para abatir el proceso criminológico; enfrentar la seguridad
pública, enfrentar la delincuencia como fruto de aquello y
la violencia como el peor rostro de eso necesita de una ar-
ticulación de políticas públicas entre todas las autoridades.

La Cámara de Diputados entrega hoy el instrumento que
coordina las bases de esa cooperación y por ello, pedimos
el voto a favor del dictamen. Por su atención muchas gra-
cias.

Presidencia del diputado 
Uriel López Paredes

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Gracias,
diputado. Hará uso de la palabra el diputado Juan Carlos
Natale López, del Partido Verde, para fijar postura, hasta
por cinco minutos.

El diputado Juan Carlos Natale López: Buenas tardes.
Con su permiso, señor diputado. Compañeras y compañe-
ros diputados, es un hecho que la inacción, pereza e igno-
rancia del Poder Ejecutivo para instrumentar políticas pú-
blicas e iniciativas legales orientadas a favorecer la

prevención social del delito es a todas luces la constatación
del manejo coyuntural y de la anemia conceptual para ali-
mentar al Estado de propuestas que permitan a éste aban-
donar el combate al delito sólo desde los circuitos penales.

La presente reforma, desde luego desvirtúa toda aproxima-
ción a lo anterior, ya que es innegable la necesidad de su-
perar las fronteras que han buscado perpetuar la disocia-
ción entre el derecho penal y las ciencias penales, bajo el
objetivo común de garantizar una convivencia social basa-
da en el cumplimiento a la legalidad y el respeto a los de-
rechos humanos.

También es un hecho que las respuestas del Estado mexica-
no frente a la criminalidad y la violencia han estado basadas
únicamente en información proveniente de los indicadores
penales, sin correlacionar otras variables de carácter social y
económico; el sentido para comprender y enfrentar el delito
únicamente se ha enfocado en la utilización de medidas re-
lativas y reactivas, puesto que su marco conceptual es pri-
sionero del limitado binomio delito castigo.

Reformar y replantear la visión de la seguridad pública en
México significa que no deben entenderse como una sim-
ple tarea voluntarista, sino que es claramente la aceptación
de realizar una reforma radical, de carácter cultural, trans-
versal y multidisciplinaria, debe plasmarse en un nuevo
pacto institucional que represente una renovada gestión
pública con base en una participación eficaz de la ciudada-
nía. Pero esa ciudadanía necesita de elementos y medios
jurídicos a su alcance, siendo nuestra labor el dotarlos.

En contraste, también es necesario insertar en las políticas
públicas otras medidas provisoras de diversas seguridades
como la social, la educativa, la laboral y la deportiva, entre
otras, para que contribuyan a favorecer una comprensión
multidimensional de las visibles contradicciones sociales y
definitivamente se abandona el razonamiento superficial y
absurdo que nos tiene en esta inocultable crisis caracteriza-
da por la violencia, la exclusión social y el temor ciudadano.

Es imprescindible entender que el diagnóstico de la gober-
nabilidad mexicana —hasta el momento— nos refleja indi-
cadores nada gratificantes; desde hace cuatro años, un pro-
medio de 1 millón 700 mil delitos se denuncian cada año,
mil 620 por cada 100 mil habitantes. Asimismo el indica-
dor en la ausencia de prevención del delito en el sistema de
seguridad pública se hermana con otros que constituyen
parte de una constelación que inciden en la legitimidad y
en la credibilidad del régimen en mantener intacta la con-
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cepción fundamentalista de que el abultamiento de penas y
el endurecimiento del aparato de seguridad punitiva, por sí
mismo, pueden abatir los índices delictivos; está llevando
al país al precipicio de la descomposición social y de la
asociación generalizada del miedo.

Por ello, este dictamen por el que crea la Ley General para
la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, pre-
sentado por la Comisión de Gobernación bajo ciertas mo-
dificaciones del Senado, representa la posibilidad de rever-
tir ciertas omisiones que en su momento no consideraron
las iniciativas originales y el dictamen aprobado por la Co-
misión de Gobernación, principalmente en lo que tiene que
ver con los derechos humanos y homogeneidad de criterios
con la Ley del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en-
tre otros aspectos no menos importantes.

De hacerlo, seguiríamos omitiendo la prevención del deli-
to desde el ángulo social y de las prioridades del propio Es-
tado y de lo contrario, reduciríamos su actividad para ca-
minar sin rumbo y a ciegas, parar ráfagas en la oscuridad,
a únicamente encender torretas parciales —y con esto ter-
mino—, a confundir lo urgente con lo importante y en re-
sumidas cuentas, abstraerse de la riqueza de una sociedad
que aspira a tener seguridad y contribuir desde múltiples
trincheras en la edificación de una sociedad visiblemente
razonable. Por su atención, muchas gracias.

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Muchas
gracias diputado, hará uso de la palabra, hasta por cinco
minutos, la diputada Teresa Incháustegui Romero, del
PRD.

La diputada Teresa del Carmen Incháustegui Romero:
Gracias, diputado presidente. Este es otro de los momentos
agradables de esta Legislatura, porque este dictamen —que
estamos por aprobar el día de hoy—, efectivamente suple
un vacío muy importante, muy sensible en las políticas de
seguridad pública y hace —como han señalado ya compa-
ñeros que me han precedido en el uso de la palabra— una
corrección de ése enfoque punitivo que se ha privilegiado
en los últimos años a un enfoque de prevención.

Fue tan radical el haber cercenado este enfoque punitivo en
nuestra política de seguridad pública, que incluso a la poli-
cía federal, que antes era preventiva, le quitaron lo preven-
tiva y la dejaron como policía seca; en este sentido, el dic-
tamen que ya el diputado Corral describió con mucha
precisión, supera este enfoque para plantearnos un enfoque

integral, situacional, pro-persona, incluso, desde esa pers-
pectiva.

Se enfoca, aquí, a la disminución y vigilancia de factores
de riego, que en la población, en las comunidades, en las
localidades, afectan a grupos especialmente sensibles a los
factores de riesgo, de incurrir en conductas delictivas, en
actos delictivos, como es el tema de los jóvenes, de las
adicciones, del fracaso escolar, de los modelos de convi-
vencia violenta, de las conductas intolerantes y de todas es-
tas series de valores que constituyen realmente un capital
social negativo en nuestras comunidades, y por el contra-
rio, el planteamiento enfoca para abrir la participación so-
cial, la participación comunitaria, con el objeto de diseñar
políticas de seguridad próximas y cercanas a las necesida-
des de la gente, de los entornos.

Es por eso que están muy detallados en el tema todos los
principios de integralidad, de multidisciplinariedad, de par-
ticipación comunitaria.

Una cosa muy importante de este enfoque es este principio
de transversalidad, porque a partir de esto se establece la
concurrencia de muchas políticas sociales, de salud, urba-
nas, de empleo, deporte, de cultura que van a concurrir en
la propuesta de las acciones del programa nacional, que se-
rá un programa en donde cada uno de los niveles de go-
bierno van a tener una participación.

Celebro también que entre los transitorios se plantee una
cosa muy importante, ahí lo señala el transitorio tercero,
que tanto el Congreso de la Unión como los Congresos es-
tatales van a destinar presupuestos y recursos correspon-
dientes a esta acción, porque como ustedes saben, compa-
ñeros, aquí los presupuestos de seguridad pública, el nivel
de lo que se dedica a la prevención ha sido mínimo y han
sido acciones nuestras viendo esa carencia, que hemos in-
crementado en el caso ya de los recursos de Subsemun,
hasta un 10 por ciento de estos recursos que ya van desti-
nados a la prevención.

Con esta legislación hay un marco muy sólido, muy bien
armado, muy pertinente y muy necesario para que vayamos
a buscar estas formas de efectivamente reconstrucción del
tejido social, a partir de un enfoque participativo integral y
en donde fundamentalmente vayamos a construir bases so-
ciales de seguridad. Muchas gracias, es cuanto; el voto por
supuesto a favor.
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El Presidente diputado Uriel López Paredes: Gracias,
diputada Incháustegui. Hará uso de la palabra la diputada
María Antonieta Pérez Reyes, del Grupo Parlamentario del
PAN, hasta por cinco minutos.

La diputada María Antonieta Pérez Reyes: Gracias, se-
ñor presidente. Hoy en día estamos ante un gran problema
de criminalidad, generado entre muchas otras cosas por la
delincuencia irresponsablemente incontenida por sexenios;
grupos criminales que dañan desmedidamente la vida so-
cial, política y económica, y que pone en riesgo la seguri-
dad de todos los mexicanos.

Nunca debemos dejar de exigir y de señalar que los go-
biernos, sin importar de qué nivel, contrarios a mantenerse
pasivos ante este mal, están obligados a implementar me-
didas correctivas y preventivas, frontales para poder gene-
rar las condiciones de vida y seguridad que se merecen to-
dos los mexicanos.

En la presente administración se han sostenido muchas me-
didas de política pública para la prevención del delito; con
programas implementados por la Dirección General de
Prevención del Delito de la Secretaría de Seguridad Públi-
ca, se ha llevado a cabo la mayor obra de infraestructura en
materia de salud educativa, la construcción de hospitales,
clínicas, universidades, bachilleratos públicos y gratuitos;
igualmente, se ha trabajado de manera fuerte y comprome-
tida en la creación de centros de prevención y tratamiento
de las adicciones.

Con el propósito de lograr la reconstrucción del tejido so-
cial en nuestra nación, no podemos dejar a un lado los tra-
bajos preventivos que minen el poder corrosivo del crimen
organizado.

Acción Nacional asume el firme compromiso con la socie-
dad mexicana de proveer protección a los ciudadanos a tra-
vés de nuestras áreas parlamentarias; por lo tanto, el presen-
te dictamen ofrece a nuestra sociedad, entre otras grandes
bondades, la planeación, programación, implementación y
evaluación de las políticas públicas, programas y acciones.

Busca, además, la prevención social de la violencia y la
delincuencia desde los ámbitos comunitarios situacional,
sicosocial; busca también promover la implementación de
programas sociales, a través de la participación ciudadana;
procura el acceso a la justicia y a la atención integral de
las víctimas de la violencia o de la delincuencia. Estable-

ce, además, atribuciones para el centro nacional y para la
Comisión de Prevención de Delito y Participación Ciuda-
dana.

Por lo tanto, al ser claro que la propuesta que hoy vamos a
votar contribuye a la prevención de la comisión de delitos
y con ello se abate el poder corrosivo de bandas delictivas,
el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional los
exhortamos a unirse a nuestro voto a favor y lograr su apro-
bación en beneficio de México y de las próximas genera-
ciones. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Muchas
gracias, diputada. Hará uso de la palabra el diputado Hum-
berto Benítez Treviño, del PRI, hasta por cinco minutos.

El diputado Víctor Humberto Benítez Treviño: Señor
presidente, con su autorización; en primer lugar, quiero fe-
licitar a la Comisión de Gobernación, a su presidente, a mi
compañero amigo Javier Corral, porque efectivamente esta
Ley General para la Prevención Social de la Violencia y la
Delincuencia marca un rumbo histórico en materia de pre-
vención del delito en este país.

No omito recordarles que el 1o. de octubre de 2009 pre-
senté una iniciativa ante este pleno, para la prevención del
delito; entonces, recordaba —y hoy lo subrayo en esta tri-
buna— lo que dicen los criminólogos: el mejor delito que
existe —compañeras y compañeros diputados— es el que
no se comete, porque se previene. Sale más barato prevenir
que sancionar.

Prevenir, compañeros, es educar; prevenir es fomentar un
catálogo de valores en las niñas y en los niños, en los jó-
venes; los valores se inculcan en el hogar, se consolidan
con nuestros aliados los maestros, en la escuela, y se prac-
tican en la vida.

Por eso es que celebro que hoy estemos votando esta mi-
nuta, que se la enviemos de inmediato, señor presidente, al
presidente de la República, para que cumpla con su obliga-
ción constitucional de promulgarla y se convierta en ley.

El artículo 21 de la Constitución General de la República
establece que la seguridad pública es una función a cargo
de la federación, el Distrito Federal, las entidades y los mu-
nicipios, para prevenir el delito, para investigarlo y en su
caso, para sancionarlo.
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Esta ley, que consta de 34 artículos y tres transitorios, esta-
blece un enfoque sistémico de la prevención; por eso es ley
general, porque distribuye competencias entre la federa-
ción, las entidades federativas y los municipios, para la
prevención del delito.

No omito recordarles que la Ley General para Prevenir y
Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, ustedes,
compañeras y compañeros diputados, autorizaron un fondo
de 98 millones 700 mil pesos para la prevención del delito
de secuestro.

Nosotros —que tenemos una impunidad de más del 90 por
ciento de los delitos, arriba del 90 por ciento— tenemos
que apostar nuevamente a la prevención, por dos razones
fundamentales; primero, porque México, nuestro amado
país vive una enorme crisis en materia social, política y
económica; porque el sistema nacional de seguridad públi-
ca está en crisis, y porque tenemos que apostar al fomento
de los valores como medida fundamental para contrarrestar
la comisión de los delitos.

Por esta razón, compañeras y compañeros, quiero recor-
darles que los países que le han apostado a la prevención,
como Canadá, el Reino Unido, Colombia, Chile y Argenti-
na, han logrado revertir esta tendencia de impunidad que
hoy estamos viviendo en nuestro país; por esta razón fun-
damental, mi partido, el Revolucionario Institucional, vo-
tará a favor de esta ley general y les pido a todas y todos
ustedes que hagan lo mismo en consecuencia, por el bien
del país. Muchas gracias.

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Muchas
gracias, diputado. De conformidad con el artículo 104, nu-
meral 1, fracción V, esta Presidencia informa que se han re-
gistrado para la discusión en lo general los siguientes dipu-
tados: en contra, el diputado Jaime Cárdenas Gracia, y en
pro, los diputados Carolina Viggiano Austria y el diputado
Arturo Zamora Jiménez. Tiene el uso de la palabra el dipu-
tado Cárdenas Gracia, hasta por tres minutos.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
señor presidente. Mi voto será en contra de este dictamen,
no sin reconocer que se trata de un dictamen que promue-
ve o que presenta una ley para la prevención social del de-
lito que intenta coordinar políticas públicas en la materia.
Pero quiero exponer cuatro argumentos del por qué votaré
en contra del dictamen.

1. Es una ley sin dientes, es una ley que no establece me-
didas coactivas; todo lo que hace la Ley General que esta-
mos discutiendo es remitir, en caso de violación, a la Ley
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Ser-
vidores Públicos, pero carece para su cumplimiento de me-
didas coactivas; es una legislación sin dientes, sin múscu-
lo, sin fuerza para ser vinculante y obligatoria.

2. Es una ley que no atiende con suficiencia, a cabalidad las
políticas de género; es verdad que las menciona, pero no
las atiende a cabalidad ni atiende a cabalidad también polí-
ticas para enfrentar la situación de discriminación y de ex-
clusión social de nuestro país. No se toma en serio esta ley
el tema de la desigualdad socioeconómica de los mexica-
nos.

3. Aunque considera esta ley algunos mecanismos de par-
ticipación ciudadana, lo cierto es que en el cuerpo de la ley
toda la participación ciudadana que prevé está subordina-
da, supeditada, minimizada, en relación con el papel fun-
damental que tienen las instituciones públicas, como el
Centro Nacional de Prevención del Delito, como la Comi-
sión Permanente de Prevención del Delito, como el Conse-
jo Nacional, etcétera.

Entonces, el cuento de que hay participación ciudadana es
en parte cierto, pero en parte totalmente falso, hay una par-
ticipación ciudadana subordinada, limitada, supeditada,
minimizada.

La verdad, compañeros, es que con este tipo de leyes no
vamos a resolver en el país los problemas de la prevención
social del delito ni la violencia imperante en México.

Para que haya prevención social del delito les quiero mani-
festar lo que desde mi punto de vista debe realizarse: ga-
rantizar plenamente los derechos económicos, sociales y
culturales del país, es decir, resolver el problema de igual-
dad —concluyo—; garantizar todos los derechos humanos
en México; generar una democracia participativa y delibe-
rativa, y finalmente —concluyo—, construir un auténtico
Estado de derecho, en donde el fundamento de las institu-
ciones sea la soberanía popular. Como esta ley no está en-
focada así ni está orientada así, votaré en contra del dicta-
men. Gracias, señor presidente.

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Muchas
gracias, diputado. Hará uso de la palabra, en pro del dicta-
men, la diputada Carolina Viggiano Austria.
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La diputada Alma Carolina Viggiano Austria: Muchas
gracias, presidente. Compañeras diputadas y compañeros
diputados; en primer lugar, quiero hacer un amplio recono-
cimiento a la Comisión de Gobernación, a su presidente, a
don Javier Corral, por su trabajo incluyente y plural para
poder sacar adelante este dictamen, esta minuta que hoy es-
tamos votando.

Solamente hacerles unas reflexiones, porque aquí ya se han
dicho muchas cosas, solamente decirles que el objetivo fun-
damental de esta ley —hoy hay muchos recursos que están
en la estructura programática del Presupuesto dedicados a
programas de prevención de manera directa e indirecta—, de
lo que se trata es de que haya una política pública sobre el
tema, que haya un programa nacional y que se puedan opti-
mizar los recursos y que sobre todo, los tres niveles de go-
bierno tengan determinadas, muy claras sus obligaciones.

Quisiera solamente hacer referencia a un artículo que res-
ponde mucho a lo que mi compañero Cárdenas ha plantea-
do; el artículo 18 —de los 30 que tiene esta ley— dice: las
políticas de prevención social deberán ser evaluadas con la
participación de instituciones académicas, profesionales,
especialistas en la materia y organizaciones de la sociedad
civil. Esta ley tiene la posibilidad, por ser general precisa-
mente, de tener obligación en toda la República y sobre to-
do con los municipios.

Nada más y nada menos que en el pasado Presupuesto es-
ta Cámara ha aprobado —en el que había solamente en el
año anterior 10 por ciento de Subsemun para este tema—,
para este año será el 20 por ciento el que se podrá dedicar
al tema de la prevención.

¿Cuáles son los beneficios que les puede aportar a los me-
xicanos? Integra a todos los actores cuyas funciones inci-
den o coadyuvan a la prevención social de la delincuencia;
no duplica funciones con otros órganos, sino que retoma
las facultades de cada uno de los involucrados y las orien-
ta a un mismo fin: la prevención.

Permite dar a la prevención social de la delincuencia un en-
foque multidisciplinario e interinstitucional; responde a las
observaciones hechas a México por organismos internacio-
nales; no crea más burocracia, por el contrario, retoma la
infraestructura del Sistema Nacional de Seguridad Pública
e integra a todas las dependencias y entidades que desem-
peñan funciones de coadyuvancia en la prevención social
de la violencia y la delincuencia.

Actualmente el Sistema Nacional de Seguridad cuenta con
un centro de prevención y no tenía precisamente dientes
para poder echar a andar un plan que fuera respetado y ope-
rado en todo el país.

Por todo ello, les pido su voto a favor y les pido que siga-
mos apostándole a las causas; a ir a combatir las causas y
no sólo los efectos. Muchas gracias, presidente.

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Muchas
gracias, diputada. Hará uso de la palabra el diputado Artu-
ro Zamora Jiménez, hasta por tres minutos, en pro del dic-
tamen.

El diputado Arturo Zamora Jiménez: Diputadas y dipu-
tados, estamos a punto de votar una ley que es de gran im-
portancia para el Estado mexicano, para nuestro país y
fundamentalmente para la población, es la Ley General pa-
ra la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia,
que contempla por primera ocasión la posibilidad de que
haya una adecuada coordinación entre los tres ámbitos de
gobierno; contempla la posibilidad de que se hagan tareas
de prevención que son mucho más económicas, el efecto
social es mucho más positivo que la represión a través de
la aplicación de las normas, cuando los delitos se cometen.

Estas iniciativas, que han sido turnadas y que han sido pre-
sentadas por diferentes diputados, por diferentes legislado-
res, hoy culminan en un proceso de reenvío que precisa-
mente regresa del Senado de la República con adecuaciones
que se hicieron por los señores senadores.

Dentro de las bondades de esta iniciativa que estamos a
punto de votar, es que nuestro país contará por primera
ocasión con un instrumento jurídico que vincule a las auto-
ridades responsables de la seguridad pública y autoridades
responsables de los temas sociales en las distintas entida-
des del país, a trabajar de manera coordinada, de manera
efectiva y de manera eficiente, a favor de proyectos de pre-
vención que se sustentan en temas de educación, en temas
de resocialización en el ámbito de la atención social-sico-
lógica de las personas.

Distinguidas diputadas y diputados, en este orden de cosas
es importante establecer que el Grupo Parlamentario del
PRI votará a favor de esta iniciativa, toda vez que nosotros
reconocemos las bondades del trabajo legislativo de mu-
chas compañeras y compañeros que han presentado y que
tuvieron la visión, desde el inicio de esta Legislatura, como
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el diputado Humberto Benítez Treviño, de presentar inicia-
tiva en este sentido.

Esta iniciativa, que tiene una serie de antecedentes, por su-
puesto establecerá un conjunto de políticas públicas orien-
tadas a reducir factores de riesgo que favorecen la genera-
ción de violencia, conductas antisociales y la delincuencia,
así como un mecanismo estructural que permitirá en un
momento dado incluir en una auténtica prevención social
de un fenómeno que ha venido creciendo y ha venido las-
timando y dañando a muchos mexicanos.

Por esta razón, nosotros consideramos que es importante
votar a favor de esta iniciativa, toda vez que tendríamos un
instrumento nuevo, un instrumento que aplicar a favor de
la sociedad en términos generales y en ese sentido, es que
se solicita el voto a favor de esta iniciativa, que consta de
un trabajo productivo de senadores y de diputados de va-
rios años. Muchísimas gracias.

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Al contra-
rio, gracias, diputado.

El diputado Juan Enrique Ibarra Pedroza (desde la cu-
rul): Presidente, para hacerle una pregunta al orador.

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Agotada la
lista de oradores, consulte la Secretaría a la asamblea, en
votación económica, si se encuentra suficientemente discu-
tido.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra su-
ficientemente discutido. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas
y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo. Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Uriel López Paredes: Suficiente-
mente discutido en lo general. En virtud de que de confor-
midad con el artículo 109 del Reglamento de la Cámara de
Diputados no se ha reservado artículo alguno para discutir-
lo en lo particular, se pide a la Secretaría ordene la apertu-
ra del sistema electrónico de votación, por tres minutos, pa-
ra proceder a la votación en lo general y en lo particular en
un solo acto.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nume-

ral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el
sistema electrónico, por tres minutos, para proceder a la
votación en lo general y en lo particular en un solo acto.

(Votación)

Presidencia del diputado 
Emilio Chuayffet Chemor

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Da-
mos la más cordial bienvenida a un grupo de mujeres pro-
venientes de OM-PRI, de Atizapán de Zaragoza, estado de
México, invitadas por el diputado Fausto Sergio Saldaña
del Moral.

A estudiantes de la FES Acatlán, del municipio de Cuauti-
tlán Izcalli, invitados por el diputado Francisco Lauro Ro-
jas San Román.

Finalmente, a alumnos de la escuela telesecundaria 520 del
municipio de Actopan, invitados por el diputado Jorge Ro-
jo García de Alba. Sean todos ustedes muy bienvenidos.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Ciérrese el sistema electrónico de votación. Señor presi-
dente, se han emitido un total de 291 votos en pro, 4 en
contra y 1 abstención.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado por 291 votos en lo general y en lo particular
el proyecto de decreto que expide la Ley General para
la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia.
Pasa al Ejecutivo, para sus efectos constitucionales.
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